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Introducción
Irma Méndez de Hoyos y Nicolás Loza Otero*

Durante largo tiempo, las elecciones han sido un objeto de análisis 
privilegiado por los estudios políticos; sin embargo, su calidad es un 
tema relativamente reciente. Los estudios sobre la calidad de las eleccio-
nes reconocen que la democracia es más que elecciones, pero no menos 
que eso. Parten del reconocimiento de los requisitos básicos (o mínimos) 
de elecciones democráticas, como su carácter libre, justo, transparente y 
competitivo, para después valorar el grado, nivel o medida en que, efec-
tivamente, se cumplen esas características bajo principios de equidad y 
efectividad. Ahora bien, la discusión se amplía cuando se trata de ele-
gir los objetos de estudio prioritarios, junto con los métodos y técnicas 
para analizarlos. Para algunos, lo más relevante al estudiar la calidad 
de las elecciones es evaluar la medida en que los actores políticos ven 
el proceso electoral en su conjunto como legítimo y vinculante (Elklit 
y Reynolds, 2002: 87), mientras otros ponen el acento en la gobernan-
za electoral y su directa referencia a la administración de las elecciones 
con su inherente complejidad (López-Pintor, 2000). También hay una 
literatura reciente que vincula la calidad de las elecciones con las malas 
prácticas electorales, de manera que, entre más manipulación o irregula-
ridades haya, menor será la calidad de las elecciones en un país o región 
(Birch, 2010; Alvarez, 2008; Donno, 2012; Schedler, 2002 y 2013). Un 
elemento compartido entre los especialistas es que el contexto sí importa  

*	 Profesores-investigadores de la Flacso México.
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(y bastante), de manera que el nivel federal o local de las elecciones co-
bra, sin duda, gran relevancia. 

Ha sido ampliamente aceptado que los avances fundacionales en ma-
teria de democracia política en México se dieron inicialmente en el ám-
bito federal. Las reformas electorales federales del periodo 1990-1996 
—a través de las cuales se fundó un órgano independiente del gobierno 
para organizar las elecciones federales— establecieron los estándares mí-
nimos para la realización de elecciones competitivas o democráticas. En 
principio estas reformas incidieron positivamente en el plano local. Los 
cambios electorales en los estados (de 1993 a 1996) probaron ser funda-
mentales para transitar del dominio de un partido al pluripartidismo, y 
de elecciones manipuladas a unas más libres y transparentes (al menos 
en la ley). Sin embargo, desde 1996 los cambios en las reglas electora-
les locales empezaron a diversificarse, de manera que el proceso de refor-
mas estatales entró en una fase de diferenciación en el grado de justicia, 
limpieza, libertad y transparencia de las leyes. Hay estados con un avance 
muy limitado en términos de normas que garanticen elecciones locales li-
bres, limpias, justas y transparentes; otros más han experimentado cam-
bios acelerados y positivos; incluso hay casos de marcado retroceso, con 
normas discrecionales y control gubernamental de las elecciones.

En esta investigación se pretende contribuir al estudio del grado en 
que las elecciones locales recientes en México satisfacen las condiciones 
de su carácter democrático y son efectivamente libres, limpias, transpa-
rentes y equitativas. Para ello se analizan los órganos electorales locales 
(administrativos y jurisdiccionales), bajo el supuesto de que su dise-
ño institucional impacta en la calidad de las elecciones, así como en la 
confianza en sus resultados. Al mismo tiempo, se analiza la percepción 
ciudadana sobre la calidad de las elecciones y sus determinantes, con el 
propósito de identificar los factores que influyen en el juicio ciudadano 
sobre la legitimidad de los comicios, y finalmente, se examina el efecto 
sobre estas mismas elecciones del poder de los gobernadores, la violencia 
homicida y la naturaleza del vínculo ciudadano. En conjunto, el estudio 
de las instituciones electorales y la percepción ciudadana arrojan diversos 
hallazgos que ponen de manifiesto que, indudablemente, las institucio-
nes sí importan, pero comparten su protagonismo con una compleja red 
de factores que inciden y median en la calidad de las elecciones en Méxi-
co y su percepción. 
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En este sentido, se reconoce que existe un conjunto más amplio de 
factores que intervienen e impactan en la calidad de las elecciones en los 
niveles nacional y local. Entre éstos son muy relevantes la presencia y des-
empeño de los partidos políticos, los medios de comunicación y la infor-
mación a disposición del electorado, y los actores políticos no partidistas, 
entre otros. A lo cual se suman factores exógenos como la composición 
del sistema de partidos, su polarización y fragmentación, el poder de los 
ejecutivos locales, la división de poderes (normativa y efectiva) que mues-
tra el dominio o no de un poder sobre el resto, el desempeño del gobierno 
local y el Estado de derecho, o la capacidad para hacer cumplir la ley, in-
cluso el grado de corrupción en el estado, entre otros. Pero, en virtud de 
la naturaleza de la investigación, fue necesario concentrarse en dos facto-
res cruciales: las instituciones electorales (las de administración y las ju-
risdiccionales) y la opinión pública. A lo que se sumó la valoración de la 
influencia de algunos de los factores políticos mencionados.

Los hallazgos que se presentan resumidos en esta introducción, y 
con detalle en el capitulado del libro, son el resultado de una investi-
gación realizada en el marco de un convenio entre el PNUD y la Flac-
so México. Dicho proyecto consistió en el análisis de las más recientes 
elecciones locales para gobernador en México de 2006 a 2011, desde la 
perspectiva de la calidad de la democracia bajo dos modalidades: un es-
tudio comparado de las 31 entidades y el Distrito Federal, así como estu-
dios sobre la misma temática en los estados  de Morelos, Colima, México 
y Chihuahua. El objetivo fue elaborar un informe de la calidad de las 
elecciones en las entidades federativas durante el periodo 2006-2011, 
en el que se evalúa en qué medida el andamiaje institucional y social 
—conformado por los órganos de administración electoral, los órga-
nos de justicia electoral y la opinión pública— mostraba las condiciones 
para el cumplimiento de los estándares de elecciones democráticas y en 
general, de las condiciones básicas de una democracia.

Con el propósito arriba mencionado, se emprendieron diversas ac-
tividades de investigación: en primer lugar, la recolección, sistematiza-
ción y análisis de datos institucionales, políticos, socioeconómicos y 
demográficos a nivel estatal relevantes como variables independientes 
de la calidad de las elecciones locales; en segundo, el análisis de la es-
tructura institucional y del mapa de actores relevantes en el escenario 
electoral de todos los estados, lo que constituye la base para el análisis 
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comparado de los órganos de administración electoral locales y los ór-
ganos jurisdiccionales locales. Adicionalmente, se elaboraron cuatro es-
tudios de caso en los que se profundizó en los temas abordados, y se 
aplicaron entrevistas en profundidad a actores relevantes de las enti-
dades federativas seleccionadas, mismas que tuvieron como propósito 
capturar —en la medida en que las condiciones lo permitieron— las 
redes de actores, intereses, complicidades y lealtades que nutren las 
dinámicas de los sistemas políticos, electorales y partidistas estatales. 
Finalmente, se analizaron los datos de una encuesta aplicada por la em-
presa Parametría en junio de 2011, representativa para cada una de las 
32 entidades federativas del país. El cuestionario se aplicó a una mues-
tra de 12 800 individuos, con un nivel de confianza de 95% y un mar-
gen de error de +/-1%. Los datos de esta encuesta nutrieron el capítulo 
sobre la opinión pública y al estudio comparado en su conjunto. El re-
sultado de la investigación es este libro, un conjunto de productos pre-
liminares y las bases de datos que aquí se citan, que son de consulta 
pública y que esperamos alimenten otros trabajos posteriores.

Lo que sigue de esta introducciónn se divide en tres apartados. En 
el primero se describen los conceptos fundamentales de los que partió la 
investigación, los supuestos o hipótesis de trabajo que la guiaron, y algu-
nos de los problemas detectados en materia conceptual y metodológica 
al estudiar la calidad de las elecciones. El segundo apartado contiene un 
resumen de nuestros hallazgos, siguiendo los tres ejes de estudio ya refe-
ridos: órganos de administración electoral, órganos jurisdiccionales elec-
torales, y opinión pública. Por último, se describe la estructura de la obra.

Los estudios de la calidad de las elecciones:  
apuntes conceptuales y metodológicos

El punto de partida de los estudios sobre la calidad de las elecciones 
son las condiciones mínimas básicas de una democracia: a) el sufragio 
universal, libre y secreto, b) la celebración de elecciones periódicas, c) la 
existencia de más de un partido político (serio) con posibilidades rea-
les de ganar, y d) la existencia de fuentes alternativas de información 
(Diamond y Morlino, 2004). En últimas fechas, los estudios políticos 
comparados han dedicado múltiples esfuerzos a analizar en qué medida 
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se cumplen estas condiciones efectivamente en diferentes países. La evi-
dencia muestra que los procesos electorales en las democracias de la ter-
cera ola de la democratización en Europa, América Latina y Europa del 
Este cumplen de manera muy diversa y heterogénea con los estándares 
mínimos de elecciones democráticas. Así, se encuentran desde eleccio-
nes de alta y media calidad democrática, hasta elecciones manipuladas o 
abiertamente fraudulentas que se ubican en los linderos de los autorita-
rismos electorales (Schedler, 2002: 37) caracterizados por ser sistemas 
en los que la “oposición pierde elecciones”, más que un sistema en el que 
los partidos pierden elecciones (Schedler, 2002: 47). Esta diversifica-
ción se da entre países, así como entre regiones y estados o provincias 
dentro de un mismo país (Gervasoni, 2010a).

La línea divisoria entre las elecciones democráticas y las que no 
lo son se sostiene primeramente en la idea de la opción (Hermet et al., 
1982). Así, las elecciones democráticas son las que ofrecen opciones o 
alternativas políticas (choice) al electorado, en condiciones mínimas de 
libre competencia y participación, mientras que en las elecciones no de-
mocráticas las opciones están limitadas (muchas veces de antemano). 
A lo anterior se suma el cumplimiento de ciertos principios que delimi-
tan el carácter democrático de las elecciones: libertad, equidad, limpieza 
(Goodwin-Gill, 1998), y transparencia. Idealmente, estos estándares mí-
nimos de elecciones democráticas deben estar garantizados en las leyes 
y en la práctica.

Desafortunadamente, la distancia entre las normas democráticas y 
su ejercicio es un problema ampliamente documentado en las democra-
cias emergentes, en particular en América Latina (O’Donell, 2004). A 
ello se agrega el problema de los “umbrales borrosos” entre, por ejemplo, 
lo muy equitativo y lo equitativo a secas en el acceso a la arena electoral; 
el acceso a la justicia, o la libertad para elegir opciones. Los “umbrales” 
o líneas divisorias son siempre más claros en la teoría que en la prácti-
ca, donde los límites son comúnmente borrosos, incluso flexibles y cuya 
posición depende del contexto y las circunstancias. Como señala Sched-
ler, la distinción entre obedecer y transgredir las normas democráticas es 
siempre imprecisa y hay mucho espacio para la ambivalencia (Schedler, 
2002: 38-39).

Los estudios acerca de la calidad de las elecciones intentan, entre otras 
cosas, detectar esos “umbrales borrosos”, ya sean normativos o empíricos, 
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que en muchos casos impiden mostrar cuándo y en qué medida las elec-
ciones ya no cumplen con los estándares mínimos democráticos, o bien 
los cumplen pero con calidades muy heterogéneas, comúnmente de ma-
nera insatisfactoria.

Según Hartlyn y McCoy, hay dos perspectivas importantes desde las 
cuales se pueden juzgar unas elecciones: la de legitimidad y la de calidad 
(Hartlyn, 2006). “Una medida de la legitimidad de una elección se centra 
en las opiniones de los actores políticos clave y determina que una elec-
ción puede ser considerada libre y justa si todos los partidos principales 
aceptan el proceso y respetan el resultado” (Pastor, 1998: 159, citado por 
Hartlyn et al., 2009: 19). Desde una perspectiva orientada a la calidad, 
“la atención se centra en juicios y valoraciones emitidas por observadores 
electorales informados que se guían por un conjunto de normas […]. Las 
normas clave son que las elecciones democráticas deben aplicar procedi-
mientos justos y ser técnicamente sólidos. Deben, asimismo, favorecer la 
participación en términos de la elegibilidad de los votantes, ser abiertas y 
competitivas en lo que concierne a la participación de los partidos y can-
didatos” (Hartlyn et al., 2009: 19). 

Por su parte, Elklit y Reynolds (2002: 92-96) reconocen que la cali-
dad de la administración electoral tiene un impacto directo en la mane-
ra en que son vistas las elecciones en el mundo en desarrollo y presentan 
un marco para la evaluación sistemática de la calidad del proceso elec-
toral en su conjunto. Éste abarca ocho pasos o fases (desagregadas en 
varios factores a su vez): marco normativo, administración electoral y 
demarcación distrital; educación del votante, registro de votantes, y no-
minación y registro de partidos y candidatos; regulación de campañas; 
jornada electoral; proceso de conteo y tabulación de los votos; resolución 
de conflictos; implementación de resultados electorales, y procedimien-
tos poselectorales.

En esta obra, se retoma de manera general la perspectiva de la cali-
dad, y se intenta avanzar en el análisis de la calidad democrática de las 
elecciones en México y su posible contribución a la democracia regio-
nal y nacional. Se trata de identificar el grado, nivel o calidad en que las 
elecciones a nivel subnacional cumplen (o por el contrario, transgreden) 
los estándares mínimos aceptables de las elecciones democráticas, como 
la libertad, la equidad y la transparencia (Goodwin-Gill, 1994) respecto 
del voto universal libre y secreto, la competencia abierta entre partidos y 
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la participación libre de los ciudadanos en elecciones periódicas, condi-
ciones esenciales de la democracia. Ahora bien, el cumplimiento de estas 
condiciones se concentra en lo que se denomina gobernanza electoral, 
cuyo más importante eje se encuentra en los órganos electorales (admi-
nistrativos y jurisdiccionales); la relevancia de éstos para lograr la calidad 
en las elecciones ha sido ampliamente reconocida. 

Aunque el propósito no era propiamente probar hipótesis sobre la 
calidad de las elecciones en relación con los órganos de administración 
electoral, los órganos electorales jurisdiccionales y la opinión pública, se 
partió de varios supuestos. En principio, se presumió que la indepen-
dencia formal de los órganos de administración electoral locales —plas-
mada en las reglas electorales que regulan el proceso de nombramiento 
de sus integrantes— es una condición relevante y necesaria, mas no sufi-
ciente de su independencia real o efectiva, la cual está vinculada a facto-
res internos, como su profesionalismo y equilibrio partidista, y externos, 
como el grado de corrupción, poder del gobernador, y fortaleza de los 
partidos en el ámbito legislativo, entre otros. En segundo lugar, se asu-
mió que la independencia, transparencia y protección de los derechos 
políticos por los órganos electorales jurisdiccionales o tribunales electo-
rales estatales representaban tres pilares de la calidad de las elecciones y 
la confianza en sus resultados, aunque su efectividad se supedita a fac-
tores políticos como la composición del Poder Legislativo y la distribu-
ción del poder local. 

Finalmente, en el caso de la opinión pública, la escasa literatura que 
la relaciona con la calidad de las elecciones y la coloca como variable a ex-
plicar (variable dependiente) impidió partir de una sola propuesta, por lo 
que se desplegó un vasto trabajo empírico que logró hallazgos relevantes.

La calidad de las elecciones en los estados: órganos  
de administración electoral, órganos jurisdiccionales 
electorales y opinión pública

México es una federación cuyo sistema electoral está estructurado en 
función de los niveles de gobierno. Así, las elecciones federales para 
elegir presidente de la república y miembros del Congreso (diputados 
federales y senadores) están organizadas por los órganos electorales 
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federales, el Instituto Federal Electoral, en tanto órgano de administra-
ción electoral, así como por el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación, en tanto órgano jurisdiccional. 

Por su parte, las elecciones locales para elegir al Poder Ejecutivo (o 
gobernador), miembros del Congreso local y de los Ayuntamientos están 
organizadas por los órganos de administración electoral de cada entidad 
federativa —comúnmente llamados institutos electorales estatales— y 
por los órganos jurisdiccionales locales —conocidos como tribunales 
electorales estatales—. La relación entre estas instituciones electorales 
federales y locales es permanente y compleja, aunque se erige sobre una 
clara diferenciación en términos de ámbitos de competencia y responsa-
bilidades, que no siempre es reconocida por la opinión pública. En cual-
quier caso, las instituciones electorales en México condensan las reglas 
del juego político-electoral y su aplicación, siendo determinantes para la 
calidad de las elecciones en el país.

Las instituciones electorales mexicanas se crearon bajo el paradig-
ma de la independencia y profesionalismo de los miembros de sus órga-
nos de dirección, en tanto forma de gobernanza electoral en democracias 
emergentes para organizar elecciones de calidad. En México, se recono-
ce que la transición a la democracia significó pasar de elecciones fede-
rales no competitivas, a comicios libres, transparentes, competitivos y 
justos en una década. Esto fue así gracias, entre otras cosas, a las nuevas 
reglas electorales federales, la construcción de instituciones autónomas 
para organizar y llevar a cabo las elecciones, y la pluralización del siste-
ma de partidos (Méndez, 2006). Pese a los grandes avances, el proceso 
de democratización electoral se caracterizó por su heterogeneidad, so-
bre todo a nivel de elecciones estatales, con entidades federativas que se 
distinguen por su capacidad de institucionalización, mientras que otras 
mantienen competencia limitada, amplia discrecionalidad, instituciones 
frágiles y escasa transparencia. Por ello parece relevante indagar ¿qué tan 
efectivamente independientes son los órganos de administración electo-
ral (OAE) y los órganos jurisdiccionales (OJ) locales en México?, ¿qué 
tan profesionales son?, ¿cuál es la percepción de los ciudadanos sobre es-
tas instituciones?

El análisis de los órganos de administración electoral (OAE) lo-
cales en México  encargados de organizar las elecciones de goberna-
dor en el periodo 2006-2011 —llevado a cabo como parte de esta 
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investigación— arrojó resultados interesantes. En primer lugar, destaca 
la independencia de jure, o formal, de los miembros del órgano máximo 
de decisión. Ésta se estimó en función del número de órganos que inter-
vienen y años de duración del cargo, así como de las normas que regulan 
la remoción de los consejeros, a partir de lo cual se calculó el grado de fa-
cilidad con que son removidos de su cargo. Los resultados evidenciaron 
que, en términos de independencia, existen sólo seis entidades con OAE 
altamente independientes: el Distrito Federal, Durango, Sinaloa, Sono-
ra, Veracruz y Yucatán; once con independencia media, y quince con baja 
independencia. En segundo lugar, destacan las estimaciones sobre el gra-
do de partidismo de los órganos electorales. En este caso, se tomó en 
cuenta la naturaleza de los órganos que intervienen en el nombramien-
to de los miembros de la instancia máxima de dirección y el partidismo 
percibido, recabado gracias a la evaluación cualitativa realizada por los 
miembros de la Red de Investigación de la Calidad de la Democracia en 
México.1 A ello se añadió el número de impugnaciones al proceso de se-
lección de consejeros en cada entidad ante el Tribunal Electoral Estatal. 
Los resultados mostraron que es alto el grado de partidismo de los OAE 
locales en México en diecinueve entidades federativas, debido a la natu-
raleza política de los órganos involucrados en el proceso de designación 
de los miembros del máximo órgano de toma de decisiones —partidos 
políticos y congresos locales—, así como por la composición de sus órga-
nos de decisión y el alto partidismo percibido, que en varios casos incluye 
la injerencia directa del gobernador. En once estados, los OAE tienen un 
grado de partidismo medio, gracias, en alguna medida, a la incorporación 
de la sociedad civil en el proceso de postulación de los consejeros (resul-
tado de la reforma electoral federal 2007-2008). Sólo se detectaron dos ca-
sos de partidismo bajo.

En tercero y último lugar, destaca la valoración de la profesionaliza-
ción, o grado en que los órganos electorales integran a personal altamente 
capacitado en la administración electoral. Para medir dicho factor en los 

1	 Fundada a fines de 2009, se conforma de investigadores en materia de democracia, elec-
ciones y partidos a nivel local de todas las entidades de México. Recibió el reconocimiento 
del Conacyt en 2011 como red temática. Actualmente, esta red desarrolla investigación en 
materia de calidad de: elecciones, rendición de cuentas, Estado de derecho, vida, y partici-
pación (<www.democraciaenmexico.org>).
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órganos de administración electoral a nivel local, se estableció como obli-
gatorio el Servicio Profesional Electoral (SPE) en la ley electoral local, la 
aprobación del estatuto que la rige, en tanto prueba de su operación, lo 
mismo que la impugnación de los resultados electorales por parte de los 
partidos. El análisis de los institutos mostró que sólo en trece entidades 
federativas se han aprobado los estatutos de funcionamiento de sus ser-
vicios profesionales de carrera. En el resto, el servicio profesional electoral 
es sólo letra, esto es, no opera efectivamente.

En conjunto, parece claro que los OAE en México no son del todo 
independientes ni profesionales como el modelo lo supone y se encuen-
tran altamente partidarizados. Un problema identificado es que el “mo-
delo mexicano” parece mezclar la independencia formal de los órganos de 
decisión de los OAE con el partidismo excluyente, lo que ha permitido 
que, en algunos casos, los OAE tengan la posibilidad de sesgar la compe-
tencia e “inclinar” la cancha, lo que erosiona claramente la calidad demo-
crática de las elecciones locales.

El análisis de los órganos jurisdiccionales electorales en los esta-
dos se concentró en el examen del diseño institucional de los tribunales 
electorales estatales (TEE), en particular en cuanto a su independen-
cia y transparencia, además de lo relativo a la protección de los dere-
chos políticos en los estados. Respecto al tema de la independencia, se 
consideraron los factores relacionados con el nombramiento, la des-
titución, la estabilidad laboral de los magistrados que componen los 
TEE, y la autonomía presupuestal de estas instituciones. La centra-
lidad que adquieren los magistrados en la medición del grado de in-
dependencia de estos tribunales se debe a que son ellos quienes votan 
y deciden en torno a los conflictos electorales y a las quejas de viola-
ciones de derechos políticos. Conforme a las estimaciones hechas, se  
concluye que, en cuanto a su diseño institucional, los TEE tienen con-
diciones favorables para un desempeño imparcial en relación con los 
conflictos electorales. Por ejemplo, en el nombramiento de los magis-
trados de los TEE de veintitrés entidades federativas participan al me-
nos dos de los tres poderes del estado, y la principal tendencia consiste 
en el envío de propuestas de ternas por parte del Ejecutivo o del Ju-
dicial, aunque la decisión final recae en el Legislativo. En el resto de 
los casos predomina el modelo en el que los partidos proponen los 
nombramientos y el Congreso los define. De cualquier manera, no se 
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aprecia dominio del Ejecutivo local en el proceso de nombramiento de 
magistrados de tribunales electorales estatales y es el Legislativo el que 
tiene mayor poder de decisión en el asunto.

La evaluación de la transparencia de los TEE se realizó a partir de la 
información institucional y personal de sus miembros que se encuentra 
en la Web, así como de las sentencias del tribunal, sus informes anuales 
y reportes de auditoría. De igual modo, se consideró el grado en que los 
magistrados hacen de conocimiento público sus activos e ingresos eco-
nómicos. Las estimaciones mostraron que el diseño institucional de los 
TEE no favorece la transparencia en la misma medida que lo hacía con 
la independencia.

En suma, los resultados mostraron que el diseño institucional fa-
vorece la independencia y, en menor nivel, la transparencia de los TEE. 
Esto significa que entre ambos atributos no existe necesariamente una 
relación positiva; incluso es frecuente la combinación de situaciones de 
alta independencia con poca transparencia y viceversa. La combinación 
de los indicadores construidos para dar cuenta de ambos aspectos mues-
tra que, en términos generales, en las entidades federativas efectivamente 
existen diseños de órganos electorales jurisdiccionales que hacen proba-
ble un desempeño imparcial que abone a que las elecciones de autorida-
des y representantes estatales y locales sean de calidad. Sin embargo, esta 
posibilidad se afecta seriamente cuando en un mismo partido o actor po-
lítico dominan los poderes Ejecutivo y Legislativo.

El estudio de la calidad de las elecciones desde la perspectiva de la 
ciudadanía, implicó modificar el foco de atención, de las instituciones 
—que se abordan de forma independiente en los primeros dos capítu-
los— a los juicios de los electores sobre las propiedades de los procesos 
electorales. Cabe destacar que la opinión pública ha sido poco analizada 
desde la perspectiva de la calidad de la democracia, pese a que son final-
mente los ciudadanos quienes con su voto, expresan su confianza en los 
procesos electorales.

Para el estudio de la opinión pública a nivel subnacional en México, 
se recurrió al análisis de los datos de una encuesta representativa a nivel 
estatal. El objetivo fue evaluar en qué medida los ciudadanos considera-
ron que los procesos electorales habían tenido las características de una 
competencia libre y justa, y que el gobernante resultante había sido el ga-
nador legítimo.
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Los resultados mostraron una gran variación entre entidades. Por 
ejemplo, seis de ellas registraron más de 60% de respuesta positiva en 
estas dos preguntas “¿Qué tan de acuerdo o en desacuerdo está con la 
siguiente frase?: las elecciones en el estado [nombre de la entidad] son 
libres, limpias y equitativas”. La segunda pregunta aludía a la legitimi-
dad del resultado: “¿Usted cree que el candidato declarado como gana-
dor en la última elección de gobernador fue el que realmente recibió la 
mayor cantidad de votos?” Estos fueron Chihuahua, Zacatecas, Colima 
e Hidalgo, seguidos de Coahuila y Nuevo León. Es claro que la opinión 
pública en estos estados es muy positiva respecto de la calidad de sus 
elecciones. En el polo opuesto se ubicaron el Distrito Federal, Tabasco, 
Estado de México y Morelos, donde menos del 30% de los ciudadanos 
opinaron favorablemente a los dos atributos usados para registrar la opi-
nión pública sobre la calidad de las elecciones locales.

Una de las contribuciones sobresalientes de este estudio fue evaluar 
los determinantes que influyen en el juicio ciudadano sobre la calidad de 
las elecciones. Para ello se utilizó un modelo logístico jerárquico. Los ha-
llazgos son muy relevantes. Se encontró que la percepción de imparcia-
lidad de la autoridad electoral local y de ausencia de fraude incrementan 
la calidad de las elecciones de los estados. Esto implica que existe posi-
bilidad de mejora a través del diseño institucional y la reducción de los 
espacios de manipulación electoral. Sin embargo, la calidad de las elec-
ciones locales también es juzgada por aspectos ajenos a la organización 
electoral local —bajo la responsabilidad de los institutos electorales es-
tatales—, e incluso al ámbito de la entidad federativa. En este sentido, 
se halló que el juicio sobre la calidad de las elecciones locales también 
se da en función de las percepciones sobre los procesos electorales na-
cionales. Esto significa que si se considera que las elecciones nacionales 
fueron fraudulentas, la limpieza de las elecciones locales y la conducción 
correcta por parte de las autoridades electorales no evita que haya más 
probabilidad de que las elecciones locales sean consideradas de pobre 
calidad. Ello ilustra, entre otras cosas, que el trabajo de los órganos de 
administración electoral tiene un efecto limitado sobre las percepciones 
de los ciudadanos sobre la calidad de las elecciones en su entidad. Los 
autores del capítulo que toca este tema concluyen que “los juicios sobre 
la calidad de las elecciones están desproporcionadamente influidos por 
la idea que tienen los ciudadanos sobre las elecciones nacionales”.
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Los estudios de caso están precedidos por el capítulo sobre los efec-
tos del poder de los gobernadores, la naturaleza del vínculo ciudadano y 
el incremento de los homicidios en los años 2007-2011 en los procesos 
electorales locales en estos mismos años. Esta parte relaciona el poder de 
los gobernadores, la proporción de ingresos fiscales propios de los esta-
dos y las tasas de homicidios, con la alternancia en el Ejecutivo local, las 
tasas de participación, las preferencias electorales y la calidad institucio-
nal de las democracias locales, concluyendo que la violencia incidió en la 
disposición ciudadana a participar en las elecciones, pero también en el 
signo de las preferencias políticas de los votantes; por el contrario, el po-
der de los gobernadores no influyó decisivamente en la probabilidad de 
que candidatos de sus partidos ganaran las contiendas electorales locales 
y, finalmente, el nivel de rentismo del estado también se asoció inversa-
mente a la calidad institucional de su democracia.

Los casos estudiados se seleccionaron para examinar con mayor 
detalle la distancia entre los diseños formales institucionales de los 
órganos de administración electoral y los tribunales electorales es-
tatales, y las prácticas políticas reales dentro y fuera de los mismos. 
Se trató de integrar y mezclar los hallazgos de los estudios compara-
dos realizados en los cuatro primeros capítulos del libro y confron-
tarlos con los resultados del trabajo cualitativo, construido mediante 
entrevistas en profundidad a funcionarios y exfuncionarios de los 
institutos electorales, magistrados y exmagistrados de los tribunales 
electorales, y periodistas y líderes partidistas de las cuatro entidades 
federativas seleccionadas. El criterio utilizado nos condujo a seleccio-
nar un estado en donde se alinearon la evaluación positiva del diseño 
institucional de los órganos electorales y la opinión pública también 
favorable sobre la calidad de las elecciones locales (Chihuahua), y 
otro estado en situación opuesta, es decir, con valores negativos en 
todos los aspectos evaluados, esto es, un mal diseño institucional y 
una percepción de baja calidad de las elecciones locales (Morelos). Fi-
nalmente, se eligieron dos estados con indicadores contrapuestos: el 
Estado de México, con una evaluación institucional positiva pero con 
una percepción pública de la calidad de las elecciones negativa y Co-
lima, con una valoración negativa en cuanto al diseño de sus órganos 
electorales, pero con una opinión pública muy favorable sobre la cali-
dad de las elecciones locales.
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Los estudios de caso brindan detalles históricos y políticos que per-
miten capturar lo “local” de las entidades examinadas. Sin embargo, fue 
posible encontrar rasgos en común que muestran, en cierta medida, un 
patrón de comportamiento. Un primer elemento fue la tensión que exis-
te entre los órganos electorales locales y federales, tanto administrati-
vos como jurisdiccionales. En algunos casos se juzga que las autoridades 
electorales locales son demasiado favorables al Ejecutivo local y al parti-
do en el poder, y que ello se compensa con la “imparcialidad” de los ór-
ganos federales; en otros, se habla de una especie de “imposición” de los 
juicios y valoraciones en los órganos federales respecto de los locales que 
denuncian “subordinación”. De cualquier modo, sin duda existe una re-
lación compleja (y en ocasiones poco clara) entre órganos electorales ad-
ministrativos locales y federales. Un segundo elemento en común es la 
distancia entre las opiniones de los de “adentro” y de  los de “afuera”, esto 
es, los funcionarios o exfuncionarios de los institutos electorales locales 
y tribunales electorales locales, y los académicos, periodistas, líderes par-
tidistas, entre otros. 

En su mayoría, los de “adentro” reiteran la independencia e imparcia-
lidad de estos órganos electorales, frente a los de “afuera”, que invariable-
mente acusan un “abierto partidismo” y una subordinación de los órganos 
electorales respecto del Poder Ejecutivo local o gobernador (aunque el 
grado de injerencia varía entre los estados analizados). 

Por último, un tercer elemento en común es el uso de ciertos ins-
trumentos por parte de los órganos electorales administrativos y ju-
risdiccionales para “sesgar o inclinar la cancha” o el escenario de la 
competencia política. Entre éstos destacan las decisiones que favorecen 
al partido en el gobierno, o que perjudican a la oposición; las decisiones 
que permiten o legitiman la intervención del gobernador; las decisiones 
a través de las cuales no castigan actos ilícitos, particularmente cuando 
están vinculados al partido en el gobierno. Los detalles se muestran con 
amplitud en los estudios de caso.

En conjunto, los hallazgos de los estudios comparados presentados 
en los primeros cuatro capítulos y los derivados de los estudios de caso 
permiten presentar al menos cuatro conclusiones generales que, más que 
reflejar la riqueza de la investigación realizada, invitan a continuar el exa-
men de la democracia en el plano local en México. Una primera conclu-
sión general es que el diseño institucional de los OAE y los TEE aún 
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garantiza elecciones libres y justas, sobre todo desde la perspectiva de la 
ley. Sin embargo, en la práctica, los procedimientos o decisiones estarían 
sesgados o manipulados, reflejando la influencia o injerencia de partidos 
y, más comúnmente, de los poderes ejecutivos locales. El menú de instru-
mentos abarca desde el control de la independencia de los miembros de 
los órganos electorales (proceso de designación de consejeros y magistra-
dos), y del presupuesto de esos órganos, hasta decisiones que permiten 
favorecer a un determinado candidato o partido, lo que se traduce en una 
“cancha desnivelada o inclinada”. Con ello, la naturaleza democrática de 
las elecciones locales se erosiona. 

Una segunda conclusión general es que la percepción ciudadana 
respecto de la calidad de las elecciones está fuertemente influida por 
las alineaciones partidistas, la percepción de las elecciones federales 
(en particular la de 2006), y, en menor medida, por la percepción de 
la imparcialidad de los órganos electorales locales y el desempeño del 
gobernador. Esto sugiere, ante todo, que la legitimidad de las eleccio-
nes es resultado de un complejo conjunto de factores, entre los cuales 
destacan las instituciones y los diseños institucionales, pero también 
otros igualmente relevantes, como el comportamiento de los partidos 
políticos, poco sujetos a escrutinio. 

Una tercera conclusión, derivada de uno de los hallazgos menos es-
perados de la investigación, es que, en conjunto, no existe relación directa 
entre las tres variables investigadas: estados con altos niveles de indepen-
dencia y eficiencia en sus OAE, no se corresponden necesariamente con 
altos niveles de independencia y transparencia en sus TEE, ni con una 
percepción ciudadana favorable de la calidad de las elecciones. A partir 
de un análisis con componentes principales, se encontró que existe una 
relación general entre tribunales electorales e institutos electorales, pero 
la opinión pública respecto de la calidad de las elecciones locales en reali-
dad es casi independiente. 

Una cuarta conclusión general es que se advierte un conjunto de fac-
tores políticos (exógenos) que median el funcionamiento de las insti-
tuciones y la percepción sobre aquéllos, y que influyen, por tanto, en la 
alineación entre los órganos electorales y la percepción ciudadana sobre 
la calidad de las elecciones. Destacan los siguientes: polarización ideo-
lógica, partidirarización de la opinión pública y en general la composi-
ción del sistema de partidos; poder de los gobernadores (en particular el 
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control de los congresos locales y la dimensión de su contingente legisla-
tivo), la presencia y fuerza de los partidos de oposición en los congresos 
estatales, la independencia del Poder Judicial, y el sistema de controles 
estatales, por señalar los más importantes.

Estructura del libro

Este libro se ha organizado con esta introducción seguida de ocho capí-
tulos organizados en dos partes. En la primera parte, de estudios genera-
les o comparados, el primer capítulo  analiza la calidad de las elecciones 
estudiando tres atributos fundamentales de los órganos de administra-
ción electoral, conocidos como institutos electorales estatales; en el se-
gundo, se examina la calidad de las elecciones locales, ligándola al diseño 
institucional de los tribunales electorales estatales. En el tercero, la ca-
lidad de las elecciones se analiza a partir de una encuesta de opinión ad 
hoc, en la que se captura la percepción pública respecto de la limpieza y 
justicia de las elecciones locales. Asimismo, se estudian los determinan-
tes del juicio ciudadano sobre dichas elecciones, detectando las intersec-
ciones entre comicios federales y locales. El cuarto capítulo constituye 
una introducción a las elecciones locales, un preámbulo a los estudios de 
caso, y una exploración de la situación general de las elecciones subna-
cionales en México.

En la segunda parte, el quinto capítulo examina el caso del Estado 
de México, el sexto el estado de Chihuahua, el séptimo el de Colima y el 
octavo, el de Morelos, conjuntando en todos los casos la referencia com-
parada y la particularidad de cada estado, a partir de entrevistas en pro-
fundidad aplicadas a actores locales relevantes.

Por último, se presentan las conclusiones generales del volumen, en 
las que se señalan algunos temas abiertos a debate, o que son relevantes 
para futuras investigaciones.
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Capítulo 1 
Los órganos de administración electoral  
y la calidad de las elecciones locales en México:  
un análisis de los institutos electorales estatales
Irma Méndez de Hoyos*

Introducción

La transición a la democracia en México significó pasar de elecciones 
federales manipuladas y no competitivas, a comicios libres, transparen-
tes y equitativos, al menos en la ley, en un periodo de poco más de una 
década (entre 1990 y 2000). Esto fue así gracias, entre otras causas, 
al cambio sustantivo en la política electoral mexicana, que se tradu-
jo en nuevas reglas electorales: primero federales; después, locales; la 
construcción de instituciones autónomas para organizar las elecciones, 
y la pluralización del sistema de partidos (Méndez, 2006). Pese a los 
grandes avances, el proceso de democratización electoral ha sido he-
terogéneo, sobre todo en el plano local, con entidades federativas que 
se han distinguido por su capacidad de institucionalización, mientras 
otras han mantenido espacios limitados de competencia, alta discrecio-
nalidad en la toma de decisiones electorales y sesgos que erosionan el 
carácter democrático de las elecciones.

El estudio de los órganos de administración electoral (OAE) loca-
les en México es relevante, pues permite conocer, en principio, su com-
posición, funciones y desempeño a partir de atributos fundamentales, 
como su independencia y profesionalización. A partir de ello, es posible 
avanzar en la evaluación de su contribución a la calidad de las eleccio-
nes locales, esto es, a su carácter efectivamente libre, transparente, justo 

*	 Profesora-investigadora de tiempo completo en la Flacso México.

instituciones electorales.indd   27 30/09/16   12:00 p.m.

© Flacso México



Irma Méndez de Hoyos

28

y competitivo, y, en esa medida, a la democracia en los estados del país. 
Aunque el propósito no es propiamente probar una hipótesis, se parte 
del supuesto de que la independencia formal de los órganos de admi-
nistración electoral locales —plasmada en la regulación del proceso de 
nombramiento de sus integrantes— es una condición relevante y nece-
saria (mas no suficiente) de su independencia real o efectiva, la cual se 
vincula a factores internos (su profesionalismo y equilibrio partidista) y 
externos (el poder del gobernador en turno, la fortaleza de los partidos 
en el Legislativo, el grado de corrupción institucional, entre otros).

A partir de lo anterior, en este capítulo se analiza la calidad de las 
elecciones locales desde el papel que desempeñan los OAE —conocidos 
como institutos electorales estatales (IEE)— en cada entidad federativa. 
Con ese fin, este capítulo se divide en cuatro secciones: en la primera se 
establecen los puntos de conexión entre los estudios de la calidad de las 
elecciones y la función de los órganos de administración electoral en los 
estudios políticos comparados; en la segunda, se analizan los rasgos fun-
damentales del proceso de democratización en México en el ámbito lo-
cal, centrado en los cambios al sistema electoral y de partidos, así como el 
surgimiento de los OAE locales; en la tercera sección, se estudia la com-
posición de los institutos electorales locales y se realiza un minucioso 
análisis de tres de sus atributos fundamentales: independencia, partidis-
mo y profesionalización. En la cuarta se presenta una valoración general 
del papel de los OAE locales y su contribución a la mayor o menor cali-
dad de las elecciones. La evidencia que sustenta los hallazgos expuestos 
en este capítulo la constituye el análisis de los OAE encargados de la or-
ganización de las elecciones a gobernador en cada una de las entidades 
federativas en el periodo 2006-2011.

La calidad de las elecciones y los órganos  
de administración electoral

En muchas democracias emergentes, como la mexicana, se han crea-
do órganos independientes del gobierno en turno, altamente profesio-
nales —comúnmente llamados órganos de administración electoral 
(OAE)—, para garantizar que las elecciones cumplan con los estánda-
res democráticos de libertad, justicia, transparencia y competitividad. 
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Como es previsible, la calidad de las elecciones está determinada por 
la interacción de un amplio rango de factores. Según Sarah Birch, para 
que un proceso electoral sea creíble y genuino, los candidatos, las orga-
nizaciones de la sociedad civil, los observadores electorales, los medios y 
los votantes deben buscar observar tanto el espíritu como la letra de las 
leyes electorales. Pero añade que la buena gobernanza electoral es una 
condición necesaria (aunque no suficiente) de elecciones libres, justas (o 
equitativas) y significativas (Birch, 2007: 3). Esta autora reivindica así el 
papel crucial de los órganos de administración electoral (y su diseño) en 
lo que denomina “integridad electoral” (electoral integrity). 

Ahora bien, la gobernanza electoral no se limita a los OAE, aunque 
éstos sean su eje central. Para Shaheen Mozaffar y Andreas Schedler, la 
gobernanza electoral es el amplio conjunto de actividades que crean y 
mantienen el amplio marco institucional en el que el voto y la competen-
cia electoral se llevan a cabo (Mozaffar y Schedler, 2002: 13). En ese mis-
mo sentido, Schedler señala que para evaluar la calidad democrática de 
las elecciones habría que estudiar un vasto rango de temas que afectan la 
integridad de las elecciones, como la autoridad de los oficiales electora-
les, la apertura del sistema de partidos, la equidad de las reglas electorales, 
la apertura del espacio público, la inclusividad del sufragio, la libertad de 
los votantes y la integridad de la gobernanza electoral (Schedler, 2002b). 
Este especialista argumenta que ante la imposibilidad de llevar a cabo una 
investigación exhaustiva de todos estos elementos, es preferible concen-
trarse en lo verdaderamente crucial: el campo de la gobernanza electoral. 

Existe, pues, un consenso sobre el papel fundamental que han des-
empeñado los OAE, incluso en las transiciones a la democracia en dé-
cadas pasadas. Según López-Pintor, son instituciones importantes en 
la construcción de la democracia, debido a que manejan directamente la 
organización de las elecciones, e indirectamente, la gobernanza y el Es-
tado de derecho (López-Pintor, 2000: 13). Hay otros que destacan el 
carácter profundamente administrativo-técnico de los OAE, institucio-
nes que se encargan de funciones muy relevantes en la organización de 
las elecciones.1 

1	 Según Mackenzie, la administración de las elecciones o maquinaria electoral se refiere ge-
neralmente a una estructura institucional que incluye comisiones y consejos que realizan 
un conjunto de actividades, de las que son las más relevantes: el registro de electores, la 
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Pese a su importancia, la composición, papel, funciones y contribu-
ción de los OAE han sido poco estudiados. De hecho, según Robert Pas-
tor (1999), ha sido una variable casi ignorada (a neglected variable). Para 
Sarah Birch, la evidencia desde los Estados en vías de democratización y 
semidemocráticos muestra que la conducción electoral es crucial para el 
establecimiento de instituciones representativas responsables, que cuen-
ten con la confianza de la población (Birch, 2007: 2).2 En este sentido, 
destaca su investigación sobre aspectos del diseño de las comisiones elec-
torales en Europa del Este y la ex Unión Soviética, en la que pone en juego 
dos hipótesis: 1) la que enfatiza la independencia y profesionalismo de las 
comisiones electorales, y 2) el papel de los pesos y contrapesos (checks and 
balances) en asegurar que las comisiones electorales conduzcan las eleccio-
nes imparcial y transparentemente. Al final, Birch comprueba que, a partir 
del análisis empírico realizado, es el argumento de los pesos y contrapesos 
el que mejor está apoyado por los datos que ella utiliza (Birch, 2007: 1).3 

Uno de los estudios más acabados, sistemáticos y concluyentes sobre 
los OAE en América Latina es el de Hartlyn, Mustillo y McCoy. Ellos 
argumentan que la organización de elecciones de (buena) calidad está di-
rectamente relacionada con la existencia de órganos de administración 
electoral autónomos e independientes. En “Electoral governance mat-
ters: explaining the quality of elections in Latin America” concluyen que 
las comisiones electorales independientes y profesionales tienen un pa-
pel importante y positivo en los procesos electorales de América Latina, 

administración de acontecimientos antes del día de la votación, el proceso de votación, el 
conteo de votos, y la adjudicación de conflictos. Se asume en general que la administración 
electoral tiende a asegurar la transparencia, igualdad y objetividad de los procesos electo-
rales. Para lograrlo, un requisito indispensable es que la maquinaria tenga independencia 
(Smith, 1960: XII) y esté libre del control del gobierno en turno (Mackenzie, 1958: 100).

2	 Sarah Birch (2007) evalúa el impacto de diversos aspectos del diseño de los OAE en la ca-
lidad de la conducción electoral en veinticuatro Estados de Europa del Este y la ex Unión 
Soviética que han sido considerados como comparables.

3	 De acuerdo con Sarah Birch, un enfoque de checks and balances (“pesos y contrapesos”) enfa-
tiza una contribución de múltiples partidos y ramas del poder en el nombramiento y escru-
tinio de los OAE. Darles a diferentes ramas de poder el privilegio de vetar el nombramiento 
de comisiones debe, en teoría, incrementar las posibilidades de que los miembros de las co-
misiones sean personas que gocen de amplia confianza. De igual modo, incluir en las comi-
siones a representantes de los diferentes partidos políticos puede significar que ciertos sesgos 
probables se balanceen. Se trata de una estrategia común en Estados democráticos donde 
existe la percepción de que la burocracia estatal no es políticamente neutral (Birch, 2007: 7).
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aunque reconocen que la independencia institucional formal o legal debe 
estar asociada al respeto y reforzamiento de las reglas electorales y el con-
texto sociopolítico (Hartlyn et al., 2009: 76). 

El modelo mexicano, como se le suele conocer (Griner y Zovatto, 
2004: 330), reivindica la hipótesis dominante del diseño institucional 
de los OAE: el que la independencia y profesionalismo de las comisio-
nes electorales garantizan la organización de elecciones libres, equitati-
vas, transparentes y competitivas. Sin embargo, un análisis más profundo 
revela que, en los hechos, el modelo mexicano es al mismo tiempo in-
dependiente y partidista, esto es, combina ambas hipótesis, la de la inde-
pendencia y profesionalismo, por un lado, y la de los pesos y contrapesos, 
por el otro. Esto tiene serias consecuencias (como se verá más adelante).

El modelo de pesos y contrapesos consiste en la presencia equilibra-
da de los partidos políticos en la toma de decisiones de los OAE. Según 
la categorización de López-Pintor, las comisiones partidistas son las que 
se integran prioritariamente por representantes directos de los partidos 
políticos, mientras que las comisiones independientes están formadas 
por “personalidades independientes del gobierno”.4

Pero ¿se puede realmente combinar con éxito en un mismo diseño 
institucional la independencia de las comisiones con el check and balances? 
El modelo mexicano consiste en el establecimiento de comisiones electo-
rales (federal y locales) formalmente independientes y profesionales. En el 
plano federal, el Instituto Federal Electoral (IFE) se creó en 1990 como 
un organismo público, autónomo, permanente, con personalidad jurídi-
ca y patrimonio propios (Cofipe, 1990). Uno de los signos distintivos de 
este instituto consistió en estar encabezado por el Consejo General como 
órgano superior de dirección, integrado en ese momento por un conse-
jero del Poder Ejecutivo (el secretario de Gobernación que presidía el 
Consejo), cuatro consejeros del Poder Legislativo, seis consejeros magis-
trados (propuestos por el Ejecutivo Federal y electos por el Congreso de la 
Unión) y representantes de los partidos políticos nacionales. 

4	 De acuerdo con Rafael López-Pintor, existen cinco patrones estructurales de OAE en el 
mundo y éstos son: el gobierno maneja las elecciones; órganos gubernamentales en un sis-
tema altamente descentralizado; el gobierno maneja las elecciones bajo la supervisión de 
una autoridad colectiva (mayormente judicial); una comisión independiente y totalmente 
responsable de las elecciones; y dos o más cuerpos separados, todos independientes del go-
bierno (López-Pintor, 2000: 21-27).
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Posteriormente, el IFE se fue transformando a través de reformas 
electorales que gradualmente otorgaron la independencia total del insti-
tuto respecto del Poder Ejecutivo, o del gobierno en turno, sin modificar 
radicalmente el modelo de una comisión electoral encabezada por un 
órgano de toma de decisiones, integrado por expertos —formalmente 
independientes— representantes de partidos y representantes del Po-
der Legislativo.5

De acuerdo a la clasificación de órganos electorales que combina el 
método de reclutamiento con funciones (López-Pintor, 2000: 25), el 
IFE es considerado una comisión independiente, permanente y respon-
sable por completo de las elecciones. Asimismo, es un órgano electo-
ral híbrido, pues sus miembros son personalidades independientes que 
pasan por un proceso de elección en el que hay componentes políticos, 
como el Congreso (OEC, 2006: 25). 

Actualmente, según la ley electoral vigente, el Consejo General del 
IFE está integrado por un consejero presidente, ocho consejeros electo-
rales, consejeros del Poder Legislativo, representantes de partidos políti-
cos, y el secretario ejecutivo. Sólo los consejeros electorales y el consejero 
presidente tienen voz y voto, mientras que el resto tiene sólo voz (Cofipe, 
2008: arts. 109 y 110), y son elegidos por el voto de las dos terceras par-
tes de los miembros de la Cámara de Diputados de entre las propuestas 
formuladas por los grupos parlamentarios, previa consulta a la sociedad. 
Los requisitos que expresamente señala la ley electoral para ser consejero 
electoral muestran la importancia que se le otorga al profesionalismo y 
experiencia en materia electoral.6 

5	 Para ahondar en las transformaciones del IFE, véase Méndez (2010).
6	 El art. 112 del Cofipe señala: 

1. Los consejeros electorales deberán reunir los siguientes requisitos: a) Ser ciudadano 
mexicano por nacimiento que no adquiera otra nacionalidad, además de estar en pleno 
goce y ejercicio de sus derechos civiles y políticos; b) Estar inscrito en el Registro Federal 
de Electores y contar con credencial para votar; c) Tener más de treinta años de edad, el día 
de la designación; d) Poseer al día de la designación, con antigüedad mínima de cinco años, 
título profesional de nivel licenciatura y contar con los conocimientos y experiencia que les 
permitan el desempeño de sus funciones; e) Gozar de buena reputación y no haber sido 
condenado por delito alguno, salvo que hubiese sido de carácter no intencional o impru-
dencial; f ) Haber residido en el país durante los últimos dos años, salvo el caso de ausencia 
en servicio de la República por un tiempo menor de seis meses; g) No haber sido registrado 
como candidato a cargo alguno de elección popular en los últimos cuatro años anteriores a 
la designación; h) No desempeñar ni haber desempeñado cargo de dirección nacional o es-
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Como se observa, el modelo formalmente privilegia la independen-
cia y profesionalismo del órgano electoral, en particular de su órgano su-
perior de dirección, el Consejo General. Sin embargo, en los hechos, la 
crítica más común a dicho órgano es su partidización, esto es, el con-
trol que hoy tienen los partidos sobre su composición y actuación. Des-
de 2000, y más claramente desde 2003, las críticas de diversos analistas 
se han centrado en denunciar la selección de los consejeros electorales de 
acuerdo a cuotas partidistas, en lugar de privilegiar su perfil profesional 
e independiente.7 El resultado es la conformación de lo que se ha llama-
do un “IFE partidizado”, lo que le ha restado imparcialidad y, sobre todo, 
confianza entre actores políticos y entre la población en general.8 

Aunque hay pocos estudios sistemáticos sobre la partidización 
del IFE, el de Federico Estévez, Erick Magar y Guillermo Rosas reú-
ne evidencia clara y contundente sobre la alineación entre el partido que 

tatal en algún partido político en los últimos cuatro años anteriores a la designación; i) No 
ser secretario de Estado, ni procurador general de la República o del Distrito Federal, sub-
secretario u oficial mayor en la administración pública federal, jefe de Gobierno del Distri-
to Federal, ni gobernador ni secretario de Gobierno, a menos que se separe de su encargo 
con cuatro años de anticipación al día de su nombramiento; y j) No ser ni haber sido miem-
bro del Servicio Profesional Electoral durante el último proceso electoral federal ordinario. 
2. El secretario ejecutivo del Consejo General deberá reunir los mismos requisitos que se 
exigen para ser consejero electoral, con excepción del dispuesto en el inciso j) del párrafo 
1 anterior.
3. La retribución que reciban el consejero presidente y los consejeros electorales será simi-
lar a la que perciban los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (Cofipe, 
2008: art. 112).

7	 La Jornada, “Josefina Vázquez Mota enrarece el proceso de elección de consejeros del IFE, 
afirma el PRI”, 5 noviembre de 2010, en <http://www.jornada.unam.mx/2010/11/05/
politica/017n1pol>; CNN México, “El nombramiento de los consejeros del IFE está en disputa 
por los partidos”, 6 de octubre de 2011, en <http://mexico.cnn.com/nacional/2011/10/06/
el-nombramiento-de-los-consejeros-del-ife-podria-pasar-al-poder-judicial>; El Economis-
ta, “San Lázaro: fracasa elección de consejeros del IFE”, 6 de octubre de 2011, en <http://
mexico.cnn.com/nacional/2011/10/06/el-nombramiento-de-los-consejeros-del-ife-po-
dria-pasar-al-poder-judicial>.

8	 En junio de 2012, a doce días de la elección, Consulta Mitofsky reportaba que el porcenta-
je de personas que no confiaban en el IFE era 21%, las de confianza media 33%, mientras 
que el 43% confiaba mucho en la autoridad electoral. En el periodo enero-junio de 2012, 
Mitofsky reportó que el IFE mantuvo un promedio de 46% de confianza entre los encues-
tados. Por otro lado, en la segunda semana de mayo de 2012, Parametría reportaba que el 
porcentaje de personas que desaprobaban la labor del IFE era 31%, contra 59% que apro-
baba su labor. De acuerdo con esta encuesta, el IFE recuperó sus niveles de aprobación, y 
en el periodo de enero a mayo 2012 mantuvo un promedio de 64% de nivel de aprobación. 
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propone a los consejeros durante el proceso de selección de aquéllos y el 
sentido en que votan en decisiones cruciales, como las sanciones y el pre-
supuesto a partidos políticos, etc. (Estévez, Magar y Rosas, 2008). En su 
estudio, estos autores afirman que la credibilidad electoral y la aceptación 
de los resultados electorales pueden ser alcanzadas otorgando a los par-
tidos políticos fuerte influencia dentro de los órganos de administración 
electoral, siempre y cuando todos los partidos se vean a sí mismos repre-
sentados en sus deliberaciones (Estévez, Magar y Rosas, 2008: 258).

Este último argumento en favor del modelo de “pesos y contrapesos” 
pone de relieve la importancia de contar con la confianza de los partidos 
políticos en la composición y funcionamiento real y efectivo del órgano 
electoral. Como ya se dijo, el modelo mexicano ha enfatizado la indepen-
dencia formal y profesionalismo de los consejeros electorales. Sin embar-
go, en los hechos, ese modelo parece haber generado desconfianza entre 
los actores políticos, sobre todo los partidos, que efectivamente han deci-
dido volcar el modelo hacia el partidismo. Esto ha generado no sólo mu-
cha tensión entre el modelo formal y el que realmente opera, sino que 
ha dejado en evidencia la simulación que hoy domina en el campo de los 
OAE en México. Este patrón se ha reproducido a nivel local, con conse-
cuencias negativas en materia de calidad de las elecciones. 

La transición a la democracia a nivel subnacional:  
reformas electorales

Durante décadas, las elecciones locales estuvieron reguladas por nor-
mas electorales que eran casi una copia exacta de las leyes federales,9 y 
que reproducían un modelo inequitativo que favorecía al partido en el 
gobierno, al permitirle el control casi total de la organización del proce-
so electoral. Incluso a lo largo de varias décadas, esas reglas electorales 
fueron modificadas, pero mantuvieron el statu quo: un partido gober-
nante legitimado por una débil oposición que, a pesar de las condiciones 
inequitativas, participaba en las elecciones. 

9	 En México, las leyes electorales condensan la organización y funcionamiento del sistema 
electoral y de partidos.
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La transición a la democracia en los estados fue el resultado del 
incremento en la competencia electoral y cambios graduales en las le-
yes electorales, primero a nivel federal; después, en el local (entre 1990 
y 1996), los cuales permitieron que el sistema electoral y de partidos 
se moviera hacia elecciones relativamente transparentes, justas y li-
bres. Estos dos procesos —las reformas electorales y la competitividad 
partidista— hicieron posible que la mayoría de los estados pasara de 
elecciones manipuladas, a democráticas, al menos en la ley (Méndez, 
2006: 145-188).

A mediados de los noventa, los estados aprobaron reformas electo-
rales que incluían la creación de comisiones electorales profesionales e in-
dependientes, las cuales seguían el diseño institucional del IFE, creado en 
1990 para llevar a cabo las elecciones federales en México. Así, esas refor-
mas de entre 1993 y 1996 siguieron dicho modelo y sentaron las bases 
para contar con órganos de administración electoral locales autónomos 
y profesionales, formados por ciudadanos expertos en materia electoral, y 
propuestos y aprobados por los partidos representados en las cámaras de 
diputados locales (congresos).

Posteriormente, entre 1996 y 1997 (véase el cuadro 1.1), casi todos 
los estados renovaron su legislación electoral, siguiendo algunos de los 
cambios fundamentales implementados por la reforma federal de 1996 
calificados como “definitivos”, ya que significaron la independencia total 
del IFE respecto del gobierno en turno.10 Sin embargo, en contraste con 
la tendencia federal de mantener sin cambios sustantivos las reglas elec-
torales establecidas entre 1996 y 2006, la mayoría de los estados con-
tinuó modificando sus reglas indefinidamente. El activismo reformista 
disminuyó de modo parcial entre 2002 y 2007, pero en varios estados 
se aprobaron cambios que en algunos casos representaron un verdade-
ro retroceso. Los avances reales fueron aprobados sólo en ciertos esta-
dos; incluso en algunas entidades se incorporó la intervención directa o 
indirecta de los ejecutivos locales, con el fin de controlar las elecciones.  

10	 El Consejo General del IFE transitó de estar presidido por un representante del Ejecutivo 
Federal, a ser integrado por un consejero presidente y ocho consejeros electorales con de-
recho a voz y voto, así como por representantes del Congreso (uno por cada grupo parla-
mentario), representantes de los partidos políticos y un secretario ejecutivo (todos ellos sin 
derecho a voto). 
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Cuadro 1.1. Reformas electorales locales 1990-2009

Estado 1990 1991 1992 1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999

Ags   x       x   x    

BC     x     x     x  

BCS   x     x     x    

Camp     x       x   x  

Coah       x   x   x    

Col   x     x   x     x

Chis       x x   x   x x

Chih x       x   x      

DF x

Dgo   x   x x   x     x

Gto   x     x         x

Gro   x       x   x    

Hgo   x x   x     x    

Jal x x   x     x     x

Edomex     x     x   x x  

Mich x       x          

Mor     x     x     x  

Nay x     x   x   x x  

NL       x     x x    

Oax     x     x   x    

Pue           x   x    

Qro   x     x   x     x

QRoo     x     x   x x  

SLP x x   x   x x   x x

Sin     x     x     x  

Son x     x     x      

Tabs   x     x   x      

Tamps           x   x    

Tlax         x x     x  

Ver   x     x x        

Yuc x     x x          

Zac     x     x   x    

Fuente: Elaboración propia con datos de Méndez (2006), de los institutos electorales locales, de los códigos 
electorales, y Peschard (2009).
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2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 Total

x x   x   x X     x 9

x     x x   X   x   8

x   x           x   6

  x       x       x 6

x         x       x 6

    x     x     x   7

        x x X   x   9

x           X     x 6

x x x 4

            X   x   7

    x           x   5

        x       x   5

x             x     6

  x     x x X   x   10

x x       x     x   8

x         x   x     5

  x       x     x   6

  x     x           7

    x           x   5

            X     x 5

x     x     X     x 6

    x           x   6

  x   x x x       x 9

  x       x     x   10

            X     x 5

        x x     x   6

x   x       X   x   7

x x   x     X   x   7

      x x       x   6

x       x x X     x 8

      x     X     x 6

      x     X       5
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En este sentido, el constante cambio de las reglas electorales no sólo 
generó inestabilidad política, sino también dejó en claro que las reglas 
electorales se habían convertido en un instrumento de poder útil para 
“inclinar la cancha” a favor de algunos competidores, logrando así el con-
trol indirecto de las elecciones. Todo esto implicó altos costos en térmi-
nos de confianza en los órganos locales de administración electoral y la 
calidad de las elecciones.

El activismo reformista es evidente cuando se observa el número de 
reformas electorales locales aprobadas en el periodo 1990-2009. Como 
lo muestra el cuadro 1.1, existen dos estados que realizaron diez refor-
mas, Jalisco y San Luis Potosí; mientras que Aguascalientes, Baja Ca-
lifornia, Estado de México, Quintana Roo y Veracruz aprobaron entre 
ocho y nueve reformas. La mayoría de los estados reformaron sus regla-
mentos electorales entre cinco y seis veces, lo que, de cualquier manera, re-
presenta un uso de las reglas electorales con propósitos de manipulación 
electoral. Cabe apreciar que, de acuerdo con el análisis hecho, los cam-
bios a las reglas electorales locales se ubican entre los límites de los 
procedimientos y prácticas legales e ilegales, entre lo permitido y lo pro-
hibido. El resultado ha sido que las leyes electorales aún garantizan, for-
malmente, elecciones libres y justas. No obstante, en la práctica, esas 
leyes permiten procesos de toma de decisiones discrecionales en las que 
los procedimientos pueden ser sesgados.

Una forma de sesgo, o de manipulación directa de los procesos elec-
torales, parece darse a través del control o limitación de las autoridades 
electorales estatales, responsables de organizar las elecciones locales. Me-
diante el control del proceso de designación de los miembros o conse-
jeros del máximo órgano de dirección, su presupuesto y facultades, es 
posible influir en su independencia para tomar decisiones y, por ende, 
“inclinar la balanza” para favorecer a un candidato por encima de los de-
más, lo cual se traduce en una competencia muchas veces inequitativa. 
Los resultados electorales no se ven necesariamente afectados, sobre todo 
si la distancia entre el primero y el segundo es muy amplia, pero cuan-
do es estrecha —como sucede cada vez más en numerosos estados— 
la manipulación puede afectar el triunfo de alguno de los contendientes. 
En cualquier caso, la competencia no es totalmente justa y, por lo tanto, 
la naturaleza democrática de las elecciones locales se erosiona, hecho que 
se analiza en la siguiente sección.
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Los órganos de administración electoral locales: 
independencia, partidismo y profesionalismo

Los OAE en México siguieron el modelo del IFE desde su inicio y hasta la  
fecha, lo que constituye sin duda un elemento de continuidad. El cuadro 
1.2 muestra el surgimiento de los órganos de administración electoral loca-
les en México y la composición de su órgano máximo de decisión —normal-
mente llamado Consejo General—, integrado primeramente por consejeros 
con voz y voto, considerados personalidades independientes y expertas en 
el tema electoral, quienes son propuestos y aprobados por los partidos po-
líticos locales. Ahora bien, los partidos mismos también son parte del órga-
no electoral, y aunque carecen de voto, su protagonismo en las elecciones les 
permite influir en las decisiones que se toman por consenso o unanimidad.

La mayoría de los OAE surgieron a mediados de los años noventa, y 
a pesar de reproducir en lo general el modelo federal, presentan una gran 
variación en las entidades. Un punto de divergencia, por ejemplo, es el nú-
mero total y parcial de miembros del órgano superior de dirección. Mien-
tras que en Chiapas, Oaxaca y Puebla el Consejo General está integrado 
por nueve consejeros con voz y voto; en Aguascalientes hay sólo tres y en 
otras diez entidades se conforma por cinco miembros con voz y voto. To-
dos los OAE los encabeza un consejero, quien funge como presidente del 
Consejo General. Todos estos consejeros electorales son personalidades 
formalmente independientes, postuladas por medio de un proceso políti-
co, en el que intervienen los partidos y los congresos locales, fundamental-
mente, como ya se dijo. Los partidos, asimismo, también forman parte de 
todos los OAE, pero sin el derecho a votar. Guanajuato es el único estado 
donde el Ejecutivo local está directamente representado en el órgano elec-
toral y los consejeros son auténticos representantes de partidos. Este mo-
delo es generalmente percibido como muy partidista, y concuerda con el 
modelo de OAE que existía en el plano federal en 1988.

Como se indicó en la primera sección de este capítulo, de acuerdo 
con algunos estudios comparados, el proceso de convocatoria y selec-
ción de consejeros constituye un eje fundamental de la independencia 
de los órganos electorales (López-Pintor, 2000; Foro, 2006: 25). Di-
chos estudios resaltan la importancia de seleccionar actores que sean 
independientes del gobierno en turno, para que la imparcialidad en el 
proceso de toma de decisiones esté garantizada. 
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Cuadro 1.2. Composición del máximo órgano de elección

Estado
Consejero 
presidente

Consejeros 
electorales

Secretario técnico/
ejecutivo/ 

fedatario/general

Representantes de 
partidos políticos

Representantes de 
grupos parlamentarios o 

Congreso local

Ags 1 2 1 1 por partido  

BC 1 6 1 1 por partido  

BCS 1 4 1 1 por partido
1 por cada grupo  

parlamentario

Camp 1 6 1 1 por partido
1 por cada grupo  

parlamentario

Chis 1 8 1 1 por partido  

Chih 1 6 1 1 por partido  

Coah   7 1 1 por partido  

Col   7   1 por partido  

DF 1 6 1 1 por partido  

Dgo 1 6 1 1 por partido
1 por cada grupo  

parlamentario

Gto 1 4 1 1 por partido 4

Gro 1 6 1 1 por partido  

Hgo   5 1 1 por partido  

Jal 1 6 1
De partidos  

políticos
Del Poder Legislativo

Edomex 1 6   1 por partido  

Mich 1 4   1 por partido 2 del Congreso local

Mor 1 4 1 1 por partido
1 por cada grupo  

parlamentario

Nay 1 4 1 1 por partido  

NL 1 3 1 1 por partido  

Oax 1 6 1 1 por partido 2 del Congreso local

Pue 1 8 1 1 por partido
1 por cada grupo  

parlamentario

Qro 1 5 1 1 por partido 1

QRoo 1 6 1 1 por partido  

SLP   9 1 1 por partido 2 del Poder Legislativo

Sin 1 6 1 1 por partido Del Congreso local

Son   5   1 por partido  

Tabs 1 6 1 1 por partido Del Congreso local

Tamps 1 6 1 1 por partido  

Tlax 1 6   1 por partido  

Ver   5   1 por partido  

Yuc 1 4 1 1 por partido  

Zac 1 6 1 1 por partido Del Congreso local

Fuente: Elaboración propia con datos de los institutos electorales locales y los códigos electorales locales.

instituciones electorales.indd   40 30/09/16   12:00 p.m.

Derechos reservados



Capítulo 1. Los órganos de administración electoral

41

Director general o 
secretario ejecutivo  

del instituto

Representante del 
Poder Ejecutivo

Vocal de la 
Junta Estatal 

Ejecutiva

Secretario 
de Actas

Representante del 
Registro Federal 

de Electores

Miembros 
con derecho 

a voto

        1 3

          7

          5

          ND

          9

          7

          7

          ND

1         7

          7

  1       5

          7

        1 5

          7

1         7

1   Representantes     5

          5

1         5

          5

1       1 9

2       1 9

          6

          7

      1   9

          7

          5

          7

          7

1         7

          5

          5

          7
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Schedler, por su parte, reconoce que la independencia formal de las 
comisiones electorales nacionales sería un indicador “delgado” de la cali-
dad de las elecciones. Empero, argumenta que en la medida en que mane-
jan los conflictos políticos abiertos, son relevantes o incluso cruciales en 
países no industrializados, donde se han creado agencias especializadas 
en la gobernanza electoral (Mozaffar y Schedler: 6). 

Por otro lado, Hartlyn, McCoy y Mustillo parten de la importancia 
de los órganos electorales y también reivindican la independencia de sus 
miembros como un elemento crucial en su desempeño. Sin embargo, a 
diferencia de otros estudios, estos autores ponen el acento en la indepen-
dencia partidaria de los OAE, es decir, la independencia respecto de los 
partidos políticos, más que la independencia respecto del gobierno o del 
Ejecutivo en turno.

Estos autores reconocen que “es un verdadero reto medir la autono-
mía y profesionalismo de los [OAE]” (Hartlyn et al., 2009: 22), debido a 
que la distancia entre lo formal y lo real implica reconocer que la indepen-
dencia plasmada en las normas constitucionales y electorales no siem-
pre se cumple, incluso el partidismo de los órganos electorales llega a 
oscurecer el entorno. Por ello, proponen medir el nivel de independen-
cia (formal) y el grado de partidismo (real) de los órganos electorales, 
pues mientras el primero refleja la independencia de jure de los OAE, 
en términos formales o jurídicos, el grado de partidismo refleja la in-
dependencia de facto, en términos empíricos. Con ello se intentan re-
coger las dos dimensiones de la independencia: la formal y la real.11 
Así, el “grado de partidismo” de un órgano electoral se estima “con base 
en un examen de la naturaleza de la(s) institución(es) que nombra(n) 
a los integrantes de los [OAE] y la independencia que se percibe en 
las personas nombradas al momento de su designación. Aquí se mide 

11	 Conviene considerar que el estudio de Hartlyn, McCoy y Mustillo se hizo a nivel nacional, 
esto es, comparan órganos electorales de varios países, cuya composición es muy variada. 
En contraste, en el presente estudio se analizan los órganos de administración electoral lo-
cales en México que siguen un mismo patrón o modelo general (el del IFE), por lo que la 
variación en su composición y funcionamiento es más limitada, aunque no por ello menos 
importante, pues los cambios, como veremos, son muy significativos. Al estudiar los OAE 
nacionales, Hartlyn et al. buscan, sobre todo, detectar “si estas instituciones tienen un efec-
to independiente en la calidad de las elecciones y, de ser el caso, qué tipo de OGE funciona 
mejor” (Hartlyn et al., 2009: 16). Ellos señalan que el partidismo y la independencia son en 
realidad dos dimensiones de la autonomía.
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directamente el grado hasta el cual un OAE está partidarizado en cual-
quier elección” (Hartlyn et al., 2009: 22). Asimismo, proponen cuatro 
tipos de OAE, de acuerdo a su composición y la toma de decisiones:

a)	 “Dominado por un solo partido”: cuando un partido, usualmente en 
el poder, tiene suficientes representantes como para tomar solos la 
mayoría de las decisiones (ya sea que lo hagan o no).

b)	 “Mixto partidarizado”: cuando hay una representación equilibrada 
de los partidos políticos en un OAE o una representación mixta, de 
tal forma que ningún partido tome decisiones por cuenta propia.

c)	 “Independiente/mixto partidarizado”: cuando algunos miembros 
son nombrados con base en la representación partidaria y otros son 
independientes (por ejemplo, Uruguay).

d)	 “Independiente de los partidos”: cuando los miembros son nombra-
dos por el Poder Legislativo (o más comúnmente por jueces o grupos 
cívicos), pero están conscientes de que son profesionales, indepen-
dientes y que no han sido nombrados por su afinidad partidaria, sino 
por sus méritos (Hartlyn et al., 2009: 22).

La estimación del grado de partidismo en los OAE locales en México 
se basó en los atributos señalados por Hartlyn et al., esto es, en la natura-
leza de los órganos que intervienen en el tipo de OAE, así como el par-
tidismo percibido, recabado gracias a la evaluación cualitativa hecha por 
los miembros de la Red de Investigación de la Calidad de la Democracia 
en México. A esto se añade el número de impugnaciones al proceso de se-
lección de consejeros en cada entidad ante el Tribunal Electoral Estatal. 

Esta última pieza de información es muy relevante, puesto que en la 
última década los procesos de selección de consejeros electorales han sido 
cada vez más impugnados por varias razones, destacando sobre todo el 
partidismo de los consejeros, la intervención de los gobernadores, la fal-
ta de cumplimiento de requisitos, etc. Lo sobresaliente es que indican de 
algún modo el grado de conflictividad derivado de la falta de autonomía 
de los candidatos o del procedimiento.

La estimación del “grado de independencia”, según Hartlyn et al., se 
basa en la naturaleza del proceso de designación y la duración en el cargo 
de los consejeros del OAE y de quienes los designan. Según estos auto-
res, la independencia “se fundamenta en la sencilla idea de que a mayor 
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número de actores y de instituciones en el proceso de nombramiento, 
más independencia tendrán los OAE de un estricto control partidario” 
(Hartlyn et al., 2009: 23). 

Por otro lado, es importante subrayar —como se mencionó antes— 
que para Hartlyn, Mustillo y McCoy el grado de independencia creado 
por ellos mide la dimensión formal de ésta en los OAE, pues toma en 
cuenta cuestiones normativas y de procedimientos, pero no considera la 
independencia real o ejercida al momento de tomar decisiones. Por ello, 
dicho grado es “compensado” (o contrarrestado) con el grado de partidis-
mo que intenta reflejar el nivel real en el que los miembros del máximo 
órgano de decisión favorecen a un partido en específico o particular o, 
por el contrario, son genuinamente imparciales. 

La estimación del grado de independencia de los OAE locales en 
México consideró los dos elementos utilizados por Hartlyn —número 
de órganos que intervienen y años de duración del cargo— y añadió un 
elemento más: las normas que regulan la remoción de los consejeros, a 
partir de lo cual se estimó el grado de facilidad con que son removidos de 
su cargo. Esto es una contribución propia. La relevancia de este indicador 
radica en valorar en qué medida las normas electorales permiten ejercer 
un “control velado” sobre las decisiones de los consejeros, al existir la ame-
naza de remoción de sus cargos, lo que sin duda lesiona directamente la 
independencia o autonomía con la que toman las decisiones.

Finalmente, el tercer atributo que se evalúa de los OAE locales en el 
presente texto es el profesionalismo o grado en que los órganos electorales 
integran a personal profesional, altamente capacitado en la administra-
ción electoral, esto es, en tareas vinculadas al registro de electores, desig-
nación de la ubicación de casillas, capacitación de funcionarios de casilla, 
distribución de tiempos en radio y televisión, entre otras. En México, la 
profesionalización ha sido impulsada a través de la creación de Servicios 
Electorales Profesionales, servicios de carrera para funcionarios que des-
empeñan tareas sustantivas en materia electoral. 

La estimación del profesionalismo fue una propuesta elaborada por 
la autora de este artículo, en colaboración con el maestro Javier Santiago, 
ambos miembros de la Red de Investigación de la Calidad de la Demo-
cracia en México. El grado de profesionalismo de los OAE trata de ana-
lizar qué tan bien llevan a cabo su propósito principal: la organización 
de elecciones democráticas, basándose en principios como la legalidad, 
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objetividad, certeza y profesionalismo. Para medir el profesionalismo de 
los OAE locales, se consideró la obligación de establecer el Servicio Pro-
fesional Electoral (SPE) en la ley electoral local, la aprobación del estatu-
to que la rige, en tanto prueba de su operación, así como la impugnación 
de los resultados electorales por parte de los partidos. 

Los cuadros 1.3-1.5 muestran los resultados de la aplicación de los 
tres métodos que consideran el partidismo, la independencia y el profesio-
nalismo de todos los OAE en las entidades federativas de México, encar-
gados de organizar las elecciones de gobernador en el periodo 2006-2010.

Como se observa en el cuadro 1.3, el grado de partidismo de los 
OAE locales en México es alto en diecinueve entidades federativas, dada 
la naturaleza política de los órganos involucrados en el proceso de de-
signación de los miembros del máximo órgano de toma de decisiones  
—partidos políticos y congresos locales—, así como por la composi-
ción de sus órganos de decisión. Según la clasificación de Hartlyn et al. 
(2009), éstos son fundamentalmente independientes/mixtos partida-
rizados, pues algunos miembros son designados con base en la repre-
sentación partidista —representante de los partidos y de los congresos 
locales— y otros son independientes —consejeros electorales—. A ello 
se agrega la percepción sobre la relación de los miembros de los OAE con 
los partidos políticos y el Ejecutivo local (gobernador), un elemento con 
el que se quiere reconstruir o detectar el posible patrocinio, clientelismo 
o relación de dependencia entre ellos. La información es resultado de la 
evaluación cualitativa realizada por los miembros de la Red de Investiga-
ción de la Calidad de la Democracia en México, quienes respondieron a 
la pregunta expresa sobre el grado de independencia e imparcialidad de 
los miembros de los consejos generales de los IEE. Destaca que distin-
guieron claramente entre un partidismo con consenso y sin consenso, y 
un partidismo con injerencia del gobernador o sin ésta, ya fuera velada o 
abierta.12 Por último, se añade como información relevante el número de 
impugnaciones a la elección de consejeros como un indicador del grado 
de conflictividad en la conformación de los órganos electorales locales.

12	 Algunos ejemplos conocidos de patrocinio de consejeros electorales por ejecutivos locales 
se han dado en Durango, Oaxaca, Puebla, Sinaloa y Veracruz, estados gobernados por el 
Partido Revolucionario Institucional (PRI). Sin embargo, la evidencia respectiva se limita 
por lo general a notas periodísticas o denuncias que no llegan a sustanciarse, por lo que es 
importante tomar esta información cautelosamente.
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Cuadro 1.3. Partidismo en los institutos electorales estatales

Estado
Año de 

elección de 
gobernador

Naturaleza de 
los órganos 

que intervienen
Tipos OAE

Partidismo 
percibido1

Núm. de 
impugnaciones 
de elección de 

consejeros2

Grado 
de parti-
dismo3

Ags 2010 Política/Política
Independiente/

Mixto partidarizado
Medio 46 Alto

BC 2007 Política/Política
Independiente/

Mixto partidarizado
Medio 9 Alto

BCS 2011 Política/Política
Independiente/

Mixto partidarizado
Medio 0 Alto

Camp 2009 Política/Política
Independiente/

Mixto partidarizado
Alto + consenso 0 Alto

Chis 2006 Política/Política
Independiente/

Mixto partidarizado
ND 1 Alto

Chih 2010
Política/Civil/

Política
Independiente/

Mixto partidarizado
Bajo 0 Bajo

Coah 2011
Política/ 

Política/Civil
Independiente/

Mixto partidarizado
Alto + injerencia 
del gobernador

0 Medio

Col 2009 Política/Política
Independiente/

Mixto partidarizado
Alto + sin 
consenso

1 Alto

DF 2006
Política/Civil/

Política
Independiente/

Mixto partidarizado
Alto + injerencia 
del gobernador

4 Medio

Dgo 2010
Política/Civil/

Política
Independiente/

Mixto partidarizado
Bajo 4 Bajo

Gto 2006 Política/Política Mixto partidarizado ND 0 Alto

Gro 2011
Política/ 

Política/Civil
Independiente/

Mixto partidarizado
Alto + injerencia 
del gobernador

0 Medio

Hgo 2010 Política/Política
Independiente/

Mixto partidarizado
Alto + injerencia 
del gobernador

0 Alto

Jal 2006
Política/Civil/

Política
Independiente/

Mixto partidarizado
ND 0 Medio

Edomex 2011
Política/ 

Política/Civil
Independiente/

Mixto partidarizado
Alto + consenso 4 Medio

Mich 2007 Política/Política
Independiente/

Mixto partidarizado
Alto 0 Alto

Mor 2006 Política/Política
Independiente/

Mixto partidarizado
Alto + injerencia 
del gobernador

1 Alto

Nay 2011
Política/ 

Política/Civil
Independiente/

Mixto partidarizado
ND 1 Medio

NL 2009
Política/ 

Política/Civil
Independiente/

Mixto partidarizado

Medio + 
consenso y 

participación de 
universidades

0 Medio

Oax 2010 Política/Política
Independiente/

Mixto partidarizado
Alto + sin 
consenso

0 Alto

Pue 2010
Política/Civil/

Política
Independiente/

Mixto partidarizado
Alto + injerencia 
del gobernador

1 Alto

Qro 2009
Política/Civil/

Política
Independiente/

Mixto partidarizado
Alto + injerencia 
del gobernador

0 Medio
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Estado
Año de 

elección de 
gobernador

Naturaleza de 
los órganos 

que intervienen
Tipos OAE

Partidismo 
percibido1

Núm. de 
impugnaciones 
de elección de 

consejeros2

Grado 
de parti-
dismo3

QRoo 2010 Política/Política
Independiente/

Mixto partidarizado
ND 3 Alto

SLP 2009
Política/Civil/

Política
Independiente/

Mixto partidarizado
Medio 0 Medio

Sin 2010
Política/Civil/

Política
Independiente/

Mixto partidarizado
Alto + injerencia 
del gobernador

1 Alto

Son 2009
Política/Civil/

Política
Independiente/

Mixto partidarizado
ND 9 Medio

Tabs 2006 Política/Política
Independiente/

Mixto partidarizado
ND 1 Alto

Tamps 2010
Política/Civil/

Política
Independiente/

Mixto partidarizado
Alto + injerencia 
del gobernador

1 Alto

Tlax 2010 Política/Política
Independiente/

Mixto partidarizado
Medio 11 Alto

Ver 2010
Política/Civil/

Política
Independiente/

Mixto partidarizado
Alto + injerencia 
del gobernador

5 Alto

Yuc 2007
Política/Civil/

Política
Independiente/

Mixto partidarizado
ND 24 Medio

Zac 2010 Política/Política
Independiente/

Mixto partidarizado
ND 0 Alto

1 El partidismo percibido se evidencia en las evaluaciones cualitativas realizadas por los integrantes de la 
Red de Investigación de la Calidad de la Democracia en México. Las evaluaciones responden a la pregunta 
expresa sobre la independencia e imparcialidad de los integrantes del Consejo General de los OAE locales 
en cada entidad.

2 Número total de impugnaciones presentadas ante el TEPJF a la integración de los consejos de los IEE. Se 
toman en cuenta las impugnaciones presentadas desde el año de la elección de gobernador seleccionada, 
hasta los años previos, las cuales equivalen al mismo número de años que duran los consejeros.

3 El grado de partidismo es alto = 1 cuando sólo órganos políticos están involucrados en el proceso de no-
minación de consejeros electorales, el OAE es mixto partidarizado o independiente/mixto partidarizado 
si la percepción de partidismo es alta, hay injerencia del gobernador y el número de impugnaciones es 
mayor a 5; es medio = 2 cuando órganos políticos o civiles están involucrados, el OAE es independien-
te/mixto partidarizado si la percepción de partidismo es alta pero sin injerencia del gobernador y con 
consenso, y las impugnaciones están entre 0 y 5; el grado de partidismo es bajo = 3 cuando órganos 
políticos o civiles están involucrados, el OAE es independiente si hay una percepción de independencia, 
y no hay impugnaciones.

Fuente: Elaboración propia con datos de los institutos electorales locales, los códigos electorales locales 
y Hartlyn et al. (2009).

El cuadro 1.3 también muestra que en trece estados los OAE locales 
tienen un grado de partidismo medio, gracias, en alguna medida, a la in-
corporación de la sociedad civil en el proceso de nominación de los conse-
jeros (resultado de la reforma electoral federal 2007-2008). El problema 
es que dicha consulta no garantiza la imparcialidad de los designados, ya 
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que los partidos son los que formalmente proponen a los candidatos, des-
pués de la consulta a la sociedad, y el Congreso toma la decisión final. In-
cluso, en muchos casos,  ha sido denunciado el mero carácter instrumental 
de esta consulta. Sin embargo, es importante reconocer que ésta represen-
ta un nuevo canal para prestar atención a actores no políticos en los pro-
cesos de designación de los consejeros, quienes están a cargo de mantener 
la confianza en los OAE. Otro elemento importante para medir el grado 
de partidismo es el número de impugnaciones presentadas ante el Tribu-
nal Electoral del Poder Judicial de la Federación respecto de los procesos 
de nominación de los consejeros electorales por estado. Es relevante men-
cionar que los tres estados con el mayor número de impugnaciones están 
altamente partidizados: Aguascalientes, Baja California y Tlaxcala.

El cuadro 1.4 muestra el grado de independencia de los OAE loca-
les en México. Éste se basa en el proceso de nombramiento y en la dura-
ción de los periodos que fungirán tanto los que nombran como los que 
son nombrados (Hartlyn et al., 2009: 23). Como quedó señalado arriba, 
se asume que los consejeros serán más independientes entre mayor sea el 
número de órganos involucrados en su designación y la duración en el car-
go de los consejeros sea mayor a la duración en el cargo de aquellos que los 
designan.13 Según Hartlyn y equipo, “los [OAE] menos autónomos son 
aquellos que son nombrados sólo por una cámara de la legislatura; la au-
tonomía va en aumento en la medida en que los miembros del organismo 
son nombrados a través de procesos en los que participan varios poderes, 
pasando por aquellos que son dirigidos por el poder judicial hasta llegar a 
procesos dominados por la sociedad civil” (Hartlyn et al., 2009: 23). A es-
tos elementos se agregan las normas de remoción de consejeros como otro 
indicador formal de procedimientos que aumentan o limitan la indepen-
dencia de los OAE. Este elemento representa una aportación de la autora 
de este capítulo al grado de independencia de los órganos electorales. Se 
parte de la presunción de que las normas que facilitan la remoción de los 
consejeros limitan su autonomía, mientras que las que dificultan su remo-
ción aumentan la independencia. En esta medida, se valoró como alta in-
dependencia las normas que restringen la remoción al acuerdo de las dos 
terceras partes de los diputados de los congresos locales.

13	 De acuerdo con Hartlyn et al. (2009), esta medida es comúnmente usada para evaluar la 
independencia del Poder Judicial.
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Como lo muestra el cuadro 1.4, existen diecisiete estados que tienen 
tres órganos involucrados en el proceso de designación: la sociedad ci-
vil, los partidos y el Congreso. En los demás estados, sólo los partidos y 
el Congreso se involucran. El grado de independencia asume que, entre 
más órganos participen en el proceso de designación, más independen-
cia tendrán los OAE, pues representan la adhesión de filtros. Aunque 
se aplicaría para la mayoría de los casos, conviene considerar la natura-
leza de los órganos que intervienen en el proceso de designación, pues la 
suma de parcialidades no produce imparcialidad, sino menos parcialidad. 
En realidad, el contexto y reforzamiento del Estado de derecho explicaría 
cuándo la intervención de un tercer actor u órgano, como en este caso la 
sociedad civil, representa una diferencia significativa.

Cuadro 1.4. Independencia del institutos electorales estatales

Estado
Año de 

elección de 
gobernador

Núm. de ór-
ganos que 
intervienen

Duración en 
el cargo de los 
que nombran

Duración en 
el cargo de 
consejero

Años 
consejeros/
Años lo que 

nombran

Remoción 
de conse-

jeros1

Grado de 
indepen-
dencia2

Ags 2010 2 3 3 1 0 Bajo

BC 2007 2 3 3 1 1 Bajo

BCS 2011 2 3 6 2 0 Bajo

Camp 2009 2 3 7 2.33 0 Bajo

Chis 2006 2 3 7 2.33 0 Bajo

Chih 2010 3 3 6 2 2 Medio

Coah 2011 3 3 7 2.33 0 Medio

Col 2009 2 3 7 2.33 0 Bajo

DF 2006 3 3 7 2.33 3 Alto

Dur 2010 3 3 9 3 2 Alto

Gto 2006 2 3 4 1.33 2 Medio

Gro 2011 3 3 4 1.33 0 Bajo

Hgo 2010 2 3 6 2 0 Medio

Jal 2006 3 3 3 1 3 Medio

Edomex 2011 3 3 4 1.33 2 Medio

Mich 2007 2 3 4 1.33 0 Bajo

Mor 2006 2 3 4 1.33 3 Medio

Nay 2011 3 3 3 1 0 Bajo

NL 2009 3 3 6 2 0 Medio

Oax 2010 2 3 3 1 0 Bajo

Pue 2010 3 3 6 2 2 Medio

Qro 2009 3 3 7 2.33 1 Medio
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Estado
Año de 

elección de 
gobernador

Núm. de ór-
ganos que 
intervienen

Duración en 
el cargo de los 
que nombran

Duración en 
el cargo de 
consejero

Años 
consejeros/
Años lo que 

nombran

Remoción 
de conse-

jeros1

Grado de 
indepen-
dencia2

QRoo 2010 2 3 6 2 0 Bajo

SLP 2009 3 3 3 1 0 Bajo

Sin 2010 3 3 6 2 3 Alto

Son 2009 3 3 6 2 3 Alto

Tabs 2006 2 3 7 2.33 3 Medio

Tamps 2010 3 3 3 1 0 Bajo

Tlax 2010 2 3 3 1 0 Bajo

Ver 2010 3 3 9 3 3 Alto

Yuc 2007 3 3 6 2 3 Alto

Zac 2010 2 3 4 1.33 0 Bajo

1 La remoción no está regulada por la ley electoral ni por la Constitución estatal = 0; Por el consejo general 
o estatal, facultad del presidente del Consejo, de determinado número de consejeros u otra = 1; Por el 
Congreso del estado, en conjunto con el Consejo estatal o general = 2; por el Congreso del estado por 
el voto de las dos terceras partes del Congreso = 3.

2 El grado de independencia es alto = 3 cuando los órganos que intervienen son tres o más, la duración 
del nombramiento del consejero triplica al de los diputados que los nombran (proporción 3), la remoción 
está a cargo del Congreso del estado y requiere el voto de las dos terceras partes de los diputados; es  
medio = 2 cuando los órganos que intervienen son dos, la duración del nombramiento del consejero du-
plica la de los diputados (proporción entre 2 y 2.99), la remoción está a cargo del Congreso, en conjunción 
con el Consejo y por el voto de las dos terceras partes; y bajo = 1 cuando los órganos que intervienen son 
uno o dos, la duración del nombramiento y los diputados es la misma (proporción 1) y la remoción está a 
cargo del Consejo o no está regulada.

Fuente: Elaboración propia con datos de los institutos electorales locales, los códigos electorales locales 
y Hartlyn et al. (2009).

En cuanto al segundo componente del grado de independencia, re-
sulta relevante que la duración en el cargo de los que designan es igual a 
la duración en el cargo de los designados (tres años), en un total de ocho 
entidades federativas. Sin duda, esto sugiere menor independencia, pues 
hay una dependencia directa de los consejeros hacia los diputados del 
Congreso local, responsables de nombrarlos. También hay nueve estados 
donde la duración en el cargo de los designados dura lo doble de la du-
ración de quienes los designan. Por último, hay dos estados (Veracruz y 
Durango) donde la duración en el cargo de los consejeros dura tres veces 
lo que duran los diputados, tal como es el caso de los consejeros electo-
rales del IFE. En suma, en términos de independencia, existen sólo seis 
estados con OAE altamente independientes: Distrito Federal, Durango, 
Sinaloa, Sonora, Veracruz y Yucatán; once con independencia media, y 
quince con OAE en la categoría más baja de independencia. 

Cuadro 1.4. (Continuación). Independencia del institutos electorales estatales
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Cuadro 1.5. Profesionalismo de los institutos electorales estatales

Estado
Año de 

elección de 
gobernador

Servicio 
Profesional 
Electoral

Estatuto o 
reglamento

Remune-
ración

Perma-
nencia de 
órganos

Impugnaciones 
de elección de 
gobernador1

Grado de 
profesiona-

lismo2

Ags 2010 Sí en la ley Sí ND ND 1 Medio

BC 2007 No No Sí Sí 1 Bajo

BCS 2011 Sí en la ley No Sí ND 0 Bajo

Camp 2009 Sí en la ley No Sí Sí 0 Bajo

Chis 2006 Sí en la ley Sí NA Sí 1 Medio

Chih 2010 Sí en la ley No NA ND 0 Bajo

Coah 2011 Sí en la ley Sí Sí Sí 0 Alto

Col 2009 Sí en la ley No Sí Sí 0 Bajo

DF 2006 Sí en la ley Sí Sí Sí 1 Medio

Dgo 2010 Sí en la ley No Sí Sí 1 Bajo

Gto 2006 Sí en la ley Sí Sí ND 0 Alto

Gro 2011 Sí en la ley Sí Sí Sí 1 Medio

Hgo 2010 Sí en la ley No Sí No 1 Bajo

Jal 2006 Sí en la ley No Sí Sí 1 Bajo

Edomex 2011 Sí en la ley Sí Sí Sí 1 Medio

Mich 2007 No No Sí ND 0 Bajo

Mor 2006 Sí en la ley No Sí Sí 1 Bajo

Nay 2011 No No Sí Sí 0 Bajo

NL 2009 Sí en la ley Sí Sí No 0 Alto

Oax 2010 Sí en la ley No ND Sí 1 Bajo

Pue 2010 Sí en la ley Sí Sí Sí 0 Alto

Qro 2009 Sí en la ley No Sí ND 0 Bajo

QRoo 2010 Sí en la ley No Sí Sí 0 Bajo

SLP 2009 Sí en la ley Sí Sí ND 1 Medio

Sin 2010 No No Sí ND 0 Bajo

Son 2009 No No Sí No 1 Bajo

Tabs 2006 Sí en la ley Sí Sí No 1 Medio

Tamps 2010 Sí en la ley No ND ND 0 Bajo

Tlax 2010 Sí en la ley No Sí No 0 Bajo

Ver 2010 Sí en la ley Sí Sí Sí 1 Medio

Yuc 2007 Sí en la ley No Sí Sí 0 Bajo

Zac 2010 Sí en la ley Sí Sí Sí 1 Medio

1 Impugnaciones presentadas ante el TEPJF a la elección de gobernador: se presentaron impugnaciones = 1;  
No se presentaron = 0. 

2 El grado de profesionalismo es alto = 3 cuando el OAE tiene un servicio profesional electoral  establecido 
en la ley electoral, hay un estatuto o reglamento aprobado y los resultados de la competencia no fueron 
impugnados; es medio = 2 cuando hay un SPE en la ley, hay un estatuto o reglamento aprobado y los re-
sultados fueron impugnados; y es bajo = 1 cuando no hay un SPE o cuando está solamente contemplado 
en la ley, pero no hay un estatuto o reglamento aprobado, y cuando los resultados fueron impugnados.

Fuente: Elaboración propia con datos de los códigos electorales estatales, constituciones estatales y los 
IEE, y TEPJF, a través de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información (noviembre de 2011).
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El tercer método para analizar la autonomía de los OAE locales, es 
tomar en cuenta su profesionalismo. En este caso, el indicador clave es 
la existencia de un servicio civil —llamado Servicio Profesional Electoral 
(SPE)— el cual muestra, al menos en principio, la intención de profesio-
nalizar a los órganos de administración electoral y, por lo tanto, garantizar 
más profesionalismo e imparcialidad en su desempeño. 

Cabe destacar que la información sobre el funcionamiento real y efec-
tivo del SPE en cada uno de los OAE es también difícil de obtener. Se 
considera, sin embargo, que un buen indicador de la existencia real de un 
servicio profesional de carrera es la aprobación de su estatuto, en el que 
se plasman sus reglas de funcionamiento. En este sentido, el análisis de la 
información disponible en las páginas web de los institutos muestra que 
sólo en trece entidades federativas se han aprobado los estatutos de fun-
cionamiento de sus servicios profesionales de carrera. En el resto, el SPE 
existe tan sólo en la ley, esto es, sólo en papel, pero no opera efectivamente. 
Un elemento adicional de información considerado en lo que se refiere al 
profesionalismo de los OAE es la impugnación de los resultados electora-
les por parte de los partidos políticos, reportado por el Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación (véase el cuadro 1.5). Se reconocen las 
limitaciones a este indicador en la medida en que pareciera que los parti-
dos impugnan los resultados por estrategia política y no necesariamente 
en función de la “limpieza” del proceso de organización y conteo de votos.

De acuerdo con información oficial brindada por el Tribunal Electo-
ral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF), los resultados de dieciséis 
elecciones a gobernador fueron impugnados en los tribunales electorales 
locales, y en algunos casos llegaron al propio tribunal federal, como en los 
casos de Durango y Veracruz. La impugnación de resultados representa, 
así, un indicador del pobre desempeño de una de las tareas más importan-
tes de los OAE: garantizar la integridad del conteo de votos y, en general, 
elecciones libres y limpias. 

Elecciones de calidad y órganos  
de administración electoral locales

En el apartado anterior se presentaron tres diferentes indicadores del 
desempeño de los OAE a nivel local en México: grado de partidismo, 
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grado de independencia y grado de profesionalismo. Como se expuso 
arriba, mientras el grado de independencia intenta capturar la indepen-
dencia de los OAE de jure, formal o en la ley, el grado de partidismo cap-
tura el vínculo de los consejeros con los partidos o el Ejecutivo estatal en 
la realidad o de facto. 

Por su parte, el grado de profesionalismo muestra su capacidad para 
organizar elecciones libres, limpias y transparentes, con procedimien-
tos técnicamente pulcros. El cuadro 1.6 muestra las estimaciones finales 
de cada indicador para todas las entidades federativas. Como se obser-
va, el primer hallazgo relevante a nivel agregado es que no hay un alinea-
miento claro entre la independencia y el profesionalismo de los órganos 
electorales, esto es, no todos los institutos electorales locales altamente in-
dependientes son al mismo tiempo altamente profesionales, algo que sería 
esperable en un órgano de administración electoral que sigue el modelo 
que privilegia la independencia y el profesionalismo, y que incluso estable-
ce en su legislación electoral la existencia del SPE. 

De hecho, sólo el Distrito Federal y Veracruz tienen órganos con  
alta independencia y profesionalismo medio; los otros cuatro estados con 
alta independencia presentan profesionalismo bajo. Por otro lado, desta-
can los estados con alto profesionalismo e independencia media: Coahui-
la, Guanajuato, Nuevo León y Puebla. Finalmente, destacan diez estados 
con baja independencia y profesionalismo bajo, lo que caracteriza a sus ór-
ganos electorales como de baja calidad y de mal desempeño. 

Una combinación que muestra la “extraña” mezcla mexicana de órga-
nos electorales independientes y partidistas a la vez son, en primer lugar, 
Sinaloa, con una alta independencia y alto partidismo, y en menor medida 
el Distrito Federal, Durango, Sonora y Yucatán, que tienen alta indepen-
dencia y partidismo medio. Los casos más comunes —como era de espe-
rarse— son los de independencia baja y partidismo alto. En este sentido, 
destacan doce entidades federativas: Aguascalientes, Baja California, Baja 
California Sur, Campeche, Chiapas, Colima, Michoacán, Oaxaca, Quin-
tana Roo, Tamaulipas, Tlaxcala y Zacatecas.

En términos agregados, y de acuerdo al promedio general obtenido 
a partir de los tres atributos estimados para cada estado (una vez reali-
zados los ajustes correspondientes a los valores de partidismo), es posi-
ble distinguir entidades con OAE de alta, media y baja calidad. En este 
sentido, la gráfica 1.1 muestra que Coahuila, el Distrito Federal, Nuevo 
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Cuadro 1.6. Calidad de los Órganos de Administración Electoral locales en México.  
Independencia, partidismo y profesionalizacion.

Estado

Año de
 elección de 
gobernador

Grado de  
independencia

Grado de 
partidismo

Grado de  
profesionalismo Promedio1

Ags 2010 Bajo Alto Medio 1.33

BC 2007 Bajo Alto Bajo 1.00

BCS 2011 Bajo Alto Bajo 1.00

Camp 2009 Bajo Alto Bajo 1.00

Chis 2006 Bajo Alto Medio 1.33

Chih 2010 Medio Bajo Bajo 2.00

Coah 2011 Medio Medio Alto 2.33

Col 2009 Bajo Alto Bajo 1.00

DF 2006 Alto Medio Medio 2.33

Dgo 2010 Alto Bajo Bajo 2.33

Gto 2006 Medio Alto Alto 2.00

Gro 2011 Bajo Medio Medio 1.67

Hgo 2010 Medio Alto Bajo 1.33

Jal 2006 Medio Medio Bajo 1.67

Edomex 2011 Medio Medio Medio 2.00

Mich 2007 Bajo Alto Bajo 1.00

Mor 2006 Medio Alto Bajo 1.33

Nay 2011 Bajo Medio Bajo 1.33

NL 2009 Medio Medio Alto 2.33

Oax 2010 Bajo Alto Bajo 1.00

Pue 2010 Medio Alto Alto 2.00

Qro 2009 Medio Medio Bajo 1.67

QRoo 2010 Bajo Alto Bajo 1.00

SLP 2009 Bajo Medio Medio 1.67

Sin 2010 Alto Alto Bajo 1.67

Son 2009 Alto Medio Bajo 2.00

Tab 2006 Medio Alto Medio 1.67

Tamps 2010 Bajo Alto Bajo 1.00

Tlax 2010 Bajo Alto Bajo 1.00

Ver 2010 Alto Alto Medio 2.00

Yuc 2007 Alto Medio Bajo 2.00

Zac 2010 Bajo Alto Medio 1.33

1 El promedio simple se estimó sumando los valores de cada variable y dividiéndolos entre 3. Los valores 
son los siguientes: el grado de independencia es alto = 3, medio = 2 y bajo = 1. Con el propósito de com-
binar las tres estimaciones correspondientes a la independencia, partidismo y profesionalismo de los OAE, 
fue necesario invertir la escala de calificación del grado de partidismo, de manera que quedó como sigue: 
alto es 1, medio es 2 y bajo, 3. El grado de profesionalismo es alto = 3, medio = 2 y bajo = 1.

Fuente: Elaboración propia con datos de los institutos electorales locales, los códigos electorales locales 
y Hartlyn et al. (2009).
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Promedio grados 

de independencia, 

partidismo y 

profesionalismo 

1.00 1.50 2.00 2.500.500.00

Coah

DF

NL

Dgo

Gto

Edomex

Pue

Son

Ver

Yuc

Chih

Gro

Jal

Qro

SLP

Sin

Tabs

Ags

Chis

Hgo

Mor

Nay

Zac

BC

BCS

Camp

Col

Mich

Oax

QRoo

Tamps

Tlax

Fuente: Elaboración propia con datos de los institutos electorales locales, los códigos electo-
rales locales y estimaciones propias.

Gráfica 1.1. Calidad de los Órganos Administrativos Electorales locales en México.

León y Durango son las entidades con OAE de más alta calidad en el 
país; seguidos por Guanajuato, Estado de México y Puebla, entre otros, 
con OAE de media calidad. También destacan los estados con baja ca-
lidad como Michoacán, Oaxaca, Quintana Roo, Tamaulipas y Tlaxcala.
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Ahora bien, con el propósito de corroborar la relación (o su ausen-
cia) entre los tres atributos del desempeño o calidad de los órganos de ad-
ministración electoral en México, se estimó el Índice de Correlación de 
Pearson (cuadro 1.7). Como se observa en este cuadro, la relación entre 
la independencia y el partidismo es negativa y significativa, indicando, en 
principio, que entre más independientes son los órganos electorales, me-
nos partidistas son. Adicionalmente destaca que el profesionalismo y la 
independencia no están correlacionados en los OAE mexicanos, lo que 
comprueba que, pese a que formalmente (de acuerdo a las leyes electora-
les), los IEE tienen un cuerpo profesional de funcionarios que acompa-
ña la independencia de los consejeros electorales, eso no se ratifica en los 
hechos. Así, la mayor independencia de los institutos no se acompaña en 
general de mayor profesionalismo. 

En conclusión, destaca que el profesionalismo y el partidismo tienen 
una relación negativa, aunque no significativa, indicando en algún sen-
tido que, a mayor partidismo, hay menos profesionalismo. Desafortu-
nadamente, los resultados no significativos obligan a tomar este último 
resultado como sólo indicativo.

Cuadro 1.7 Correlacion entre las dimensiones de la Calidad de los Órganos de Administra-
ción Electoral locales en México

Grado de independencia Grado de partidismo

Grado de partidismo

Correlación de Pearson -0.390*

Sig. bilateral 0.027

N 32

Grado de profesionalismo

Correlación de Pearson 0.104 -0.099

Sig. bilateral 0.572 0.592

N 32 32

*La correlación es significativa al nivel 0.05 (bilateral).

Nota: Para las correlaciones, se tomaron en cuenta los valores originales del grado del partidismo, en los 
cuales partidismo: alto = 3, medio =2, y bajo =1. 

A partir de estos hallazgos surge la pregunta obligada de por qué en 
el modelo mexicano a nivel local no hay un relación positiva entre inde-
pendencia y profesionalismo, como sugería el paradigma que sirvió de 
guía para la creación de los órganos de administración electoral federal y 
locales en México. Aún más, es importante responder por qué es posible 
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tener un diseño institucional que garantice en la ley alta independencia y 
en los hechos sea una institución altamente partidista y poco profesional. 

Las respuestas a estas interrogantes exceden los propósitos de esta 
investigación. Sin embargo, es importante considerar que la contribución 
de los OAE está, sin duda, mediada por el contexto sociopolítico. En este 
sentido, Hartlyn et al. (2009: 18) señalan que los resultados de su inves-
tigación mostraron que sólo cuando la independencia institucional for-
mal-legal de los órganos electorales estaba asociada al respecto por las 
reglas del juego y una baja corrupción, entonces tenía un impacto positi-
vo sobre la calidad de las elecciones. Esta conclusión obliga, pues, a pon-
derar los hallazgos de independencia y profesionalismo de los órganos de 
administración electoral locales en México, presentados en este capítulo, 
y vincularlos a la fortaleza o debilidad del Estado de derecho en cada en-
tidad, visto a la luz de indicadores de impunidad y corrupción, la calidad 
de las instituciones de justicia, homicidios por habitante, entre otros.

Pese a lo anterior, cabe considerar que la aportación de los OAE locales 
en México —y su cambio en las últimas décadas— no es menor; ésta radi-
ca, en primer lugar, en la institucionalización de la vía electoral como la úni-
ca fuente legítima de acceso al poder; en segundo, en la creación de espacios 
multipartidistas legítimos donde se dirimen las diferencias entre fuerzas 
políticas respecto de las elecciones y, finalmente, su fuerte contribución a 
la transición a la democracia a nivel local, que significó pasar de elecciones 
no democráticas o directamente manipuladas, a elecciones libres, limpias, 
competitivas y transparentes, en la ley, y, en muchos casos, en la práctica.

Conclusiones del capítulo

Los estudios de la calidad de las elecciones han privilegiado el análisis de 
la gobernanza electoral y, más específicamente, de los OAE. Ello es así en 
función del destacado papel que desempeñan en la organización de proce-
sos electorales que cumplan con los estándares democráticos de libertad, 
justicia, limpieza, transparencia y competitividad. 

En numerosas democracias emergentes se ha promovido la creación 
de OAE bajo el paradigma de la independencia y profesionalismo, esto 
es, bajo la forma de comisiones electorales formadas por personalidades 
independientes del gobierno en turno y los partidos, distinguidos por su 
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profesionalismo y conocimientos en la materia. Esto ha puesto de mani-
fiesto que el diseño de los OAE, pese a ser poco estudiados, es un factor 
clave para contribuir a la celebración de elecciones democráticas.

En México ha predominado la creación y cambio de OAE indepen-
dientes y profesionales en los niveles federal y local, desde los años noven-
ta, lo que sin duda contribuyó a la transición a la democracia en el país. 
Ahora bien, su desempeño no ha estado exento de críticas. Una de las 
más comunes es su limitada independencia, así como la participación (o 
injerencia) de los partidos y del Poder Ejecutivo local en la toma de deci-
siones, generando con ello “canchas inclinadas” o sesgos, que sin duda ero-
sionan el carácter democrático de las elecciones.

A partir del estudio de sus tres atributos fundamentales (indepen-
dencia, partidismo y profesionalismo) la evidencia aquí presentada mues-
tra que domina la heterogeneidad. Hay institutos con independencia alta 
y alto profesionalismo, aunque ciertamente son los menos. Éstos, hipoté-
ticamente, contribuirían en términos generales a organizar elecciones de 
alta calidad. Pero también hay institutos con alta independencia y bajo 
profesionalismo, cuyas elecciones serían quizás de menor calidad. Lo mis-
mo se concluiría de elecciones organizadas por OAE altamente partidiza-
dos y bajo profesionalismo, cuya calidad estaría sujeta a escrutinio.

Otro hallazgo relevante es la falta de conexión entre algunos de los 
atributos analizados de los OAE mexicanos: independencia, partidismo y 
profesionalismo. Pese a los supuestos de los que se partió, en el sentido de 
asociar positivamente independencia con profesionalismo, las estimacio-
nes del índice de correlación mostraron que no existe una relación signifi-
cativa entre sí, como era previsible desde la teoría. Más bien lo que resulta 
claro es que los OAE locales se han convertido (o se han mantenido, en 
algunos casos) en espacios de poder que no siempre garantizan procedi-
mientos técnicamente pulcros, ni el cumplimiento de normas justas. 

En cualesquiera de los casos, la independencia y profesionalismo de 
los OAE estaría sujeto al contexto y a la medida en la que predomina el 
Estado de derecho en las entidades federativas. 

Para poner punto final, conviene destacar que el partidismo y la in-
dependencia están negativamente relacionados, según las estimaciones 
aquí presentadas, lo cual sugiere que la mezcla sui géneris del modelo 
mexicano que promueve la independencia en la ley y opera bajo el parti-
dismo, debe revisarse a profundidad.
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Capítulo 2 
Justicia electoral y calidad de las elecciones  
en los estados de la República Mexicana: un análisis 
del diseño de los tribunales electorales estatales
Mario Torrico* y César Valderrama**

Introducción

El estudio del diseño institucional electoral en las democracias con-
temporáneas es un tema que ha dominado la agenda de la ciencia políti-
ca en las últimas dos décadas. Esta temática emergió con fuerza cuando 
la preocupación por las transiciones democráticas desde gobiernos au-
toritarios (O’Donnell et al., 1988) cedió su centralidad en los estudios 
políticos a favor de un fenómeno que cada vez asumía mayor importan-
cia: la consolidación democrática (Paramio, 1992; Alcántara y Crespo, 
1995). En América Latina, la necesidad de facilitar el afianzamiento de 
la democracia a través del rediseño de las instituciones fue un aspecto 
enfatizado por Linz (1994),1 quien ejerció una gran influencia en el de-
sarrollo de la disciplina en la región.

La novedad del planteamiento de Linz radicó en que no atribuía la 
fragilidad de la democracia en los países latinoamericanos a factores rela-
cionados con el atraso económico, como era típico de las teorías de la mo-
dernización (Lipset, 1959), o a la presión que ejercían las crecientes clases 
medias en las naciones que habían logrado un dinamismo económico 

*	 Profesor-investigador de la Flacso México.
**	 Doctorante de Investigación en Ciencias Sociales con mención en Ciencia Política por la 

Flacso México.
1	 Varios estudios anteriores al de Linz habían señalado, a partir de razonamientos teóricos, 

la importancia de las instituciones (March y Olsen, 1984; North, 1990; Tsebelis, 1990). El 
aporte de Linz para América Latina consistió en señalar, en términos concretos, las carac-
terísticas de un diseño institucional con consecuencias negativas para la democracia, lo que 
hace que su modificación sea imperiosa.
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importante, lo que habría provocado la reacción de las élites, que a través 
de golpes de Estado buscaron mantener el statu quo (O’Donnell, 1982). 
Para Linz, la inestabilidad democrática se debe a un motivo simple: en 
América Latina predomina el sistema presidencial, el cual posee un con-
junto de características (legitimidad dual del Ejecutivo y del Legislativo, 
juego político de suma cero, personalización del poder, entre los rasgos 
más importantes) que impiden la consolidación de la democracia y po-
nen en peligro su supervivencia. Su recomendación, consecuentemente, 
fue sencilla: un rediseño institucional por medio del cual se transite hacia 
un sistema parlamentario.

El desarrollo de la ciencia política latinoamericana en los años noven-
ta siguió el camino abierto por Linz. Las contribuciones posteriores com-
plejizaron la relación entre presidencialismo e inestabilidad democrática, 
llegando a conclusiones que impiden afirmar categóricamente que existe 
una relación positiva entre ambos (Shugart y Carey, 1992; Mainwaring, 
1993). Los poderes proactivos y reactivos del presidente, las atribuciones 
de los legislativos, el número de partidos en el Congreso, su fuerza rela-
tiva en éste, el grado de autonomía de las regiones (estados, provincias o 
departamentos), etc., son algunos de los factores que inciden en la relación 
que preocupaba a Linz. En cualquier caso, un convencimiento generaliza-
do de todos estos estudios es que las instituciones importan, que gene-
ran efectos reales y tangibles en la política y en la democracia, y que, por 
ende, se modificaría el comportamiento de los actores políticos y los re-
sultados obtenidos a través de su rediseño.

La década de los noventa afianzó en la ciencia política la certeza de 
que mediante un adecuado diseño institucional se aumentan (mas no 
se garantizan) las posibilidades de alcanzar objetivos propuestos. En un 
contexto en el que el principal objetivo era la consolidación democrática, 
se buscó determinar las reglas institucionales que debían establecerse o 
modificarse para lograr este fin. En este ambiente académico-intelectual 
se insertan los estudios electorales en la región.

Las tendencias de los estudios electorales

Existen dos requisitos mínimos que deben cumplirse para que un siste-
ma político sea considerado democrático: 1) que sus gobernantes sean 
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nombrados a través de elecciones libres, abiertas y competidas, y 2) que 
se respeten los derechos básicos de sus ciudadanos, en especial sus liber-
tades civiles y políticas (Dahl, 2000). Si bien en muchos países del mun-
do existen déficit económicos y sociales que la democracia no ha logrado 
resolver, la ciencia política ha tendido a privilegiar las concepciones mi-
nimalistas, lo que ha generado que los estudios electorales —que usual-
mente examinan los factores que se relacionan con el cumplimiento de 
los requisitos mencionados— sean centrales en el análisis de las demo-
cracias contemporáneas. 

El diseño de los sistemas electorales fue la principal preocupación de 
los estudios en materia electoral durante los años noventa, en el entendido 
de que éstos tienen efectos en la orientación de la democracia, en su des-
empeño y en el comportamiento de los actores políticos (Nohlen, 1995; 
Cox, 1997). Así, por ejemplo, Lijphart (2000) señaló que en las demo-
cracias consensuales existen sistemas electorales proporcionales, mientras 
que en las mayoritarias se observan sistemas electorales también mayo-
ritarios. Debido a que esto influye en el número de partidos que llegan a 
tener representación en el Congreso, el efecto del diseño de los sistemas 
electorales radica en que en las primeras la toma de decisiones es más in-
cluyente, mientras que en las segundas es más excluyente. Los efectos de 
una mayor inclusión o exclusión en las decisiones, además, no solamente 
tienen que ver con la eficacia con que se resuelven los problemas identifi-
cados, sino también con la legitimidad de dichas decisiones, del proceso 
por medio del cual se tomaron y de la propia democracia. 

En general, los estudios electorales han estado guiados por una preo-
cupación central: cómo asegurar que los resultados de las elecciones sean 
percibidos como justos por todos los actores políticos involucrados y, por 
tanto, como legítima a la autoridad que emerge de aquéllas. Nótese que 
no se busca un resultado justo. Esto se debe a que la literatura de elección 
social ha demostrado que no existe un método de elección neutro, pues 
el resultado final siempre estará influido por la forma en que se agreguen 
las preferencias, es decir, por la fórmula electoral (Riker, 1982). 

Reconocer el resultado final de una elección implica reconocer el 
proceso que condujo a éste. Puesto que las reglas que fijan cómo conver-
tir los votos en escaños (la definición más común de sistema electoral) 
son un componente muy importante de dicho proceso, la ciencia política 
asumió que a través de dichas reglas se podía legitimar la autoridad de los 
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gobernantes y de los representantes electos. Así, por ejemplo, en contex-
tos de presión política o social que demandaran una mayor apertura en 
la toma de decisiones, la aplicación de un sistema electoral proporcional 
sería útil para dar estabilidad a la democracia. En contraste, de requerir-
se decisiones ágiles, un sistema electoral mayoritario proporcionaría las 
condiciones para la pronta aprobación de políticas.

A principios del presente siglo, se empezó a reconocer la importan-
cia de otras instancias que forman parte del proceso electoral, en par-
ticular de los órganos de administración electoral. Esto significó una 
ampliación de los temas incluidos en los estudios electorales, bajo el su-
puesto de que es indispensable que los actores políticos observen la le-
gitimidad de todo el proceso, el cual comienza mucho antes del acto 
eleccionario (en el que se observa el funcionamiento del sistema elec-
toral) y concluye mucho después de éste. En uno de los artículos pri-
migenios que impulsaron el estudio de la administración de elecciones, 
Elklit y Reynolds (2000) señalan que la literatura no había reparado en 
analizar la relación entre este fenómeno y la calidad de las elecciones. El 
motivo de ello se debía a que en los países desarrollados con democra-
cias añejas, que es donde suelen iniciarse las agendas de investigación en 
ciencia política, la aptitud de la administración pública, en general, y de 
la administración electoral, en particular, no es un asunto problemático. 
En cambio, en la mayoría de los países recientemente democratizados 
este supuesto no se cumple y una deficiente administración de las elec-
ciones ocasionaría el rechazo de sus resultados y el desconocimiento de 
los vencedores (Pastor, 1999). 

Estas consideraciones fueron lo bastante persuasivas como para que 
la International Political Science Review dedicara en 2002 un número es-
pecial al tema de la gobernanza electoral, término que se acuñó para se-
ñalar el amplio conjunto de actividades que se desarrollan en el marco 
institucional en el que el acto de votar y la competencia electoral tienen 
lugar (Mozaffar y Schedler, 2002). Los autores que colaboraron en esta 
publicación compartían la convicción de que sin una efectiva gobernan-
za electoral es imposible que existan elecciones de calidad, y diferencia-
ron tres niveles de ésta: 1) formulación de reglas (rule making), en que se 
toman decisiones en torno a la fórmula electoral, el tamaño de los distri-
tos, sus límites, los ciudadanos habilitados para votar, los mecanismos 
de regulación de campañas, etc.; 2) aplicación de reglas (rule application), 
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en la que se organiza el juego electoral a través del registro de candida-
tos y partidos, de la capacitación a funcionarios de casilla y de todas 
las tareas del día de la elección, y 3) resolución de conflictos y certifica-
ción de resultados (rule adjutication), en la que se admiten y procesan las  
disputas y se señala el resultado final de las elecciones.

La clasificación de los niveles de gobernanza electoral mencionados 
coincide, paradójicamente, con la forma en que la ciencia política ha ido 
prestándoles atención e incorporándolos en los estudios electorales. Así, el 
estudio del primer nivel dominó la agenda de la disciplina en los años no-
venta; el análisis del segundo comenzó a principios de este siglo e incluso 
su desarrollo se mantiene bastante rezagado en relación con lo que cono-
cemos del primero, y el examen del tercer nivel recién empieza a observar-
se a finales de la década pasada. ¿Por qué no se atendió la resolución de 
conflictos electorales antes, si ya en 2002 se había señalado su importancia?

La diferenciación teórica de niveles en la gobernanza electoral no llevó a 
pensar en una diferenciación funcional, lo que derivó en que en los estudios 
se asumiera que la resolución de conflictos es parte de la administración 
electoral (Lehoucq, 2002; Elklit y Reynolds, 2005; Hartlyn et al., 2008; Ro-
sas, 2010). Es más, cuando se aludía a los tipos de órganos de administra-
ción electoral existentes en el mundo, no se cuestionó la famosa clasificación 
de López-Pintor (2000) de órganos gubernamentales, gubernamentales 
bajo supervisión de una comisión independiente e independientes. Esta 
clasificación, pensada en función del tipo de instituciones que administran 
elecciones, no se problematizó al considerar la resolución de conflictos. El 
motivo es que este tercer nivel se asumió como parte del segundo.

Dos acontecimientos en la primera década de este siglo llamaron la 
atención acerca de la importancia de la resolución de conflictos: la con-
troversia electoral en la elección presidencial de Estados Unidos en 2000 
y el desconocimiento de los resultados finales de la elección presidencial 
en México, en 2006, por parte de uno de los candidatos derrotados. En los 
estudios académicos existe un acuerdo de que en ambas elecciones la ad-
ministración y organización fue de muy alta calidad; no obstante, la des-
confianza en que se haya dado la manipulación de los votos no se ha 
despejado del todo. ¿Cómo explicar la coexistencia de ambos fenómenos? 

Mozaffar y Schedler (2002) señalan que en contextos de polariza-
ción política los errores técnicos de la administración electoral (que, ade-
más, siempre existen) se interpretan como intentos de manipulación. 
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Esto sería más acentuado en países en transición democrática, pero es-
pecialmente en los que gobiernos autoritarios del pasado legitimaron su 
poder a través de elecciones fraudulentas, como es el caso mexicano. Por 
ello, para generar confianza en los procesos electorales y legitimidad en 
los candidatos que resulten ganadores, en América Latina se han reali-
zado esfuerzos por construir organismos independientes y autónomos 
para la administración electoral. No obstante, en ocasiones una correcta 
administración no es suficiente, por lo que también se debe atender que 
la resolución de conflictos electorales sea de alta calidad y genere confian-
za en los resultados electorales. 

Esta necesidad fue entendida hace poco tiempo por la academia y por 
organizaciones internacionales (Marchetti, 2008). Un ejemplo de ello es 
que el Instituto para la Democracia y la Asistencia Electoral (IDEA, por 
sus siglas en inglés) publicó (por primera vez, en 2010) un documento en 
el que se analizan y comparan las instancias de justicia electoral (donde se 
dirimen los conflictos de esta naturaleza) en los países. Anteriormente, esta 
organización se había concentrado únicamente en el análisis de los sistemas 
electorales (IDEA, 1997) y de la administración electoral (IDEA, 2006). 
En realidad, la secuencia de las publicaciones de IDEA refleja la evolución 
y la cobertura cada vez mayor de temas en los estudios electorales.

En este contexto, en el que se asume la importancia de la justicia elec-
toral para la calidad de las elecciones y la necesidad de que éstas generen 
resultados confiables y reconocidos por todos los actores políticos, se in-
serta este artículo. Dado que la literatura al respecto es aún incipiente, 
consideramos que un estudio empírico como el presente será una impor-
tante contribución al conocimiento de los fenómenos electorales, mucho 
más si, como es el caso, el énfasis está puesto en las dinámicas locales. Al 
respecto, conviene señalar que los estudios electorales se han concentra-
do en el análisis de procesos a nivel nacional, y cada vez existe mayor evi-
dencia de que en el ámbito local existen variantes interesantes que hasta 
ahora no son conocidas (Aparicio y Ley, 2008).

Marco jurídico de la justicia electoral en México

La historia de la justicia electoral en México se analiza en tres perio-
dos: el 1812-1977, se caracterizó por un sistema de justicia electoral con 
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una impronta política, cuya administración e impartición correspondía 
al Poder Legislativo o a una asamblea política, a la que le tocaba validar 
las elecciones. En este periodo, la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción (SCJN) sostuvo que los derechos políticos no eran susceptibles de 
ser salvaguardados por medio de la protección de los juicios de consti-
tucionalidad. Por su parte, el periodo 1977-1996, se caracterizó por ser 
un sistema mixto en el que tanto el Poder Judicial como el Poder Legisla-
tivo participaron en la administración e impartición de justicia electoral. 
En este periodo, una institución judicial resolvía las disputas electorales, 
pero su resolución la revisaba la legislatura. El tercer periodo, de 1996 a 
la fecha, hace referencia a una justicia electoral administrada e impartida 
totalmente por el Poder Judicial. 

Este lento proceso de cambio institucional en materia electoral en 
México2 tuvo momentos importantes con la Ley Federal de Organi-
zaciones Políticas y Procesos Electorales de 1977, seguido de tres re-
formas electorales en 1990 y la creación del Instituto Federal Electoral 
(IFE), fruto de una negociación entre el Partido de Acción Nacional 
(PAN) y el Partido Revolucionario Institucional (PRI), tras una muy 
cuestionada elección de Salinas de Gortari como presidente en 1988. 
Con el avance cada vez mayor de la oposición, que se inició con la victo-
ria del PAN en Baja California (en 1989) y en Chihuahua (1992), y las 
victorias subsiguientes, se inició un gradual, pero progresivo cambio en 
las reglas electorales. 

La reforma política de 1996, instaurada en el gobierno de Ernesto 
Zedillo y aprobada por unanimidad en las dos cámaras del Congreso 
de la Unión y la totalidad de las legislaturas estatales, propuso establecer 
un marco institucional en el ámbito electoral que satisfaciera las exigen-
cias democráticas de la época. Entre los aspectos más relevantes de esta 
reforma,3 relativos a la justicia electoral, destacan:

2	 Un claro panorama histórico de la justicia electoral en México se halla en Berruecos 
(2003). Una visión de los tres periodos de este proceso se encuentra en Orozco (2009). 
Una explicación sobre las causas y el papel de estos cambios lo presentan Eisenstadt y Mu-
rillo (1999). 

3	 Se tomó como referencia la información disponible en la página electrónica de la Presiden-
cia de la República de México: <http://zedillo.presidencia.gob.mx/pages/pub/publics/
cmex/democracia_ago2000.pdf>. 
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a)	 Se permitió a la SCJN el conocimiento de materias electorales a tra-
vés de las acciones de inconstitucionalidad, mismas que revisan la 
constitucionalidad de las leyes electorales, tanto a nivel federal como 
local. Esta facultad había sido prohibida en la reforma constitucional 
de 1994 (Medina, 2006: 2). Se estableció, igualmente, el recurso de 
constitucionalidad sobre los actos y resoluciones de las autoridades 
electorales federales y locales. 

b)	 Se incorporó al Poder Judicial de la Federación el Tribunal Electo-
ral (TEPJF), el cual es la máxima autoridad jurisdiccional en mate-
ria electoral, tal como lo definió el artículo 99 constitucional, salvo 
lo relativo a las impugnaciones por la conformidad de las leyes con 
la Constitución federal, de lo cual se encarga la SCJN a través de las 
acciones de inconstitucionalidad. Esta incorporación del tribunal a 
la judicatura, como un órgano especializado, significó un cambio de 
paradigma al pasar la jurisdicción electoral de autónoma a especiali-
zada. Además, se asignó al TEPJF la función de calificar la elección 
presidencial y legislativa en lugar de la Cámara de Diputados. Este 
Tribunal Electoral Federal está conformado por una Sala Superior y 
cinco salas regionales. 

c)	 Los integrantes del Consejo General del IFE, los miembros del SPE 
y los magistrados del Tribunal Electoral, estarían sujetos al régimen 
de responsabilidades del título cuarto de la Constitución. 

d)	 Se incorporaron a la Constitución federal los principios que guiaron 
la reforma electoral para impulsar, en línea con los estándares federa-
les, las reformas constitucionales y legales en los estados. 

El Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación tiene esta-
blecidas sus competencias a lo largo de los nueve numerales del artículo 
99 constitucional y el artículo 186 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
de la Federación. Entre las más relevantes destacan: calificar la elección 
presidencial, proteger los derechos políticos de los ciudadanos y resolver 
las impugnaciones que se hagan contra las decisiones de las entidades 
federativas en las que se organicen y califiquen los comicios locales, ade-
más de establecer jurisprudencia en materia electoral. 

Dos leyes federales regulan aspectos importantes del TEPJF: la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación (LOPJF), que establece los 
requisitos que debe tener el tribunal para establecer jurisprudencia, la 
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cual es de obligatorio cumplimiento para sus salas regionales, así como 
para el IFE y para las autoridades electorales locales, y la Ley General del 
Sistema de Medios de Impugnación, que establece las causas por las que 
el TEPJF puede anular una elección. 

Por los efectos vinculantes que tiene la jurisprudencia del TEPJF 
para los demás órganos participantes en el proceso electoral, conviene su-
brayar los requisitos que deben tener las decisiones de este tribunal para 
que sean considerados como tal. Dichos requisitos están señalados en los 
artículos 232-235 de la LOPJF:

a)	 Cuando la Sala Superior del TEPJF sostenga de manera no inte-
rrumpida por otra en contrario, en tres sentencias, el mismo criterio 
de aplicación, interpretación o integración de una norma.

b)	 Cuando las salas regionales, en cinco sentencias no interrumpidas 
por otra en contrario sostenga el mismo criterio de aplicación, inter-
pretación o integración de una ley y la Sala Superior lo ratifique.

c)	 Cuando la Sala Superior resuelva en contradicción de criterios sos-
tenida entre dos o más salas regionales o entre éstas y la propia Sala 
Superior. 

En estos tres supuestos, para que sea obligatoria la jurisprudencia, 
se requerirá de la declaración formal de la Sala Superior. Las amplias 
facultades otorgadas al TEPJF, tanto de manera expresa en la Consti-
tución y la ley, como de manera tácita a través de la capacidad interpre-
tativa mediante su jurisprudencia, han generado posiciones divididas a 
nivel estatal por el grado de injerencia federal en asuntos locales. Como 
lo expresó Berruecos:

En contraste con una clara tendencia hacia una gran descentralización de 
poderes bajo “el nuevo federalismo”, en el campo electoral se ha adoptado 
un centralismo concentrado en el TEPJF y la Suprema Corte de Justicia. 
Sin embargo, en el contexto del pluralismo político y un federalismo más 
auténtico, el nuevo papel del TEPJF ha provocado reacciones contradicto-
rias (Berruecos, 2003: 801. La traducción es nuestra).

Con lo anterior, si bien hay avances en el diseño institucional para la 
justicia electoral a nivel federal, éstos aún están lejos de lograr consenso 
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frente a su forma óptima de diseño.4 Este proceso de cambios institucio-
nales a nivel federal no tuvo siempre las mismas características ni se pro-
dujo al mismo tiempo en todos los estados, aunque actualmente existe 
una cierta base mínima de la cual todos parten, guiados en gran medida 
por el diseño federal. 

Con un retraso de dos a diez años respecto de las reformas electorales 
federales de 1986, cuando menos 16 de los 32 estados dictaron la creación 
de tribunales en la materia en 1989, y en 1996 todos contaban ya con és-
tos, a la vez que casi la mitad de los mismos sustituyó la certificación del 
colegio electoral por la certificación judicial de una institución electoral 
(Eisenstadt y Murillo, 1999: 308).

Como sostienen Eisenstadt y Murillo (1999), los diseños institucio-
nales, aun cuando podían garantizar la independencia y fortaleza de los 
tribunales electorales estatales (TEE), no generaron de inmediato su uso 
por parte de los partidos políticos en los estados. Esto se explica porque 
su creación la impulsaron los partidos de oposición, en el afán de cumplir 
con las normas institucionales electorales, buscando no seguir recurrien-
do a las “concertaciones” y “segundas vueltas”.5 Empero, consideramos re-
levante analizar las características de los diseños institucionales de los 
TEE, pues ofrecen un esquema que permite observar, en parte, lo favora-
bles que serían para garantizar la calidad de las elecciones.

Justicia electoral en los estados mexicanos:  
un análisis del diseño de los tribunales electorales estatales

La noción de justicia electoral abarca las instituciones y procedimientos 
existentes para la resolución de conflictos electorales y para la defensa de 
derechos políticos (Orozco-Henriquez, 2010), con el propósito de lo-
grar elecciones confiables y resultados reconocidos por los actores polí-
ticos. Todo ello, a su vez, contribuirá a la estabilidad del sistema político 

4	 No sólo hay controversia frente a la mejor forma de diseño institucional para la justicia 
electoral, sino también por la gran cantidad de recursos económicos invertidos en esta acti-
vidad, como lo indica Román (2011).

5	 En un trabajo posterior, Eisenstadt (2002) mide el uso de los TEE en distintos estados de 
México, como mecanismo para resolver las disputas poselectorales. 
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y a la consolidación de la democracia. En general, existen cuatro mode-
los de justicia electoral en los países: a) el que la sitúa bajo la responsa-
bilidad de las cortes y tribunales regulares de justicia; b) el que la coloca 
en manos de las cortes constitucionales; c) el que la ubica bajo la juris-
dicción de cortes administrativas autónomas, y d) el que la hace funcio-
nar mediante cortes o tribunales electorales especializados. A partir de 
la creación del TEPJF, México adoptó el cuarto modelo, que se replica a 
nivel estatal con los TEE, los cuales se constituyen en las instancias de 
resolución de conflictos en torno a las controversias electorales y a las 
violaciones de derechos políticos.

El estudio de la justicia electoral a nivel estatal en México involucra, 
indispensablemente, un análisis institucional de los TEE, por el cual se 
identifiquen los incentivos que su diseño promueve y las acciones que 
desalienta. Ello permitirá, a su vez, determinar el efecto esperado que 
cada tribunal electoral tiene sobre la calidad de las elecciones en su esta-
do. Puesto que en México rige un modelo de organizaciones autónomas 
para la impartición de justicia electoral, resulta útil la literatura sobre el 
diseño institucional de organismos autónomos de administración electo-
ral. Aunque la función de las instancias que resuelven conflictos y de las 
que administran elecciones difiere, unas y otras persiguen el mismo obje-
tivo: generar confianza en los resultados electorales.

La confianza en los procesos electorales y en sus resultados está en 
función de la percepción que tienen los actores políticos en torno a la im-
parcialidad de las instancias que administran elecciones y de las que re-
suelven conflictos. En cuanto al tema que nos ocupa en este artículo, ello 
involucra prestar atención, principalmente, a aspectos como la indepen-
dencia y transparencia de los TEE, y el grado de protección de los dere-
chos políticos en los estados. Si bien los estudios sobre administración 
electoral recomiendan atender, además, la eficiencia, el profesionalismo 
y la integridad de las instituciones involucradas en estas tareas y de los 
funcionarios que las integran (IDEA, 2006), aquí no los incluimos por-
que el uso óptimo de recursos no es el principal objetivo de las organi-
zaciones que resuelven conflictos electorales. Es más, todos los aspectos 
mencionados no son fácilmente conciliables. Debido a que los tribunales 
electorales fueron creados para otorgar mayor confianza a los procesos y 
resultados electorales, en este trabajo nos concentraremos en examinar 
su independencia, su transparencia y cuál es la protección a los derechos 

instituciones electorales.indd   69 30/09/16   12:00 p.m.

© Flacso México



Mario Torrico y César Valderrama

70

políticos que se da en los estados mexicanos. El supuesto es que estos tres 
factores inciden directamente en la calidad de las elecciones.

Para calcular el grado de independencia, transparencia y protección 
de derechos políticos, se ha construido una base de datos con informa-
ción de 2011 de cada uno de los estados, la cual atiende los aspectos que 
resume el cuadro 2.1.

Cuadro 2.1. Elementos incluidos para evaluar a los tribunales electorales estatales 

Independencia Transparencia Derechos políticos

Qué instancia define el nombramiento de los 
magistrados del TEE.
Qué requisitos se deben cumplir para ser 
magistrado.
Cuántos años duran los magistrados en su cargo.
Cuántos magistrados componen el TEE.
Si el número de magistrados del TEE está esta-
blecido en la Constitución Política del estado 
en cuestión.
Qué instancia está facultada para levantar car-
gos en contra de los magistrados que pudieran 
llevar a su destitución.
Qué instancia define la remoción del cargo de 
un magistrado.
El carácter permanente o temporal de los TEE.
Si para garantizar la autonomía presupuestal 
del TEE la Constitución estatal fija un por-
centaje mínimo que el tribunal deberá recibir 
anualmente.

Si el TEE tiene sitio web 
propio.
Si las sentencias del TEE 
están disponibles en 
internet.
Si la declaración patrimo-
nial de los funcionarios del 
TEE están disponibles en 
internet.
Si está estipulado en la 
legislación la realización 
de auditorías internas y 
externas al TEE.
Si los informes de audi-
torías al TEE están disponi-
bles en internet.
Si los informes anuales de 
actividades del TEE están 
disponibles en internet.

Si existen derechos políticos 
incorporados a la Constitución 
estatal que son adicionales a los 
que toma en cuenta la Constitu-
ción Política federal mexicana.
Si están incorporados en 
la Constitución estatal los 
mecanismos de protección a los 
derechos políticos.
Quién o qué instancia puede in-
terponer una queja por violación 
de derechos políticos.
Si un tercero no involucrado 
puede interponer una queja por 
violación de derechos políticos.
Si la Comisión de Derechos 
Humanos Estatal puede actuar 
de oficio en caso de violación de 
derechos políticos.

Fuente: Elaboración propia.

En lo que respecta a la independencia, como se observa en el cuadro 
2.1, se tomaron en cuenta los factores relacionados con el nombramiento, 
la destitución, la estabilidad laboral de los magistrados que componen los 
TEE y la autonomía presupuestal de estas instituciones. La centralidad 
que asumen los magistrados cuando se mide el grado de independencia 
de estos tribunales se debe a que son ellos quienes votan y deciden en 
torno a los conflictos electorales y a las quejas de violaciones de derechos 
políticos. Si bien el resto del personal de estos tribunales interviene en la 
elaboración de los proyectos de sentencia, en la investigación de los casos, 
etc., en última instancia, los magistrados son los agentes con capacidad 
de veto6 que determinan el resultado final de las controversias señaladas. 

6	 Para profundizar en torno a la teoría de los actores con veto, véase Tsebelis (2006).
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Mediante el análisis de los procesos de nombramiento y destitución 
de los magistrados de los TEE, tendremos elementos para, por un lado, 
señalar los incentivos que tienen en el desempeño de sus actividades y, 
por el otro, estimar cuánta imparcialidad se esperaría en sus decisiones. 
En caso de que el nombramiento estuviera en manos de una sola instan-
cia política (el Ejecutivo estatal, por ejemplo), los magistrados tendrán 
incentivos para favorecerla en sus fallos; en cambio, si el Congreso local 
tiene esta facultad y en éste no existe predominio de algún partido en 
particular, habrá incentivos a la imparcialidad. Lo mismo ocurre con la 
posible destitución de los magistrados. 

En cuanto a la estabilidad laboral, se asume que una mayor duración 
del cargo favorece que los fallos se ajusten en mayor medida a considera-
ciones jurídicas, y a que el cálculo político tenga menos peso en los ma-
gistrados. Si el encargo dura pocos años, éstos tratarían de favorecer sus 
futuras carreras profesionales, utilizando su capacidad de influencia en 
las sentencias emitidas. Similar efecto se verá en caso de que estos tribu-
nales sean temporales y no así permanentes.

Si para la selección de magistrados se establecen requisitos muy exi-
gentes por cumplir, el universo de candidatos se reduce, lo que podría fa-
vorecer a algún actor político en particular. En cambio, en la medida en 
que estos requisitos son menos restrictivos, existe la posibilidad de que 
la composición de los TEE sea más plural, lo que teóricamente favorece-
ría un desempeño más imparcial del órgano. De igual manera, un mayor 
número de magistrados favorece la confianza en dichos tribunales, pues, 
por simple aritmética, es más difícil (aunque no imposible) corromper a 
un grupo relativamente amplio de individuos. Si el TEE está compues-
to por pocos magistrados, es más fácil que se desarrollen sospechas sobre 
acuerdos oscuros. Es importante, además, que el número al que nos refe-
rimos esté señalado expresamente en la Constitución estatal, ya que de lo  
contrario existiría la posibilidad de manipular al órgano no a través de 
los magistrados en funciones, sino mediante nuevos nombramientos que 
alteren los equilibrios existentes en su interior. Este escenario es posible 
cuando cambia el partido a cargo del Ejecutivo estatal y además posee 
mayoría en el Congreso.

Por último, consideramos que la autonomía presupuestal es un ins-
trumento clave para garantizar la independencia de los TEE, ya que si 
existe la posibilidad de castigar económicamente a la institución por la 
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emisión de un fallo opuesto a algún actor poderoso, se afecta seriamen-
te su futura neutralidad. Por ello, en algunos países se ha optado por fijar 
de manera constitucional un porcentaje mínimo del presupuesto público 
para instituciones similares, ya que de esa manera se les blinda ante posi-
bles cambios en los equilibrios políticos de los poderes Ejecutivo y Legis-
lativo.7 Como se vio en el cuadro 2.1, este aspecto se evaluará en el análisis.

Respecto a la transparencia de los TEE, un supuesto del que par-
timos es que en la medida en que estas instituciones se abren al escru-
tinio público, surge la posibilidad de exigirles una rendición de cuentas 
por sus acciones, lo que genera el incentivo entre sus miembros de pro-
curar un desempeño apegado a las leyes, procurando la confianza en 
torno a la imparcialidad de sus decisiones. Esta apertura, además, debe 
ser proactiva, no meramente reactiva. Por ello no se han tomado en 
cuenta las respuestas de estos tribunales a solicitudes de transparencia 
en el marco de las leyes de acceso a la información que existen en Mé-
xico. En virtud de nuestro interés por el carácter proactivo de la trans-
parencia, en los aspectos considerados se privilegia la publicación de 
información por uno de los medios más democráticos que existen hoy 
en día: internet. En este sentido, nos interesa conocer si está disponi-
ble en línea la información institucional y personal de sus miembros. A 
nivel institucional son importantes la publicidad de las sentencias del 
tribunal, sus informes anuales y los reportes de auditoría realizados. A 
nivel personal es relevante evaluar el grado con que sus miembros ha-
cen de conocimiento público sus activos e ingresos económicos.

Por el lado de los derechos políticos, el interés central radica en cono-
cer las previsiones constitucionales relativas a su reconocimiento y pro-
tección, los señalamientos normativos en torno a las instancias facultadas 
para interponer una queja por violación de estos derechos y la capacidad 
de acción que tienen las comisiones estatales de derechos humanos. Al res-
pecto, se parte del supuesto de que el reconocimiento, protección y defen-
sa de estos derechos es un requisito para que se desarrollen elecciones de 
calidad cuyos resultados sean reconocidos por todos los actores. Así, si a 
alguien se le impide participar como candidato o elector, sin que haya una 
justificación válida del TEE, el proceso electoral carecería de legitimidad.

7	 Si bien la Constitución puede cambiarse, es altamente costoso para los partidos hacerlo con 
el único fin de afectar a determinadas instituciones.
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En la codificación de las variables de independencia, transparencia y 
derechos políticos se asignaron valores mayores a las situaciones que se 
esperaría encontrar en una democracia, y valores menores a los casos en 
que se observan procedimientos que podrían beneficiar a un actor políti-
co a expensas de los demás, o que no fuera posible considerar como pro-
pios de un Estado democrático. El detalle de esto se puede consultar en 
el cuadro 2 del anexo al final de este libro.

Conviene explicar que en este trabajo se evalúa el diseño institu-
cional de los TEE, mas no su desempeño. Ello significa que el análisis  
nos permitirá establecer los incentivos institucionales de estos organis-
mos y los incentivos personales de sus miembros, pero no conoceremos 
con exactitud la forma en que se resuelven los casos ni el comportamien-
to del personal de los tribunales. Un estudio de esa magnitud rebasa las 
pretensiones de este texto, aunque ciertamente es muy necesario. Una 
forma de aproximarnos a este conocimiento será a través de los estudios 
de caso que forman parte de esta obra colectiva.

La independencia de los tribunales electorales estatales

Todos los factores mencionados en el cuadro 2.1 relacionados con 
la independencia de los TEE sirvieron para construir un indicador 
agregado cuyos posibles valores se ubican entre 0 (mínima indepen-
dencia) y 1 (máxima independencia). Enseguida se exponen los esta-
dísticos descriptivos de dicho indicador,  y se detalla el valor obtenido 
por cada una de las entidades federativas mexicanas, ordenándolos de 
mayor a menor.

Cuadro 2.2. Estadísticos descriptivos de independencia  
de los tribunales electorales estatales

Estadístico Valor

Media 0.638

Mediana 0.667

Moda 0.571

Desv. estándar 0.118

Mínimo 0.381

Máximo 0.905
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Cuadro 2.3. Independencia de los tribunales electorales estatales por entidad federativa

Entidad federativa Independencia

Tamaulipas 0.905

Chiapas 0.810

Michoacán 0.810

Distrito Federal 0.762

Estado de México 0.762

Yucatán 0.762

Jalisco 0.714

Oaxaca 0.714

Sonora 0.714

Tabasco 0.714

Veracruz 0.714

Coahuila 0.667

Guerrero 0.667

Nayarit 0.667

Quintana Roo 0.667

San Luis Potosí 0.667

Sinaloa 0.667

Zacatecas 0.619

Baja California 0.571

Baja California Sur 0.571

Chihuahua 0.571

Durango 0.571

Guanajuato 0.571

Hidalgo 0.571

Nuevo León 0.571

Puebla 0.571

Aguascalientes 0.524

Colima 0.524

Querétaro 0.524

Tlaxcala 0.524

Campeche 0.381

Morelos 0.381

Fuente: Elaboración propia con base en las constituciones políticas de todas las entidades federativas 
mexicanas.
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Un aspecto destacable es que, salvo dos casos, todos los estados 
mexicanos se ubican por encima de la mitad de los posibles valores del 
indicador de independencia (0.5), lo cual significa que, en términos ge-
nerales, se señalaría que los TEE tienen, en cuanto a su diseño institu-
cional, condiciones favorables para un desempeño imparcial en relación 
con los conflictos electorales.

Entrando un poco más en detalle en los componentes del indicador 
de independencia, observamos que en el nombramiento de los magistra-
dos de los TEE de 23 entidades federativas participan al menos dos de 
los tres poderes del estado, siendo la principal tendencia el envío de pro-
puestas de ternas por parte del Ejecutivo o del Judicial, y la toma de la 
decisión final por parte del Legislativo. En el resto de casos predomina 
el modelo en el que los partidos proponen los nombramientos y el Con-
greso los define. De cualquier manera, cabe subrayar que, al menos en lo 
que a diseño institucional se refiere, no se aprecia un dominio determi-
nante del Ejecutivo en el acceso al cargo de magistrado en estos tribuna-
les electorales. Es más, el Legislativo es el que mayor poder de decisión 
tiene al respecto. Sin embargo, existe la posibilidad de que el Ejecutivo 
tenga un peso preponderante en los nombramientos si su partido cuen-
ta con mayoría absoluta en el Congreso estatal.

Cuadro 2.4. Nombramiento de magistrados de los tribunales electorales estatales

Participan al menos dos poderes Se proponen y nombran en el Poder Legislativo

Distrito Federal, Aguascalientes, Baja California, Baja 
California Sur, Campeche, Chiapas, Coahuila, Colima, 
Guanajuato, Estado de México, Guerrero, Hidalgo, Mi-
choacán, Nayarit, Nuevo León, Oaxaca, Puebla, San Luis 
Potosí, Sinaloa, Tabasco, Tamaulipas, Veracruz y Yucatán

Chihuahua, Durango, Jalisco, Morelos, Querétaro, 
Quintana Roo, Sonora, Tlaxcala y Zacatecas

Fuente: Elaboración propia con base en las constituciones políticas de todas las entidades federativas 
mexicanas.

En lo que se refiere a los requisitos que se debe cumplir para ser 
nombrado magistrado de un TEE, la tendencia dominante en México 
es la sola exigencia de antecedentes de formación académica —en gene-
ral, estudios de derecho— y cierto número de años de ejercicio profesio-
nal. Esto es lo que se establece en 29 entidades federativas. En el resto 
de casos, se solicita como prerrequisito la pertenencia institucional de 
los postulantes al Poder Judicial estatal, acompañada de los precedentes 

instituciones electorales.indd   75 30/09/16   12:00 p.m.

© Flacso México



Mario Torrico y César Valderrama

76

profesionales mencionados, lo cual reduce el universo de personas que 
aspirarían a ser magistrados. 

Dicha tendencia favorece la composición de tribunales electorales 
más plurales, lo que podría estar asociado a un desempeño imparcial de 
esos órganos. En este tipo de órganos es usual, y además recomendable, 
procurar que a la selección acudan postulantes altamente cualificados 
(a ello obedecen los requisitos profesionales y de experiencia); sin embar-
go, debe señalarse que con el establecimiento de restricciones mayores, 
como cuando se exige determinada pertenencia institucional, se sesgaría 
la elección de magistrados. 

En este sentido, los requisitos establecidos en 29 entidades federa-
tivas son los recomendables para que el diseño de los TEE aumente las 
posibilidades de que no se favorezca a actores políticos particulares y se 
genere confianza en los procesos electorales. No obstante, cabe recalcar 
que ésta es sólo una posibilidad, pues no se debe olvidar que el nombra-
miento de los magistrados está en manos de los congresos estatales, y 
cuando en ellos existen partidos mayoritarios, es altamente probable que 
la composición de los tribunales no sea plural. A continuación se clasifica 
a las entidades federativas según los requisitos exigidos para el nombra-
miento de los magistrados electorales.

Cuadro 2.5. Requisitos legales para ser nombrado magistrado en los tribunales 
electorales estatales

Cualificación profesional y años de experiencia
Cualificación profesional, años de 
experiencia y pertenencia institucional

Distrito Federal, Aguascalientes, Baja California, Baja California Sur, 
Campeche, Chiapas, Chihuahua, Coahuila, Colima, Estado de Méxi-
co, Guerrero, Hidalgo, Jalisco, Michoacán, Morelos, Nayarit, Nuevo 
León, Puebla, Querétaro, Quintana Roo, San Luis Potosí, Sinaloa, 
Sonora, Tabasco, Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz, Yucatán y Zacatecas

Durango, Guanajuato y Oaxaca

Fuente: Elaboración propia con base en las constituciones políticas de todas las entidades federativas 
mexicanas.

Es recomendable que el periodo de tiempo que duran en funciones 
los magistrados de los TEE sea mayor al de las principales autoridades 
electas de los estados, es decir, más de seis años. De lo contrario, la diná-
mica político-electoral de cada sexenio presionaría en su desempeño y 
afectaría la confianza sobre su imparcialidad. Además, en la medida en 

instituciones electorales.indd   76 30/09/16   12:00 p.m.

Derechos reservados



Capítulo 2. Justicia electoral y calidad de las elecciones

77

que tengan un horizonte prolongado de estabilidad laboral en el tiempo, 
los intentos de algunos actores por influir en su accionar tendrían menor 
probabilidad de éxito. En México, sólo en catorce estados se observa una 
situación como la recomendada, lo que es probable que esté afectando 
negativamente el trabajo de los tribunales electorales, pues se abre la po-
sibilidad de que los magistrados busquen promover sus carreras, favore-
ciendo a los actores que tienen el poder político en el estado.

Cuadro 2.7. Número de magistrados que componen los tribunales electorales estatales 

Igual o mayor a cinco Menor a cinco

Distrito Federal, Chiapas, Guana-
juato, Guerrero, Jalisco, Estado 
de México, Michoacán, Sinaloa, 
Tamaulipas y Zacatecas

Aguascalientes, Baja California, Baja California Sur, Campeche, Chihua-
hua, Coahuila, Colima, Durango, Hidalgo, Morelos, Nayarit, Nuevo León, 
Oaxaca, Puebla, Querétaro, Quintana Roo, San Luis, Potosí, Sonora, 
Tabasco, Tlaxcala, Veracruz y Yucatán

Fuente: Elaboración propia con base en las constituciones políticas de todas las entidades federativas 
mexicanas.

Cuadro 2.6. Duración en el cargo de los magistrados de los tribunales electorales estatales

Mayor a seis años Menor a seis años

Distrito Federal, Chiapas, Coahuila, Colima, 
Durango, Michoacán, Nayarit, Oaxaca, 
San Luis Potosí, Sinaloa, Sonora, Tabasco, 
Tamaulipas y Veracruz

Aguascalientes, Baja California, Baja California Sur, Campeche, 
Chihuahua, Guanajuato, Guerrero, Hidalgo, Jalisco, Estado de 
México, Morelos, Nuevo León, Puebla, Querétaro, Quintana 
Roo, Tlaxcala, Yucatán y Zacatecas

Fuente: Elaboración propia con base en las constituciones políticas de todas las entidades federativas 
mexicanas.

Cabe indicar que, en la mayoría de los estados, los TEE tienen una 
composición pequeña, generalmente de tres magistrados. Al respecto, se 
recomienda que en estos tribunales haya un mayor número de titulares, 
puesto que con ello se vuelve menos probable que determinados actores 
o partidos influyan de forma determinante en la resolución de los conflic-
tos electorales. Son apenas diez entidades federativas en las que los TEE 
cuentan con cinco o más magistrados.

Por otro lado, en alrededor de la mitad de las entidades se estipu-
la expresamente en la Constitución estatal el número de magistrados 
que deben componer el TEE. Esta estipulación ciertamente le brinda 
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estabilidad al órgano, ya que los equilibrios internos no serían afectados 
por intentos de manipular al tribunal por medio del nombramiento de 
nuevos titulares que favorezcan los intereses de ciertos actores políticos. 
Ésta suele ser una estrategia común cuando la Constitución no se pro-
nuncia al respecto, y a determinados partidos les interesa la remoción 
de funcionarios incómodos, pero no pueden hacerlo por las restriccio-
nes legales. 

Cuadro 2.8. Señalamiento constitucional sobre el número de magistrados de los 
tribunales electorales estatales

Está estipulado en la Constitución No está estipulado en la Constitución

Baja California Sur, Chiapas, Chihuahua, Coahuila, 
Durango, Jalisco, Estado de México, Michoacán, 
Morelos, Oaxaca, Quintana Roo, Sonora, Tabasco, 
Tamaulipas, Veracruz, Yucatán y Zacatecas

Distrito Federal, Aguascalientes, Baja California, 
Campeche, Colima, Guanajuato, Guerrero, Hidalgo, 
Nayarit, Nuevo León, Puebla, Querétaro, San Luis 
Potosí, Sinaloa, Tlaxcala

Fuente: Elaboración propia con base en las constituciones políticas de todas las entidades federativas 
mexicanas.

Un elemento muy influyente en los incentivos de los titulares de 
los TEE es la posibilidad de que sean removidos y cuán factible es que 
esto ocurra. Si los magistrados tienen conocimiento de que algún ac-
tor poderoso o partido puede impulsar su destitución, sin necesidad de 
consultar con otras instancias, es muy probable que sus fallos no sean 
imparciales. Al respecto, conviene diferenciar entre los organismos fa-
cultados para promover una remoción y los que la definen. Una situa-
ción no muy recomendable para la salud de la democracia es cuando el 
Ejecutivo estatal tiene la potestad legal de iniciar un proceso de destitu-
ción, y aun menos cuando puede tomar la decisión final al respecto. Lo 

Cuadro 2.9. Entidades donde el Ejecutivo está facultado para iniciar la destitución de los 
magistrados

El Ejecutivo no puede iniciar la destitución El Ejecutivo puede iniciar la destitución

Distrito Federal, Aguascalientes, Baja California, Chiapas, Chihua-
hua, Colima, Durango, Guanajuato, Guerrero, Hidalgo, Jalisco, 
Estado de México, Michoacán, Nayarit, Nuevo León, Oaxaca, 
Puebla, Querétaro, Quintana Roo, San Luis Potosí, Sinaloa, Sonora, 
Tabasco, Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz y Yucatán

Baja California Sur, Campeche, Coahui-
la, Morelos y Zacatecas

Fuente: Elaboración propia con base en las constituciones políticas de todas las entidades federativas 
mexicanas.
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más recomendable es que en ambos casos sean varias fuerzas políticas 
las que traten estos asuntos.

Como se observa en el cuadro 2.9, en México la mayoría de los esta-
dos no faculta al Ejecutivo para que inicie procesos de destitución de ma-
gistrados, lo cual es un acierto del diseño institucional para conservar la 
independencia de los TEE. La tendencia general es que sea el Congreso 
el que tenga esta potestad, aunque, en algunos casos, ciudadanos comu-
nes pueden también formular denuncias que deriven en la remoción de 
los titulares de los tribunales electorales, como ocurre en Aguascalientes, 
Chihuahua, Michoacán, Quintana Roo y Tamaulipas. 

Cuadro 2.10. Entidades según instancia que define la destitución de magistrados

Congreso estatal Poder Judicial estatal

Distrito Federal, Aguascalientes, Baja California, Baja California 
Sur, Campeche, Chihuahua, Coahuila, Guanajuato, Guerrero, 
Hidalgo, Jalisco, Estado de México, Michoacán, Nayarit, Nuevo 
León, Oaxaca, Puebla, Querétaro, Quintana Roo, San Luis Potosí, 
Sinaloa, Sonora, Tamaulipas, Tlaxcala, Yucatán y Zacatecas

Chiapas, Colima, Durango, Morelos, 
Tabasco y Veracruz

Fuente: Elaboración propia con base en las constituciones políticas de todas las entidades federativas 
mexicanas.

Una constante en las entidades federativas es que en ninguna se otor-
ga al Ejecutivo la facultad de remover a los magistrados electorales. Esto 
implica que en todos los casos sean los otros poderes los que tienen esta 
decisión en sus manos. En la mayoría de los estados es el Congreso el 
que destituye a los titulares de los TEE, lo que muestra que este tema es 
muy delicado y se intenta llegar a una determinación relativamente plu-
ral. Esto revela, además, la naturaleza política de estas instituciones. De 
cualquier forma, nuevamente vemos una tendencia en el diseño que vuel-
ve más probable un desempeño imparcial de estos tribunales, al menos 
en los casos en que un solo partido no domina en el Congreso, lo que fa-
vorece la calidad de las elecciones y la confianza en la forma en que se re-
solverán los conflictos electorales.

El carácter temporal o permanente de los tribunales electorales es un 
factor que podría influir en su nivel de especialización y en la calidad de 
su desempeño. La instalación de tribunales únicamente en periodos elec-
torales (que generalmente se componen con personal de los tribunales 
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ordinarios de justicia) refleja una concepción de que los conflictos que 
atañen a la elección de autoridades son episódicos, lo que provocaría que 
no se atiendan las quejas por violación de derechos políticos que se pre-
sentan en tiempos no electorales. En cambio, el carácter permanente de 
los TEE asegura mayores certezas en la resolución de controversias y en 
la protección a las libertades políticas de las personas.

Cuadro 2.11. Entidades según el carácter temporal o permanente de los tribunales 
electorales estatales

Tribunales electorales permanentes Tribunales electorales temporales

Distrito Federal, Baja California, Baja California Sur, Chiapas, 
Coahuila, Durango, Guanajuato, Guerrero, Hidalgo, Jalisco, 
Estado de México, Nayarit, Nuevo León, Oaxaca, Puebla, 
Querétaro, Quintana Roo, San Luis Potosí, Sonora, Tabasco, 
Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz, Yucatán y Zacatecas

Aguascalientes, Campeche, Chihuahua, 
Colima, Michoacán, Morelos y Sinaloa

Fuente: Elaboración propia con base en las constituciones políticas de todas las entidades federativas 
mexicanas.

En México, la gran mayoría de tribunales electorales tiene un ca-
rácter permanente, lo que favorece la calidad de las elecciones y la con-
fianza en que sus decisiones serán imparciales. Si los magistrados y el 
personal de los TEE permanecen en sus cargos después de los perio-
dos electorales, existen mejores condiciones para llamarlos a cuentas 
por sus acciones. Además, la estabilidad laboral que brinda una insti-
tución de este tipo vuelve menos probable la influencia de actores po-
líticos poderosos.

Finalmente, en relación con la autonomía presupuestaria, se ha en-
contrado que ninguna entidad federativa contempla en su Constitución 
política un porcentaje de ingresos fijo para los TEE. Esto no significa que 
estos tribunales no tengan autonomía presupuestal, sino que no está del 
todo garantizada, ya que las instancias que definen el presupuesto estatal 
podrían afectar los recursos económicos con los que funcionan. La ten-
dencia dominante es que el presupuesto de los tribunales electorales se 
asuma dentro del monto destinado al Poder Judicial estatal, por lo que 
una alternativa para hacer que el presupuesto destinado a la justicia elec-
toral sea menos vulnerable a los vaivenes de la política es que la Consti-
tución prevea un porcentaje de recursos mínimo para todo el ámbito de 
justicia del estado, situación que sucede en Yucatán.
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Como se observa en este desglose de las variables que conforman el 
atributo de independencia de los TEE, en las entidades federativas mexi-
canas existen, en general, diseños institucionales que favorecen que estos 
órganos sean independientes y tengan un desempeño imparcial que abo-
ne a elecciones de calidad. En la mayoría de los cuadros del 2.3 al 2.11, 
la columna de la izquierda contiene mayor cantidad de entidades que las 
de la derecha. En dichos cuadros la categoría del lado izquierdo refleja un 
diseño que aumenta las probabilidades de que los TEE tengan efectiva-
mente independencia. Ello corrobora lo señalado en el cuadro 2.2: que 
en México existen condiciones institucionales para que, en lo que respec-
ta a la impartición de justicia electoral, las elecciones tengan una alta ca-
lidad y sus resultados sean confiables. No obstante, esta posibilidad no 
involucra una garantía, pues en los casos en que un único partido domi-
na al Ejecutivo y al Legislativo, la capacidad de influir en estos tribunales 
será mayor que los incentivos que proporciona su diseño institucional.

Transparencia de los tribunales electorales estatales

Al igual que se procedió con la independencia, a partir de los factores re-
feridos en el cuadro 2.1 y que se relacionan con la transparencia de los 
TEE se construyó un indicador agregado, cuyos valores posibles van 
de 0 (mínima transparencia) a 1 (máxima transparencia). Enseguida se 
muestran los estadísticos descriptivos de transparencia y se detalla el va-
lor correspondiente a cada entidad federativa. El orden de aparición es 
de mayor a menor.

Cuadro 2.12. Estadísticos descriptivos de transparencia  
de los tribunales electorales estatales

Estadístico Valor

Media 0.54

Mediana 0.60

Moda 0.60

Desv. Estándar 0.24

Mínimo 0.00

Máximo 1.00

Fuente: Elaboración propia.
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En los cuadros 2.12 y 2.13 se advierte que el diseño institucional de 
los TEE no favorece la transparencia en una medida similar a la que lo 
hacía con la independencia. Si bien la media y la mediana del indicador 
agregado son mayores a 0.5, el punto medio de posibles valores, la des-
viación estándar indica que varios estados tienen registros muy bajos en 

Cuadro 2.13. Transparencia de los tribunales electorales estatales por entidad federativa

Entidad federativa Transparencia

Morelos 1.0

Chihuahua 0.8

Distrito Federal 0.8

Durango 0.8

Estado de México 0.8

Guanajuato 0.8

Jalisco 0.8

Michoacán 0.8

Puebla 0.8

Sonora 0.8

Chiapas 0.6

Coahuila 0.6

Guerrero 0.6

Hidalgo 0.6

Nuevo León 0.6

Tabasco 0.6

Tlaxcala 0.6

Yucatán 0.6

Zacatecas 0.6

Baja California 0.4

Colima 0.4

Oaxaca 0.4

Querétaro 0.4

Quintana Roo 0.4

Tamaulipas 0.4

Veracruz 0.4

Aguascalientes 0.2

Campeche 0.2

Nayarit 0.2

San Luis Potosí 0.2

Sinaloa 0.2

Baja California Sur 0.0

Fuente: Elaboración propia.
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transparencia. Esto se corrobora en el cuadro 2.13, en el que se muestra 
que trece entidades federativas tienen un valor inferior a 0.5.

La existencia de diseños institucionales de los TEE no muy compa-
tibles con la transparencia afectaría su desempeño, haciéndolos vulne-
rables a la influencia de actores políticos que buscan favorecerse en los 
fallos de controversias electorales. No obstante, un panorama más com-
pleto nos brinda el desglose de los elementos que componen el indicador 
agregado que se construyó.

Cuadro 2.14. Existencia de página web propia de los tribunales electorales estatales

TEE con página web propia TEE sin página web propia

Distrito Federal, Baja California, Chiapas, Chihuahua, Colima, Durango, 
Guanajuato, Guerrero, Hidalgo, Jalisco, Estado de México, Michoacán, 
Morelos, Nuevo León, Oaxaca, Puebla, Quintana Roo, Sinaloa, Sonora, 
Tabasco, Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz, Yucatán y Zacatecas

Aguascalientes, Baja California 
Sur, Campeche, Coahuila, Naya-
rit, Querétaro y San Luis Potosí

Fuente: Elaboración propia. 

Un primer elemento muy importante que se debe considerar para la 
transparencia de los TEE es que cuenten con página web propia. En la ac-
tualidad, la presencia en internet es una carta de presentación fundamental 
para las instituciones, y es el medio por el cual puede comunicar sus ac-
ciones, decisiones, etc., a la ciudadanía. Es más, a través de este medio, las 
personas solicitan directamente a los titulares de estos órganos informa-
ción de su interés que abone a la confianza sobre su desempeño. Debido 
a que la justicia electoral tiene la imperiosa necesidad de generar certeza 
y seguridad en torno a la calidad de las elecciones, es posible que si un tri-
bunal aloja su información en un sitio electrónico perteneciente a otra ins-
titución, se generen susceptibilidades alrededor de la influencia que esta 
última tendría sobre el sentido de los fallos de las controversias electorales.

En México sólo existen siete tribunales electorales que no cuentan 
con sitio web propio, por lo que, en general, se cumple esta primera con-
dición de transparencia. Además, la situación en esas siete entidades 
federativas no es del todo vulnerable, pues la tendencia es que la informa-
ción del TEE se aloje en una página web del Poder Judicial estatal. No 
obstante, en estos casos existe el riesgo de que los problemas de la justicia 
ordinaria en los estados contaminen la percepción sobre la justicia electo-
ral, incluso en los casos en que ésta obra con imparcialidad.
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Otro elemento de valoración sobre la transparencia de los TEE es si 
las sentencias que emite están disponibles en internet y abiertas a todo el 
público. Esta situación se cumple en casi todas las entidades federativas. 
No obstante, una tendencia predominante es que las sentencias no se mues-
tran en toda su extensión, y que sea la parte resolutiva la que se reproduce 
con más frecuencia. Otra limitante es que, en general, no se publican en la 
red sentencias de más de tres años de antigüedad, lo que impide que inves-
tigadores o reporteros hagan análisis del desempeño de la justicia electoral 
a lo largo del tiempo. Al respecto, consideramos que se puede ganar aún 
mucho en transparencia si los tribunales electorales ponen a disposición 
del público las sentencias completas de los conflictos que atienden, publi-
cando, además, todas las que fueron resueltas varios años atrás. 

En lo que respecta a la declaración patrimonial de los funcionarios 
de los TEE, llama la atención que sólo en Morelos se publica esta infor-
mación8 (por ello no se muestra un cuadro sobre este particular). En las 
demás entidades federativas estos datos no están disponibles en línea, lo 
que favorece la opacidad de estas instituciones. Esta tendencia dominan-
te en México no abona a la confianza en los órganos de justicia electoral 
y en su desempeño.

8	 <http://www.teem.gob.mx/4_declaracionespatrimoniales.html>. 

Cuadro 2.15. Publicación de las sentencias de los tribunales electorales estatales

Sentencias disponibles en internet Sentencias no disponibles en internet

Distrito Federal, Aguascalientes, Baja California, Campeche, 
Chihuahua, Coahuila, Colima, Durango, Guanajuato, Guerrero, 
Hidalgo, Jalisco, Estado de México, Michoacán, Morelos, Nayarit, 
Nuevo León, Oaxaca, Puebla, Quintana Roo, San Luis Potosí, Sonora, 
Tabasco, Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz, Yucatán y Zacatecas

Baja California Sur, Chiapas, Querétaro 
y Sinaloa

Fuente: Elaboración propia.

Cuadro 2.16. Publicación de las auditorías realizadas a los tribunales electorales estatales

Disponibles en internet No disponibles en internet

Distrito Federal, Chiapas, Chihuahua, Coahui-
la, Durango, Guanajuato, Jalisco, Estado de 
México, Michoacán, Morelos, Puebla, Queréta-
ro, Sonora, Tabasco y Yucatán

Aguascalientes, Baja California, Baja California Sur, Cam-
peche, Colima, Guerrero, Hidalgo, Nayarit, Nuevo León, 
Oaxaca, Quintana Roo, San Luis Potosí, Sinaloa, Tamaulipas, 
Tlaxcala, Veracruz y Zacatecas

Fuente: Elaboración propia.
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La certeza ciudadana del buen uso de recursos en las instituciones  
es un insumo importante para la confianza en su desempeño. Además, es 
posible que la falta de información al respecto se vincule con un mal uso 
de aquéllos o con corrupción. Por ello es recomendable que los informes 
de auditoría de los TEE estén disponibles en internet para todo el públi-
co. Esta situación se observa en lo menos de los casos, aunque la tenden-
cia mayoritaria es la falta de información sobre cómo se emplearon los 
recursos de estos tribunales. Si a este hecho añadimos que las declaracio-
nes patrimoniales de los funcionarios de estos órganos no son públicas, 
existen condiciones de poca transparencia que abonan a la desconfianza 
sobre la justicia electoral en las entidades federativas y que, además, pro-
voca que los TEE sean susceptibles a la influencia de actores políticos.

Cuadro 2.17. Publicación de los informes anuales de los tribunales electorales estatales

Disponibles en internet No disponibles en internet

Distrito Federal, Chiapas, Chihuahua, Coahuila, Du-
rango, Guanajuato, Guerrero, Hidalgo, Jalisco, Estado 
de México, Michoacán, Morelos, Nuevo León, Puebla, 
Querétaro, Sonora, Tlaxcala y Zacatecas

Aguascalientes, Baja California, Baja California Sur, 
Campeche, Colima, Nayarit, Oaxaca, Quintana 
Roo, San Luis Potosí, Sinaloa, Tabasco, Tamaulipas, 
Veracruz y Yucatán

Fuente: Elaboración propia.

Los informes anuales de los TEE son publicitados a través de inter-
net en mucha mayor medida que los reportes de auditoría, lo cual contri-
buye a la transparencia y a la confianza. No obstante, en muchos estados 
esta práctica aun está ausente, lo que significa que en varios casos no sólo 
el destino de los recursos no es de conocimiento abierto para la pobla-
ción, sino también las propias actividades desarrolladas por estos órga-
nos son desconocidas. 

La descripción realizada sobre los incentivos a la transparencia que 
produce el diseño institucional de los TEE muestra que, en general, las 
entidades federativas tienen un buen camino por avanzar al respecto, y 
que es posible que las pocas condiciones de transparencia generen des-
confianza sobre la imparcialidad de estos órganos. Es más, es posible que 
el problema no se reduzca solamente a la percepción de la ciudadanía o 
de determinados partidos políticos, ya que es probable que actores pode-
rosos tomen ventaja de la poca transparencia e influyan en el desempeño 
de los tribunales, siendo beneficiados por ellos.
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Reconocimiento y protección de los derechos  
políticos en las entidades federativas

Se ha mencionado que la justicia electoral abarca no sólo la resolución de 
conflictos electorales, sino también la defensa de derechos políticos. Es 
por esta razón que se incluye una evaluación sobre el reconocimiento y 
protección de los derechos políticos en este estudio. El objetivo es iden-
tificar las tendencias y variaciones existentes al respecto en las entidades 
federativas a nivel constitucional-legal. Se parte del supuesto de que en 
los estados en que hay un mayor reconocimiento y protección de estos 
derechos, existen condiciones para que se lleven a cabo elecciones de ca-
lidad, en las que no se prive arbitrariamente a las personas de su derecho 
a elegir y ser elegido.

De las variables seleccionadas, únicamente se encontró diferencias en 
aquélla que da cuenta de si se reconocen en la Constitución estatal dere-
chos políticos adicionales a los consignados en la Constitución Política 
federal. El detalle se expone a continuación.

Cuadro 2.18. Reconocimiento de derechos políticos en las entidades federativas

Se reconocen derechos adicionales a 
lo que señala la Constitución federal

No se reconocen derechos adicionales a lo que señala  
la Constitución federal

Baja California Sur, Chiapas, Duran-
go, Morelos, Nuevo León, Sinaloa y 
Zacatecas

Distrito Federal, Aguascalientes, Baja California, Campeche, Chihuahua, 
Coahuila, Colima, Guanajuato, Guerrero, Hidalgo, Jalisco, Estado de Mé-
xico, Michoacán, Nayarit, Oaxaca, Puebla, Querétaro, Quintana Roo, San 
Luis Potosí, Sonora, Tabasco, Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz y Yucatán

Fuente: Elaboración propia con base en las constituciones políticas de todas las entidades federativas 
mexicanas.

Conviene tener claro que los derechos políticos de las personas en Mé-
xico son reconocidos por la Constitución Política federal, y que si en de-
terminadas constituciones estatales no se menciona nada al respecto, ello 
no significa que a los individuos en esos estados no se les reconozcan 
los derechos que a nivel federal se señalan. Sin embargo, un buen ejerci-
cio de análisis consiste en conocer qué entidades federativas reconocen 
derechos humanos adicionales, pues ahí las personas tienen una capa-
cidad mayor de incidir en las decisiones políticas. Esta situación se ha 
encontrado en siete estados, en donde existe la tendencia a reconocer a 
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los individuos la facultad de proponer leyes al Congreso o de solicitar la 
realización de consultas ciudadanas (no contempladas a nivel federal). 
En otras palabras, el reconocimiento adicional de derechos políticos está 
relacionado con la incorporación de mecanismos de democracia partici-
pativa, lo que suele ser demandado por diversos sectores de la sociedad.

En el resto de variables consideradas para consignar la protección de 
derechos políticos, no se encontró variación entre las distintas entidades 
federativas mexicanas. Así, a) los mecanismos de protección de estos de-
rechos se incorporan en la legislación secundaria, y no así en las cons-
tituciones estatales (el supuesto de partida era que si existe protección 
constitucional, los incentivos a su violación son menores); b) se recono-
ce a los partidos y a los individuos la potestad de interponer quejas por 
violación de derechos políticos; c) un tercero no involucrado no puede 
presentar este tipo de quejas, y, d) salvo los casos de Guerrero y de Mo-
relos, las comisiones estatales de derechos humanos sí pueden iniciar 
una investigación de oficio para indagar violaciones a derechos políticos. 
El supuesto para investigar sobre estas situaciones fue que, en la medida 
en que distintas instancias participen en la defensa jurídica de derechos 
políticos, existirán menores incentivos a violarlos. 

Al no encontrar variación importante en el reconocimiento y protec-
ción de derechos políticos a nivel estatal, se decidió no construir un indi-
cador agregado, como sí fue el caso para los conceptos de independencia 
y transparencia. La razón es metodológica: las variaciones en calidad de 
las elecciones en las entidades federativas no se deben a las diferencias 
existentes entre estados respecto de los señalamientos constitucionales y 
legales sobre derechos políticos.

Independencia y transparencia: un análisis integrado  
de la contribución de los tribunales electorales estatales  
a la calidad de las elecciones estatales

El estudio de la justicia electoral involucra tanto el análisis del diseño 
institucional de los organismos que la tienen a su cargo, como el examen 
de su desempeño. Aquí analizamos lo primero; lo segundo será parcial-
mente cubierto por los estudios de caso integrados en el quinto capítulo 
de este libro. Sin embargo, es necesario que a futuro se emprenda una 
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investigación sistemática en todas las entidades federativas sobre el des-
empeño de los TEE.

En este apartado se realiza un análisis integrado de los aspectos que 
señalamos que impactan en la calidad de las elecciones por vía de la im-
partición de justicia electoral: independencia y transparencia. El recono-
cimiento y protección de los derechos políticos no forma parte de este 
examen por los motivos ya señalados en el apartado precedente. En la 
gráfica 2.1 se observan los valores obtenidos por cada estado en los indi-
cadores agregados de independencia y de transparencia.

Fuente: Elaboración propia.

Gráfica 2.1. Independencia y transparencia en las entidades federativas.

Se aprecia, como ya fue señalado arriba, que, en general, las entida-
des federativas presentan mejores condiciones en independencia que en 
transparencia de los TEE. El impacto visual es claro, pues los puntos 
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correspondientes a cada estado se concentran en el sector de la derecha de 
la gráfica. En lo que se refiere a transparencia, hay una mayor dispersión. 
Las líneas punteadas se fijaron en el valor de la media de cada indicador, 
y su intersección forma cuatro grupos. El del cuadrante superior derecho 
contiene las entidades que poseen diseños que más favorecen la imparcia-
lidad de los tribunales electorales, lo que hace más probable una alta cali-
dad en las elecciones. 

En los estados del cuadrante inferior izquierdo se presenta una si-
tuación completamente opuesta, ya que allí el diseño institucional vuelve 
poco probable que los TEE tengan un desempeño que favorezca la lim-
pieza de las elecciones y la confianza en sus resultados. 

Los cuadrantes inferior derecho y superior izquierdo presentan situa-
ciones mixtas, pues en esas entidades se combinan altos valores en inde-
pendencia con bajos registros en transparencia y viceversa. El efecto que 
ello tendrá sobre la calidad de las elecciones es incierto y dependerá en 
mayor medida de factores contextuales.

Combinando los dos indicadores construidos, obtenemos una medi-
da del diseño institucional de los TEE, cuyos valores también oscilan en-
tre 0 (mínimas condiciones para elecciones de calidad) y 1 (condiciones 
óptimas para elecciones de calidad). El cuadro 2.19 expone este indicador.

Cuadro 2.19. Estadísticos descriptivos de diseño institucional de los TEE

Estadístico Valor

Media 0.591

Mediana 0.621

Moda 0.686

Desv. Estándar 0.141

Mínimo 0.286

Máximo 0.805

Fuente: Elaboración propia.

Se observa que la mayoría de los estados presenta condiciones rela-
tivamente favorables para la realización de elecciones de calidad, dado el 
diseño de sus tribunales electorales. Sólo nueve entidades muestran re-
gistros menores a 0.5, el punto medio de posibles valores en el indicador 
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Cuadro 2.20. Diseño institucional de los tribunales  
electorales estatales por entidad federativa

Entidad federativa Diseño institucional

Michoacán 0.80

Distrito Federal 0.78

Estado de México 0.78

Jalisco 0.76

Sonora 0.76

Chiapas 0.70

Chihuahua 0.69

Durango 0.69

Guanajuato 0.69

Morelos 0.69

Puebla 0.69

Yucatán 0.68

Tabasco 0.66

Tamaulipas 0.65

Coahuila 0.63

Guerrero 0.63

Zacatecas 0.61

Hidalgo 0.59

Nuevo León 0.59

Oaxaca 0.56

Tlaxcala 0.56

Veracruz 0.56

Quintana Roo 0.53

Baja California 0.49

Colima 0.46

Querétaro 0.46

Nayarit 0.43

San Luis Potosí 0.43

Sinaloa 0.43

Aguascalientes 0.36

Baja California Sur 0.29

Campeche 0.29

Fuente: Elaboración propia.

construido sobre diseño institucional. Además, el ranking de estados del 
cuadro 2.20 guarda relación con lo observado en la gráfica 2.1, pues las 
entidades con mejor puntaje son también las que se ubican en el cuadran-
te superior derecho de la representación bidimensional. Lo mismo ocu-
rre, pero en sentido opuesto, en los casos con menores valores. 
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Conclusiones del capítulo

Este capítulo analiza las condiciones institucionales de los tribunales 
electorales estatales bajo el supuesto de que impactan en la calidad de 
las elecciones y en la confianza sobre sus resultados. Sin embargo, para 
establecer la importancia de la justicia electoral, previamente se ha te-
nido que hacer una revisión de la evolución de los estudios electorales 
en la ciencia política, lo que ha mostrado que la resolución de conflictos 
electorales y de controversias por violaciones de derechos políticos es un 
componente muy importante del proceso electoral, por lo cual no pue-
de ser obviado. Es más, se ha mencionado que las investigaciones arrojan 
cada vez más luz acerca de que, en determinadas circunstancias, incluso 
una administración electoral de alta calidad no sería suficiente para gene-
rar confianza en los resultados de una elección. En estas coyunturas, que 
suelen ser relativamente comunes en países en transición democrática o 
con polarización política, es que debe prestarse mayor atención a la for-
ma en que se desarrolla la justicia electoral.

El análisis empírico de los tribunales electorales en las entidades 
federativas mexicanas ha evidenciado que su diseño institucional favo-
rece su independencia y, en menor medida, su transparencia. Esto sig-
nifica que entre ambos atributos no existe necesariamente una relación 
positiva, incluso en muchos casos se combinan situaciones de alta in-
dependencia con poca transparencia, y a la inversa. La combinación de 
los indicadores construidos para dar cuenta de ambos aspectos mues-
tra que, en términos generales, en los estados del país existen diseños de 
órganos electorales que vuelven probable un desempeño imparcial que 
abone a que las elecciones de autoridades y representantes estatales y 
locales sean de calidad. No obstante, esta posibilidad resulta seriamen-
te afectada en los casos en que un mismo partido o actor político domi-
na los poderes Ejecutivo y Legislativo. Esto significa que se procurará 
la pluralidad política en las entidades federativas y la fragmentación 
del poder para que el diseño de los tribunales pueda, efectivamente, 
contribuir a la calidad de las elecciones, a la confianza de sus resulta-
dos, a la legitimidad de quienes resultan electos y a la consolidación 
de la democracia.
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Capítulo 3 
Determinantes de las percepciones sobre la calidad 
de las elecciones locales
Rodrigo Salazar-Elena y Laura Georgina Flores-Ivich*

Introducción

La evaluación de la calidad de las elecciones consiste en realizar un jui-
cio normativo sobre la presencia o ausencia de las propiedades que se 
considera deseables en las distintas etapas de un proceso electoral. 
Inevitablemente, en los estudios sobre el tema, los valores del analista 
juegan un papel fundamental, pues él, por fuerza, se apoya en dichos va-
lores para seleccionar las propiedades que deben tenerse como “desea-
bles” (Salazar-Elena, 2011). Si se atiende a una distinción de Morlino 
(2004), esta clase de estudios tratan típicamente de la calidad del “pro-
ceso” electoral, aunque una vertiente distinta se orienta a la calidad del 
“resultado”: esto es, al grado en que unas elecciones son juzgadas por la 
población positivamente.

Por otra parte, cuando la calidad de las elecciones se califica desde la 
perspectiva del electorado, el foco de atención se desplaza hacia los jui-
cios que el mismo tiene sobre las propiedades del proceso. En este caso, 
nos preocupa en qué medida la ciudadanía considera que los procesos 
electorales en los que participa mediante el voto arrojan saldos satisfacto-
rios, no por la identidad del ganador o ganadora, sino porque el resultado 
sea producto de un evento equitativo.

Las impresiones que en México se tienen al respecto presen-
tan una variación considerable que no necesariamente depende de las 

*	 Adscritos a la Flacso México. 
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características de las instituciones. Así, 38.4% de la población adulta 
del Estado de México considera que las elecciones en su estado son li-
bres, limpias y equitativas, cifra que se eleva a 64.7% para la población de 
Chihuahua. En ambas entidades las instituciones electorales son fuer-
tes, según las mediciones de Méndez, Loza y Torrico, presentadas en sus 
respectivas constribuciones a este volumen. Por otro lado, Colima y Mo-
relos, con instituciones electorales débiles, y pese a esta similitud, en la 
primera entidad, el 82.4% de la población adulta considera que el candi-
dato a gobernador declarado como ganador en la última elección fue el 
que efectivamente recibió más votos, mientras que en Morelos el porcen-
taje para el mismo aspecto se reduce a 51.8%. 

Ahora bien, que la población perciba negativamente el proceso electo-
ral representa, sin duda, un obstáculo para la toma de decisiones por par-
te del gobierno, además de que constituye un campo fértil para la disputa  
legal y extralegal sobre los resultados de aquél. En uno y otro casos, se 
dificulta la consolidación de la democracia. De acuerdo con Roberts 
(2005), las elecciones conectan a los ciudadanos con los políticos de tres 
formas: a) permiten que los ciudadanos, de acuerdo a sus preferencias, 
seleccionen a los gobernantes; b) proporcionan incentivos para que los 
gobernantes respondan a las preferencias del electorado, y c) permiten 
que los ciudadanos recuerden a los gobernantes que, en su considera-
ción, han fracasado. En este sentido, la evaluación de la calidad de las 
elecciones debe otorgar especial importancia a la opinión pública, ya que 
son los ciudadanos quienes eligen castigar o premiar a los gobernantes 
de acuerdo al desempeño de éstos. 

Este capítulo se propone determinar los factores que influyen en el 
juicio ciudadano sobre la calidad de las elecciones en el nivel subnacional. 
En particular, se establecerá el peso específico de los factores relativos a las 
propiedades observadas en las elecciones locales frente a eventos externos, 
como las características de las elecciones nacionales y las acciones de los 
gobiernos locales. Encontramos que, si bien las propiedades de las elec-
ciones locales tienen mayor peso que las evaluaciones sobre la gestión del 
gobierno del estado, los juicios sobre la calidad de las elecciones están des-
proporcionadamente influidos por la idea que tienen los ciudadanos sobre 
las elecciones nacionales.

El capítulo presenta primero una revisión de los estudios sobre 
la calidad de las elecciones; enseguida se evalúan algunos factores que 
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influirían en el juicio que hacen los ciudadanos sobre las elecciones loca-
les; posteriormente se muestran los resultados de un modelo multinivel 
que explica la calidad de las elecciones, desde la perspectiva de los ciuda-
danos, y se finaliza con una interpretación de los resultados.

Los estudios sobre la calidad de las elecciones

Las elecciones cumplen un papel fundamental en la democracia. La nor-
ma indica que las elecciones democráticas deben aplicar procedimientos 
justos y ser técnicamente sólidas. Asimismo, deben favorecer la partici-
pación y ser abiertas y competitivas. Por otro lado, las campañas políti-
cas no deben mostrar sesgos indebidos hacia determinados partidos o 
candidatos, y los resultados deben reflejar la voluntad de los votantes ex-
presada libremente en las urnas. Todos estos aspectos son reconocidos 
ampliamente como inherentes a las elecciones democráticas y su nivel 
de cumplimiento indica el grado de calidad de los procesos electorales. 
Desde la perspectiva aquí adoptada, y siguiendo a Morlino (2004), es el 
investigador quien puede determinar el grado en que las estructuras e 
instituciones democráticas presentan estas características, con lo que se 
hablará de calidad del “proceso” o del “resultado”, o bien, si la población 
considera que las elecciones se basan en esos principios.

Entre los estudios para medir y conceptualizar la calidad de las elec-
ciones, se tiene sobre todo aquellos que se concentran en los procesos 
macro o institucionales de la elección (Elkit y Reynolds, 2002, 2005a, 
2005b; Hartlyn, McCoy y Mustillo, 2003; Monsiváis, 2009; Kelleg y 
Koler, 2010), y otros cuantos que incorporan la opinión pública como 
variable explicativa de la calidad de las elecciones (Weatherford,1992; 
McCann y Lawson, 2003; Roberts, 2005; Birch, 2010). Asimismo, la di-
mensión subnacional no es común en este tipo de análisis (Monsiváis, 
2009). A continuación se presentan los estudios más representativos en 
cada una de estas áreas. 

Aunque no existe consenso sobre el contenido específico de las nor-
mas para juzgar la calidad de las elecciones, un foco de creciente atención 
durante la última década ha sido la gobernanza electoral, que abarca la 
interacción de reglas constitucionales, legales e institucionales, además 
de las prácticas organizativas que determinan: a) las reglas básicas de 
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los procedimientos por utilizar en las elecciones y la contienda electoral;  
b) la organización de campañas, el registro de los votantes y el escruti-
nio de los votos el día de las elecciones, y c) la resolución de disputas y 
la certificación de los resultados (Mozzafar y Schedler, 2002). Esta es la 
línea seguida por Elkit y Reynolds (2002, 2005a, 2005b), quienes ope-
racionalizan el concepto de calidad de las elecciones midiendo aspectos 
como marco legal, procedimientos de organización electoral y poselecto-
ral, regulación de campañas, encuestas y resolución de impugnaciones. 
Hartlyn, McCoy y Mustillo (2003), por su parte, observan dimensiones 
como el desempeño de las autoridades electorales, la corrupción, la liber-
tad de prensa, y la independencia de los órganos electorales, entre otras. 
El esfuerzo por operacionalizar y medir la calidad de las elecciones desde 
la perspectiva del proceso ha resultado en la creación de bases de datos 
originales fundamentadas en evaluaciones  procedentes de organismos 
internacionales, o en los datos disponibles que generan las instituciones 
encargadas de organizar las elecciones (Kelley y Kolev, 2010).

Este conjunto de investigaciones estudia lo que hemos llamado la 
calidad del resultado, tratándola como legitimidad. Esto se da asumien-
do (implícita o explícitamente) que la presencia de determinadas carac-
terísticas institucionales impacta de manera positiva en la legitimidad 
de las elecciones, o bien sencillamente equivale a elecciones legítimas 
(Elkit y Reynolds, 2002, 2005a, 2005b; Hartlyn, McCoy y Mustillo, 
2009; Lindberg, 2004).

El uso del concepto de legitimidad permite identificarlo con la cali-
dad del proceso electoral. Si se reúnen determinadas condiciones indis-
pensables para que las elecciones sean libres y justas, no existen razones 
para considerarlas de otro modo en el nivel de la opinión pública (ni si-
quiera hace falta observar esto). En cambio, si separamos los aspectos 
procesales de los de opinión, tomándolos como dos dimensiones de la 
calidad de las elecciones, por sí misma esta perspectiva no alcanzaría a 
explicar variaciones en el juicio sobre las elecciones en similares condi-
ciones institucionales.

En este sentido, Weatherford (1992) afirma que la legitimidad es un 
concepto clave en el estudio de las elecciones que puede aplicarse a partir 
de perspectivas macro que se enfocan a aspectos institucionales, o desde  
una perspectiva micro, que atiende en especial la opinión pública. De 
este modo, la perspectiva macro proporciona guías para aproximarse al 
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estudio de la legitimidad, en tanto la micro hace hincapié en los caminos 
recíprocos a través de los cuales las instituciones dan forma a las orienta-
ciones y expectativas de las personas. En relación con esta idea es que la 
opinión pública repercute e influye hacia atrás en el funcionamiento de 
los procesos institucionales. 

Sin embargo, son relativamente pocos los análisis que otorgan un pa-
pel importante a la opinión pública en la comprensión de la calidad de las 
elecciones, a pesar de que los politólogos han argumentado desde hace 
mucho tiempo que la calidad de la democracia depende, en parte, de los 
juicios que hacen los ciudadanos. McCann y Lawson (2003) destacan 
que no existe una fórmula clara para determinar la calidad de la demo-
cracia a partir de la opinión pública. No obstante, afirman que las ideas 
sobre la consistencia de las actitudes permiten evaluar las competencias 
políticas dentro del electorado, las cuales dan forma al contexto en el que 
las élites operan. A partir de un estudio de panel realizado en el año 2000 
en México, dichos autores concluyen que el electorado se conduce a par-
tir de las identificaciones partidistas y las evaluaciones de la actual admi-
nistración, omitiendo otras dimensiones de la opinión pública relevantes 
como preferencias acerca de políticas públicas. 

Otra vertiente de estudios ha tratado las percepciones sobre las elec-
ciones como un fenómeno aislado de los procesos, a fin de analizar el im-
pacto que aquéllas tienen en distintos resultados políticos. Un ejemplo 
es Birch (2010), quien calcula el impacto de las evaluaciones que los ciu-
dadanos hacen acerca de la integridad, competencia y capacidad de res-
puesta de sus gobernantes, así como la eficiencia y equidad del sistema 
político, sobre la propensión a la participación política. Los resultados de 
Birch sugieren que las percepciones asociadas con mayores niveles de in-
tegridad electoral se vinculan positivamente con la propensión a votar.

En esta línea, E. Alemika (2007, 2010), en su estudio realizado en 
África, muestra una relación significativa entre las evaluaciones de los ciu-
dadanos acerca de la calidad de las elecciones (medida como el grado en 
que el ciudadano cree que las elecciones son libres y justas en su país), la 
satisfacción con la democracia, y la confianza en las instituciones políticas.

La implicación general de estos resultados es que la evaluación ciu-
dadana relativa a sus elecciones tiene importantes consecuencias para la 
consolidación democrática. Sin embargo, el hecho de que se trate la ca-
lidad de las elecciones (desde la perspectiva del resultado) como variable 
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independiente, hace que esos resultados no sirvan de guía para nuestra 
pregunta de investigación.

Uno de los pocos esfuerzos en México, que constituye una aproxima-
ción empírica al estudio de la calidad de las elecciones en lo subnacional, 
es el de Monsiváis (2009). Este autor concluye que los niveles de equidad 
electoral formal en los estados son semejantes, pero han seguido distin-
tos ritmos de desarrollo, manifestando diferencias considerables. De igual 
forma, encontró que uno de los principales determinantes de la evolución 
de la equidad electoral en los estados es el desarrollo socioeconómico, así 
como las dinámicas políticas. Más allá de que estos resultados representan 
una contribución al campo, llama la atención que las unidades subnaciona-
les son tratadas como se haría en un estudio cross-national, es decir, no se 
toma en cuenta que las entidades pertenecen a una unidad nacional, por lo 
que no se evalúa el efecto de variables que capturen esa pertenencia común.

En síntesis, tenemos que la corriente principal de los estudios sobre la 
calidad de las elecciones no considera que la opinión sea algo distinto de 
los aspectos procesales. En donde la opinión es valorada en sí misma, se 
le evalúa como variable independiente. Por esta razón, a partir de la lite-
ratura existente, no podemos hacernos una idea de los determinantes de 
los juicios sobre las elecciones. Por último, el análisis de la calidad de las 
elecciones a nivel subnacional, además de omitir la dimensión de opinión 
pública, no toma en cuenta las especificidades que presentan las unidades 
que componen a un estudio de este tipo. 

Calidad de las elecciones locales y procesos nacionales

Al centrarnos en las evaluaciones de la ciudadanía acerca de la calidad de 
las elecciones, cabe esperar que éstas se basen en observaciones sobre el 
proceso electoral juzgado. De acuerdo con los supuestos que caracterizan 
a buena parte de la literatura sobre la calidad de las elecciones, una per-
cepción positiva sobre los aspectos procesales de las elecciones se asocia-
ría con un juicio también positivo sobre el grado en que las elecciones se 
acercan al ideal democrático. Sin embargo, esto se complicaría por el or-
den institucional y el contexto histórico en el que se formulan los juicios.

México es un Estado federal que se integra de subunidades nacio-
nales que gozan de autonomía respecto del gobierno central en diversos 
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aspectos de su orden interno. Esto implica que los ciudadanos de la res-
pectiva entidad federativa eligen democráticamente a sus autoridades y 
que éstas, en esferas constitucionalmente definidas, operan con inde-
pendencia de la autoridad nacional. Por tal causa los procesos electorales 
locales son responsabilidad de organismos de orden local, de tal modo 
que en cada estado del país existe un instituto encargado de organizar 
las elecciones de la entidad y un tribunal electoral encargado de resolver, 
conforme a derecho, las controversias que se presentan.

La forma de Estado federal conduce a que cada votante participe 
de dos órdenes electorales: uno local y otro nacional. En principio, los 
juicios sobre las elecciones de cada uno de estos órdenes tendrían que 
fundarse en principios separados pues, desde un punto de vista legal y 
organizativo, las características de las elecciones locales y el grado en el 
que se ajustan a los criterios de imparcialidad y equidad es independien-
te de las características que adquieran las elecciones nacionales. Sin em-
bargo, durante buena parte del siglo XX, la práctica política en México 
tuvo un contenido fuertemente centralista. Un componente importante 
del régimen político bajo el predominio del Partido Revolucionario Ins-
titucional (PRI)1 consistió en la capacidad del presidente del país para 
subordinar las instancias de gobierno de los estados, dando lugar a un 
orden que Weingast (2003) denominó “federalismo centralizado”, cuyo 
rasgo más importante era que el gobierno nacional tenía el control so-
bre los estados, tanto en lo político como en lo fiscal (Weingast, 2003; 
Diaz-Cayeros, 2004).

Durante la etapa previa a la alternancia en el poder del año 2000, tal 
control incluía la determinación, por parte del presidente, del resultado 
final de los procesos electorales locales, convirtiéndose así en juez de las 
disputas sobre la legalidad de dichos procesos (Eisenstadt, 2004). Esto 
tal vez dejó la percepción de que la política nacional define y determina a 
la local. Si éste es el caso, el legado de setenta años de priismo potencial-
mente sería el que produce que los juicios sobre las elecciones locales sean 
“contaminados” por aquellos que se tengan de las nacionales.

1	 Desde 1929, la política mexicana se caracterizó por la permanencia ininterrumpida del 
PRI en el poder. Hasta 1989, todos los titulares del Poder Ejecutivo de los estados (gober-
nadores) habían sido de este partido. El PRI tuvo la mayoría en el Congreso bicameral has-
ta 1997, y ganó todas las elecciones presidenciales hasta el año 2000.
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Otra fuente de contaminación originada durante la hegemonía del 
PRI consiste en la influencia del gobernante local percibida por la pobla-
ción. De igual forma en que, a nivel nacional, el presidente controlaba el 
resto de los órdenes de gobierno, el titular del Ejecutivo local concentraba 
un poder equivalente en su entidad. Esto quizá generó la percepción de 
que la totalidad de la política local depende del gobernador o goberna-
dora en turno. Así, los juicios sobre la calidad de las elecciones reflejarían 
más bien las percepciones sobre el gobierno del estado, que las condicio-
nes de la competencia.

Frente a estas posibles influencias, si los juicios sobre la calidad de las 
elecciones se corresponden con la autonomía funcional y administrativa 
de la autoridad electoral local, tendríamos que observar que se basan en 
la actuación de estas autoridades, con independencia de los eventos co-
rrespondientes a la política estrictamente nacional y de las acciones de los 
gobernantes electos.

Los determinantes de la calidad de las elecciones a nivel local

Este capítulo analiza la calidad de las elecciones en la dimensión corres-
pondiente a la opinión pública. Al margen de lo que acontece con el dise-
ño institucional, desde la perspectiva de la opinión pública, las elecciones 
son de calidad cuando la ciudadanía considera que el proceso electoral 
tiene las características de una competencia justa y que el gobernante re-
sultante es el ganador legítimo.

A fin de evaluar los determinantes de la calidad de las elecciones, se 
recurrió al análisis de los datos de una encuesta que Parametría realizó en 
junio de 2011. El cuestionario se aplicó a una muestra de 12 800 indivi-
duos, con un nivel de confianza de 95%, y un margen de error de +/-1%. 
Más importante: la muestra es representativa para cada una de las 32 en-
tidades federativas del país. Gracias a esta propiedad, la fuente de infor-
mación es en especial adecuada para advertir acerca de la percepción que 
los ciudadanos tienen de las elecciones en su estado.

Se formularon dos preguntas que indagaban en torno a los dos atri-
butos contenidos en la definición de una calidad de las elecciones arriba 
señalada: la primera preguntaba sobre las propiedades del proceso: “¿Qué 
tan de acuerdo o en desacuerdo está con la siguiente frase?: Las elecciones 
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en el estado [nombre de la entidad] son libres, limpias y equitativas”; la se-
gunda pregunta aludía a la legitimidad del resultado: “¿Usted cree que el 
candidato declarado como ganador en la última elección de gobernador 
fue el que realmente recibió la mayor cantidad de votos?” Así, las eleccio-
nes son de calidad cuando la respuesta de un individuo reúne dos condi-
ciones: está de acuerdo, o totalmente de acuerdo, con que las elecciones 
habían sido libres y limpias, y cree que el ganador oficial fue el que efecti-
vamente obtuvo la mayoría de votos. En caso contrario, las elecciones no 
son de calidad (al menos desde la perspectiva de la opinión).

El cuadro 3.1 presenta la información sobre los dos atributos de la 
calidad de las elecciones y del indicador formado a partir de éstos en el 
plano de las entidades federativas. Atendiendo al indicador de calidad, 
se observa que existe bastante variación entre las entidades. En un ex-
tremo, cuatro estados registran más de 60% de respuesta positiva en las 
dos preguntas; mientras que, en el otro, cuatro estados presentan una 
respuesta positiva conjunta de 30% o menos.

Definida y operacionalizada de esta forma, y vista la variación en el 
nivel local, la calidad de las elecciones constituyó la variable dependiente 
de un modelo logístico jerárquico, en el que las unidades de primer ni-
vel son los individuos quienes, a su vez, se agrupan en el nivel de la en-
tidad federativa.

En el modelo, el principal interés se orienta al grado en que el juicio 
sobre la calidad de las elecciones está influido por las evaluaciones sobre 
la limpieza del proceso en el ámbito local. Un primer aspecto es si el indi-
viduo tuvo noticia de hechos fraudulentos (directa o indirectamente). El 
segundo consiste en su opinión sobre el grado de imparcialidad de la au-
toridad electoral local. En principio, si se considera que ésta es imparcial 
y no se tiene conocimiento de hechos fraudulentos, ello impactaría en un 
juicio favorable sobre el proceso electoral.

Normativa y funcionalmente, las elecciones locales tienen autono-
mía. Esto es, debido a la estructura federal del Estado mexicano, la orga-
nización de las elecciones corre a cargo de una autoridad independiente 
de la nacional, tanto en lo político como en lo electoral. Siendo así, si para 
la ciudadanía las autoridades y los procesos electorales locales represen-
tan sujetos y eventos que operan con independencia de lo que sucede en 
el ámbito nacional, entonces el juicio sobre la calidad de las elecciones 
tendría que darse de forma relativamente aíslada de lo que ocurra en los 
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Cuadro 3.1. México 2011: atributos de la calidad de la democracia

Entidad

Las elecciones son libres, limpias y 
equitativas (porcentaje de acuerdo 

o totalmente de acuerdo)

Cree que el candidato declarado 
ganador fue el que recibió más 

votos (porcentaje)

Calidad (porcentaje que 
cumple ambas  
condiciones)

DF 27.7 56.6 15.2

Tabs 26.9 54.2 22.6

Edomex 38.4 66.2 26.6

Mor 52.7 51.8 30.7

Tamps 54.6 54.2 31.0

Nay 60.8 48.5 35.4

Tlax 49.8 57.0 37.8

Chis 49.7 78.3 41.0

Mich 53.0 70.3 41.7

Sin 52.8 67.2 43.7

Gto 47.4 76.5 44.1

Gro 48.1 82.1 44.5

BC 56.7 64.3 44.8

Ags 59.9 59.3 45.6

SLP 62.7 57.9 45.8

BCS 55.2 71.4 46.2

Oax 52.6 74.4 47.6

Dgo 62.5 66.9 47.7

Pue 51.8 80.8 48.2

QRoo 62.1 66.1 51.8

Jal 78.9 70.1 53.1

Qro 60.3 76.1 53.3

Yuc 57.9 80.7 54.5

Camp 55.7 80.6 55.8

Son 65.4 76.5 57.1

Ver 72.7 68.7 57.4

NL 61.5 86.6 57.8

Coah 67.7 79.4 59.0

Hgo 62.9 87.9 61.7

Col 67.3 82.4 62.3

Zac 69.0 81.8 62.5

Chih 64.7 89.1 66.0

Nacional 57.4 71.1 47.4

Fuente: Parametría (2011).

procesos electorales nacionales. Esto es lo que cabe observar si los estu-
dios de la calidad de las elecciones desde la perspectiva del proceso están 
en lo correcto.
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En cambio, hemos postulado que, en un Estado federal como el 
mexicano, con una historia de centralismo, aspectos de los procesos na-
cionales eventualmente influyen en los juicios sobre la calidad de las elec-
ciones locales. Para evaluar hasta qué punto es así, se ha incluido como 
variable independiente si el entrevistado considera que el presidente Fe-
lipe Calderón obtuvo, en efecto, la mayoría de votos.2

Adicionalmente, y de manera muy relacionada, se evalúa el efecto 
de factores nacionales sobre el juicio de la calidad de las elecciones loca-
les, incorporando en el análisis el porcentaje de votación local que obtu-
vo López Obrador en las elecciones de 2006. Y aunque entonces dicho 
político cuestionó severamente el papel de las instituciones electorales 
federales, su discurso pudo haber tenido el efecto de descalificar la tota-
lidad del proceso.

Asimismo, otro conjunto de variables captura evaluaciones del des-
empeño del gobernador o gobernadora. Una primera variable indica la 
aprobación general para el gobierno del Ejecutivo local. A continuación, se 
incluye una pregunta sobre la confianza en el gobierno del estado. Mien-
tras que una tercera pide a los entrevistados que evalúen la situación eco-
nómica del estado.

El modelo contempla la posibilidad de que las preferencias políticas 
de los ciudadanos influyan en el juicio sobre la calidad de las elecciones. 
Es plausible que los individuos tengan una propensión a considerar que 
las elecciones son de mayor calidad cuando el ganador se corresponde 
con sus propias posiciones políticas. Para dar cuenta de este efecto, se in-
cluye si el individuo votó por el candidato ganador, por un lado, y si se 
identifica con el partido del candidato ganador, por el otro.

El modelo controla variables que corresponden tanto al nivel de la en-
tidad como al nivel del individuo; entre las primeras se encuentran el índice 
de desarrollo humano del estado y el partido que lo gobierna. Los covarian-
tes de nivel individual son edad, sexo, religión y escolaridad. Por último, el 
modelo incluye una variable que distingue si la localidad del encuestado es 
urbana, rural o mixta. El cuadro 3.2 presenta la estadística descriptiva de 
las variables incluidas en el modelo.

2	 En las elecciones presidenciales de 2006, Felipe Calderón obtuvo la mayoría de votos con 
una diferencia de 0.56% respecto del segundo lugar, Andrés Manuel López Obrador, quien 
impugnó los resultados afirmando que éstos eran producto de una elección fraudulenta.
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Cuadro 3.2 Estadística descriptiva

Media Mínimo Máximo

Presenció hechos fraudulentos

Sí, personalmente 0.072 0 1

Sí, alguien en quien confío 0.108 0 1

No 0.720 0 1

No sabe 0.101 0 1

El instituto electoral del estado está…

Integrado por consejeros imparciales 0.500 0 1

Integrado por consejeros que favorecen a un partido 0.220 0 1

No sabe 0.281 0 1

El presidente ganó las elecciones

Sí 0.586 0 1

No 0.317 0 1

No sabe 0.096 0 1

Porcentaje de votos para AMLO 2006* 33.015 15.37 58.15

Aprueba el trabajo del (de la) gobernador(a) 2.813 1 4

Confianza en gobierno del estado 2.388 1 4

Situación económica del estado en los últimos doce meses 2.513 1 5

Votó por el ganador 0.394 0 1

Se identifica con el partido que gobierna 0.222 0 1

IDH* 0.822 0.74 0.918

Partido en el gobierno

PAN 0.250 0 1

PRD 0.156 0 1

PRI 0.594 0 1

Edad 3.108 1 5

Es mujer 0.549 0 1

Es católico/a 0.821 0 1

Escolaridad 4.626 1 11

Tipo de localidad

Urbana 0.576 0 1

Rural 0.311 0 1

Mixta 0.113 0 1

* La media corresponde a las 32 entidades federativas.

Fuente: Parametría (2011).

El cuadro 3.3 presenta los resultados del modelo. Los dos juicios so-
bre aspectos electorales locales presentan significancia estadística. No 
haber presenciado hechos fraudulentos supone un mejor juicio sobre la 
elección que haberlos presenciado personalmente o a través de alguien de 
confianza. No obstante, la situación que supone un peor juicio sobre las 
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elecciones es aquella en la que no se sabe si hubo fraude o no. Por otro lado, 
considerar que el órgano electoral local se integra por consejeros impar-
ciales influye positivamente en el juicio sobre las elecciones.

Cuadro 3.3 Regresión logística jerárquica, México 2011. Determinantes de la calidad de las 
elecciones locales (opinión pública)

Variable Coeficiente Error estándar

Presenció hechos fraudulentos (referencia: sí, personalmente)

Sí, alguien en quien confío 0.141 0.118

No 0.357*** 0.097

No sabe -0.546*** 0.146

El instituto electoral del estado… (referencia: integrado por consejeros imparciales)

Integrado por consejeros que favorecen a un partido -1.208*** 0.065

No sabe -0.826*** 0.063

El presidente ganó las elecciones (referencia: sí)

No -1.886*** 0.058

No sabe -0.435*** 0.166

Porcentaje de votos para AMLO 2006 -0.011** 0.005

Aprueba el trabajo del (de la) gobernador(a) 0.295*** 0.033

Confianza en el gobierno del estado 0.180*** 0.032

Situación económica del estado en los últimos doce meses 0.057** 0.023

Votó por el ganador 0.186*** 0.06

Se identifica con el partido que gobierna 0.224*** 0.069

IDH -1.804 1.495

Partido en el gobierno (referencia: PAN)

PRD -0.088 0.192

PRI 0.159 0.119

Edad 0.034* 0.02

Mujer = 1 0.037 0.05

Religión católica 0.301*** 0.067

Escolaridad 0.008 0.012

Tipo de localidad (referencia: urbana)

Rural 0.165*** 0.061

Mixta 0.268*** 0.081

Constante 0.389 1.279

Desviación estándar de la constante 0.242

N de observaciones 9,344

N de grupos 32

* p<0.1.

** p<0.05.

*** p<0.01.

Fuente: Estimación propia con base en datos de Parametría (2011). 
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Ahora bien, estas consideraciones de orden estrictamente electoral 
y local no son las únicas que pesan en la calidad de las elecciones. Las 
percepciones sobre las elecciones presidenciales de 2006 y su resultado 
también están asociadas a la evaluación de las elecciones locales. Y asi-
mismo se nota una relación con la evaluación del desempeño del gobier-
no local.3

Interpretación

Una forma de determinar el peso relativo de cada factor consiste en es-
timar hasta qué punto los cambios en cada una de las variables indepen-
dientes del modelo se asocian con cambios en la probabilidad de que las 
elecciones locales sean consideradas de calidad. El cuadro 3.4 presenta 
los efectos marginales de las variables del modelo.

El efecto marginal de las variables relativas a propiedades de la elec-
ción local es de consideración. El cambio de presenciar un fraude (di-
recta o indirectamente) a no tener noticia de un fraude se asocia con un 
cambio de 8% en la probabilidad de considerar que la elección local es de 
calidad. Si se cambia de no saber si hubo fraude a no haberlo presencia-
do, el cambio en la probabilidad es de 13.5 puntos porcentuales. Por otro 
lado, el cambio de considerar que los consejeros son imparciales a perci-
bir que favorecen a un partido se asocia con una reducción de 27.3% en 
la probabilidad de que las elecciones sean consideradas de calidad. Es po-
sible evaluar el peso conjunto de las consideraciones locales (no reporta-
do en los cuadros). El cambio de una situación en la que se considera que  
los consejeros favorecen a un partido y se presenció fraude, a otra en la 
que se considera que los consejeros son imparciales y no se presenció 
fraude, se asocia con un cambio en la probabilidad de evaluar las eleccio-
nes locales como de calidad de 35 puntos porcentuales.

3	 A fin de controlar atributos no observados de los estados, sin renunciar al modelo de efec-
tos aleatorios, se incluyó en el modelo la media para los estados de la aprobación del (de la) 
gobernador(a), la confianza en el gobierno del estado y la situación económica del estado 
(Bell y Jones, 2012). Esta operación no modifica el valor ni la significancia de los coeficientes 
de interés. Los resultados pueden solicitarse a los autores.
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Llama la atención que, en varios aspectos, la evaluación de la calidad 
de las elecciones es una evaluación del desempeño del gobierno del esta-
do. Variables que influirían, por ejemplo, en el voto por el partido del go-
bernador o gobernadora, también impactan sobre el juicio que se hace de 
la calidad de las elecciones. Así, es más probable que se considere que las 
elecciones locales son libres y que el ganador es legítimo cuando se aprue-
ba el trabajo de la gobernadora, se tiene confianza en el gobierno del es-
tado y se considera que la economía ha mejorado. Con todo, el efecto 
marginal de estas variables no es superior al que presentan la ausencia de 
fraude y la percepción de imparcialidad de los funcionarios electorales.

Por último, observamos que las variables relativas a las elecciones na-
cionales tienen un impacto notable. En particular, la opinión sobre la le-
gitimidad del ganador en la elección de 2006 es la variable que por sí 

Cuadro 3.4 Efectos marginales

Variable ∂P(Y=1)/∂X

Presenció hechos fraudulentos (referencia: Sí, personalmente)

Sí, alguien en quien confío 0.000

No 0.081

No sabe -0.135

El instituto electoral del estado está… (referencia: integrado por consejeros imparciales)

Integrado por consejeros que favorecen a un partido -0.273

No sabe/no contesta -0.179

El presidente ganó las elecciones (referencia: sí)

No -0.428

No sabe -0.082

Porcentaje de votos para AMLO en 2006 -0.107

Aprueba el trabajo del (de la) gobernador(a) 0.202

Confianza en gobierno del estado 0.120

Situación económica del estado en los últimos doce meses 0.051

Votó por el ganador 0.041

Se identifica con el partido que gobierna 0.049

Edad 0.031

Religión católica 0.101

Tipo de localidad (referencia: urbana)

Rural 0.037

Mixta 0.059

Fuente: Estimado a partir de los coeficientes reportados en el cuadro 3.3. En las variables continuas, el 
efecto marginal es el asociado con un cambio de valor del mínimo al máximo. En el resto, es el asociado 
con un cambio de la categoría de referencia a la categoría de la fila. En cada caso, el resto de las variables 
se mantiene constante en su valor medio.
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misma presenta el mayor efecto marginal. El cambio de creer que Felipe 
Calderón fue el verdadero ganador de la elección presidencial, a conside-
rar que en realidad no obtuvo la mayoría de los votos reduce en 43 pun-
tos porcentuales la probabilidad de considerar que la elección local es de 
calidad.

Estos resultados son indicativos de que los factores nacionales in-
fluyen desproporcionadamente sobre el juicio acerca de la calidad de las 
elecciones locales. Esto no se limita al efecto independiente de la opinión 
sobre las elecciones presidenciales. Podemos profundizar en el análisis 
indagando en la interacción de esta última variable con los factores de ca-
rácter local.4 La gráfica 3.1 muestra la probabilidad de que se juzguen las 
elecciones como de calidad.

En las dos primeras barras se refleja la situación cuando se considera 
que el ganador oficial en la elección presidencial no obtuvo la mayoría de 
los votos. En las dos barras restantes, se considera que el ganador oficial 
fue el ganador legítimo. En cada par, la primera barra presenta la proba-
bilidad cuando se presenció fraude y se juzga que la autoridad electoral 
favorece a un partido, mientras que la segunda representa una situación 
en la que no se presenciaron hechos fraudulentos (ni directa ni indirec-
tamente) y se considera que la autoridad electoral es imparcial. La dife-
rencia entre la segunda y la primera barra constituye el impacto de los 
factores locales en el juicio sobre la calidad de las elecciones en la entidad.

La gráfica 3.1 muestra que la influencia de las consideraciones na-
cionales en el juicio sobre la calidad de las elecciones locales se da en dos 
modalidades: en primer lugar, para cualquier posición respecto de los fac-
tores locales, la probabilidad de que las elecciones son de calidad es mayor 
cuando se concluye que el presidente fue el ganador legítimo. De hecho, 
cuando se percibe que el presidente obtuvo el triunfo de manera legítima, 
lo más probable es que se juzgue positivamente la calidad de las elecciones 
locales, aun si se presenció un fraude y se considera que las autoridades 
electorales son parciales. Por otro lado, el efecto marginal conjunto de no 
presenciar fraude y considerar a las autoridades locales como imparciales, 
se reduce cuando se pasa de juzgar que el presidente no es el ganador legí-
timo (49%), a percibir que obtuvo realmente la mayoría (33%). La fuerte 

4	 La interacción no es modelada explícitamente, sino que se explota el carácter implícitamen-
te interactivo de los modelos logísticos.
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Presenció fraude/Autoridad parcial

No presenció fraude/Autoridad imparcial

El presidente no obtuvo la mayoría El presidente obtuvo la mayoría

.517

.183

1

.8

.6

.4

.2

0

.671

.931

vinculación que entre los electores tienen las elecciones nacionales y los 
procesos locales constituyen, pues, una limitación en el grado en que las 
condiciones estrictamente locales (como una adecuada e imparcial admi-
nistración electoral por parte de los institutos responsables) influyen en el 
juicio que los ciudadanos se hacen de la calidad de las elecciones.

Conclusiones del capítulo

Al margen de una evaluación de las características objetivas del proce-
so electoral, no es posible afirmar nada definitivo sobre la calidad de 
las elecciones hasta que no se conoce la percepción que los ciudadanos 
hacen de dicho proceso. Aunque no es una condición suficiente, un in-
grediente de un proceso electoral de calidad es que los electores conside-
ren que el mismo se condujo con justicia y que su resultado es legítimo. 

Fuente: Elaboración propia con base en coeficientes del cuadro 3.3.

Gráfica 3.1 Probabilidad de percibir elecciones de calidad.
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Justo el tema que ha ocupado a este capítulo: el análisis de la calidad de 
las elecciones en la dimensión correspondiente a la opinión pública.

Como ya se dijo arriba, son pocas las investigaciones que otor-
gan un papel importante a la opinión pública en el estudio de la cali-
dad de las elecciones, a pesar de que la ciencia política ha reforzado la  
idea de que dicho factor del proceso democrático depende, en buena 
medida, de los juicios que los ciudadanos realizan acerca de los proce-
sos electorales. 

En este sentido, es de notar que la mayor parte de los estudios sobre 
la calidad de las elecciones se interesan predominantemente en los pro-
cesos de la elección, soslayando la opinión pública; mientras que quie-
nes dan a esta una importancia, la evalúan como variable independiente,  
es decir, exploran en qué medida influye sobre la calidad de las eleccio-
nes y omiten qué variables son determinantes en las evaluaciones que los 
ciudadanos realizan en torno a la calidad y legitimidad de las elecciones. 
Así, el presente capítulo intenta llenar ese vacío en la literatura corres-
pondiente, puesto que analiza los determinantes de la calidad de las elec-
ciones según la opinión pública, es decir, atendiendo a los factores que 
influyen en el grado que los ciudadanos consideran que un proceso elec-
toral observa las características de una competencia justa y que el gober-
nante que resulta es el ganador legítimo.

Desde este ángulo, se ha encontrado que la percepción de impar-
cialidad de la autoridad electoral local y la ausencia de fraude incremen-
tan la calidad de las elecciones de los estados. Esto implica que existe  
un espacio de mejora a través del diseño institucional y la reducción de 
las oportunidades de manipulación electoral. Sin embargo, la calidad  
de las elecciones locales también es juzgada por aspectos ajenos, tanto a 
la competencia estrictamente de la organización electoral, como al ámbi-
to de la entidad federativa.

Contra lo que se desprende de los estudios sobre la calidad de las 
elecciones, las propiedades del proceso electoral percibidas por la po-
blación no constituyen el único ni el principal sustento del juicio sobre  
el grado en que éste es democrático. En un contexto caracterizado 
por el antecedente histórico de dominio de la política local por parte 
del gobierno nacional, el juicio sobre la calidad de las elecciones loca-
les es una función de las percepciones sobre los procesos electorales 
nacionales.
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Si el grado en que las elecciones locales son tenidas por la población 
como justas y legítimas es una función parcial de la evaluación del traba-
jo del Ejecutivo local y, particularmente, del juicio sobre las elecciones na-
cionales, la autoridad electoral de los estados vería limitados los efectos 
de su trabajo sobre las percepciones. De hecho, tal y como se aprecia en 
nuestras simulaciones, si se considera que las elecciones nacionales fue-
ron fraudulentas, la limpieza de las elecciones locales y la conducción co-
rrecta por parte de las autoridades electorales no evitan que las elecciones 
del estado sean consideradas más probablemente como de pobre calidad.

Es posible que los resultados aquí reportados estén influidos por cir-
cunstancias específicas de la elección nacional que se toma como referen-
cia. La elección de 2006 fue particularmente cuestionada y tuvo un efecto 
polarizador que otras elecciones no han mostrado. No puede descartarse 
que los resultados presentados sean propios de este contexto. Si éste fue-
se el caso, tendríamos de todas formas una situación en la que el juicio so-
bre las elecciones locales está sujeto a los vaivenes de la política nacional, 
por lo que nuestras conclusiones generales se sostienen.

Una futura veta de investigación tendría que indagar si existen cir-
cunstancias específicas bajo las cuales las condiciones locales pueden re-
vertir este impacto desproporcionado de las elecciones nacionales.
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Capítulo 4 
Poder de los gobernadores, vínculo ciudadano 
y homicidios en las elecciones subnacionales en 
México, 1997-2011
Nicolás Loza Otero*

*	 Profesor-investigador de la Flacso México.

Presentación

¿Cuál fue el efecto del poder de los gobernadores en las elecciones 
locales en México, particularmente en la incidencia de alternancias en la 
identidad partidaria del Ejecutivo local?, ¿cuán decisiva es la fuerza del 
vínculo ciudadano en la calidad institucional de las democracias subna-
cionales?, ¿cómo afectó el incremento de la violencia homicida las tasas 
de participación y las preferencias electorales de los ciudadanos?, ¿es po-
sible reportar un saldo conjunto para estados y municipios tan diferen-
tes en un horizonte de tiempo de casi quince años?

Este capítulo consta de seis partes incluida esta presentación. La se-
gunda es una introducción en la que se ofrece un recuento de las eleccio-
nes estudiadas. En la tercera se relacionan el poder de los gobernadores y 
la alternancia en la identidad del partido que controla los ejecutivos esta-
tales. La cuarta es un acercamiento empírico a la relación entre el vínculo 
ciudadano con los gobiernos y la calidad institucional de las democracias 
subnacionales, argumentándose en torno a aquélla. Por su parte, en la 
quinta, se asocian las tasas de homicidio y sus variaciones con la parti-
cipación y las preferencias electorales de los ciudadanos. Finalmente, se 
presentan los hallazgos y conclusiones.

A lo largo del capítulo mostraremos evidencia y razonamien-
tos a favor del argumento de que en la ocurrencia de alternancias en 
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la titularidad del Ejecutivo estatal resultó más importante la identidad 
del partido que lo controlaba al momento de la elección sucesoria, que 
los diferenciales de poder de los gobernadores; asimismo, expondremos 
que la fuerza del vínculo ciudadano, considerado a partir del esfuerzo 
recaudatorio propio en cada entidad, exhibió una relación significativa 
con la calidad institucional de la democracia en los estados. Aunque am-
bos aspectos se relacionan, es un tema que ahora no se revisa. Por últi-
mo, se mostrará que el incremento en la violencia homicida se asoció a 
ligeras bajas en la participación electoral, lo mismo que a escasas mejo-
ras en el rendimiento electoral del PRI y a mínimas bajas en el del PAN. 
Para examinar la alternancia local, la participación y preferencias elec-
torales, así como la calidad institucional de las democracias, selecciona-
mos el poder de los gobernadores, la violencia homicida y la fuerza del 
vínculo ciudadano por el lugar que estas variables tienen en la literatu-
ra especializada y el tipo de problemas que han ocupado en la discusión 
pública en torno al funcionamiento, vicios y virtudes de las democracias 
subnacionales en México.

Introducción

Entre 1997 y 2011, en los 31 estados de la federación mexicana y en el 
Distrito Federal fueron celebradas al menos 401 elecciones,1 mediante 
las cuales se integraron los poderes locales, es decir, el Ejecutivo y Le-
gislativo estatales, y sus respectivos ayuntamientos. La regularidad de 
estos comicios, la participación ciudadana y el respaldo electoral a cada 
partido, agregados a nivel nacional (cuado 4.1), así como la estabilidad 
que lograron los gobiernos electos, son tan semejantes a lo que ocurre 
en el plano federal, que se pensaría que los casos de elecciones de go-
bernador anuladas —como Colima en 2003—, con 35% o menos de 

1	  La celebración de dieciséis elecciones delegacionales en el Distrito Federal, de cinco mu-
nicipales en Baja California Sur, o de 111 en Chiapas, la computamos 16, 5 o 111 elec-
ciones en cada caso. Por su parte, la expresión “al menos” indica que hubo más contiendas, 
no sólo por el criterio anteriormente expuesto, sino también porque no consideramos 
elecciones de usos y costumbres, que ocurren en cerca de una cuarta parte de los munici-
pios de México, ni los comicios extraordinarios que pueden celebrarse para reponer pro-
cesos o autoridades.
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participación electoral –como Baja California en 2010 y 2004, Hidal-
go en 2002 y Puebla en 2001—, los mandatos municipales, o incluso 
de gobernador, interrumpidos, o el dominio electoral prolongado de un 
solo partido —como el Distrito Federal, Tamaulipas o Guanajuato— 
son sólo excepciones.

Cuadro 4.1. Elecciones locales (1997-2011) (porcentajes)

N Part. PRI PAN PRD Otros

Gobernadores 89 56.55 44.06 32.59 17.84 3.15

Diputados locales 157 56.52 40.24 30.16 17.33 8.96

Ayuntamientos 155 56.55 40.14 30.72 17.17 8.94

Fuente: Elaboración propia con datos de Flacso México/PNUD (2011).

Sin embargo, la selección de casos de estudio por excepción, es  
decir, considerando valores extremos de la variable dependiente, parece 
ser la regla en la investigación especializada de elecciones subnaciona-
les en México, en tanto que los trabajos que ofrecen una visión de con-
junto del fenómeno siguen siendo escasos, por lo que responder cuál es 
la situación general de este tipo de elecciones subnacionales en México 
es relevante no sólo para reparar una ausencia en la literatura especiali-
zada, sino también porque en la discusión pública mexicana no deja de 
señalarse la importancia de la política local, así como la emergencia de 
fenómenos de naturaleza regional o estatal, que amenazan la calidad no 
sólo de las elecciones, sino de la democracia, como el creciente y quizás 
ilimitado poder de los gobernadores, o la nueva geografía del crimen or-
ganizado y la violencia.

Entre 1997 y 2011, el periodo de nuestro interés en el que iden-
tificamos 401 elecciones locales, el PRI ganó 53 de las 89 contiendas 
de gobernador; el PAN 22, y el PRD 14. La identidad partidaria de 
los nuevos gobiernos no repitió siempre la de los gobiernos que termi-
naban: en poco más de un tercio de estos comicios el partido que con-
trolaba el Ejecutivo estatal fue derrotado en las urnas (cuadro 4.2). En 
los tres periodos delimitados (1997-2000, 2001-2006 y 2007-2011), el 
PRI siempre ganó la mayoría de las gubernaturas en disputa y su des-
empeño electoral mejoró conforme transcurrió el tiempo, en tanto que 
los rendimientos del PRD fueron decrecientes y los del PAN, estables.
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Cuadro 4.2. Partidos ganadores en contiendas de gobernador (1997-2011) (absolutos)

PRI PAN PRD Repite No repite

1997-2000 16 7 6 17 12

2001-2006 18 9 6 26 7

2007-2011 19 6 2 15 12

Totales 53 22 14 58 31

Fuente: Elaboración propia con datos de Flacso México/PNUD (2011).

La pluralidad del electorado y de las instituciones gubernamentales 
subnacionales en México no sólo se manifestó en que una tercera parte 
de los nuevos gobiernos fueran de un origen partidario distinto al de sus 
antecesores, sino también en que, en la mitad de los gobiernos del PAN y 
del PRD, el partido del gobernador no contó con mayoría legislativa, en 
tanto que esto ocurrió en menos de una tercera parte de los gobiernos del 
PRI (cuadro 4.3), lo que en buena medida indica que el dominio electo-
ral de este partido también se expresó en mejores condiciones institucio-
nales de gobernación. 

Cuadro 4.3. Gobiernos con mayoría legislativa del partido del gobernador

PRI PAN PRD Total

Con >= 50% 68 14 8 90

Con < 50% 21 14 8 43

Fuente: Elaboración propia con datos de Flacso México/PNUD (2011).

Las elecciones locales de este recuento —particularmente las de 
gobernador entre 1997 y 2011— reproducen la imagen de las contien-
das federales en la misma etapa: alternancia en el Ejecutivo y gobiernos 
divididos políticamente funcionales, distintos bipartidismos locales 
que producen un agregado nacional tripartidista relativamente estable 
y gobernable (Reynoso, 2011). ¿Esta imagen es ajena a las variacio-
nes internas del país, uniformemente plural, estable y gobernable? De 
ninguna manera: en un país federal con 32 unidades subnacionales, 
muy extenso territorialmente y densamente poblado también, espera-
ríamos variaciones más o menos profundas, asociadas a distintos facto-
res: los que no rivalizan con la normalidad democrática de un país, las 
diferencias en la prosperidad relativa de las unidades subnacionales, el 
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desigual interés e involucramiento político de los gobernados, la histo-
ria política local o la penetración diferenciada de los partidos políticos, 
las que nacen de peculiaridades nacionales, crisis políticas, proble-
mas sociales agudos o peculiaridades e insuficiencias en el proceso de 
democratización.

En la discusión mexicana sobre la calidad de las elecciones locales, 
los diagnósticos varían: hay desde quienes las califican como malas por 
igual, hasta quienes destacan las diferencias que no serían solamente 
de matices. En general, se coincide en que la democratización y la des-
centralización transfirieron poder a los ejecutivos estatales que, por un 
lado, adquirieron más recursos y competencias sin los costos de respon-
sabilizarse de la recaudación y, por el otro, dejaron de estar limitados 
metaconstitucionalmente, sobre todo por los poderes partidarios del 
presidente de la república en un régimen de partido hegemónico, pero 
también porque aplicar los pocos mecanismos de control institucional, 
como el juicio político o la desaparición de poderes, reclama mayorías 
legislativas muy difíciles de alcanzar. 

En suma, si bien hay distintas opiniones respecto a qué tan dife-
rente es la calidad de las elecciones estatales, pareciera existir un con-
senso en que los gobernadores, más o menos, cuentan con el suficiente 
poder para intervenir en procesos electorales. Además, el poder de los 
gobernadores cuenta con la peculiaridad del arreglo fiscal mexicano 
que se construye junto con la democratización, conforme al cual el cen-
tro cobra impuestos y los estados gastan, pervirtiendo así la naturaleza 
del vínculo ciudadano, pues se concentran los reclamos a la federación 
y se reciben los beneficios de los ejecutivos estatales. Y junto con esta 
problemática que asocia las características estructurales del federalis-
mo mexicano a los efectos de la descentralización y la democratización  
—en virtud de las cuales algunos hablan del gobierno de los 32 virre-
yes— apareció después de 2006 —no sólo para los procesos electorales, 
sino también para la calidad de la vida pública misma— la amenaza del 
crimen organizado y la violencia asociada a su acción y combate. ¿Cuáles 
son, entonces, las diferencias entre los planos federal y locales en lo que 
a calidad de las elecciones se refiere, indicadas, por un lado, por la ocu-
rrencia de alternancia en el Ejecutivo estatal y, por el otro, en la calidad 
institucional de las democracias?, ¿existen esas divergencias?, ¿en dónde 
se originan?, ¿cuáles son? 

instituciones electorales.indd   117 30/09/16   12:00 p.m.

© Flacso México



Nicolás Loza Otero

118

Los gobernadores

Tras la democratización y descentralización que el país experimentó a 
finales del siglo XX, las entidades del país recibieron más atribuciones, 
lograron presupuestar con más libertad sus recursos y la competencia po-
lítica las dotó, finalmente, de mayor autonomía. Una consecuencia qui-
zás no buscada, pero generalmente aceptada de estos cambios, fue que 
los gobernadores dejaron de ser controlados por los mecanismos políti-
cos, extraconstitucionales y verticales del viejo régimen, por lo que la casi 
totalidad de sus nuevos límites dependieron del mismo juego político lo-
cal y su expresión en los controles horizontales de la división de poderes y 
los nuevos órganos autónomos del Estado. Sin embargo, del tamaño y las 
consecuencias de este poder, se ha especulado mucho en la agenda públi-
ca, pero se ha trabajado poco en el plano de la investigación sistemática.

Para calcular la posible influencia de los gobernadores en los proce-
sos electorales locales, había que resolver primero, en una perspectiva de 
comparación estandarizada, la cuestión de medir el poder: ¿qué tan po-
deroso y para qué lo es un gobernador? Las respuestas a ambas preguntas 
son diversas en la literatura especializada (Lucas González, 2013; Ger-
vasoni, 2010a; Gutiérrez, 2013), pero muchas de esas respuestas asocian 
el poder del Ejecutivo al control de la escena legislativa, de tal suerte que 
un gobernador poderoso sería el que cuenta, a través de su partido, con 
mayoría legislativa, pero, además, con liderazgo partidario, pues poco le 
servirá la primera si carece del segundo. 

La idea es simple: un Ejecutivo con control partidario y mayoría 
legislativa podrá proponer leyes y ejecutarlas. Por supuesto que se en-
listan otras fuentes de poder de los gobernadores, como el número de 
municipios y la proporción de población que su partido allí gobierna, 
los recursos económicos de que goza su propio estado, el tamaño de su 
población, la cantidad de bancas legislativas en la Cámara de Diputa-
dos federal, la cercanía con el Ejecutivo Federal, la capacidad que tiene 
su estado para generar recursos propios o para recibir rentas fiscales o 
de otro tipo; se trata, sin duda, de un problema complejo que ahora se 
ha resuelto acudiendo a algunos antecedentes en la literatura y de forma 
relativamente pragmática. 

Finalmente, se puede suponer que la combinación de capacidades le-
gislativas y ejecutivas en la figura de un gobernador será utilizada por éste 
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para maximizar su poder, lo que implica que su capacidad para diseñar y 
aplicar políticas que incrementen su popularidad será aprovechada para 
aumentar también sus probabilidades de tener mejor proyección nacio-
nal como político exitoso y que su partido obtenga localmente una nueva 
mayoría legislativa en la siguiente elección para repetir en la titularidad 
del Ejecutivo con un político afín, en el caso de no haber reelección ejecu-
tiva, como sucede en México. Otra manera de lograr este propósito elec-
toral local es influyendo en las condiciones de una contienda electoral. Y 
ésta es, precisamente, la presunción que sugiere examinar la relación en-
tre el poder del gobernador y la calidad de las elecciones locales.

En términos operacionales, construimos un índice de poder del go-
bernador (IPG) que intenta expresar el control que tienen los Ejecutivos 
locales de sus recursos políticos. Este índice suma el valor del indicador 
de control partidario de la Cámara de Diputados local (congresos en que 
el partido del gobernador tiene menos de 40% de bancas legislativas, va-
len 0, si tiene entre 40 y 50% valen 1, y si tiene más de 50%, valen 2) y 
control partidario de la sucesión (si el actual gobernador es del mismo 
partido que el anterior, el valor será 1, pero si no, 0). El índice, en con-
secuencia, puede tomar cuatro valores: el máximo poder es 3 (el gober-
nador controla su Congreso con mayoría simple y el Ejecutivo anterior 
fue de su mismo partido), en tanto que el mínimo es 0 (el gobernador no 
controla su Congreso y su antecesor era de otro partido). Vale la pena fi-
jarse en que la distribución de entidades con gobernadores muy pode-
rosos o nada poderosos, no parece aleatoria, sino que hay “agrupaciones” 
que merecen una explicación, pero ahora no profundizaremos en esta 
circunstancia. Por último, se hace notar que los valores del índice 2011 
se actualizaron con los resultados de las elecciones a gobernador y dipu-
tados locales de 2010.

Cuando el índice toma el valor de 3, el gobernador es considerado con 
máximo poder, se asume que es más probable la cooperación Ejecutivo-
Legislativo y existe continuidad partidista en las políticas y administra-
ción pública, incluso de protección política en el sexenio inmediatamente 
previo. Los gobernadores con máximo poder en 2011, conforme a este 
criterio, fueron los de Chihuahua, Coahuila, Durango, Tamaulipas, Ve-
racruz, Guanajuato, Hidalgo, Estado de México, Tabasco y Quintana 
Roo. Por el contrario, cuando ninguna de las condiciones antes descri-
tas ocurrieron, el gobernador es considerado con mínimo poder, pues 
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no controla al Legislativo y hereda una administración pública ajena a su 
partido. Siguiendo este criterio, Guerrero y San Luis Potosí presentaron 
gobernadores con mínimo poder. Las situaciones de poder intermedio 
alto correspondieron a Baja California Sur, Nuevo León, Nayarit, Jalisco, 
Aguascalientes, Michoacán, Puebla, Oaxaca, Chiapas, Campeche y Yu-
catán, en tanto que las de poder intermedio bajo pertenecen a Baja Cali-
fornia, Sonora, Sinaloa, Zacatecas, Querétaro y Morelos.

Fuente: Elaboración propia con datos de Flacso México/PNUD (2011).

Mapa 4.1 Índice de poder de los gobernadores (2011).

¿Cuáles son los efectos electorales del poder de los gobernadores? En 
la discusión pública local pareciera dominar la idea de que son conside-
rables y prácticamente ilimitados. Entre 1997 y 2011, hubo cinco elec-
ciones de gobernador en estados con Ejecutivo local con mínimo poder; 
en dichos comicios, el partido del gobernador repitió en la posición tres 
veces, y fue removido en dos (cuadro 4.5). En ese mismo periodo, hubo 
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44 elecciones de gobernador en estados con Ejecutivo con máximo po-
der, en 36 casos repitió el partido del gobernador. Puesto en porcentajes: 
mientras 60% de los partidos con gobernadores con mínimo poder repi-
ten tras celebrarse elecciones, 66% de los partidos con gobernadores con 
máximo poder lo hacen. Entonces, si bien la fuerza del gobernador incide 
sobre el resultado electoral, lo hace más el simple hecho de tener o no el 
control del Ejecutivo local.

Cuadro 4.4. Poder de los gobernadores y victoria en elecciones de gobernador (1997-2011)

IPG 1 IPG 2 IPG 3

Periodo Repite No repite Repite No repite Repite No repite

1997-2000 1 0 4 4 12 8

2001-2006 2 0 9 3 15 4

2007-2011 0 2 6 4 9 6

Totales
3

60%
2 19

63%
11 36

66%
18

IPG: índice de poder de los gobernadores, donde 1 es mínimo poder, 2 poder medio, y 3 máximo poder.

Fuente: Elaboración propia con datos de Flacso México/PNUD (2011).

Vínculo ciudadano

Una explicación distinta ya no sólo de la alternancia en la posición del 
Ejecutivo estatal, sino de la competitividad electoral, la concurrencia a las 
urnas y, en general, de la calidad de las democracias, es en función de la  
naturaleza del vínculo ciudadano con el gobierno nacional o subnacio-
nal. El punto de partida de esta postura es que, si bien las variaciones en 
el interés, involucramiento, seguimiento y las exigencias que le presen-
tan los individuos a sus gobiernos dependen de muchos factores, uno 
fundamental es el lazo fiscal, es decir, se asume que la cantidad de con-
tribuciones que el gobernado hace al financiamiento estatal, influirá en 
las expectativas y exigencias que le formulen a sus gobiernos. 

La propuesta aplica para unidades subnacionales y nacionales: si los 
gobiernos se financian con impuestos que cobran a sus gobernados, estos 
últimos estarán muy atentos de la manera en que se usan sus contribucio-
nes, por lo que su relación con los asuntos públicos tenderá a ser más ac-
tiva. Si, por el contrario, el Estado se financia con rentas extraordinarias, 
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como lo son los ingresos petroleros, mineros, subsidios fiscales federales 
o por vías internacionales, el vínculo gobierno-ciudadanos será débil. El 
primer tipo de relación favorecerá la democracia, en tanto que el segun-
do no. 

Un federalismo fiscal desequilibrado, como el mexicano, en el que los 
gobiernos estatales tienen muy pocas responsabilidades recaudatorias y 
ejercen proporciones considerables del gasto público, empieza por pre-
sentar el desafío del rentismo y la debilidad del vínculo ciudadano-go-
bierno en las entidades subnacionales.

Para examinar qué tan plausible es esta relación en los estados mexi-
canos, se utilizó un indicador de calidad de las democracias subnacionales, 
el Índice de Desarrollo Democrático de la Fundación Konrad Adenauer 
(IDD/FKA), que integra cuatro dimensiones: 1) la que distingue entre 
democracias y no democracias constituye un filtro dicotómico en que to-
das las unidades subnacionales mexicanas califican; 2) la que resume las  
variaciones entre los estados en la adhesión ciudadana a los procesos 
electorales y el respeto de los derechos y libertades civiles; 3) aquella que 
evalúa la calidad institucional y la eficiencia política de la democracia 
subnacional, y 4) la que da cuenta del poder efectivo para gobernar.

En 2010, Colima tuvo 8.8 en el IDD/FKA, es decir, el valor más alto 
conforme a esta medición, por lo que fue la de mayor desarrollo democrá-
tico; en tanto que, con 2.1, el valor más bajo lo tuvo Chiapas. Que los tres 
estados con más bajos valores en el IDD/FKA sean también los de ma-
yores niveles de pobreza y población indígena, sugiere asociación entre 
variables y tal vez el predominio de una medición sustantiva o por rendi-
mientos de la democracia, por lo que sólo utilizamos la tercera dimensión 
del IDD/FKA, es decir, la calidad institucional de la democracia.

¿Qué sucede si asociamos las entidades de la República Mexicana 
por sus niveles de calidad institucional, por un lado, y la cuantía de sus 
ingresos propios en la financiación de sus gobiernos como indicador de 
la naturaleza del vínculo ciudadano, por el otro? Conforme a lo espera-
do, de las once entidades con bajos niveles de calidad institucional de sus 
democracias, cinco cuentan con ingresos propios bajos y sólo tres con 
altos, lo que casi literalmente se entendería como si quienes participan 
en mayor medida del financiamiento del Estado lograran, o contaran, 
con que la calidad de su institucionalidad y funcionamiento democrá-
tico serán mejores.

instituciones electorales.indd   122 30/09/16   12:00 p.m.

Derechos reservados



Capítulo 4. Poder de los gobernadores, vínculo ciudadano y homicidios

123

Cuadro 4.5. Ingresos propios y calidad institucional y eficiencia política (2010)

Calidad institucional

Bajo Medio Alto Total

Abs. Porcentaje Abs. Porcentaje Abs. Porcentaje Abs. Porcentaje

Ingresos 
propios 

Bajo 5 45.45 3 27.27 3 27.27 11 100.00

Medio 3 30.00 3 30.00 4 40.00 10 100.00

Alto 3 27.27 4 36.36 4 36.36 11 100.00

Total 11 10 11 32

Fuente: Elaboración propia con datos de Flacso México/PNUD (2011) y de Fundación Konrad Adenauer, 
Coparmex y Poli Lat (2010).

La violencia

En 2006, el presidente Felipe Calderón anunció que el combate al cri-
men organizado, en particular el asociado al cultivo y tráfico de drogas 
ilegales, sería prioritario en su administración. El ejército y la mari-
na, así como una nueva policía federal consagraron muy buena parte 
de sus esfuerzos a esta lucha, en la que las policías municipales e in-
cluso las estatales, en algunos casos, revelaron no sólo su debilidad y 
falta de profesionalismo, sino la colusión de algunos de sus efectivos 
e incluso entre sus mandos con los cárteles de las drogas. Muchas or-
ganizaciones criminales fueron descabezadas o desarticuladas, mul-
tiplicándose el número de jefaturas y las rivalidades internas de estas 
organizaciones.

En 2008, el número de muertes violentas en el país revertía la baja 
acusada desde 1992: en 2010, la tasa de homicidios que ascendía a 22 
por cada cien mil habitantes, alcanzaba la de 1982, semejante, a su vez, a 
la de 1964, pero lejana al pico de violencia del siglo XX mexicano, cuan-
do en 1940 llegó a las 67 personas asesinadas por cada cien mil habitan-
tes. El incremento en el número de homicidios pasado el año 2006 se 
asoció a cambios importantes en su pauta de ocurrencia: mientras que 
en 2006 dos estados tenían el valor medio de los asesinatos por cada cien 
mil personas en el país 18 estaban por debajo de ese valor y 12 por arriba; 
en 2010, 25 estados estaban por abajo del valor medio y sólo 7 por arriba. 
Dicho de otro modo, más asesinatos (más del doble incluso), distribui-
dos de manera más desigual, generando entidades de muy baja frecuencia 
de asesinatos y otras de muy alta incidencia. 
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A la vez, los homicidios con violencia excepcional, muy probable-
mente debidos a rivalidad delincuencial, representaron cerca de la mitad 
del total de asesinatos en el país. A este incremento en el número de ho-
micidios, de los excepcionalmente violentos y a las nuevas pautas de con-
centración de éstos, lo podríamos denominar la nueva violencia mexicana.

¿De qué manera la nueva violencia mexicana incidió en la participa-
ción ciudadana, particularmente en las tasas de votación en las elecciones 
locales en México entre 2008 y 2011?, ¿se asoció, acaso, al fortalecimiento 
de alguna opción electoral en particular? Para responder a estas pregun-
tas, reunimos los resultados de 2457 elecciones municipales celebradas 
en el país en este periodo2 y correlacionamos, exploratoriamente, las ta-
sas de participación y las proporciones de votación por cada uno de los 
tres principales partidos con las tasas de homicidios, las tasas de muertes 
atribuibles a rivalidad delincuencial y las tasas de cambio en estos últi-
mos dos indicadores.

En la variación de la participación en elección municipal, la corre-
lación más fuerte se da con la concurrencia a las urnas registrada en la 
elección municipal pasada, a la que le sigue el margen de victoria pero 
en una proporción mucho menor, de signo inverso pero igualmente sig-
nificativa. Dicho de otra manera, a mayor participación en elecciones 
municipales pasadas, se espera mayor participación en elecciones pre-
sentes, en tanto que, a menor margen de victoria, es decir, cuanto más 
competida o cerrada sea una elección, también habrá mayor concurren-
cia ciudadana a las urnas.

Cuando se asociaron las tasas de homicidios por cada cien mil ha-
bitantes con la participación en elecciones municipales en 2008, 2009, 
2010, 2011 y 2012, se encontraron relaciones inversas y muy débiles 
—más incluso que la existente con el margen de victoria—, todas sig-
nificativas. Es decir, a más homicidios se esperaría, en efecto, menor par-
ticipación electoral, pero subrayo que la relación es precaria. No obstante, 
cuando la participación se asocia al incremento en las tasas de homicidios 

2	 México cuenta con 2440 municipios. La cifra que reunimos, sin embargo, no incluye a to-
dos, pues de los 570 municipios de Oaxaca, 418 eligen a sus autoridades conforme a usos 
y costumbres, es decir, sin acudir al sistema de partidos políticos y, por lo tanto, quedan ex-
cluidos de nuestra cuenta, en tanto que en los estados de Baja California Sur, Hidalgo y 
Nayarit computamos dos ciclos de elecciones municipales.
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de 2006 a 2009 y de 2007 a 2008, los efectos son también inversos y sig-
nificativos, pero más fuertes. 

Dicho de otro modo: que un año cualquiera haya más homicidios 
en un municipio, no necesariamente inhibirá la participación electoral, 
aunque tal vez lo haga, pero si de manera continuada se incrementa el 
número de asesinatos por dos o tres años, la participación electoral será 
inhibida. Otra constatación que surge de este análisis es que, si bien el 
número de homicidios en un año no incide fuertemente en la partici-
pación electoral, el número de asesinatos muy violentos —o lo que es 
lo mismo, muy visibles conforme la heurística de la disponibilidad lo 
sugiere—, presuntamente vinculados al crimen organizado, lo hace en 
mayor medida, casi con el mismo peso que la variación en dos o tres 
años en el número de muertes violentas en general o en los márgenes 
de victoria.

En cuanto a las proporciones del voto por el PRI, la relación también 
es directa, débil y significativa, esto es, en municipios con más asesinatos, 
parece incrementarse ligeramente la probabilidad de que gane el PRI. 
Por su parte, las victorias municipales del PAN parecieron indiferentes al 
incremento en el número de homicidios; en tanto que las del PRD mos-
traron un comportamiento dual, positivo en 2010 y 2009, y negativo en 
2006, 2007 y 2008, lo que significa que, en el primer periodo, el aumento 
de la violencia favoreció a este partido en términos de sus victorias elec-
torales en los municipios; en tanto que en el segundo lapso (2006-2008) 
le favoreció, pero en ambos casos muy débilmente.

¿Qué sucedió con estas mismas variables, es decir, participación y 
partido ganador, en las elecciones de gobernador? Para responder este 
cuestionamiento, agrupamos, por un lado, entidades de la república con-
forme a la incidencia de asesinatos, considerando que la distribución del 
fenómeno es, como ya dijimos, muy desigual: las que presentan menos 
de 37 homicidios por cada cien mil habitantes fueron consideradas con 
baja tasa de homicidios; las que tuvieron entre 37 y 72, fueron conside-
radas medias, mientras que las que arrojaron 73 o más, sólo una, de alta 
incidencia de asesinato. 

Debe considerarse que se incluyeron elecciones de Ejecutivo es-
tatal de 2008 a 2011, por lo que no se cubre la totalidad de las enti-
dades del país y optamos por limitar la exploración al voto del PAN y 
del PRI. En los estados con baja ocurrencia de homicidios, la tasa de 
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participación electoral en elecciones de gobernador fue de 57.9%; en 
tanto que en el estado de alta incidencia fue de 41.4%, es decir, poco 
más de 16% menos. 

Por su parte, el voto del PRI pasó, en este mismo par de grupos de 
estados, de 47 a 55%, o sea, aumentó ocho puntos porcentuales, mientras 
que el del PAN exhibió una suerte de U invertida, en el que las entidades 
con ocurrencia media de asesinatos fueron donde tuvo mejor desempe-
ño electoral (cuadro 4.7). Confirmando la pauta encontrada en el análisis 
con datos de elecciones municipales, a nivel de las contiendas de goberna-
dor, se diría que la violencia o, más precisamente, la ocurrencia de homi-
cidios en las entidades de la República Mexicana, al menos entre 2008 y 
2011, se asoció a menores tasas de participación electoral y al incremento 
del voto por el PRI.

Cuadro 4.6 Homicidios, tasas de participación y votación por gobernador

Rango de Hx100 mil Hab Media de Hx100 mil Hab Part. PRI PAN

Bajo (0- 36) 10 57.96 47.24 36.75

Medio (37- 72) 54 56.04 46.63 48.14

Alto (73-108) 108 41.41 55.49 39.14

Fuente: Elaboración propia con datos de Flacso México/PNUD (2011).

Finalmente, en el plano de los estados, y para incluir las 32 unida-
des federativas de México, se realizó la misma exploración, pero con da-
tos de las elecciones federales de 2012. Es decir, se examinó la relación 
entre violencia, indicada por el número de homicidios por cada cien 
mil habitantes, y las elecciones, enfocándose en la participación electo-
ral, así como en el voto para el PRI, el PAN, el PRD y Nueva Alianza 
(cuadro 4.8). 

Las entidades con más altas tasas de homicidios fueron Chihua-
hua, Sinaloa, Morelos, Guerrero, Nayarit, Michoacán, Quintana Roo, 
Sonora y Tamaulipas; las de nivel medio: Tlaxcala, Chiapas, San Luis 
Potosí, Baja California, Coahuila, Tabasco, Colima, Guanajuato, Jalis-
co, Aguascalientes y Zacatecas; en tanto que los de menor incidencia 
del fenómeno fueron Oaxaca, Querétaro, Distrito Federal, Baja Cali-
fornia Sur, Campeche, Hidalgo, Estado de México, Puebla, Veracruz 
y Yucatán.
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En cuanto a la concurrencia a las urnas, la relación fue inversa, no tan 
débil y bastante clara: en los estados con más altas tasas de homicidios, 
la participación fue de 59%; en tanto que en los estados con menor inci-
dencia de muertes violentas fue de 66%, esto es, la merma causada por 
la violencia sería cercana a 8%. Por su parte, el voto para el PRI tuvo su 
pico en los estados de violencia media, pero fue más alto en aquellos con 
mayor violencia que en los que presentan menor tasa de homicidios, re-
pitiéndose lo ya mostrado en los casos de elecciones municipales y de go-
bernador anteriores. 

El voto para el PAN, por su parte, también tuvo su pico en las entida-
des con un número intermedio de homicidios, pero el rendimiento elec-
toral de este partido fue mejor en los estados con pocos asesinatos que 
donde hubo más. 

El PRD experimentó su más alta votación en las entidades con más 
bajas tasas de homicidios, pero en donde la violencia fue mayor obtuvo me-
jor rendimiento electoral que en los estados con tasa media de homicidios. 

Por último, Nueva Alianza tuvo su mejor resultado electoral en los 
estados con tasa de homicidios media. 

Cuadro 4.7. Elecciones federales 2012 y homicidios

PRI PAN PRD NA Participación

Estados + 40.76 22.30 30.57 2.13 59.06

Estados +/- 43.51 27.61 27.56 2.86 62.69

Estados - 37.53 25.96 31.90 2.17 66.15

Fuente: ICESI (2011) e IFE (2012).

En suma, la tasa de homicidios por cada cien mil habitantes se aso-
ció positiva y significativamente a las tasas de participación electoral en 
las contiendas municipales y de gobernador de 2008 a 2011, así como 
en las elecciones federales de 2012. A la vez, el PRI obtuvo en estos 
años, y en estos distintos tipos de elección, mejores resultados donde 
hay más violencia que en las unidades con más bajos índices de homi-
cidios; en tanto que el PAN tuvo un desempeño electoral inverso y el 
PRD resultó un poco más errático, es decir, no sólo fue beneficiario elec-
toral del incremento en el número de muertes violentas en el país, sino 
que también damnificado.
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Conclusiones del capítulo

En un repaso puntual de las relaciones examinadas, la alternancia en  
el partido que controla los Ejecutivos estatales tuvo poca relación con el 
poder del gobernador, aunque persiste un patrón de continuidad parti-
dista en las gobernaturas,mientras que la fuerza del vínculo ciudadano 
con el Estado, visto a través del esfuerzo recaudatorio de los gobiernos 
locales, se relacionó positivamente con la calidad institucional de las de-
mocracias. Por su parte, las tasas de homicidios, su incremento y los 
asesinatos asociados al crimen organizado, se relacionaron efectivamen-
te a una disminución de las tasas de participación, lo mismo que en las 
elecciones municipales, estatales y federales. El efecto de la variación en 
las tasas de homicidios sobre la participación es mayor al de los homi-
cidios mismos. Los fallecimientos por presunta rivalidad delincuencial 
parecieran tener un efecto más pronunciado sobre la asistencia a las ur-
nas que los homicidios en general. A la vez, existe una relación entre pre-
ferencias electorales y violencia: el voto municipal del PRI se asocia de 
forma positiva pero débil al incremento de los homicidios; el voto mu-
nicipal del PAN parece indiferente al estado de las tasas de homicidios 
por cada cien mil habitantes; la relación entre el voto del PRD y la tasa 
de asesinatos por cada cien mil habitantes tuvo, a diferencia de la encon-
trada para el PRI y el PAN, un comportamiento dual. Este vínculo se 
repitió en elecciones estatales y las federales de 2012.

En suma, nuestra evidencia apunta en las direcciones sugeridas: la 
violencia parece incidir, ligeramente, en la disposición ciudadana a par-
ticipar en elecciones, pero también en el signo de las preferencias políti-
cas de las personas; el poder de los gobernadores no parece decisivo en 
la probabilidad de que candidatos de sus partidos ganen las contiendas 
electorales locales, al menos no en el periodo examinado. Por último, el 
nivel de rentismo de las unidades subnacionales en México también pa-
rece asociarse negativamente a la calidad del diseño y funcionamiento de 
los sistemas políticos subnacionales.

En términos empíricos, se atestigua la presencia de fenómenos rela-
tivamente nuevos y probablemente pasajeros, como la espiral de homi-
cidios ocurrida entre 2007 y 2011, que no parecen haber terminado y 
cuyas consecuencias todavía seguirán expresándose. Por otro lado, el po-
der de los gobernadores y la calidad del vínculo ciudadano con el Estado 
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resultan características estructurales del sistema político mexicano, sus 
unidades subnacionales y del arreglo fiscal mexicano, cuyos efectos sobre 
las contiendas electorales podrían haberse estabilizado y perdurar en el 
futuro próximo. Sobre estas características coyunturales y estructurales, 
es pertinente preguntarse ¿cuál es el mecanismo de estas asociaciones y 
cuál el vínculo entre sí?, ¿tenemos una explicación plausible no sólo de las 
relaciones y las maneras en que ocurren, sino de la secuencia entre ellas, 
la dirección de la causalidad, la presencia de otras variables subyacentes u 
operantes? Ésta parece ser la asignatura siguiente en la investigación de la 
política subnacional en México.
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Capítulo 5 
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Flacso México.

En este capítulo se abordan en detalle los factores relacionados con la 
calidad de las elecciones en el Estado de México bajo el supuesto de que 
está influida por las reglas, instituciones y prácticas existentes, tanto en 
la administración electoral, como en la resolución de conflictos de este 
tipo. No es la intención señalar si los procesos electorales mexiquenses 
son de alta o baja calidad. El objetivo es entender las dinámicas políticas 
que, debido a la normativa constitucional-legal existente, se producen 
alrededor de lo que se conoce como gobernanza electoral (Mozaffar y 
Schedler, 2002), y estimar cómo influyen en las condiciones de compe-
tencia entre las distintas fuerzas políticas. 

Desde la irrupción de la democracia en países en los que anteriormen-
te prevalecían regímenes autoritarios, a la ciencia política le ha preocupado 
que las elecciones por las que se nombran gobernantes y representantes 
sean limpias y transparentes. En ese afán, varios estudios han elaborado 
listas de atributos que es deseable encontrar en los procesos electorales 
(Elklit y Reynolds, 2000). Sin embargo, los acontecimientos han mostra-
do que es posible que elecciones de alta calidad, en relación con el cum-
plimiento de los mencionados atributos, generen desconfianza sobre el 
resultado final, por ejemplo, cuando la diferencia entre ganadores y perde-
dores es muy estrecha, o cuando se interpreta que errores técnicos tienen 
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un trasfondo político para favorecer a algún candidato (lo que es usual en 
contextos de alta polarización política).1 Las mediciones sobre la calidad 
de las elecciones —no obstante que tengan la intención de ser objetivas y 
resultar de amplia utilidad al permitir detectar ámbitos de fragilidad nor-
mativa e institucional— tienen la limitante de no capturar aspectos re-
lacionados con la confianza sobre el proceso electoral y la legitimidad de 
sus resultados. 

En el presente estudio de caso que evalúa los procesos electorales en 
el Estado de México se han considerado cuatro factores para arribar a 
una imagen tanto del ámbito objetivo (relacionado con su administra-
ción y organización), como del de las percepciones sobre su desarrollo y 
resultados, esto es: 1) el marco jurídico-electoral existente, 2) las insti-
tuciones que los administran y regulan, 3) la percepción ciudadana so-
bre su limpieza, y 4) la dinámica política que ocurre a su alrededor y la 
relación entre los actores participantes. Los dos primeros suelen ser el 
núcleo de las mediciones que dan cuenta de la calidad objetiva de las 
elecciones (para Elklit y Reynolds son los factores más importantes de 
todo proceso electoral), en tanto que los dos últimos pertenecen al ám-
bito perceptual, ya sea de forma directa (el tercero) o indirecta (el cuar-
to, ya que la percepción sobre la limpieza de las elecciones, en este caso, 
está influida por las relaciones existentes entre los actores involucrados 
en los procesos electorales). Este abordaje permitirá tener un panorama 
amplio y completo para evaluar cómo funcionan las elecciones en dicha 
entidad federativa.

Marco jurídico-electoral del Estado de México

De 1990 a la fecha, el Estado de México ha tenido tres grandes reformas 
institucionales en su diseño electoral2 en los años de 1990, 1996 y 1998; 
mismas que se iniciaron por la influencia de los cambios constitucionales 

1	 IDEA (2010) advierte que, debido a su alta complejidad y a los problemas de coordinar a 
miles de operadores, en todas las elecciones existen errores administrativos y técnicos. En 
consecuencia, generar confianza sobre los resultados electorales es un permanente reto. 

2	 Tomado principalmente de la Web del Instituto Electoral del Estado de México, <http://
www.ieem.org.mx/acerca/historia.html> y de la del Tribunal Electoral del Estado de Mé-
xico, <http://www.teemmx.org.mx/antecedentes.htm>. 
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en el plano federal de 1986 y por la expedición del Código Electoral Fe-
deral de 1987. 

Previo a la reforma constitucional estatal de 1990, un órgano políti-
co regulado hasta ese momento por la Ley de Organizaciones Políticas y 
Procesos Electorales de 1978 era el que administraba el sistema jurisdic-
cional electoral. En consecuencia, la tendencia para juzgar y calificar las 
elecciones era política.3 A partir de esta reforma, y buscando eliminar la 
injerencia del Poder Ejecutivo local en la toma de decisiones contencio-
so-electorales, se estableció el Tribunal Electoral del Estado de México 
(TEEM), un tribunal electoral autónomo encargado de resolver las im-
pugnaciones que se presentaban en materia electoral.

Con la posterior reforma integral a la Constitución estatal que entró 
en vigor en 1996, se puso en marcha un nuevo sistema de medios de im-
pugnación en materia electoral y se creó el Instituto Electoral del Estado 
de México (IEEM), un órgano de administración electoral especializa-
do que reemplazó a la Comisión Estatal Electoral, que se encargaba de 
la organización de las elecciones estatales y sobre la que el gobierno te-
nía gran influencia, debido a que se componía de dos representantes del 
Poder Ejecutivo (el secretario general de Gobierno y el director general 
de Gobernación), un diputado local, un representante por partido polí-
tico registrado y un secretario. Igualmente se modificaron aspectos im-
portantes en el sistema electoral estatal, destacando principalmente: 1) 
que se aumentó la integración del Poder Legislativo, la cual pasó de 40 a 
45 distritos electorales (en cada uno de ellos se elige a un legislador por 
voto directo) y de 26 a 30 diputados elegidos por representación propor-
cional, lo que significó que los legisladores crearon de 66 a 75; y 2) que 
se desarrollaron aspectos relacionados con el Tribunal Electoral y con el 
Instituto Electoral, referidos a la cantidad de integrantes y sus nombra-
mientos, el origen de su patrimonio, y una descripción de sus funciones. 

Con la reforma constitucional de 1998 se trataron aspectos electo-
rales; dos de los más relevantes consistían en otorgar rango constitucio-
nal al IEEM y mencionar que se debía establecer un tope máximo en los 
gastos de campaña. Asimismo, el IEEM pasó a ser una institución au-
tónoma, con patrimonio propio y encargada de la organización de los 

3	 Resulta por demás ilustrativo que el propio TEEM señala esto en su Web.
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comicios. Asimismo, se redujo el porcentaje para mantener el registro 
como partido político y el derecho al financiamiento: de 2 a 1.5%.

En este periodo de cambios, no todo fueron reformas constituciona-
les. Así, en 1996 se creó el Código Electoral del Estado de México (to-
davía vigente), que derogó la Ley de Organizaciones Políticas y Procesos 
Electorales, expedida en 1978. El actual código electoral ha sufrido trece 
modificaciones hasta 2011, de las cuales siete se hicieron en 2010. 

A lo largo de estos tres grandes momentos de reforma, el Estado de 
México logró importantes avances a nivel administrativo y jurisdiccional 
en cuanto al diseño institucional, para alcanzar no sólo una mayor aper-
tura del sistema político —con la incorporación de mayor cantidad de 
distritos electorales y una baja en el umbral para el registro y financiación 
de los partidos políticos—, sino también para dar mayor transparencia al 
proceso político —otorgando condiciones para la independencia y trans-
parencia de las dos instituciones creadas para encargarse de los distintos 
aspectos de este proceso: el Tribunal Electoral y el Instituto Electoral—. 
Convienes subrayar que estas reformas locales se aplicaron casi simul-
táneamente a los cambios en el nivel federal; así, el Estado de México se 
colocaba a la vanguardia de las transformaciones nacionales en materia 
electoral.

Elecciones y partidos políticos 

El Estado de México cuenta con un padrón electoral de 10 964 640 de 
personas, de los 84 864 713 registradas en el padrón nacional, lo que 
representa el 13% del total.4 La gubernatura estatal está dominada por 
el Partido Revolucionario Institucional (PRI) desde hace más de se-
tenta años, lo que despierta interrogantes en torno a si las condiciones 
de competencia política prevalecientes son equilibradas. No obstante, 
el sistema de partidos de esta entidad, en las últimas dos décadas, se 
ha caracterizado por su competitividad en lo que se refiere a elecciones 

4	 Datos de la Web del Instituto Federal Electoral, <http://www.ife.org.mx/portal/site/
ifev2/Estadisticas_Lista_Nominal_y_Padron_Electoral/>, y del portal del IEEM, 
<http://www.ieem.org.mx/numeralia/lista_nominal.html>, actualizados para marzo y 
julio de 2012, respectivamente.
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legislativas y municipales, puesto que las tres principales fuerzas políti-
cas del país —PAN, PRI y PRD— tienen presencia significativa (Vera, 
2003). Esto, en primera instancia, remite a un escenario político com-
plejo, en el que coexiste una tendencia histórica caracterizada por un 
mayor pluralismo político en el Congreso y en los ayuntamientos, pero 
con la falta de alternancia en el Ejecutivo estatal. 

Pese a que el panorama político de la entidad se ha pluralizado de-
bido a la presencia de los tres principales partidos políticos del país en 
las contiendas electorales, el PRI conserva un mayor peso, no sólo por-
que su candidato siempre ha resultado ganador en las elecciones para 
gobernador,5 sino porque sus niveles de votación han ido en ascenso en 
los últimos años, revirtiéndose la tendencia decreciente previa.6 A raíz de 
ello, en la LVII legislatura (2009-2012),7 este partido logró obtener la 
mayoría absoluta de escaños, con 39 curules (52%), seguido del Partido 
Acción Nacional (PAN), con doce y del Partido de la Revolución De-
mocrática (PRD), con ocho. Una situación similar en las elecciones para 
ayuntamientos de 2009:8 el PRI ganó 97 municipios (77%),  el PAN 
doce, y el PRD seis.9 

De lo anterior se observa que el Estado de México ha sufrido modi-
ficaciones en su sistema de partidos desde 1990, lo que ha dado cabida 
a nuevos actores políticos, junto a la reciente tendencia a una nueva con-
centración del poder en un único partido, el PRI. 

La periodicidad y frecuencia de las elecciones en esta entidad han 
sido una constante. Por ejemplo, de 1990 a la fecha se han realizado de 
manera regular cuatro elecciones para gobernador, siete para la legislatu-
ra estatal y el mismo número para conformar los ayuntamientos, como se 

5	 Un interesante trabajo que plantea una explicación a la nula alternancia en el Ejecutivo 
mexiquense lo elaboraron Arzuaga, Espinoza y Niño (2007).

6	 Pese al menor éxito en los resultados electorales del PRI en el Estado de México desde 
1981, descrito en algunos trabajos (Emmerich y Arzuaga, 1999; Vera, 2003), en los últi-
mos años su votación ha sido ascendente. 

7	 Datos tomados del portal del Poder Legislativo del Estado de México, <http://www.
cddiputados.gob.mx>.

8	 Datos tomados del portal del IEEM, <http://www.ieem.org.mx/numeralia/result_
elect.html>.

9	 Para evidenciar que la reversión de la tendencia abarca también a los ayuntamientos, tó-
mese en cuenta que Vera (2003) señalaba que ningún partido dominaba el nivel munici-
pal en el estado.
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muestra en el cuadro 5.1.10 Esto muestra que el dominio político priista, 
que ha prevalecido en el estado durante tanto tiempo, particularmente en 
la gubernatura, no se sustentó en virtud de la no realización de elecciones.

Cuadro 5.1. Elecciones en el Estado de México 1990-2011

Año Gobernador Diputados Ayuntamiento

1990 X X

1993 X X X

1996 X X

1999 X

2000 X X

2003 X X

2005 X

2006 X X

2009 X X

2011 X

Fuente: Elaboración propia.

Medios de impugnación contencioso electoral  
y derechos políticos

Los medios de impugnación en materia contencioso electoral se encuen-
tran descritos en el Libro Sexto del Código Electoral local. Allí están 
establecidos los recursos de a) revisión, b) apelación, y c) juicio de in-
conformidad. El primero es competencia del Consejo General del IEEM 
y los dos últimos pertenecen al ámbito del TEEM. Los canales de acce-
so a estos recursos tienen limitaciones, especialmente para los ciudada-
nos, quienes únicamente están legitimados para interponer el recurso 
de apelación durante la preparación de la elección, es decir, en una sola 
etapa. En tanto, los partidos políticos y coaliciones tienen a su dispo-
sición cualquiera de los tres medios de impugnación y la capacidad de 
usarlos en todas las etapas del proceso electoral e incluso entre procesos 
electorales. En el cuadro 5.2 se condensa la regulación de los medios de 

10	 Adicionalmente, se realizaron tres elecciones extraordinarias de ayuntamiento en 2003, en 
los municipios de Atenco, Chalco y Tepotzotlán.
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impugnación electoral establecida en el Código Electoral del Estado de 
México.11 Por lo anterior, se puede sostener que los recursos judiciales 
dentro de los procesos electorales se han diseñado para garantizar en 
especial los intereses de los partidos políticos, y no para facilitar la pro-
tección de los derechos electorales ciudadanos. 

Cuadro 5.2. Medios de impugnación electoral

Actor
Entre procesos  

electorales

Durante el proceso electoral

Etapa de preparación Etapa de resultados

Partidos políticos Apelación Revisión y apelación Juicio de inconformidad

Organizaciones que 
aspiran a ser partidos

Apelación

Ciudadanos Apelación

Fuente: Elaboración propia a partir de la regulación del Código Electoral del Estado de México. 

Los partidos políticos han usado en gran medida los medios de im-
pugnación con que cuentan: si se observan los recursos resueltos por el 
TEEM para las elecciones del periodo 2005-2012, el 63% fueron jui-
cios de inconformidad, que sólo pueden presentar los partidos políticos 
o coaliciones; y el 37% restante fueron recursos de apelación presentados 
tanto por partidos, como por ciudadanos y organizaciones interesadas en 
convertirse en partidos políticos.

Cuadro 5.3. Evolución de recursos contencioso-electorales

Juicios de inconformidad Recurso de apelación

Proceso electoral 2005-2006 152 —

Proceso electoral 2009 174 43

Proceso electoral 2010 — 33

Proceso electoral 2011 29 112

Proceso Electoral 2012 — 19

Fuente: Elaboración propia con datos de la Web del TEEM,  <http://www.teemmx.org.mx/Sentencias/
default.htm>. Consultado el 13 de julio de 2012.

11	 Según lo establecido en el artículo 302 y 302bis del Código Electoral del Estado, disponible 
en <http://www.teemmx.org.mx/Transparencia/Archivos por ciento20pdf/Legislacion 
por ciento20Local/Codigo por ciento20Electoral por ciento20del por ciento20Estado por 
ciento20de por ciento20Mexico.pdf>. Consultado el 13 de julio de 2012.
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De lo anterior se desprende que no sólo el sistema de medios de 
impugnación en materia electoral en el Estado de México está diseñado 
para brindar mayores garantías a los partidos políticos que a los ciuda-
danos, sino que, además, estas mejores garantías son empleadas por los 
partidos políticos en mayor medida que los ciudadanos.

Instituciones de administración y justicia electoral

¿Por qué es relevante analizar a los órganos que administran elecciones 
y resuelven sus conflictos? En procesos electorales, los partidos polí-
ticos son los jugadores, el marco normativo es el conjunto de reglas 
regulador, y las instituciones de administración y justicia electoral las 
encargadas de que éstas se cumplan. Para ello, usualmente se les reco-
nocen las facultades de autorizar, vigilar y sancionar a los jugadores. 
Es tal la importancia que la ciencia política y los estudios electorales 
han dado a estas instancias, que actualmente se asume que no es posi-
ble celebrar elecciones de calidad sin que dichas instituciones se des-
empeñen con un alto nivel de profesionalismo e imparcialidad. Para 
que eso ocurra, además se requiere de un diseño que elimine o reduzca 
la posibilidad de que respondan a intereses particulares (IDEA, 2006; 
2010). No obstante, ello no implica una garantía contra el desequili-
brio en la competencia o contra las prácticas violatorias de las leyes 
electorales.12

Con la reforma a la Constitución local y la adopción del código elec-
toral de 1996, se cristalizaron las principales características de diseño ins-
titucional que en la actualidad rigen los aspectos electorales en el Estado 
de México. Siguiendo el modelo federal, en esta entidad la administra-
ción y organización de elecciones está a cargo del IEEM, y la imparti-
ción de justicia electoral es atribución del TEEM. Ambas instituciones 
se analizan enseguida.

12	 Al respecto, un desarrollo teórico se encuentra en nuestro capítulo sobre justicia elec-
toral y calidad de las elecciones en los estados de la República Mexicana, incluido en 
este volumen.
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Instituto Electoral del Estado de México

Tras la reforma de 1998, se elevó a rango constitucional la figura del 
Instituto Electoral del Estado de México, que, fruto de la reforma de 
1995, había sido creado con el código electoral de 1996 como una ins-
titución pública y autónoma, con personalidad jurídica y patrimonio 
propio, a cuyo cargo se encuentra la organización, desarrollo y vigilan-
cia de los procesos electorales para las elecciones de gobernador, dipu-
tados a la legislatura del estado y miembros de ayuntamientos. Hasta 
1996, estas funciones estaban a cargo de la extinta Comisión Estatal 
Electoral, que desapareció en ese año. El órgano superior de dirección 
del IEEM es el Consejo Superior, que se integra por un consejero presi-
dente y por seis consejeros electorales, los cuales se eligen en sesión del 
pleno de la legislatura del estado, con el voto de las dos terceras partes 
de los diputados presentes, previa convocatoria pública y mediante el 
mecanismo que para tal efecto establezca la Junta de Coordinación Po-
lítica de la propia legislatura. Asimismo, se integra con un representan-
te de cada partido político13 y un secretario ejecutivo general, quienes 
asistirán con voz, pero sin voto. 

Dentro de las actividades a su cargo, establecidas detalladamente en 
el artículo 11 constitucional, se encuentran las relativas a la capacitación 
y educación cívica; geografía electoral; derechos, prerrogativas y fisca-
lización del financiamiento público y gastos de los partidos políticos; 
vigilancia, auditoría y actualización del padrón y la lista de electores; 
preparación de la jornada electoral; los cómputos, declaraciones de vali-
dez y otorgamiento de constancias de mayoría en la elección de gober-
nador, diputados y ayuntamientos; la expedición de las constancias de 
representación proporcional; y la regulación de los observadores electo-
rales y de las encuestas o sondeos de opinión con fines electorales.

Como ya se expuso en el capítulo de Méndez en este libro, el IEEM 
está clasificado en el rango “medio” en cuanto a independencia, partidis-
mo y profesionalismo. Respecto de estas tres características, el IEEM se 
ubica en los grupos con mayor cercanía a lo que se espera encontrar en de-
mocracias más consolidadas; es decir, su diseño muestra una institución 

13	 Los partidos políticos que actualmente tienen representante en el Consejo Superior del 
IEEM son: PAN, PRI, PRD, PT, PVEM, Movimiento Ciudadano y Nueva Alianza. 
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independiente, eficiente y no partidizada. Todo ello hace más probable 
un desempeño imparcial apegado al marco legal mexiquense que no be-
neficie a algún partido en particular. Por ejemplo, la designación de con-
sejeros sigue un procedimiento afín a la pluralidad que, como se indicó, 
exige el acuerdo de una mayoría calificada en el Congreso estatal. Ade-
más, el gobernador no tiene poder para vetar los nombramientos. Tam-
bién se puede mencionar que el encargo en el IEEM dura cuatro años, 
con la posibilidad de extenderse a ocho, un periodo más extenso que la 
duración de quienes nombran a los consejeros.

El proceso de designación descrito reduce la posibilidad de que un 
partido político monopolice las decisiones sobre el nombramiento de 
los integrantes del Consejo Superior del IEEM, y también disminuye la  
capacidad del Ejecutivo estatal de incidir en éstas. Por otro lado, el pe-
riodo de cuatro años en el cargo da menos probabilidad de que los con-
sejeros se sientan comprometidos a responder a los intereses de los 
legisladores que los nombraron, ya que éstos permanecen en sus curu-
les sólo tres años. La posibilidad de ser reelectos, además, proporciona 
un incentivo para que tengan un buen desempeño, apegado a los prin-
cipios de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad y objetividad 
que deben regir la labor del IEEM, según la Constitución del estado. 

Otros aspectos que abonan a que el IEEM tenga un diseño institu-
cional afín con condiciones de pluralidad democrática es que, quienes as-
piran a ser consejeros, no deben haber ejercido cargo alguno de elección 
ni haber sido postulados como candidatos en los últimos cinco años pre-
vios a la designación. Ello implica que un postulante que, por ejemplo, 
haya sido diputado o candidato debe permanecer al menos una legislatu-
ra (y en la mayoría de los casos dos periodos legislativos) alejado del Con-
greso estatal para buscar ser consejero, lo que reduce la posibilidad de 
que su anterior encargo influya favorablemente en que su intención sea 
efectiva. Además, en virtud de que el tiempo que debe mantenerse aleja-
do de la política electoral como jugador partidista es más extenso que el 
que duraría su encargo en el IEEM, se reducen los incentivos de que los 
miembros de los partidos más activos en la política estatal —y, por tan-
to, más comprometidos en términos partidistas— busquen ser parte del 
Consejo Superior. En todo caso, quienes tuvieron cargos de elección de-
ben construir una carrera extrapolítica (y una reputación en ese espacio), 
para luego buscar integrarse al IEEM. Todo ello hace menos probable 
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que personajes que claramente tenderían a favorecer a un partido políti-
co específico lleguen a ser consejeros.

La afinidad con la pluralidad para tomar decisiones también se ob-
serva en los procedimientos previstos para la remoción de consejeros 
electorales. El Código Electoral del Estado de México prevé que, ante fal-
tas consideradas graves, el Consejo Superior del IEEM, por mayoría de 
votos, remite al Congreso estatal la posible destitución de alguno de sus 
miembros, y dicha instancia define el asunto por el voto de una mayo-
ría calificada correspondiente a las dos terceras partes de sus miembros. 
Nuevamente, destaca la no intervención del Ejecutivo en este proceso y 
el necesario acuerdo de una amplia mayoría de diputados que debe exis-
tir al respecto, lo que hace menos probable el revanchismo político hacia 
consejeros que hubieran perjudicado los intereses de algún partido. Una 
vez más, esto abona a la imparcialidad, objetividad e independencia con 
que debe conducirse el instituto electoral, de acuerdo con lo establecido 
por la Constitución estatal.

Un indicador de la pluralidad que impera en el nombramiento de 
los consejeros electorales es que quienes se encuentran actualmente en 
esos cargos fueron nombrados, en 2009, por consenso de todo el Con-
greso estatal, lo que significa que los partidos de oposición al PRI los 
avalaron. Tan sólo uno de los consejeros designados recibió algunos vo-
tos en contra (7), pero la votación a su favor fue ampliamente mayori-
taria (58, lo que implicó casi el 90% de los legisladores presentes en la 
sesión).14 Esto lo destaca y exhibe uno de los consejeros entrevistados 
en el desarrollo de este trabajo,15 como prueba de la independencia que 
caracteriza al IEEM:

El Instituto Electoral del Estado de México es un órgano autónomo y no-
sotros no tenemos ni guardamos ninguna dependencia con ninguno de 
los poderes constituidos, ni del ejecutivo, ni del legislativo, ni del judicial  
[…] hubo más de cien aspirantes para consejeros y fuimos sujetos a un par 
de exámenes, uno de conocimientos, y una entrevista. Hasta donde yo re-

14	  Según notas periodísticas de ese año, por ejemplo, <http://www.oem.com.mx/esto/no-
tas/n1285846.htm>. Consultado el 13 de julio de 2012.

15	 Por razones de confidencialidad se omiten los nombres de los entrevistados.
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cuerdo, los siete consejeros fueron aprobados por el pleno de la legislatura, 
salvo la excepción de un consejero que siete diputados votaron en contra.

No obstante que el diseño del IEEM se apega a lo normalmente 
deseable en instancias autónomas que organizan elecciones para que 
éstas sean justas y equitativas (IDEA, 2006) en términos democráti-
cos, es relevante preguntarse por qué en el Estado de México no se ob-
serva otro fenómeno con el que suele caracterizarse a las democracias: 
la alternancia en el partido de gobierno. Es decir, ¿cómo explicar un 
diseño que incentiva la independencia y el apartidismo del instituto 
electoral con resultados electorales que únicamente benefician a un 
partido político? Si se toma en cuenta que el diseño institucional des-
crito sólo tendrá los efectos deseados (toma de decisiones plurales que 
redunden en un ejercicio imparcial del órgano electoral), si ciertamen-
te existe pluralidad en el poder político, es posible un escenario en el 
que el dominio político de un partido impida que los efectos anticipa-
dos se consigan. En el cuarto apartado se indagará esta posibilidad para 
el Estado de México.

Tribunal Electoral del Estado de México

El artículo 13 de la Constitución local establece un tribunal electoral 
de carácter autónomo, con funcionamiento permanente, personalidad 
administrativa y patrimonio propio, conformado por cinco magistrados 
que ejercen su encargo durante seis años, sin posibilidad de ser reelectos. 
Éstos son nombrados, de acuerdo al artículo 282 del Código Electoral, 
por la legislatura estatal de entre los ciudadanos propuestos por el Con-
sejo de la Judicatura del Tribunal Superior de Justicia y con el voto de 
las dos terceras partes de los miembros presentes.

El TEEM es la máxima autoridad jurisdiccional en materia electo-
ral, por lo que le corresponde resolver, definitiva e inatacablemente,16 las 

16	 No obstante este señalamiento previsto en el Código Electoral, conviene considerar que el 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación puede conocer de impugnaciones 
electorales estatales, llegando incluso a alterar las resoluciones de, en este caso, el TEEM 
(véase Barruecos, 2003). 
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impugnaciones en contra de los actos y resoluciones del IEEM, a través 
de los medios establecidos en la ley de la materia, así como las determina-
ciones sobre imposición de sanciones por parte de ese instituto. También 
es de su competencia emitir fallos en juicios de inconformidad contra los 
resultados de una elección.

En el capítulo 2 de este libro se evaluaron dos aspectos de diseño 
institucional en estos tribunales: independencia y transparencia. As-
pectos medidos con indicadores agregados que se construyeron a par-
tir de diversos factores (instancias que definen el nombramiento de 
magistrados, instancias que definen su destitución, disponibilidad en 
internet de las sentencias del tribunal, etc.), y luego se obtuvo un indi-
cador global de diseño institucional. El supuesto que guió ese capítulo 
fue que mayor independencia y transparencia favorecen un desempeño 
imparcial de los tribunales estatales electorales, lo que abona a la cali-
dad de las elecciones y a la confianza en sus resultados. En las medicio-
nes de independencia y transparencia realizadas, el Estado de México 
se ubicó en el quinto lugar a nivel nacional, y en el indicador final de 
diseño institucional obtuvo, junto con el Distrito Federal, el segundo 
puntaje más elevado, sólo por detrás de Michoacán. Esto significa que 
el TEEM tiene el potencial para un desempeño imparcial y acorde a lo 
que se esperaría encontrar en las condiciones más democráticas. 

Los procedimientos de designación y de remoción de magistrados, 
así como la duración de su cargo, nos proporcionan información sobre 
sus incentivos para mantener un desempeño objetivo e imparcial en sus 
funciones en el TEEM. Aunque las reglas de postulación para ser ma-
gistrado son más restringidas que las que rigen para ser consejero del 
IEEM (la formación en derecho y la experiencia jurisdiccional son muy 
importantes en un órgano como éste), el mecanismo de toma de decisio-
nes políticamente plurales se mantiene, ya que, como ya se ha señalado, 
el Congreso estatal debe reunir una mayoría calificada para nombrar a 
cada uno de los magistrados que integrará el tribunal. Así, se reducen las 
posibilidades de que la impartición de justicia electoral sea sesgada para 
beneficiar a un partido político en particular.

De acuerdo con el artículo 284 del Código Electoral local, los ma-
gistrados permanecen en sus cargos seis años, sin posibilidad de reelec-
ción. Este periodo es mayor a la duración del encargo de los diputados, 
lo que reduce la posibilidad de que quienes resulten seleccionados en el 

instituciones electorales.indd   145 30/09/16   12:00 p.m.

© Flacso México



Mario Torrico y César Valderrama

146

TEEM sean influidos en sus fallos por quienes integraron la legislatu-
ra que los designó. No obstante, la ausencia de reelección en el cargo no 
provee incentivos para que un buen desempeño les permita ser ratifica-
dos, por lo cual, quienes aspiren a ser magistrados electorales, segura-
mente estarán centrados durante los últimos meses de sus encargos en 
buscar otros ámbitos laborales dónde desenvolverse. Aunque esto últi-
mo ocurriría de todas formas si se reeligieran, es preferible que haya la 
posibilidad de que suceda cada doce años en lugar de cada seis. Una se-
gunda opción para brindar más certidumbre y objetividad a la labor del 
TEEM sería la extensión del periodo de los magistrados, con la idea de 
que no coincida con la duración del cargo de gobernador.

De manera adicional a los requisitos para ser consejero en el IEEM, 
los postulantes al cargo de magistrado electoral deben poseer título de 
abogado, lo que obedece a la naturaleza jurisdiccional del TEEM. Esto 
significa, al igual que se indicó en el apartado anterior, que se reducen las 
posibilidades de que los miembros más activos de los partidos y vincula-
dos a sus dirigencias busquen el encargo en el tribunal electoral, ya que 
durante el tiempo de su cargo deben estar alejados de la actividad políti-
ca. Una vez más, para ser magistrado es necesario trazar y mantener una 
carrera y una reputación extrapolíticas, lo que haría menos probable que 
sean nombrados en dichos cargos personajes dispuestos a jugarse esto 
para beneficiar abiertamente a algún partido por encima de los demás. 
Y, de presentarse esta situación en algún caso, aun sea menos probable 
que se dé la designación de tres magistrados (con los que se tendría ma-
yoría en las resoluciones del tribunal).

La remoción de magistrados sigue un procedimiento muy similar 
al ya expuesto sobre los consejeros electorales. Por mayoría de votos del 
TEEM (es decir, de tres magistrados), se remite al Congreso estatal el 
dictamen de quien se considera ha incurrido en faltas graves. Esta ins-
tancia se constituye en Gran Jurado de Sentencia, requiriéndose el voto 
de las dos terceras partes de los diputados presentes para proceder a 
la destitución. Esto significa que en ningún caso está en manos de un 
único partido político o de un solo órgano la suspensión de los magis-
trados electorales, lo que aminora las posibilidades de revanchismo po-
lítico. Por ende, la pluralidad en la toma de decisiones sobre quiénes 
nombrar al frente del tribunal electoral se mantiene cuando se trata de 
su posible remoción.
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Un indicador de la pluralidad en el nombramiento de magistra-
dos electorales es que la actual composición del TEEM se acordó por 
unanimidad en el Congreso mexiquense, de modo similar a lo ocurri-
do con el IEEM.17 Al respecto, uno de los exmagistrados entrevistados, 
reconociendo que los partidos o el Ejecutivo estatal buscan influir en 
dicha designación, destaca que el procedimiento previsto permite aislar 
la influencia política, lo que redunda en que el tribunal tenga un desem-
peño imparcial:

Los magistrados son propuestos por la Judicatura, no por las fracciones 
parlamentarias. Sin lugar a dudas puedo decir que puede haber alguna in-
fluencia de los partidos políticos y del ejecutivo, puede darse ese caso en el 
Consejo de la Judicatura, pero ya la propuesta en el momento en que sale 
del Consejo de la Judicatura, pues aísla o separa un poco a los magistrados 
de esto […] el Tribunal ha logrado a través de estos años mantener una 
autonomía y mantener una postura firme de poder emitir sus resolucio-
nes libremente.

Al igual que sucedió cuando se analizó el diseño del IEEM, resulta 
hasta cierto punto sorprendente la coexistencia de un diseño institucio-
nal en el TEEM acorde a un contexto democrático —algo congruente 
con la pluralidad política en la toma de decisiones— con una situación 
política que carece de alternancia de partido en el gobierno del estado. 
Aunque en las democracias el poder no se concentra sólo en el Ejecu-
tivo, la alternancia del partido en ese cargo se toma, como ya fue seña-
lado, como indicador de cuán democrático es el régimen, por lo que el 
dominio político de un sólo partido siempre se verá con suspicacia. No 
obstante, también es necesario considerar el equilibrio de fuerzas en el 
Congreso estatal, pues ello revelará si en esta instancia hay condiciones 
de pluralidad política que permitan que el diseño descrito tenga los re-
sultados esperados: que una sola fuerza política no monopolice las de-
cisiones sobre nombramiento y remoción de funcionarios electorales y 
oriente a favor suyo su desempeño.

17	 Según notas periodísticas, por ejemplo, <http://elinformantemexico.com/content/view/ 
7415/47/>. Consultadas el 13 de julio de 2012.
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Distribución del poder en el Estado de México:  
¿concentración o pluralidad?

Como ya se dijo arriba, la pluralidad en la distribución del poder es una 
condición para que el diseño institucional del IEEM y del TEEM tenga 
los efectos deseados de imparcialidad en la administración de elecciones 
y en la impartición de justicia electoral. En este apartado se analizan 
tanto la votación que obtuvieron los distintos partidos políticos en los 
procesos electorales para gobernador y Congreso estatal, como la inte-
gración de estas instancias. El umbral de tiempo escogido es de más de 
una década y permitirá examinar las tendencias existentes.

Nota: Se reporta la votación de los tres partidos más importantes, con independencia de que 
se hayan presentado o no en coalición con partidos más pequeños.

Fuente: Elaboración propia con datos del IEEM, <http://www.IEEM.org.mx/numeralia/result_
elect.html>. Consultados el 13 de julio de 2012

Grafica 5.1. Resultados en elecciones para gobernador del Estado de México (porcentajes).

En la gráfica 5.1 se observa que, a pesar de que el PRI ha resultado 
vencedor una y otra vez en las elecciones para gobernador, a finales del 
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siglo XX apareció una situación de mayor competencia política, pues 
el nivel de votación para ese partido disminuyó de manera importante 
y la de los opositores aumentó. Aunque esto no derivó en alternancia, 
implicó un mayor peso del PAN y del PRD en el Estado de México, lo 
que significa que el partido gobernante debía aparentar formas demo-
cráticas en su proceder. Empero, las elecciones de 2005, y en especial 
las de 2011, devolvieron al PRI el apoyo del electorado local, a tal pun-
to que en esta última elección se observó prácticamente la misma situa-
ción que la de 1993, con la única diferencia de que el orden entre PAN 
y PRD se invirtió. Es decir, hoy la alternancia se ve tan lejana como en 
ese año. ¿Qué tuvieron que ver el IEEM y el TEEM en esto? Por ahora 
sólo sabemos que los ciudadanos decidieron respaldar nuevamente al 
partido hegemónico estatal. 

Fuente: Elaboración propia con datos del IEEM, <http://www.IEEM.org.mx/numeralia/result_
elect.html>. Consultados el 13 de julio de 2012.

Nota: Se reporta la votación de los tres partidos más importantes, independientemente de 
que se hayan presentado o no en coalición con partidos más pequeños.

Grafica 5.2. Resultados de elecciones para el Congreso del Estado de México (sólo vota-
ción por el principio de mayoría relativa) (porcentajes).
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La gráfica 5.2 revela una tendencia de votación similar a la observa-
da en elecciones para gobernador: a principios de los noventa existía un 
PRI muy fuerte que vio disminuir su apoyo electoral, al punto que en el 
año 2000 fue rebasado por el PAN (lo que seguramente auguraba una 
posterior alternancia en el gobierno estatal); no obstante, después recu-
peró terreno entre el electorado y desde 2003 es el partido más votado en 
elecciones legislativas. En 2009, este aumento fue más marcado, aunque 
el amplio apoyo de 1993 no se registró de nuevo. 

Fuente: Elaboración propia con base en base Pérez (2006) y datos disponibles en la Web 
del Poder Legislativo del Estado de México, <http://cddiputados.gob.mx>. 

Nota: Se reportan los diputados de los tres partidos más importantes, con independencia 
de que correspondan o no a una coalición con partidos más pequeños.

Grafica 5.3. Integración del Congreso del Estado de México (porcentajes).

Los resultados electorales en el Congreso estatal muestran una dis-
tribución del voto más plural entre los tres partidos principales que la ob-
servada en elecciones de gobernador. Esto influye en la integración de la 
legislatura, como lo expone la gráfica 5.3.
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Hasta antes de 2009, la legislatura mexiquense se caracterizó por 
su conformación plural sin que ninguno de los partidos políticos tuvie-
ra mayoría absoluta, de tal modo que el dominio del PRI en el Ejecu-
tivo no se trasladaba al Congreso. También destaca que entre 2000 y 
2003 el PAN contó con la mayor bancada de diputados, y en los seis 
años posteriores los contingentes de los tres partidos principales guar-
daron similaridad numérica entre sí. Además, es insoslayable omitir 
que fue en la legislatura 2006-2009 (la más plural de todas) en la que 
se nombró, por consenso, a los consejeros del IEEM que estuvieron en 
funciones en las más recientes elecciones para gobernador y para dipu-
tados, cuando el PRI recuperó notoriamente su fuerza electoral. Los 
magistrados del TEEM fueron designados por la siguiente legislatura, 
la cual, aunque contaba con mayoría priista, alcanzó la unanimidad al 
respecto. 

Lo anterior muestra que, hasta antes de 2009, en el Estado de Mé-
xico existían las condiciones de pluralidad política necesarias para que el 
diseño del instituto y del tribunal electorales generaran los efectos de im-
parcialidad deseables de encontrar, lo que, a su vez, se espera provocaría 
que las elecciones fueran consideradas justas y transparentes. Es más, no 
debió haber entonces motivo alguno a nivel institucional para que en las 
elecciones legislativas de 2009 ambos órganos no hubieran tenido un des-
empeño imparcial que redundara en la legitimidad del resultado electo-
ral. Para las elecciones de gobernador en 2011 la situación era diferente. 
En ese año el Congreso mexiquense estaba dominado por el PRI, lo que 
aumentaba las posibilidades de presión sobre consejeros y magistrados. 
No obstante, debido a que dicho partido no poseía dos tercios de la legis-
latura, era poco probable que estos funcionarios sintieran, en aquel mo-
mento, amenaza para sus cargos. 

En síntesis, las dos secciones previas de este capítulo muestran di-
seños institucionales electorales acordes a lo que se espera encontrar en 
contextos democráticos y condiciones de pluralidad política que incen-
tivan un desempeño objetivo en los órganos de administración y justi-
cia electoral (con el pendiente de que se produzca una alternancia en 
el partido gobernante). Todo ello debería provocar que las elecciones 
fueran consideradas justas, que sus resultados sean acatados y que los 
ganadores fueran reconocidos por todas las fuerzas políticas. ¿Esto úl-
timo fue cumplido?
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Percepción ciudadana en torno a las elecciones  
en el Estado de México

La encuesta de Parametría sobre la percepción de los procesos electora-
les, cuyos hallazgos a nivel nacional se analizan en el capítulo 3 de este 
volumen, es la base para evaluar cómo los mexiquenses creen que funcio-
nan sus instituciones electorales y qué tanto señalan que son los resulta-
dos de las elecciones en su entidad federativa. Dicha encuesta cubre en 
el Estado de México a cuatrocientos individuos y tiene representación a 
nivel estatal. La opinión sobre las condiciones de competencia electoral 
es la del cuadro 5.4.

Cuadro 5.4. Opinión sobre la frase: “Las elecciones en el estado son libres y equitativas”

Respuesta Porcentaje

De acuerdo 37.8

En desacuerdo 47.3

Otros 14.9

Nota: La categoría “Otros” es la suma de las respuestas “Ni de acuerdo, ni en desacuerdo”, “No sabe” 
y “No contesta”.

Fuente: Elaboración propia.

En el Estado de México, la percepción numéricamente más impor-
tante (casi mayoritaria) es que las elecciones no son libres y equitativas, 
es decir, que los partidos políticos no compiten en igualdad de condicio-
nes y que, por tanto, alguno de ellos obtienen, en los procesos electorales, 
algún beneficio adicional al voto, lo que les supone un rédito político (lo 
que sin duda atañe a las competencias del IEEM). Sin embargo, existe 
un porcentaje nada desdeñable de individuos con la percepción contraria, 
es decir, que las condiciones de la competencia electoral son justas. Esto 
muestra una posible polarización en cuanto a opiniones políticas, por lo 
que es necesario preguntarnos cuál es la percepción sobre la institución 
encargada de administrar las elecciones.18

18	 Lamentablemente la encuesta de Parametría no incluyó una pregunta sobre la percepción 
en torno al Tribunal Electoral del Estado de México, por lo cual no es posible indagar si hay 
diferencias entre lo que piensa la gente sobre este órgano en comparación con el IEEM.
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Cuadro 5.5. Opinión sobre la integración del Instituto Electoral del Estado de México

Respuesta Porcentaje

Está integrado por consejeros imparciales 36.8

Está integrado por consejeros que favo-
recen a un partido

41.5

NS/NC 21.7

Fuente: Elaboración propia.

La percepción predominante sobre los integrantes del IEEM es que 
ellos no son imparciales, sino que tienden a favorecer a un partido políti-
co. En el capítulo 2 de este libro, ya se ha enfatizado en que la confianza 
en los organismos que administran elecciones favorece que los resultados 
electorales sean reconocidos y a que la autoridad que emerja de ellos tenga 
legitimidad. No obstante, los datos del cuadro 5.5 no permitirían señalar ca-
tegóricamente que en el Estado de México las elecciones podrían arrojar re-
sultados que fueran rechazados por la mayoría de los ciudadanos, pues un 
buen porcentaje de encuestados cree que los consejeros del instituto elec-
toral son imparciales. Es más, la mayoría de los consultados no se adhiere a 
la percepción de que el IEEM está sesgado para favorecer a un partido. Lo 
que el cuadro 5.5 muestra es, nuevamente, una polarización de opiniones, y 
que existe la posibilidad de que el trabajo de ese instituto esté permanente-
mente en cuestionamiento. Como se aprecia, los datos de los cuadros 5.4 y 
5.5 guardan cierta semejanza en cuanto a las cifras presentadas, lo que sig-
nificaría que la mayor parte de la gente que cree que las elecciones son libres 
y equitativas también considera que los consejeros del IEEM son imparcia-
les. Lo mismo aplicaría para los individuos que sostienen que las elecciones 
no son equitativas y que los consejeros favorecen a un partido.

La encuesta de Parametría (2012) también indagó entre los encues-
tados acerca de qué partido creen que se ve favorecido por el IEEM. La-
mentablemente, un gran porcentaje no respondió a esa pregunta (58.5%), 
por lo que no se podrían hacer afirmaciones concluyentes al respecto. Sin 
embargo, entre los que sí respondieron existe la tendencia predominante 
a percibir que es el PRI al que los consejeros benefician (23%).

Teóricamente, la valoración de las condiciones de la competen-
cia electoral está influida por la percepción que se tiene del IEEM. 
Sin embargo, dada la polarización política que reflejan los cuadros 
5.4 y 5.5, es posible que esta última variable incida en la preferencia 
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política de los electores. Si éste fuera el caso, la información presen-
tada no sería prueba de que en el Estado de México existe, en efecto, 
un accionar del órgano de administración electoral sesgado a favor 
del PRI, sino de que la percepción al respecto está fuertemente vin-
culada al partido con el que las personas se sienten más identificadas. 
Ello significaría que, en condiciones de polarización, el diseño insti-
tucional a nivel de elecciones, acompañado de pluralidad en las ins-
tancias de representación, no alcanzaría para generar confianza en el 
proceso electoral. 

Cuadro 5.6. Relación entre la identidad partidista, la opinión sobre la integración del IEEM 
y las condiciones de la competencia política

Identidad partidista y opinión sobre  
la integración del IEEMa

Opinión sobre la integración del IEEM  
y percepción sobre la competencia políticaa

Constante		  3.14***
(0.31)
Identidad partidista	 0.27***
(0.34)
R2			   0.09
* Significancia al 10%
** Significancia al 5%
*** Significancia al 1%

Constante		  1.92***
(0.18)
Opinión del IEEM	 0.16***
(0.26)
R2			   0.23
* Significancia al 10%
** Significancia al 5%
*** Significancia al 1%

a La variable dependiente (opinión sobre la integración 
del IEEM) es dicotómica. Sus valores son 1 (cuando 
está integrado por consejeros que favorecen a un 
partido) y 0 (cuando está integrado por consejeros 
imparciales). La variable independiente también es 
dicotómica, y sus valores son 1 (PRI) y 0 (cualquier  
otro partido). El método de ajuste es el de la regresión 
logística binaria.

a La variable dependiente (percepción sobre la 
competencia política) es dicotómica. Sus valores son 
1 (cuando las elecciones en el estado son libres y 
equitativas) y 0 (cualquier otra opinión). La variable 
independiente (opinión sobre la integración del 
IEEM) tiene los mismos valores que en el modelo 
anterior. El método de ajuste es el de la regresión 
logística binaria

Fuente: Elaboración propia.

Los resultados del cuadro 5.6 confirman que la identidad partidista 
influye sobre la opinión que se tiene de los consejeros electorales (lo que 
alude al desempeño del IEEM) y que, a su vez, esta variable incide en 
la percepción de las condiciones de la competencia política. En el lado 
izquierdo se observa que quienes se identifican con el PRI tienen 73% 
menos de probabilidad de opinar que los consejeros favorecen a un par-
tido. En tanto que, en el lado derecho, se muestra que quienes señalan 
que en el IEEM los consejeros benefician a un partido tienen un 84% 
menos de probabilidad de percibir que las elecciones en el Estado de 
México son libres y equitativas. 
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En otras palabras, quienes se asumen priistas, tienden a señalar que 
en el IEEM existen consejeros imparciales, y quienes afirman esto último 
tienden a afirmar que las elecciones en el estado son libres y equitativas. 
Lo contrario ocurre con los que se identifican con algún partido distinto 
al PRI y con quienes manifiestan que en el mencionado instituto los con-
sejeros benefician a un partido. Todo esto significa que el anclaje PRI/
no PRI está muy presente en esa entidad, trasciende a la orientación del 
voto y afecta la forma en que se percibe el desempeño del órgano de ad-
ministración electoral. Esta percepción, además, predispone la opinión 
que se tiene sobre el carácter equitativo de la contienda electoral.

Más allá de las condiciones para la competencia política, conviene 
conocer la impresión de los encuestados en relación con la confiabilidad 
de los resultados electorales, lo cual se muestra en el cuadro 5.7.

Cuadro 5.7. ¿Usted cree que el candidato declarado ganador en las últimas elecciones fue 
el que obtuvo la mayor cantidad de votos?

Elecciones de gobernador Elecciones de presidentes municipales

Respuesta Porcentaje Respuesta Porcentaje

Sí 61.5 Sí 55.8

No 31.5 No 36.5

NS/NC 7 NS/NC 7.7

Fuente: Elaboración propia.

El único aspecto en el que existe una opinión mayoritaria entre los 
electores mexiquenses es que los ganadores de elecciones son quienes 
efectivamente obtuvieron la mayor cantidad de votos en las urnas. Esto 
significa que la alusión a fraude electoral, que tan presente estuvo en el 
contexto nacional luego del triunfo de Felipe Calderón en 2006, no está 
muy arraigada en el Estado de México y alcanza sólo a alrededor de un 
tercio del electorado. Buena parte de priistas y de no priistas tiene esta 
percepción, lo que implica que la principal desconfianza no atañe al recuen-
to de votos, sino a etapas anteriores al proceso electoral, aquellas en las que 
su regulación es competencia del IEEM (financiamiento privado a parti-
dos, uso de recursos públicos, cobertura de medios, etc.). 

En resumen, el panorama electoral que ofrece el Estado de Méxi-
co es el de 1) instituciones de organización y justicia electoral con un 
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diseño de alta calidad, acorde a lo que se esperaría encontrar en contex-
tos democráticos; 2) condiciones de pluralidad política en el Congreso 
que, al menos teóricamente, deberían posibilitar que dichas institucio-
nes tengan un desempeño objetivo e imparcial, a pesar de que no se haya 
producido alternancia en la gubernatura (la mayoría priista observada 
a partir de 2009 no debe afectar esto por las razones ya indicadas en el 
apartado anterior); 3) consenso partidista en el nombramiento de au-
toridades electorales (lo que debería hacer aún más probable el buen 
desempeño del IEEM y del TEEM), y 4) polarización en torno a cómo 
se percibe la labor del instituto electoral y las condiciones de la compe-
tencia política que, no obstante, no se traslada a la opinión sobre los re-
sultados finales de las elecciones. El último de estos puntos no es una 
consecuencia lógica de los anteriores, es decir, ante lo señalado en los 
tres primeros no se esperaría encontrar a un sector importante del elec-
torado desconfiando del órgano de administración electoral y de las 
etapas previas a la emisión del voto, sino más bien un acuerdo mayori-
tario en torno a la alta calidad de las elecciones mexiquenses. ¿Cómo se 
explica esto? 

Como ya se dijo, un buen diseño institucional quizá no garantice 
un adecuado desempeño de las organizaciones electorales cuando exis-
te dominio político (lo que, en sentido estricto, no ocurre en el Estado 
de México, pues el Congreso ha tendido a ser plural). Otra alternativa 
para que ello ocurra es que los incentivos que promueve no permean el 
ámbito de las relaciones informales de poder, es decir, a pesar de la exis-
tencia de reglas que deberían generar elecciones de alta calidad, la diná-
mica política contiene patrones de interacción que impiden lograr este 
objetivo (lo que sería una muy mala noticia para el neoinstitucionalis-
mo). Esta posibilidad se explora a continuación, y fue posible gracias a 
un extenso trabajo de campo en el que se recabó la opinión de diversos 
actores políticos y sociales mexiquenses.

Dinámica política y relación entre los principales  
actores en el Estado de México

El trabajo de campo mediante el cual se recabó información cualitativa 
de actores políticos mexiquenses se diseñó de tal manera que garantizara 
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una variedad de testimonios en relación con los procesos electorales. Así, 
acudimos con representantes de los principales partidos políticos (PRI, 
PAN y PRD), con funcionarios de alto nivel del IEEM y del TEEM 
(secretarios de acuerdos, consejeros y magistrados), con litigantes espe-
cialistas en conflictos electorales, con académicos, periodistas y exfun-
cionarios de las instituciones aludidas. En todos los casos se garantizó la 
confidencialidad de sus señalamientos, por lo que este capítulo analiza 
de modo general la información recabada. Para ordenar la exposición, se 
dividió el contenido de las entrevistas por temáticas electorales.

Equidad en la competencia y desempeño del IEEM y del TEEM

Los funcionarios del IEEM y del TEEM son muy enfáticos al afirmar 
que en el Estado de México todos los partidos se encuentran igualmente 
protegidos en materia electoral y que sus instituciones en ningún caso fa-
vorecen a alguno en particular. Suelen destacar que las previsiones legales 
y constitucionales son muy claras al respecto, y puesto que su trabajo es 
aplicar lo que señala la normatividad, ésta se cumple sin excepciones. Esa 
opinión es compartida por los litigantes y por exautoridades de ambos 
órganos; sin embargo, estas últimas reconocen que los partidos intentan 
influir en las decisiones del instituto y del tribunal, y señalan la diferencia 
entre el tipo de presión que ejercen: “el partido en el gobierno la mueve 
más por vías institucionales, por vías de vínculos o amistades personales 
en cuanto a los integrantes del pleno, y en el caso de los partidos de opo-
sición, pues normalmente por vía mediática” (expresidente del TEEM). 

Esto significa que ambos órganos funcionan y se desempeñan en me-
dio de tensiones provenientes de los actores políticos, los cuales intentan 
influir en sus decisiones, diferenciándose únicamente por el tipo de estrate-
gia que siguen, lo que está en función de su posición de poder en el estado, 
es decir, de si son gobernantes o son opositores. Esta situación es usual de 
encontrar en todas las democracias y, por tanto, no necesariamente com-
promete el tipo de trabajo que realizan las autoridades electorales.

En general, la percepción de periodistas, académicos y de los repre-
sentantes del PAN y del PRD es contraria a la que señalan los actores 
del párrafo anterior. Para ellos, en el Estado de México no existe equidad 
electoral, la competencia está inclinada en favor del PRI y, tanto el IEEM 
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como el TEEM, responden a los intereses de este partido político. El mo-
tivo para que esto ocurra sería que el nombramiento de consejeros y ma-
gistrados se realiza en una instancia, el Congreso, en la que el PRI tiene 
dominio. Además, suelen destacar que dichos nombramientos son deci-
didos desde la oficina del gobernador. De ahí que los partidos de la opo-
sición se ven obligados a recurrir constantemente al Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación (TEPJF) para realizar impugnacio-
nes a las violaciones legales que supuestamente se cometen en esa entidad 
federativa. Según estas opiniones, el TEPJF ha mostrado mucha mayor 
imparcialidad en su desempeño respecto de los conflictos electorales en 
el Estado de México.

En el capítulo 2 de este libro ya se ha señalado que existe la posibili-
dad de que, en contextos en que el partido que gobierna un estado tiene 
también mayoría en el Congreso, los incentivos del diseño institucional 
no funcionen debido al dominio político de éste. En estas circunstancias, 
las instituciones podrían estar respondiendo al interés particular del par-
tido dominante, a pesar de que su diseño esté muy apegado a lo que nor-
malmente se encuentra en situaciones democráticas. Aunque a priori se 
pensaría que esta situación impera en el Estado de México ante la falta 
de alternancia en el Ejecutivo, en el apartado cuarto de este capítulo se ha 
visto que la composición del Congreso —la instancia que nombra a con-
sejeros y maagistrados electorales— había sido muy plural hasta 2009. 

Además, si se toma en cuenta que estas designaciones se han suscita-
do consensuadamente con los partidos, no queda muy claro de qué ma-
nera el gobernador impone los nombres de dichos funcionarios y, si ello 
ocurre, por qué los partidos de oposición votan en el mismo sentido que 
el PRI cuando se definen esos nombramientos. Queda, en consecuencia, 
la interrogante de por qué los entrevistados que pertenecen al PRD y al 
PAN afirman que los órganos electorales, cuya composición tuvo su vis-
to bueno, están al servicio del PRI. 

Relación de los partidos con el IEEM y el TEEM

Según el testimonio de funcionarios de las instituciones electorales es-
tudiadas, la relación entre ambos órganos y los partidos es meramente 
formal, y se circunscribe a las actividades que por ley se desarrollan. Por 
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otro lado, la relación entre el IEEM y el TEEM sería muy profesional y 
de estrecha coordinación, especialmente en periodos electorales. Sin em-
bargo, los entrevistados de partidos opositores y los periodistas tienen 
una opinión opuesta. Según ellos, el ámbito informal de las relaciones 
entre los partidos y los dos órganos señalados es el que determina la for-
ma en que estos últimos se desempeñan y sus decisiones, lo que convierte 
al IEEM y al TEEM, en la práctica, en extensiones del partido gobernan-
te en el estado.

Si se contrastan lo señalamientos de los dos últimos párrafos con lo 
examinado en el cuarto apartado, en realidad parece existir en la políti-
ca mexiquense un grado mayor de acuerdo entre los partidos de lo que 
las entrevistas revelan, de otra forma no se entendería el consenso en los 
nombramientos de consejeros y magistrados ocurridos en distintas legis-
laturas, las cuales, además, tenían una composición partidaria muy dife-
rente. De no existir ese entendimiento, tampoco se comprendería otro 
fenómeno digno de señalar: revisando quiénes son o fueron consejeros 
y magistrados en el instituto y en el tribunal, se evidencia que existe un 
tránsito usual de las autoridades de una a otra institución. Es decir, no 
es raro encontrar personas que fueron consejeros y luego magistrados, o 
viceversa. El nombramiento de una misma persona al frente de los ór-
ganos electorales más importantes del estado por dos veces en el seno 
de distintas legislaturas (en muchas ocasiones por consenso), muestra 
que los criterios de valoración de méritos se mantienen en buena medida 
constantes a través de los años, lo que exhibe un grado de acuerdo im-
portante entre los partidos, que se mantiene por un tiempo mayor a una 
legislatura. Todo esto también permite señalar que es altamente proba-
ble que exista una relación informal entre las autoridades electorales y los 
partidos que las primeras no mencionan, de otra forma el paso del (al) 
IEEM al (desde el) TEEM de una misma persona sería un fenómeno 
casi inexistente.

En general, en los distintos temas que tocaron las entrevistas, se iden-
tificaron dos posiciones: las que señalan la institucionalidad e imparciali-
dad de los órganos electorales y las que afirman su parcialidad en favor del 
PRI. Las primeras provienen de autoridades y exautoridades del IEEM 
y del TEEM, y las segundas de los partidos de la oposición y periodis-
tas. Estas visiones diametralmente opuestas de la realidad son propias de 
contextos polarizados, en las que lo más probable es que las relaciones 
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políticas informales sean mucho más complejas y no tan simples como 
afirmar que “todo está bien” o “todo está mal”. La toma de decisiones con-
junta en el Estado de México sugiere que la confrontación es menor y que 
los acuerdos son mayores de lo que retóricamente los actores reconocen.

Violencia y narcotráfico

Un tema importante de investigar, dado el contexto de violencia y lucha 
contra el narcotráfico que vive México, es saber cuánto han impactado 
estos problemas en la organización de procesos electorales, en el finan-
ciamiento de las campañas política, y en los resultados de elecciones. Casi 
todos los informantes coinciden en señalar que la violencia ha obligado 
a cambiar la forma en que funcionaban algunas actividades preparativas 
de las elecciones, por ejemplo, la capacitación de funcionarios en zonas 
peligrosas. Este impacto ha sido especialmente fuerte para el IEEM, in-
cluso ha sufrido el robo de decenas de vehículos en estos territorios. En 
lo que existe menos acuerdo es en si el narcotráfico ha logrado financiar 
las campañas, ya que si bien la mayor parte de los entrevistados rechazan 
esta posibilidad, los periodistas y los académicos no la descartan. A pe-
sar de esta diferencia de opiniones, todos coinciden en que no hay forma 
de evitar que eso ocurra. Y aunque acotan que la gravedad del problema 
del narcotráfico y de la violencia desatada en el estado, ninguno de los 
entrevistados ha manifestado que exista la posibilidad de que los cárteles 
de droga hayan influido en el resultado final de una elección, y confinan 
el tema a un asunto meramente administrativo acerca de las dificultades 
que debe enfrentar el instituto electoral en las etapas previas al día de 
emisión del voto. Al respecto, cabe destacar que ninguno de los partidos 
acusa a otro de tener vínculos con narcotraficantes. Éste parece ser el úni-
co tema en el que hay cierto grado de acuerdo en los informantes (lo que 
genera la pregunta obvia: ¿por qué?).

Financiamiento y campañas electorales

En este tema también hay coincidencias de que es común que los partidos 
rebasen el tope de gastos de campaña; sin embargo, existen diferencias 
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de opinión en lo que se refiere a la sanción a esta falta. Los funcionarios 
del IEEM y del TEEM señalan que esos órganos únicamente aplican lo 
que la ley señala al respecto, y que no existen diferencias en el tratamien-
to que dan a los partidos que hubieran incurrido en esa ilegalidad. En 
cambio, periodistas y representantes de partidos de oposición señalan 
que ambos órganos claramente benefician al PRI, pues no lo sancionan, 
a pesar de que este partido rebasa desmedidamente los límites de gasto 
permitidos.

Por otra parte, el TEPJF habría procedido de manera más ecuá-
nime al respecto. En la academia se presenta una opinión interesante: 
que existe equidad en la competencia electoral porque todos los parti-
dos violan las reglas e incumplen los topes de gastos; entonces se produ-
ce equidad en la ilegalidad.

En lo que se refiere a las estrategias de campaña, todos los partidos se 
acusan mutuamente de incurrir en compra y coacción del voto; sin em-
bargo, los representantes de la oposición destacan que el PRI nunca es 
sancionado por estas prácticas, no obstante que pone toda la maquinaria 
del gobierno del estado al servicio de sus campañas. En este sentido, de 
nuevo los académicos señalan la inequidad e ilegalidad como característi-
cas propias de las campañas electorales.

Los testimonios permiten vislumbrar el siguiente escenario gene-
ral de los procesos electorales en el Estado de México: todos los parti-
dos incurren en ilegalidades durante las campañas, ya sea rebasando los 
topes máximos de gasto permitido, utilizando indebidamente activos y 
recursos oficiales, comprando y coaccionando el voto, etc. La diferencia 
en estas prácticas entre unos y otros radica en la posición de poder que 
tienen y en su disponibilidad de recursos (naturalmente, el partido en el 
gobierno tiene la ventaja). Esto es congruente con la desconfianza que 
en el apartado anterior se vio que existe en cuanto a las etapas previas a 
la emisión del voto. 

Es usual encontrar señalamientos de la oposición en los que se de-
nuncia la intervención del Ejecutivo en las elecciones para favorecer a su 
partido. Las entrevistas han brindado una imagen de la forma en que se 
produce esto, al menos en las elecciones para gubernaturas. En realidad, 
la intervención directa del gobernador saliente es poco usual. Su partici-
pación (por lo menos públicamente), por lo general se reduce a una re-
unión donde se presenta al candidato a la gubernatura y se pide a todos 
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los miembros del partido que lo apoyen para lograr la victoria. Luego de 
esto, quienes operan el apoyo son los presidentes municipales y el gober-
nador no vuelve a aparecer en escena. Sin embargo, los partidos de opo-
sición también hacen uso de los recursos de los ayuntamientos bajo su 
cargo para las elecciones ejecutivas estatales. No obstante, su desventaja 
es obvia y no pueden competir con el PRI en la magnitud del uso de re-
cursos públicos.

Como se aprecia, las prácticas ilegales en campañas políticas es un 
fenómeno extendido en el Estado de México, común a todos los parti-
dos políticos. Los testimonios de las entrevistas están polarizados, de 
forma similar a la polarización de opiniones en torno al anclaje PRI/no 
PRI vista en el quinto apartado. Contrariamente a lo esperado, las en-
trevistas no han revelado algún patrón de relación entre los actores ins-
titucionales y políticos que limite el funcionamiento de los órganos de 
administración electoral. No se puede afirmar que el PRI imponga su 
voluntad a consejeros y magistrados, aunque sí que utiliza en elecciones 
mayor cantidad de recursos públicos que los otros partidos. Esta prác-
tica común a todos afecta la confianza entre los actores políticos y de la 
ciudadanía, y socava la calidad de las elecciones y la legitimidad de sus 
resultados.
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En este segundo caso se muestra la calidad del órgano de administra-
ción electoral chihuahuense, lo que se ha obtenido a través de la medición 
de sus niveles de independencia y profesionalismo, así como la calidad 
del órgano jurisdiccional electoral de dicha entidad, ponderado mediante 
sus niveles de independencia y transparencia. Igualmente se examina la 
relación e importancia que ambos órganos electorales tienen respecto de 
la calidad de las elecciones en Chihuahua, a la vez que se incluye el aná-
lisis de la percepción pública de la calidad de las elecciones en ese mismo 
estado.

En términos generales, los resultados obtenidos para el caso de Chi-
huahua muestran que es una entidad que se encuentra bien en el diseño 
institucional de los órganos electorales y en la percepción que la ciudadanía 
tiene sobre sus elecciones. Sin embargo, para apreciar el actual nivel de ca-
lidad de los organismos electorales en dicho estado, es necesario dar cuenta 
del camino político electoral e institucional que ha recorrido, particular-
mente desde 1994, pues a partir de ese momento la independencia formal 
de los órganos electorales inició su avance. En este punto se enfatizan las 
reformas a la legislación electoral local y particularmente lo relacionado con 
la composición y estructura de los órganos electorales. Al final, se mues-
tran los resultados obtenidos en relación con el Instituto Electoral Esta-
tal de Chihuahua (IEECH), el Tribunal Electoral Estatal de Chihuahua 
(TEECH), y la percepción de la calidad de las elecciones en la entidad.
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El camino político electoral

Para los fines del estudio de caso, es relevante observar cómo se ha 
impulsado el proceso de democratización a nivel local y nacional en 
Chihuahua, pues, de acuerdo con Orozco (2003: 12), desde los años 
ochenta, Chihuahua se convirtió en territorio de insurgencia electoral y 
asiento de los primeros gobiernos de oposición en México. 

En efecto, Chihuahua vivió una coyuntura crítica a partir de enton-
ces, cuando se debilitó la hegemonía priista y emergió un nuevo conflicto 
político entre los dos principales partidos de la entidad, el Partido Re-
volucionario Institucional (PRI) y el Partido Acción Nacional (PAN). 
Para dicha coyuntura, Padilla (2003: 87) establece las siguientes etapas: 
a) detonación del conflicto y ascenso de la insurgencia electoral entre 
1982 y 1986; b) estabilización y fatiga electoral de 1986 a 1991; c) re-
composición y alternancia estatal de 1992 a 1995; d) cohabitación po-
lítica y emergencia de poderes divididos de 1995 a 1998, y e) cierre del 
primer ciclo de alternancia y el estancamiento del proceso de cambio ins-
titucional de 1998 a 2003. Después de esta última fecha, y de acuerdo a 
lo que se verá más adelante, se podría agregar una etapa de estabilidad 
institucional con predominio priista. 

Fue durante los años ochenta cuando inició una ola de protestas y 
conflictos poselectorales, sobre todo en el norte del país, derivada de la 
nueva estrategia del PAN, que consistía en continuar participando insti-
tucionalmente por la vía electoral y, al mismo tiempo, emprender accio-
nes que llamaron resistencia civil y pacífica para la defensa del voto. En 
este contexto ocurrieron las elecciones para gobernador en 1986, las cua-
les ganó el PRI con un enorme cuestionamiento.

Las elecciones de 1992 representaron un cambio muy destacado en 
la vida política del estado y del país. Por primera vez en la historia de 
Chihuahua, el PRI perdió la gubernatura, la mayoría en el Congreso lo-
cal y varios de los ayuntamientos más importantes (véanse los cuadros 
3-5 del anexo al final de este libro).1 De este modo, el PAN se convirtió 

1	  Para facilitar la lectura, se presentan en el anexo los cuadros referentes a las elecciones para 
gobernador en el periodo 1992-2010, los resultados de las elecciones para diputados loca-
les en el periodo 1998-2010, así como los resultados de las elecciones para presidentes mu-
nicipales del periodo 1998-2010. En los cuadros sólo se incluyen los resultados de los tres 
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en la primera fuerza política en la entidad, dibujándose así un sistema bi-
partidista que ya se venía proyectando desde la década precedente.

En las elecciones locales para presidentes municipales de 1995, ya 
con una nueva legislación que incorporaba algunos mecanismos para ga-
rantizar procesos electorales más competitivos y transparentes, de 67 
municipios, el PRI ganó 54 y 11 el PAN. Mientras que de las diputacio-
nes locales, el PRI ganó la mayoría. Para Mizrahi (1998), la victoria del 
PRI no sólo se debió a un avance significativo de este partido, sino fun-
damentalmente a una derrota del PAN como partido en el gobierno por 
su falta de oficio político al no cuidar y acrecentar su fuerza electoral, ya 
que cuando alcanza el poder tiende a desaparecer como organización. 
En este punto, Aziz Nassif (1996) explica que, luego de una evaluación 
objetiva de los primeros tres años de gobierno panista, se concluye que a 
éste le faltó sensibilidad política y social respecto de la población y sus de-
mandas (como las de seguridad pública y bienestar social), pues no bas-
ta con instrumentar una administración honesta y eficiente sin tener un 
proyecto político que sea distinto y contenga estrategias que apunten a la 
gobernabilidad democrática.

En las elecciones para gobernador de 1998, el PRI recuperó el estado 
con el 49.3% de votos, seguido del PAN con el 41.4%. En las elecciones 
para presidentes municipales, ocurrió prácticamente lo mismo: el PRI 
ganó 47 alcaldías, por 18 del PAN; y en las de diputados, de 22 distritos 
locales el PRI ganó 16 y seis el PAN.

Lo que indican los resultados de las elecciones locales de 1998, más 
allá del hecho evidente del regreso del PRI, es que en condiciones de ma-
yor equidad y competitividad en los procesos electorales la ciudadanía 
observa con más atención el desempeño gubernamental, evaluándolo y 
haciendo uso del llamado voto retrospectivo el día de los comicios. 

En este caso, el PAN pagó los costos. Con todo, queda claro que “con 
la alternancia política por segunda vez en el estado se pone de manifiesto 
que la democracia requiere de buenos y perceptibles resultados de ges-
tión pública, de candidatos políticos atractivos para el electorado y, qui-
zá lo más importante, de partidos políticos fuertes capaces de mantener 

principales partidos políticos en la entidad o las coaliciones que encabezaron. Según se alu-
dan en el desarrollo de este análisis, el lector podrá consultar las elecciones respectivas para 
comparar los resultados. 
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su presencia frente al electorado aun durante periodos no electorales”  
(Mizrahi, 2000: 205). En una mirada más amplia, que incluye el vín-
culo que se establece de forma novedosa en México entre desempeño 
de gobierno y resultados electorales, Aziz Nassif (2000) analiza el caso 
Chihuahua como el primer estado en el país donde se da un ciclo de al-
ternancia completo, y en el que se cierra un ciclo político como requisito 
de la transición a la democracia.

En las elecciones federales de 2000, ocurrió un hecho inédito en el 
país: el arribo de un partido de oposición a la presidencia de la república 
y, con ello, la alternancia en ese nivel. 

En el caso de Chihuahua, como ocurrió en la mayoría de las enti-
dades, el llamado “efecto Fox” influyó en los resultados electorales, pese 
a las tendencias que mostraban un claro descenso de la fuerza electoral 
del PAN desde los comicios federales de 1994. Tanto las presidenciales, 
como las diputaciones federales y las senadurías, fueron ganadas por el 
PAN en coalición con el Partido Verde Ecologista de México (PVEM), 
en la llamada Alianza por el Cambio. Aquí se observa que, a pesar del re-
greso del PRI a la gubernatura en 1998, la ciudadanía optó por el cambio 
a nivel nacional. Esto demuestra que, una vez logradas mejores condicio-
nes para la competencia político electoral y con la garantía de un árbitro 
electoral independiente e imparcial como ya lo era el IFE en el año 2000, 
cada elección (federal o local) tiene su propia dinámica. 

Por su parte, en las elecciones locales de 2001, sin el efecto Fox, el 
PRI ganó de nuevo 47 ayuntamientos y 16 distritos locales, mientras 
que el PAN ganó 14 alcaldías2 y seis distritos locales. Esto expresa con 

2	 Cabe acotar que en este año, en las elecciones del 1º de julio para elegir presidente mu-
nicipal en Ciudad Juárez, el ganador fue el candidato panista, pero luego de una impug-
nación del PRI ante el TEECH, este tribunal emitió el 20 de agosto un fallo en contra 
de la validez de las elecciones. A su vez, el PAN no estuvo de acuerdo con la senten-
cia y presentó su inconformidad ante el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Fe-
deración (TEPJF), instancia última que resolvió el 8 de septiembre lo mismo que el 
TEECH y, por tanto, esas elecciones se anularon. El Congreso del estado nombró un 
Consejo Municipal y convocó a elecciones extraordinarias que se realizaron el 12 de 
mayo de 2002, resultando nuevamente ganador el candidato de PAN. Sin embargo, la 
coalición encabezada por el PRI reclamó de nueva cuenta invalidar las elecciones por 
anomalías. Al respecto, el TEECH anuló por segunda ocasión consecutiva las eleccio-
nes. Finalmente, el 25 de julio de 2002, el TEPJF revocó el fallo del TEECH respecto 
de las elecciones extraordinarias en Ciudad Juárez y validó el triunfo del candidato del 
PAN en dicho municipio.
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mayor nitidez un hecho que desde los años ochenta se gestaba en la en-
tidad: la cohabitación política en distintos niveles de gobierno. Primero 
sucedió en Chihuahua que hubiera varios ayuntamientos importantes 
en manos del PAN y la gubernatura del estado en las del PRI. Los resul-
tados electorales confirman esa convicción en el electorado, pero ahora 
con la situación de que la presidencia de la república la ocupaba el PAN 
y la gubernatura del estado el PRI. Éste es un indicador de la pluralidad 
política como consecuencia de la transición democrática en el país y en 
la entidad.

En los comicios locales de 2004, todos los partidos políticos parti-
cipantes en la contienda electoral se coaligaron de las formas más varia-
das con el objeto de asegurarse el triunfo. Pero, de cualquier manera, las 
alianzas que encabezó el PRI ganaron las elecciones para gobernador y 
las de presidentes municipales y diputados locales. Con estos resultados, 
el PRI refrendó su fortaleza política en la entidad, tanto como partido 
contendiente como partido en el gobierno.

En las elecciones federales de 2006, el PAN ganó nuevamente en el 
estado las elecciones presidenciales y las diputaciones federales, así como 
las senadurías, aunque con mayor amplitud las primeras. Estas eleccio-
nes, con el enorme cuestionamiento a los resultados electorales, propi-
ciados desde un primer momento por la indefinición del presidente del 
Consejo General del IFE, marcaron un retroceso respecto de la amplia 
confianza que había conquistado el Consejo del periodo 1996-2003. Sin 
embargo, en términos de los resultados electorales a nivel nacional, el se-
gundo lugar lo ocupó la alianza encabezada por el Partido de la Revo-
lución Democrática (PRD), a diferencia de que en la entidad la alianza 
conducidapor el PRI fue la que ocupó el segundo puesto en las tres elec-
ciones en Chihuahua, con una escasa diferencia respecto del primer sitio 
que logró el PAN para diputados federales y senadores. Ello muestra lo 
que se ha observado en todo este proceso: la escasa presencia electoral del 
PRD como partido opositor, lo que ha dado lugar a un sistema biparti-
dista, cuyos contendientes principales son el PRI y el PAN. Igualmente, 
ratifica la lógica política de los chihuahuenses que indica que apuestan 
a fórmulas de gobierno signadas no sólo por la pluralidad, sino también 
por la cohabitación política en los distintos órdenes de gobierno.

Respecto de las elecciones para presidentes municipales y diputados 
locales en 2007, coaligado con el Partido Nueva Alianza (Panal), el PRI 
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ganó 47 municipios y quince distritos locales, refrendando los triunfos 
que localmente había tenido desde 1994.

Por último, en las elecciones locales de 2010, el PRI, en alianza con 
el Panal y el PVEM, ganó la gubernatura y 36 municipios, y además ob-
tuvo trece de los distritos locales, consolidándose así como el partido con 
mayor presencia electoral en el estado, seguido del PAN.

De esta manera, lo que se desprende de este periplo electoral en Chi-
huahua es que, en la actualidad, existe una competencia político electo-
ral de alta intensidad entre los dos principales partidos de la entidad: el 
PRI y el PAN. La tercera fuerza política, el PRD, se encuentra aún muy 
distante en cuanto a presencia electoral. Así, desde los años ochenta, se 
empezó a dibujar un sistema bipartidista, que hoy está plenamente asen-
tado. En términos de la transición democrática efectuada en México, que 
consistió básicamente en la apertura del régimen en el escenario electo-
ral y en una serie de reformas electorales (1977-2008), realizadas prin-
cipalmente por las exigencias de la oposición, particularmente del PAN, 
Chihuahua se convirtió en un principio en el motor del cambio políti-
co al utilizar las protestas poselectorales como efectivos reclamos de de-
mocratización. Fue tal la magnitud del empuje político del PAN que en 
1992 logró la gubernatura del estado. Sin embargo, por diversas razones, 
relacionadas básicamente con cuestiones de gobernabilidad democrática, 
1998 marcó el regreso del PRI al Poder Ejecutivo del estado, que ha con-
servado hasta la actualidad. 

Lo más evidente es que, en el marco de competencias electorales lim-
pias y libres, bajo el arbitraje de instituciones electorales formalmente in-
dependientes, la conquista del poder y de los cargos de representación en 
disputa es una posibilidad que depende sólo de lo que hacen o dejen de 
hacer los contendientes, así como de la actuación de las instituciones elec-
torales que organizan y califican las elecciones. Sin embargo, hay un he-
cho insoslayable, referente a la participación de la ciudadanía: Chihuahua 
fue el escenario de lo que algunos autores llamaron la insurgencia electo-
ral de los años ochenta, pero, paradójicamente, la entidad se ha caracteri-
zado por presentar históricamente elevados índices de abstencionismo.3

3	 Al respecto, según Flores (2008: 16), en las últimas tres décadas se aprecian dos etapas en 
cuanto al fenómeno del abstencionismo, ya que de 1980 a 1991 el fenómeno disminuyó, y 
a partir de este último año aumentó drásticamente, hasta tener una abstención del 62.5% 
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Quizás el panorama político electoral del estado, así como del país 
en su conjunto, se deba ahora más al enorme poder que han concentra-
do los tres principales partidos políticos y sus fracciones parlamentarias, 
tanto en el Congreso federal como en los congresos locales, lo que deriva 
en el control del proceso electoral mismo, así como —en algunos casos y 
de manera indirecta— de las mismas instituciones electorales. Por esta 
razón, enseguida se presenta la dinámica político institucional observada 
en el estado, con particular énfasis en las legislaciones electorales que han 
tenido vigencia en este mismo periodo.

El camino político institucional

En cuanto al diseño y rediseño de las instituciones electorales en Chi-
huahua, conviene señalar que tuvo su propia lógica. Si bien por momen-
tos inspirada por los cambios ocurridos en el plano federal —como las 
reformas electorales de 1990, 1996 y 2008—, en otros giró en torno al 
contexto político propio de la entidad. También destaca que, en algunos 
aspectos específicos, la legislación electoral chihuahuense realizó inno-
vaciones institucionales, como ocurrió en otros estados, y que después 
retomó la legislación electoral federal.

El marco político institucional en Chihuahua, de acuerdo a los resul-
tados electorales ya reportados, consistía, hasta 1992, en gobiernos uni-
ficados del PRI; de entonces a 1995, el PAN tuvo un gobierno unificado 
para luego dar paso, de 1995 a 1998, a un gobierno dividido. Después 
de esta fecha, el PRI ha mantenido gobiernos unificados en la entidad, y 
aunque ha triunfado a través de la conformación de algunas coaliciones, 
este partido se mantiene como la primera fuerza política y electoral del 
estado. Este marco permite observar los escenarios de convivencia políti-
ca, es decir, las relaciones entre el gobierno y los partidos de oposición en 
el diseño de las instituciones electorales, mismas que pueden ser la mera 
imposición gubernamental, la confrontación con los partidos de oposi-
ción y, finalmente, o bien, la negociación entre las partes.

en la elección de 2007, en lo que se refiere a elecciones estatales, pero ocurriendo práctica-
mente lo mismo en las federales. 
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Fue hasta diciembre de 1994 cuando se estableció una nueva le-
gislación electoral en el contexto de la primera alternancia en el esta-
do: el PAN había ocupado la gubernatura en 1992 y tuvo hasta 1995 
un gobierno unificado, pues contó durante ese tiempo con la mayoría 
en el Congreso estatal. Lo novedoso de esa legislación es que se creó el 
Consejo Estatal de Elecciones con el objeto de contar con un órgano 
electoral más confiable. El presidente y los consejeros ciudadanos nu-
merarios serían propuestos por el Ejecutivo y designados por el Congre-
so. El Consejo quedaría integrado por un presidente, un representante 
por cada partido, seis consejeros ciudadanos numerarios, dos consejeros 
supernumerarios, un secretario general y un representante del Regis-
tro Federal de Electores. Cabe subrayar que, a partir de ese momento, 
los representantes de los partidos políticos dejaron de tener voto y se 
eliminaron los representantes del Poder Legislativo. El presidente per-
manecía en el cargo tres años y los demás integrantes sólo un proceso 
electoral. Pero la innovación más relevante de diseño institucional en 
cuanto a la independencia formal del órgano colegiado del Consejo Es-
tatal de Elecciones es que al igual que otros dieciocho estados (Oaxaca 
y Sinaloa lo habían hecho en 1992), se suprimió la presencia del repre-
sentante del Ejecutivo, aun antes de la reforma electoral federal de 1996 
(que dotaba de independencia formal al Consejo General del IFE), al 
margen de que el mismo hubiera fungido como presidente del órgano 
colegiado o no (Rocha, 2012: 76). 

Por otro lado, también se debe acotar que fue hasta 1994 cuando 
se incorporó el servicio profesional electoral. Así, el artículo 51 de la ley 
electoral señala que “para el desempeño de sus actividades el Consejo Es-
tatal de Elecciones contará con un cuerpo de funcionarios integrados en 
un servicio profesional electoral”.

Hasta entonces, la calificación de las elecciones en la entidad la reali-
zaba el llamado Colegio Electoral, pero en 1994 se creó el primer tribu-
nal electoral con el nombre de Tribunal Estatal de Elecciones. En el art. 
159 de la Ley Electoral se consigna que éste es “un órgano autónomo, de 
legalidad, plena jurisdicción, y máxima autoridad jurisdiccional en mate-
ria electoral”. Este tribunal estaría integrado por cinco magistrados nu-
merarios y uno supernumerario, mientras que de entre ellos sería electo 
el presidente para cada proceso electoral. Los magistrados, a su vez, se-
rían electos por mayoría calificada en el Congreso, a partir de las duplas 
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propuestas por el Ejecutivo, y permanecerían en el cargo ocho años con 
posibilidades de reelección.

La Ley Electoral del estado tuvo un par de modificaciones en 1997 
y otra en 1998, que además de responder a la dinámica interna se ade-
cuaban a la legislación electoral federal de 1996. En el contexto de un 
gobierno dividido, el PRI, con el apoyo del PRD, logró modificar la ley 
electoral. Aun así, los cambios ocurridos el 18 de octubre de 1997 fue-
ron los más importantes, pues se tuvo un avance sustantivo: en este año 
se creó el Instituto Estatal Electoral, órgano que a partir de entonces se 
encarga de la organización, dirección y vigilancia de las elecciones, y que, 
según el art. 50 de la Ley Electoral, goza de “autonomía en su funciona-
miento e independencia en sus decisiones”, además de ser un “organismo 
público, de carácter permanente, con personalidad jurídica y patrimo-
nio propios”, de acuerdo al art. 52. Asimismo, el órgano supremo es la 
Asamblea General, que sería integrada por un consejero presidente, seis 
consejeros electorales, un secretario general, un representante de cada 
partido político (sólo con derecho a voz), y representantes de la Vocalía 
Estatal del Registro Federal de Electores (sólo con derecho a voz). En  
la designación de los consejeros electorales hubo otra innovación: el 
Congreso emitiría una convocatoria pública a todos los ciudadanos chi-
huahuenses para participar como consejeros electorales. De esta mane-
ra, de las autopropuestas ciudadanas que cumplieran con los requisitos 
establecidos por la ley, se designarían los consejeros electorales por par-
te del Congreso del estado por mayoría calificada; éstos permanecerían 
en el cargo durante un proceso electoral y se reelegirían una vez. Por su 
parte, el consejero presidente ocuparía el cargo tres años, y podría ser 
reelecto una vez.

En cuanto al órgano jurisdiccional electoral, con los cambios de 
1997 a la Ley Electoral del estado, se creó el Tribunal Estatal Electoral, 
al cual se otorgó la facultad de calificar todas las elecciones locales y al 
que el art. 159 de la Ley Electoral determinaba como “un órgano autó-
nomo e independiente, de legalidad, plena jurisdicción y máxima auto-
ridad jurisdiccional en materia electoral”. Este tribunal estaría integrado 
por tres magistrados designados por el Congreso previa convocatoria 
pública a los ciudadanos interesados y que cumplieran con los requisi-
tos establecidos por la ley. Los magistrados permanecen en su cargo por 
cuatro años y tienen derecho a una reelección. Por su parte, el presidente 
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es elegido por el pleno con una duración en el cargo por dos años con 
posibilidades de una reelección. La legislación electoral de 1994 se mo-
dificó en 1998 y en 2006, pero ello no alteró la composición y estructura 
de los órganos electorales.

Finalmente, la reforma de 2009 dio origen a la nueva Ley Electo-
ral del Estado de Chihuahua. Ésta se dio en el marco de la consolida-
ción del PRI como primera fuerza política y electoral en la entidad, que 
contó, además, con gobiernos unificados. Esa nueva ley respondía, so-
bre todo, a la reforma electoral federal de 2008. Con las modificacio-
nes, ahora el máximo órgano de dirección es un Consejo General que se 
integra como la anterior asamblea, es decir, con un consejero presiden-
te, seis consejeros electorales, un secretario ejecutivo y un representante 
por cada partido político. El presidente y los consejeros permanecen en 
el cargo seis años, y estos últimos se eligen de forma escalonada cada 
tres años. Ningún consejero puede reelegirse. Todos serán elegidos por 
el Congreso por mayoría calificada, pero son los grupos parlamentarios, 
previa consulta a la sociedad, los que están facultados para hacer las pro-
puestas para consejeros.

En lo que respecta al Tribunal Estatal Electoral, la reforma de 2009 
introdujo pequeños cambios respecto a su composición y estructura. La 
designación sigue en manos del Congreso, pero son los grupos parlamen-
tarios, luego de una consulta a la sociedad, los que proponen a los magis-
trados, los que permanecen en el cargo por seis años con posibilidad de 
una reelección (esta modificación data del 13 de noviembre de 2008). El 
presidente es electo por el pleno del tribunal y permanece en su cargo tres 
años con derecho a una eventual reelección.

Después de este recorrido, lo que se desprende es que, tal y como 
sucedió en el plano federal, en Chihuahua, también las instituciones 
electorales pasaron del estricto control desde el gobierno al control del 
Congreso. Aunque se debe matizar señalando que, en la entidad, como 
en el país, es posible apreciar que son los principales partidos políticos 
los que, a través de sus fracciones parlamentarias, ostentan el control. 
Ahora bien, este camino no ha sido lineal, incluso en ocasiones ha sido 
contradictorio respecto al del nivel federal, como con la reforma electo-
ral de 1997, mediante la cual el PRI trasladó la designación del presi-
dente consejero y de los consejeros electorales del Ejecutivo al Congreso, 
asunto que en el plano federal este partido resistió hasta que en 1996, 
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con las exigencias de la oposición, tuvo que ceder en los mismos térmi-
nos. Igualmente, en algunos momentos, Chihuahua fue efectivamente 
un laboratorio político al innovar en el diseño institucional electoral, 
por ejemplo, en 1992 introdujo la figura de los consejeros ciudadanos y 
en 1994 suprimió la representación del Ejecutivo en el órgano de admi-
nistración electoral.

De este modo, lo ocurrido en los procesos electorales en Chihua-
hua desde la década de los ochenta hasta el momento, es decir, sus re-
sultados, la configuración de nuevos escenarios de convivencia política 
y el despliegue de nuevas estrategias de los partidos, fueron el ante-
cedente directo y la condición política de las reformas realizadas a la 
legislación electoral, aunque también vale decir que las elecciones, su 
organización por autoridades electorales cada vez más independientes 
(por lo menos en el plano formal), sus mayores niveles de competencia 
y los resultados mismos, en otras ocasiones fueron la consecuencia de lo 
que se establecía en esas legislaciones electorales.

En el caso específico de Chihuahua, la realización periódica de elec-
ciones, que cada vez fueron más limpias, libres, justas y competitivas, ha 
contribuido significativamente a la profundización de la democracia elec-
toral en la entidad. Así, es posible sostener que un mayor nivel de cali-
dad de las elecciones se relaciona positivamente con un mayor nivel de 
justeza de las leyes electorales (Méndez, 2006) que, a su vez, establecen 
autoridades electorales más independientes.

Calidad del órgano de administración electoral

Los resultados obtenidos muestran que, en cuanto al nivel de indepen-
dencia, partidismo y profesionalismo del IEECH, en los dos primeros 
Chihuahua presenta un nivel medio y uno bajo para el tercer rubro 
(cuadro 6.1).

Cuadro 6.1. Grado de independencia, partidismo y profesionalismo, Chihuahua 2011

Calificación grado  
de independencia 

Calificación grado  
de partidismo 

Calificación grado  
de profesionalismo 

Chihuahua Medio Medio Bajo

Fuente: Flacso México/PNUD (2011).
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En cuanto al porcentaje del presupuesto asignado para el IEECH en 
2010, éste fue del 1.05% respecto del presupuesto total anual de la enti-
dad, esto es, uno de los más altos en el país. Por otro lado, para determi-
nar la injerencia de algunos actores en la vida institucional en la toma de 
decisiones de los órganos electorales en Chihuahua, se realizaron nueve 
entrevistas los días 5 y 6 de diciembre de 2011. De acuerdo con lo repor-
tado por los funcionarios de los órganos electorales estatales, así como 
lo mencionado por el expresidente del IEECH y por el presidente de la 
Comisión Estatal de Derechos Humanos (CEDH), en la actualidad no 
existe ningún tipo de intromisión o injerencia directa por parte de los 
actores políticos en la vida institucional y en la toma de decisiones del 
Consejo General del IEECH. Sin embargo, es necesaria una precisión. 
Ante el carácter altamente intenso de la competencia política en la enti-
dad, lo anterior no quiere decir que no existan intenciones de influir en 
el sentido y dirección de las decisiones del órgano electoral, sobre todo 
por parte de los principales actores de las contiendas electorales: partidos 
y candidatos. 

En cuanto al gobierno, algunos entrevistados, en particular el pre-
sidente del PAN, el secretario general del PRD y un académico de la 
Universidad Autónoma de Ciudad Juárez (UACJ), señalaron que éste 
busca influir indirectamente no tanto en los órganos electorales, sino so-
bre todo en los resultados de las elecciones, a través de mecanismos muy 
difíciles de supervisar por parte de las autoridades electorales, por ejem-
plo, el clientelismo. 

Con todo, después de más de tres décadas de cambios políticos y de 
más de dos décadas de cambios institucionales, en Chihuahua, la vida 
política, regulada precisamente por las instituciones, se ha asentado en 
forma considerable. De acuerdo con los puntos de vista de los entre-
vistados, justamente el marco normativo, las atribuciones y facultades 
que le otorga la ley a la autoridad electoral, es lo que permite que las 
expresiones de los diversos actores, como funcionarios de gobierno, le-
gisladores locales, partidos y sociedad civil, se conduzcan por la vía ins-
titucional y legal.

A pregunta expresa acerca de si el gobernador tiene alguna interven-
ción en la designación de algunos funcionarios del instituto, Fernando 
Antonio Herrera Martínez, el presidente consejero del IEECH, respon-
dió tajantemente: “No la tiene porque no es su facultad”.
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Al inquirir sobre si el gobernador interviene en el IEECH, el expre-
sidente del mismo instituto respondió:

No, fíjese que no. Y algo muy sorprendente, a mí tampoco me habló el 
gobernador. La única vez que yo fui a presentarme con el gobernador, que 
era el licenciado Patricio Martínez García, me dijo: “Mire, yo no lo conoz-
co joven, pero cuando me preguntaron los diputados, yo les dije: cuál es 
el que dicen que sabe más. Órale pues, si dicen que sabe tanto, pues nóm-
brenlo”. Me dijo: “entonces como a usted lo nombraron a sabiendas de que 
usted es un experto, pues usted no tiene por qué preguntarle a nadie, esta-
mos seguros de que su trabajo va a ser muy bueno. Le encargo lo adminis-
trativo porque no va a haber dinero para pagar desatinos administrativos. 
Tenga mucho cuidado, haga bien su trabajo, administre bien. Y bueno ahí 
lo veo después del proceso, porque antes si llego a verlo van a decir que le 
estoy haciendo invitación”. Y ya, jamás lo volví a ver. Después, el trato que 
yo tenía era con el secretario general de Gobierno y con el procurador, para 
lo de seguridad en la jornada ( Julio César Santa Cruz Favela).

Por su parte, el magistrado presidente del TEECH, a la cuestión de 
si algunos actores incidirían (directa o indirectamente) en las decisiones 
del Tribunal, respondió del siguiente modo:

¡No!, hay muchas, cómo le llaman, leyendas urbanas. Ya en lo particular, 
respecto del Tribunal [Electoral] del Estado de Chihuahua, yo le puedo 
asegurar que hemos logrado una comunicación muy respetuosa, un trato, 
una relación muy institucional con el Estado, con los diversos órdenes de 
gobierno que nos permite resolver los asuntos con autonomía e indepen-
dencia […], estamos muy mentalizados a que, por supuesto, los actores po-
líticos están en su derecho de intentar la vías que consideren prudentes para  
que las resoluciones les sean favorables, pero esto es parte del juego demo-
crático, y que al final de cuentas a quienes integramos el Tribunal, lo que 
nos protege de cualquier posible represalia, lesión, etcétera, es el apego 
estricto a derecho ( José Miguel Salcido Romero).

El propio magistrado presidente del TEECH abunda sobre si exis-
ten diferencias entre el partido en el poder y los partidos de oposición 
respecto de la presión que ejercerían sobre el Tribunal:
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Claro, por supuesto que sí. La presión existe, la presión se da y nosotros 
tenemos que entenderlo como parte del juego democrático; pero mire, las 
presiones del partido que está en el poder siempre serán más contunden-
tes, porque, precisamente, pueden jugar con el aspecto presupuestal, con 
la posibilidad de una reforma legal, con la facultad, pues, que tienen de 
designar, ratificar o no a los magistrados que integran el propio Tribunal. 
Mientras que los partidos que no están en el poder, pues ejercen una pre-
sión de otro tipo, una presión que tiene que ver más con visiones propias 
de la controversia, con la fuerza que puedan ejercer a través de la represen-
tación que tengan en los órganos de gobierno y legislativos; pero, creo yo 
que estás presiones solamente hacen efecto frente a quien desea le hagan 
efecto ( José Miguel Salcido Romero).

En consonancia con lo anterior, el presidente de la Comisión Estatal 
de Derechos Humanos, aseveró:

Bueno, mire, el tribunal siempre tiene que ser muy cuidadoso, los magis-
trados tienen que saber que siempre los partidos estarán tratando e inten-
tando, aunque sepan que no es procedente, jalar hacia su lado. Yo creo que 
el gran secreto, y esto los magistrados tienen que ser conscientes de eso; el 
gran secreto es el tener los elementos de una institución fuerte, sólida, que 
permita soportar esos empujes, esos jalones de algún partido, de una insti-
tución o de una organización política, e incluso de actores individuales o de 
la propia autoridad estatal, municipales; yo creo que ése es el gran secreto, 
porque siempre habrá intentos como parte de la lucha política y electoral. 
Que a lo mejor estos actores no reflejan mala intención en su actuación, 
sino que ellos tratan de justificar socialmente como parte de la lucha, de la 
competencia ( José Luis Armendáriz González).

Por otro lado, en cuanto a cómo se concibe la independencia de los 
institutos electorales estatales, el presidente del IEECH señaló que:

En México somos muy avanzados en materia electoral para lo joven que 
es nuestra democracia y, desde luego, en la administración de las eleccio-
nes que tiene tan poco tiempo, apenas de principio de los noventa a la 
fecha. Sin embargo, increíblemente buscamos sacar como resultado im-
parcialidad de la suma de parcialidades, porque para nadie es un secreto 
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en este país que los consejeros de cualquier órgano de tipo electoral, en 
las distintas entidades federativas, incluso a nivel nacional, en el IFE, son 
la propuesta de las fracciones legislativas, por lo tanto, si nosotros aten-
diéramos a que cada quien viene con alguna parcialidad, entre comillas, 
pues buscamos que la suma de las parcialidades sea la imparcialidad. Es 
un equilibrio, es un sistema de desconfianzas. A mí me parece que el resul-
tado de imparcialidad se da en el sentido del diálogo y del entendimiento 
entre consejeros (Fernando Antonio Herrera Martinez).

En el mismo sentido de la autonomía e independencia de los órga-
nos electorales, el secretario de Estudio y Cuenta del TEECH, afirmó lo 
siguiente:

Yo estoy aquí desde 2006, pero siempre me ha parecido que la percepción 
ciudadana y de los propios partidos políticos al interior es la autonomía 
con la que manejan sus decisiones, incluso los propios partidos lo señalan 
que a veces son a favor, a veces son en contra, convengan o no a los parti-
dos, pero siempre con una racionalidad, con una motivación suficiente que 
hace ver la independencia del órgano. No ha habido, que yo recuerde en el 
tiempo que he estado aquí, algún señalamiento expreso para alguno de los 
magistrados o de algún órgano externo que se haya dicho [haya] influido 
en alguna de las decisiones del tribunal. Me han tocado, en estos cinco 
años y medio, resoluciones que se han controvertido en salas regionales 
o superiores y que han sido revocadas, pero en ninguno de esos casos yo 
recuerdo alguno en que se haya señalado al tribunal falto de legitimidad 
en la resolución  (Víctor Yuri Zapata Leos).

Finalmente, Fernando Antonio Herrera Martínez, el presidente con-
sejero del IEECH afirma categóricamente que “Yo puedo decir que en 
Chihuahua hay una gran —fíjese bien, hasta pareciera difícil decir la pa-
labra, pero es cierto—, hay una gran tranquilidad en materia político 
electoral”. Sin embargo, un punto de vista crítico es el expresado por un 
académico cuando se le pregunta si todos los partidos políticos están pro-
tegidos por igual en materia electoral y en cuanto a sus derechos políticos:

En la legislación sí. En la práctica pues son mucho más protegidos los 
partidos en el gobierno. Esto pasa por la vía de los hechos, tienen mucho 
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más protección porque reciben apoyo de sus gobiernos porque, muy sen-
cillo, yo soy diputado de tal partido y el gobernador del mismo partido, 
pues a mí me da mucha posibilidad de gestoría. Entonces se dan acarreos  
(Víctor Quintana).

El mismo académico abunda respecto de si es distinto el tratamiento 
de los órganos electorales hacia los partidos cuando éstos presentan al-
gún recurso:

Mira, fíjate, no tanto en las cuestiones electorales, sino en la cuestión de 
la participación ciudadana. Chihuahua tiene, desde 1995, la figura de la 
democracia participativa en la Constitución del estado y todas las veces 
que se ha tratado de llevar adelante un proceso de referéndum o plebis-
cito por parte de la ciudadanía, son bloqueados desde el IEE, que si les 
faltan firmas, que si está mal. Entonces creo que es en esos casos donde 
se observa que se favorece más al poder establecido. Entonces, el ciudada-
no tiene mucho más dificultad para plantear la realización de una figura 
como ésas, que el PT [Partido del Trabajo] para conservar su registro. 
Creo que, en este sentido, el IEE ha funcionado más en beneficio de una 
democracia de partidos y en detrimento de una democracia participativa 
(Víctor Quintana). 

Por su parte, el magistrado electoral del TEECH refiere la designa-
ción de los consejeros y de los magistrados electorales como “el problema 
de origen”, y a pregunta expresa sobre si ha pensado en alguna alternativa 
para el diseño institucional, en su respuesta incorpora un señalamiento 
crítico a los partidos:

No, a mí me parece el diseño adecuado, lo que debemos cambiar, a través 
de resultados que debemos dar, es la percepción en la opinión pública, y 
esa percepción únicamente puede ser a través de los mismos partidos polí-
ticos; y los partidos políticos son las partes que son negligentes, entre otras 
cosas, porque, no obstante que tienen claro que esas decisiones las crearon 
ellos mismos, para legitimar las posiciones que se obtienen en los proce-
sos electorales y la protección de los derechos del ciudadano en materia 
política, no obstante eso, ellos mismos se encargan de desprestigiar lo que 
crearon. Entonces, yo a veces he llegado a pensar que si algún fracaso lle-
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gara a tener o se produce en el sistema electoral, es porque una especie de 
consentimiento tácito del sistema político dice: “Oye, esto funciona, hay 
que acabar con él…”. Sí, porque funciona. Y en la medida que funciona, 
tenemos menos posibilidades de manejarlo, de manera que afecta nues-
tros intereses, o bien que nos impida imponernos sobre los otros  ( José 
Rodríguez Anchondo).

Ahora bien, la visión contraria a lo que hasta aquí han expresado los 
entrevistados en relación con la independencia de los órganos electora-
les, lo externa el presidente del PAN en Chihuahua: “El órgano electo-
ral y el Tribunal Electoral son órganos que están demasiado cooptados 
o comunicados con el gobierno estatal del PRI”. Y para fundamentar su 
juicio respecto del trato diferenciado de los órganos electorales hacia los 
partidos, detalla lo siguiente:

Sobre todo en el IEE. Resulta que el PAN es el partido más multado 
por parte del IEE a partir de la revisión de las cuentas públicas, y a partir, 
debo aclararlo, de deficiencias nuestras administrativas, pero que nosotros 
percibimos que se nos han aplicado 50 000, 475 000, millón y medio de 
pesos de multas. A partir de deficiencias nuestras sí, pero insisto, está cla-
ro que el PRI no es un partido que maneja cuentas transparentes, menos 
responsable. Sin embargo, a él no le pasa nada. Y eso tiene que ver con 
que existe una liga muy fuerte entre el IEE y el gobierno del estado. De 
tal manera que a mí, a título personal, la persona que preside el IEE, ante 
algunas circunstancias, me ha no insinuado, sino sugerido, que acuda al 
señor gobernador para que las cosas vayan mejor. De esta manera, se pone 
en riesgo la imparcialidad (Mario Vázquez Robles).

En cuanto a si ha habido momentos en el que el gobierno interven-
ga en las elecciones, el mismo presidente del PAN en la entidad comen-
ta: “Por supuesto, en muchos. Los programas del gobierno, la compra de 
votos, las despensas, el dinero, eso fue la moneda de cambio en el pasado 
proceso electoral. Con todo el dinero del gobierno, y no sé de dónde más, 
pero sí con compra de votos en detrimento de la calidad de la elección” 
(Mario Vázquez Robles). 

Respecto de este último punto, es decir, la calidad de las elecciones 
en Chihuahua, el presidente estatal del PAN aseveró que “Deja mucho 
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que desear. Chihuahua vive y sufre un gobierno omnipresente que está 
en todos lados, está en la universidad, es una falacia la autonomía, está en 
el nivel medio” (Mario Vázquez Robles).

Por su parte, el secretario general del PRD en Chihuahua también 
comparte la visión de que los órganos electorales no son independien-
tes, pues a pregunta expresa sobre el tema, respondió: “No son inde-
pendientes, no fueron electos atendiendo a la norma, sino a intereses 
de los gobernantes en turno, de los partidos, que de alguna manera se-
ñalan la pauta” (Luis Adolfo Orozco).

En cuanto a si su partido se encuentra igual de protegido en mate-
ria electoral de la misma manera que el resto de partidos, el secretario 
general del PRD comentó:

Definitivamente no, no podemos estar en la misma situación, yo le di-
ría que desde quien califica y organiza la elección tiene un compromiso. 
Cuando se generó el órgano electoral, se pensaba que fuera de participa-
ción ciudadana, que fuera imparcial, que fuera objetivo, y qué encontra-
mos, pues este órgano responde a intereses partidistas; son nombrados 
por el Congreso del estado y, evidentemente, la mayoría del Congreso 
del estado que conocemos es priista, o a veces panista y responden a in-
tereses. A veces ni intereses de los partidos sino intereses de grupo… que 
estos grupos se les encuentra deambulando en el PRI o en el PAN, o di-
vidiendo sus diferentes cabezas en los espacios del PRI o del PAN (Luis 
Adolfo Orozco).

Por otro lado, un punto de vista compartido por la mayoría de los 
entrevistados (seis de nueve personas), es la crítica que hacen a la so-
ciedad civil respecto de su escasa participación política y electoral, a 
diferencia de lo que ocurrió en los años ochenta y noventa, cuando se 
constituyó en el motor del cambio. En este punto, acerca de si la socie-
dad civil en Chihuahua está interesada en la defensa de los derechos 
políticos ciudadanos, el académico comenta: “Yo creo que es dema-
siado decir una sociedad civil interesada. Somos grupos de la socie-
dad civil que hemos promovido algunas cosas. Pero la sociedad civil 
en general está muy pasmada, más ahora con este ambiente de violen-
cia. Aparte, hay un acaparamiento de la cosa pública de parte de los 
políticos”(Víctor Quintana). 
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Después de haber observado los puntos de vista de los entrevis-
tados, se señala que los planteamientos de las autoridades electorales 
coinciden con los resultados obtenidos a través de la revisión de la legis-
lación electoral de los aspectos formales referidos a la independencia, 
transparencia y profesionalismo. Después de treinta años de intensa 
actividad política e institucional, aunque a la par de una escasa parti-
cipación electoral de la ciudadanía chihuahuense, los órganos electora-
les se han consolidado ampliamente y su desempeño influye de manera 
bastante positiva en la calidad de las elecciones. El mejor argumento es 
que en el estado los resultados electorales son acatados por los perde-
dores de la contiendas. Así, Chihuahua ha consolidado su democracia 
electoral, pero a expensas de la participación ciudadana. 

El punto de vista divergente respecto a la calidad de los órganos 
electorales en Chihuahua lo expresan los dirigentes del PAN y del 
PRD. Más allá de los aspectos políticos e ideológicos propios de cada 
partido, esto tiene que ver, naturalmente, con la posición que ocupan 
como competidores. Es decir, no son observadores desinteresados de 
los procesos electorales, sino sus protagonistas, que a veces ganan elec-
ciones; en otras, las pierden. 

Calidad del órgano jurisdiccional electoral

Enseguida se exponen datos estadísticos descriptivos en relación con la 
transparencia e independencia del TEECH (cuadro 6.2).

Cuadro 6.2. Estadísticos descriptivos de transparenciae independencia de los TEE

Estadístico Transparencia Independencia

Media 3.66 17.25

Mediana 4 17

Desv. típ. 1.73 2.11

Mínimo 0 13

Máximo 7 23

Total 32 32

Fuente: Flacso/PNUD(2011).

instituciones electorales.indd   181 30/09/16   12:00 p.m.

© Flacso México



Raúl Rocha Romero

182

Morelos

Campeche

Puebla
Jalisco

Durango Chihuahua Sonora

Guanajuato

Distrito Federal
Michoacán

Estado de México

Tlaxcala

Zacatecas

Tabasco

Chiapas

San Luis Potosí

Sinaloa

Nayarit

Aguascalientes

Nuevo León Yucatán

Colima

Querétaro

Guerrero

Hidalgo

Veracruz

Oaxaca

Quintana Roo Tamaulipas

Baja California

Baja California Sur

7.00

6.00

5.00

Tr
an

sp
ar

en
ci

a

4.00

3.00

2.00

1.00

0.00
10.00 15.00

Independencia
20.00 25.00

Sq r lineal = 0.136

Abajo, por otra parte, se muestran dos gráficas de dispersión. En la 
gráfica 6.1 se observan los valores de cada estado en la escala original 
construida, lo que permite ver en qué rango se concentran los TEE. En 
la gráfica 6.2 se han extraído los valores tipificados (que fijan la media 
en 0 y la desviación típica en 1) de transparencia y de independencia, lo 
que permite apreciar qué estados se encuentran por encima y por debajo 
de la media nacional en una o en ambas categorías.

Como se aprecia, existe una relación positiva entre independencia 
y transparencia en los TEE, tal como la línea de ajuste de la gráfica 6.1 
lo presenta. En la gráfica 6.2 se advierte que la relación entre ambas no 
es absolutamente necesaria, pues en varios de los estados del país se ob-
serva un registro alto en una de éstas, acompañado de un registro bajo 
en la otra.

Fuente: Flacso México/PNUD (2011).

Gráfica 6.1. Gráfica de dispersión de independencia y transparencia (valores originales).
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La percepción de la calidad de las elecciones

Junto con los elementos procedimentales de la calidad de las elecciones, 
el presente estudio incorpora una dimensión adicional que consiste en la 
percepción de los ciudadanos acerca del grado en que los procesos elec-
torales son equitativos y limpios. Esto es, junto con los requisitos forma-
les sobre las reglas de la competencia y la naturaleza de las autoridades 
electorales, se plantea que unas elecciones de calidad deben considerarse 
justas por los ciudadanos y que el ganador resultante debe ser aceptado 
como legítimo por la población a la que gobernará.

Las elecciones son de calidad, en la dimensión de la percepción, 
cuando reúnen la doble condición de ser equitativas y producir un resul-
tado consistente con las preferencias de la mayoría. Así, nuestra medición 

Fuente: Flacso México/PNUD (2011).

Gráfica 6.2 Gráfica de dispersión de independencia y transparencia (valores tipificados).
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consiste en el porcentaje que contesta “de acuerdo” o “totalmente de acuer-
do” a la primera pregunta y afirmativamente a la segunda. El cuadro 6.3 
presenta el porcentaje que considera que las elecciones son libres, limpias 
y equitativas; el porcentaje que considera que el ganador oficial es el pre-
ferido por la mayoría, y nuestra medición de calidad, el porcentaje que 
considera que ambas cosas se dan de forma conjunta.

Como se observa, en relación con las demás entidades, Chihuahua, 
presenta porcentajes por encima de la media en cada rubro, lo que indica 
que, en cuanto a la percepción de la calidad de las elecciones, el nivel en-
contrado también es alto. 

Cuadro 6.3. Percepciones sobre los procesos electorales, Chihuahua (2011)

Las elecciones son libres,  
limpias y equitativas  

(porcentaje de acuerdo/ 
totalmente de acuerdo)

El candidato declarado 
ganador fue el que obtuvo 

más votos (porcentaje)

Calidad de las elecciones  
(porcentaje que reúne  
ambas condiciones)

Chihuahua 64.68 89.12 65.98

Media 56.54 70.74 46.63

N = 12,800

Fuente: Parametría (2011).

Con la intención de comparar cada uno de los casos seleccionados 
para este libro (Estado de México, Morelos, Colima y Chihuahua), el 
cuadro 6.4 muestra los resultados obtenidos en las variables de estudio 
para cada entidad.

Cuadro 6.4 La calidad de las elecciones en cuatro estados mexicanos (2011)

Estados seleccionados OAE TE Opinión Agregado Tipo

Estado de México 7 2 30 7 Incongruente (instituciones +, opinión -)

Morelos 29 7 29 25 Incongruente (instituciones + y -, opinión -)

Colima 20 25 3 22 Incongruente (instituciones -, opinión +)

Chihuahua 16 8 1 12 Congruente (instituciones +, opinión +)

Fuente: Flacso México/PNUD (2011).
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Capítulo 7 
Colima

Laura Georgina Flores-Ivich*

*	 Investigadora asistente en la Flacso México.

Para analizar la calidad de las elecciones en el estado de Colima, se lleva-
ron a cabo diez entrevistas que incluyeron: dos funcionarios del Instituto 
Electoral Estatal (IEE), dos funcionarios del Tribunal Electoral Estatal 
(TEE), un representante del Partido Revolucionario Institucional (PRI), 
un representante del Partido Acción Nacional (PAN), un académico, un 
periodista, un expresidente municipal, un representante de la Comisión 
de Derechos Humanos del estado, y un abogado litigante. 

Las entrevistas se organizaron en torno a tres puntos: a) mecanis-
mos de protección de los derechos políticos, b) independencia y transpa-
rencia del TEE, c) ampliación o restricción de derechos políticos en sus 
sentencias, así como la legitimidad de éstas. Enseguida se describen las 
principales conclusiones para cada punto. 

Se presenta también información adicional del estado, en relación 
con los órganos de administración electoral, los órganos jurisdiccionales 
y la protección de derechos políticos, así como las percepciones de la so-
ciedad civil sobre las elecciones y las instituciones políticas. 

Información general de la entidad

Colima es el cuarto estado más pequeño de México y se divide en diez 
municipios: Armería, Colima, Comala, Coquimatlán, Cuauhtémoc,  
Ixtlahuacán, Manzanillo, Minatitlán, Tecomán y Villa de Álvarez.
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Chaires y Lam (2009) destacan la importancia de Colima, basándo-
se en sus características políticas y económicas. Por ejemplo, fue el pri-
mer estado gobernado por una mujer, Griselda Álvarez Ponce de León, 
durante el periodo 1979-1985. Además, allí nació Miguel de la Madrid 
Hurtado, presidente de México de 1982 a 1988, a quien se le conoce 
como el principal impulsor de la región. Colima es considerado bastión 
del PRI y un laboratorio para ensayar mecanismos de selección de can-
didatos bajo esquemas inéditos, como en 1991, cuando este proceso se 
realizó mediante una elección interna abierta. 

En relación con las características económicas, Chaires y Lam (2009) 
destacan que Colima tiene una ubicación geográfica estratégica, pues 
cuenta con el puerto más importante del Pacífico: Manzanillo. Además, 
se destaca que tiene índices de desempleo por debajo de la media nacio-
nal y que dispone de un nivel de vida por encima de los indicadores en 
términos generales.

Durante el periodo 1997-2011 ha habido cuatro elecciones regula-
res y dos elecciones extraordinarias. En julio de 1997, se eligieron ayun-
tamientos, diputados de mayoría relativa y gobernador. En julio de 2003, 
ayuntamientos, diputados de mayoría relativa y gobernador; esta última 
elección fue anulada parcialmente y en diciembre de 2003 fue electo un 
gobernador interino. En abril de 2005, se eligió nuevamente gobernador 
en una elección extraordinaria, por el fallecimiento del gobernador Gus-
tavo Montes y, en 2006, se votó por ayuntamientos y diputados de ma-
yoría relativa. Por último, en julio de 2009, se eligieron ayuntamientos, 
diputados de mayoría relativa y gobernador. 

En el periodo 1997-2011, se han elegido cuarenta presidentes mu-
nicipales y ayuntamientos para un periodo de tres años, no reelegibles  
para el periodo inmediato posterior, y 82 diputados al Congreso del esta-
do electos por mayoría relativa en cada uno de los distritos electorales y 
por el principio de representación proporcional. Todo ello en un total de 
cuatro elecciones (1997, 2003, 2006 y 2009).

Hasta marzo de 2012, el padrón electoral mexicano tenía 84 672 363 
personas afiliadas. Por la misma fecha, el padrón electoral de Colima era 
de 500 680 (49.12% hombres y 50.88% mujeres). Por lo tanto, Colima 
representa 0.59% del padrón nacional.

Por otra parte, y según datos del Instituto Federal Electoral (IFE), 
la participación ciudadana en Colima ha sido de 67.78%, en 1997; 
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de 65.24%, en 2000; de 54.86%, en 2003; de 61.19%, en 2006, y de 
60.1%, en 2009.1 

En el ámbito local, fue en 1994 cuando el PRI perdió por primera vez 
una presidencia municipal y una diputación, ambas en Coquimatlán. Sin 
embargo, en la elección de 1997 comenzó a diseñarse un sistema de partidos 
competitivo cuando partidos distintos al PRI obtuvieron triunfos en cinco 
de los diez municipios del estado, entre ellos el de Colima (Pérez, 2007).

De acuerdo con De la Vega y Hernández (2007), la creciente opo-
sición se dejó ver en el proceso electoral de 1997. Los resultados de ese 
año reflejaban ya una pluralidad que rompía el monopolio del PRI en la 
entidad para sorpresa de las fuerzas oficiales. Ello condujo a más de un 
candidato perdedor a su retiro de las posteriores contiendas políticas. En 
el Congreso, por primera vez, el PRI empataba su representación con la 
de la oposición perdiendo así la mayoría relativa: cada bloque quedó inte-
grado con diez diputados. Para dichos autores, el sexenio de 1997-2003 
evidencia el surgimiento de un sistema mixto que conjuga procesos elec-
torales democráticos con un ejercicio de poderes autoritario y vertical. 

Colima ostenta, de manera formal, un sistema pluripartidista, pero 
en los hechos, al menos desde julio de 1988, vive un sistema tripartidis-
ta integrado por el PRI, el PAN y el PRD. Desde 1997 a la fecha, esta 
entidad ha sido gobernada por el PRI. El segundo partido más fuerte es 
el PAN, el cual, en las elecciones de gobernador, ha alcanzado desde 34 
hasta 47% de la votación. En el cuadro 7.1 se presentan los resultados de 
la elección para gobernador en las cinco que quedan comprendidas en el 
periodo de 1997-2011.

Cuadro 7.1 Porcentajes de los resultados electorales en las elecciones para gobernador

Año y tipo de elección PRI PAN PRD

1997 41.5 37.2 15.9

2003 41.6 34.3 15.9

2003 (extraordinarias) 51.6 47.8 En coalición con el PAN

2005 (extraordinarias) 51.5 47.6 El PRD no participó en esta elección

2009 50.9 44.5 2.1

Fuente: Elaboración propia con datos del Instituto Electoral del Estado de Colima. 

1	 Para cada caso, se tomaron los porcentajes de participación en la elección de diputados de 
mayoría relativa. 
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Reformas constitucionales

De la Vega y Hernández (2007) argumentan que la reforma electoral de 
1997 dio vida a órganos electorales independientes en Colima y a pro-
cesos electorales en los que el voto ciudadano se garantizó. 

En julio de 2011, se aprobó la reforma constitucional local en mate-
ria político electoral, con la que se modificó el proceso de designación de 
consejeros del IEE. Se estableció la prohibición de las campañas negras, 
la paridad de géneros y la incorporación de jóvenes en las candidaturas 
de representación proporcional. Enseguida se describe con más detalle el 
contenido de esta reforma, la cual adopta los principales contenidos de la 
reforma electoral federal de 2007.

Se estableció como principio general que los partidos políticos pro-
muevan y garanticen la participación equitativa de género en sus órga-
nos de dirección y en las candidaturas a cargos de elección popular. Por 
tal causa, en las candidaturas a diputados plurinominales, no se incluye 
más del 50% de candidatos de un mismo género, ubicándolos alterna-
damente en la lista. En relación con los miembros de los ayuntamien-
tos, no puede incluirse más del 50% de candidatos de un mismo género 
cuando se trate de un número par, y cuando se trate de un número im-
par, se permite hasta un 60% para un mismo género. Asimismo, se elevó 
a rango constitucional local la obligación de los partidos políticos de ga-
rantizar la inclusión de los jóvenes en las candidaturas a cargos de elec-
ción popular. 

En cuanto a la duración de las campañas, se armonizó la Constitu-
ción local con el texto de la federal, para establecer que la duración de las 
campañas para la elección de gobernador, no excedan de noventa días y 
las de diputados y ayuntamientos, sean de sesenta días. Además, las pre-
campañas no pueden durar más de las dos terceras partes de las respecti-
vas campañas electorales.

El texto constitucional local estableció que en la propaganda políti-
ca o electoral que difundan los partidos políticos, éstos deben abstenerse 
de expresiones que denigren a las instituciones, a los partidos mismos, o 
a las personas. 

En cuanto a las disposiciones relativas al IEE, se aprobó que la desig-
nación de los consejeros electorales por parte del Congreso local se reali-
ce a propuesta de los grupos parlamentarios, previa convocatoria pública, 
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mediante la realización de una amplia consulta a la sociedad y con la apli-
cación de una evaluación a los aspirantes. Asimismo, y en concordancia 
con la Constitución federal, se aprobó que la fiscalización de las finan-
zas de los partidos políticos, esté a cargo de una Comisión de Consejeros 
Electorales, y que sea el Código Electoral el que regule la integración y 
funcionamiento de dicha comisión.

También fue incluida en el texto constitucional la figura del recuento 
de votos, dejando a la ley electoral los supuestos y las reglas para la reali-
zación, en los ámbitos administrativo y jurisdiccional, de recuentos tota-
les o parciales de votación.

Características del sistema de autoridades electorales  
en 1997 y 2011

En relación con el grado de independencia, partidismo y profesionalis-
mo de los institutos electorales estatales, el estado de Colima obtuvo una 
calificación baja en el índice de independencia (son dos los órganos y la 
proporción entre la duración de los consejeros y de los que nombran es 
2.33). En este caso, una calificación alta en el índice de independencia se 
refiere a que los órganos que intervienen son tres o más, la duración del 
nombramiento del consejero triplica al de los diputados que los nom-
bran (proporción 3), la remoción está a cargo del Congreso del estado 
y requiere el voto de las dos terceras partes de los diputados, mientras 
que su grado de partidismo es alto (sólo órganos políticos están invo-
lucrados) y el Órgano Administrativo Electoral (OAE) es mixto par-
tidarizado o independiente/mixto partidarizado, lo cual significa que 
está compuesto principalmente por representantes de los partidos, y su 
nivel de profesionalismo es bajo (hay un Servicio Profesional Electoral 
sólo en la ley y no hubo impugnaciones a los resultados electorales). De 
acuerdo con el informe presentado en el subproyecto de órganos de ad-
ministración electoral locales, el análisis preliminar de la independencia, 
partidismo y profesionalismo de los institutos electorales estatales en el 
país muestra que éstos son órganos mixtos partidizados, cuya integra-
ción se decide en instituciones de naturaleza política: los partidos y el 
Congreso. Si bien en algunos estados se considera la consulta a la socie-
dad como uno de los pasos obligatorios en el proceso de nombramiento 
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de los consejeros electorales, el carácter de dicha consulta y su influencia 
real en dicha selección es incierta.

Debe señalarse que, en Colima, la autoridad electoral recibe el 0.64% 
del presupuesto total anual para la entidad; en tanto que la media nacio-
nal es de 0.69% para el mismo rubro.

Respecto del diseño institucional del TEE de Colima, se construye-
ron dos indicadores agregados: 1) independencia, compuesto por siete 
variables, cuyos valores mínimo y máximo posibles son 7 y 26, respectiva-
mente; 2) transparencia, generado a partir de cinco variables y con valores 
mínimo y máximo posibles de 0 y 7, respectivamente. Posteriormente, se 
clasificó a todos los estados de la república en cuatro grupos: alto, medio 
alto, medio bajo y bajo. Los dos primeros refieren a una situación de dise-
ño más democrático; los dos últimos, a un diseño menos democrático. El 
diseño institucional del TEE de Colima es bajo o poco democrático.

Mecanismos de protección de derechos políticos

En este punto se explorará de qué manera el TEE contribuye a garanti-
zar los derechos políticos, cuáles son los factores que afectan negativa-
mente el cumplimiento de estos derechos, y cuáles son los actores que 
inciden directamente en las decisiones del tribunal, específicamente en 
el caso de conflictos poselectorales y en demandas de violación a dere-
chos políticos.

La información proporcionada por los actores entrevistados fue muy 
similar: por una parte, los funcionarios, tanto del IEE como del TEE, 
manifestaron que el tribunal estatal garantiza el cumplimiento de los de-
rechos políticos de una manera eficiente mediante los diversos medios de 
impugnación, tanto en lo local como en lo federal. En este sentido, se en-
tiende que se protegen estos derechos en la medida que estas institucio-
nes presentan la posibilidad de impugnar todos sus actos o resoluciones. 

Los entrevistados refirieron que la naturaleza del TEE es la de  “pro-
teger los derechos políticos electorales del ciudadano, derechos que en 
cierta forma han sido violados por una autoridad electoral”. De igual 
modo, otorgan también una importancia notable a la labor de capa-
citación que realiza el tribunal para dar a conocer a la ciudadanía sus 
derechos políticos. Un aspecto interesante es que ninguno de estos 
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funcionarios reconoce algún factor interno que afecte negativamente el 
cumplimiento de estos derechos. Mientras que, por otro lado y dentro 
de los factores externos, se menciona con frecuencia que la ciudadanía es 
poco participativa.

La visión de las personas que no están directamente involucradas 
con estos organismos es distinta. Es interesante que en estas entrevis-
tas aparece el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación  
(TEPJF) como un nuevo actor, y recurrente que en Colima es muy poco 
lo que los tribunales estatales electorales resuelven en materia de dere-
chos político electorales, tarea que en su mayor parte se deja a la resolu-
ción del TEPJF: 

entonces realmente los tribunales de los estados nada más son como cana-
les de llegada a la instancia que finalmente define estos derechos, realmen-
te creo que ese no es tema del tribunal local, sino del Tribunal Electoral 
del Poder Judicial Federal […] el tribunal en términos generales cumple 
con la responsabilidad que tiene en el estado, sin dejar de observar que 
algunas decisiones —que no han sido pocas— han sido impugnadas en el  
TEPJF. No creo que el tribunal garantice los derechos políticos, general-
mente el tribunal convalida las decisiones del IEE y, como comentaba, es 
en el tribunal federal donde se resuelven estas situaciones y esto se deriva 
de esa falta de autonomía de los organismos electorales, tanto del IEE 
como del TEE, por lo cual no se puede considerar con certeza que se ga-
ranticen los derechos políticos (Informante 1).

Esta visión de cumplimiento de los derechos políticos también se ve 
afectada por el partido en el poder. En este sentido, el partido de oposi-
ción considera que sus derechos no son respetados:

La composición actual del Tribunal Electoral Estatal indirectamente no 
contribuye a garantizar los derechos a votar y ser votado, al afectar los 
derechos de los candidatos de la oposición, inhabilitándolos de forma in-
justificada a los mejor posicionados, y en lo general haciendo todo lo que 
está a su alcance para favorecer a quien gobierna, tal y como ocurrió en 
las elecciones pasadas. En el ámbito federal, las instituciones electorales 
garantizan la equidad del proceso, mientras que en lo local esta garantía 
no está asegurada. Los derechos políticos también sufren este dualismo, ya 
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que en lo local la hegemonía del gobernador (PRI) limita espacios y acceso 
a la información que es necesaria para asegurar nuestro desempeño como 
instituto político (Informante 2).

Sin embargo, no sólo el partido de oposición opina de esta manera. 
Uno de los periodistas entrevistados manifestó lo siguiente: 

En derechos políticos los partidos no se encuentran igualmente protegi-
dos. Se nota, se ha llegado a ver cómo en algunas decisiones que toman los 
organismos electorales muchas veces es mayor la carga de sanción hacia un 
partido de oposición, por cualquier motivo, por campaña anticipada, por 
sanciones de ese tipo que hacia el PRI, generalmente las decisiones van 
ahí, aunque también ya en las cuestiones que se recurre a los organismos 
federales pues es donde se revierten en muchas ocasiones esas decisiones 
(Informante 3).

Por otro lado, se debe destacar la visión que tiene el representante del 
partido en el poder. En este caso, la percepción de protección de derechos 
políticos es distinta y hay un reconocimiento del cumplimiento de sus 
derechos político electorales: “El principio de equidad e igualdad en ma-
teria electoral nos da a todos los partidos políticos la protección jurídica 
y necesaria para ejercer a plenitud estos derechos políticos y electorales 
los cuales se encuentran consagrados en la Carta Magna e igualmente en 
las leyes secundarias en la materia” (Informante 4).

Se trata de una percepción generalizada acerca de que el TEE no está 
facultado para resolver las situaciones presentadas, tanto por la falta de 
autonomía de estos organismos a nivel estatal, como porque se tiene la 
percepción de que sirven al partido en el poder. 

Las visiones de las personas que no pertenecen directamente a es-
tas instituciones son diferentes y, aunque reconocen que estos organismos 
operan administrando la justicia electoral en el estado de manera adecua-
da, se concluye del análisis que la verdadera credibilidad en estos procesos 
ocurre cuando el TEPJF interviene y resuelve cuestiones que a nivel es-
tatal quedaron irresolutas. En este sentido, los organismos electorales es-
tatales fungen con un papel intermedio que sólo funciona para canalizar. 

Los funcionarios del TEE entrevistados reportan que seis de cada 
diez asuntos son presentados ante el Tribunal Federal: “Según datos 
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estadísticos del último proceso electoral que fue del 2008-2009, que 
hubo elecciones para gobernador, ayuntamientos y para diputados, se in-
terpusieron 58 medios impugnación ante el Tribunal estatal. De esa can-
tidad, 33 resoluciones fueron combatidas ante el TEPJF, de las cuales 25 
fueron confirmadas” (Informante 5).

De manera tangible, se observa que la mayor parte de los asuntos que 
se presentan ante el tribunal electoral estatal son resueltos en el federal. 
Ante esto, uno de los entrevistados comenta lo siguiente: 

En el tribunal no vemos un debate entre los magistrados. Generalmente 
los proyectos son presentados y con el voto muchas veces sin razonamien-
to, sin debate entre los magistrados, no se aprecia una diferencia de cri-
terios o de puntos de vista y en el caso de la oposición generalmente no 
debate con los organismos locales, o sea, no debate, sigue los mecanismos 
jurídicos pero siempre le apuestan a ir al ámbito federal, más bien los dejan 
hacer y esperar los tiempos para ir hacia allá y pues el PRI usa otros me-
canismos, que deben ser los mecanismos informales que muchas veces no 
están a la vista pero se ven en los resultados (Informante 6).

Ante esto, se debe subrayar que la mayor credibilidad otorgada al 
TEE proviene de los candidatos del partido en el poder. La oposición 
considera que sus derechos políticos no son protegidos. Nuevamente, 
este organismo estatal aparece como una instancia mediadora y no como 
la instancia que resuelve.

Independencia y transparencia del Instituto Estatal Electoral  
y del Tribunal Estatal Electoral de Colima

Acerca de la independencia del IEE y del TEE, se consultó a los funcio-
narios acerca de su noción de dicho concepto y se les preguntó si el go-
bernador o los partidos políticos habían intervenido de algún modo en 
la designación del secretario y directores ejecutivos, o si habían ejercido 
presión para destituir a algún integrante. Asimismo, se les preguntó si 
los trabajadores eran seleccionados por concurso abierto, y si pertene-
cían al servicio profesional electoral. Para presentar los resultados de 
este rubro, se han dividido las opiniones de los actores entrevistados. 
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Cabe recordar que Colima obtuvo una calificación baja en el índice de 
independencia presentado en el informe de este proyecto. Dato que se 
repite para su calidad institucional.

El Tribunal Electoral de Colima cuenta con tres magistrados, acorde 
a la norma del artículo 312 del Código Electoral del estado. El número 
de magistrados no se encuentra establecido en la Constitución. Según lo 
establece el artículo 314 del Código Electoral del estado, la duración en 
el cargo es de ocho años, y, según el artículo 121, sólo el órgano jurisdic-
cional puede remover del cargo a un magistrado. 

Los funcionarios del IEE manifestaron que la independencia de di-
cho instituto es “algo tangible, con alto nivel de certeza y de certidum-
bre, de prestigio y de total independencia” (Informante 7). Asimismo, 
se considera la independencia de los IEE como una condición deseable,  
concepto que, de manera general, estos actores entienden como “el ac-
tuar sin obedecer a presiones ni a lineamientos, ni a ningún otro factor 
que no sea el mandato de la ley”. Respecto de la intervención del gober-
nador en los procesos de designación del secretario y de los directores 
ejecutivos u operativos del IEE, estos funcionarios manifestaron que fue 
nula la intervención y que todos estos procesos se llevaron a cabo me-
diante votación unánime. Por eso declaran que no existe intervención 
alguna por parte del gobernador. 

Se consideraron particularmente importantes dos aspectos adicio-
nales: si el personal del IEE obedecía al mando del Consejo General y 
si el cuerpo de trabajadores es seleccionado por concurso abierto. Los 
entrevistados declararon que, en todo momento, se obedece al Consejo 
General y que se tiene contemplado el concurso como la forma para in-
corporar nuevo personal. Es menester mencionar que los puestos que se 
ocuparán por concurso son de capacitadores y supervisores.

Las opiniones manifestadas por los funcionarios del TEE no son 
muy distintas. “Este tribunal es autónomo, independiente y sus decisio-
nes son inatacables”. De igual forma, manifiestan que existe un procedi-
miento único aplicable a todo partido político o ciudadano que hace valer 
un recurso de inconformidad o apelación. Asimismo, reconocieron una 
relación de respeto y coordinación institucional entre el partido en el po-
der y la oposición.

Por otro lado, las personas que no pertenecen directamente a estos 
organismos tienen una opinión diferente, aunque, de manera general, se 
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observa un respeto generalizado por las decisiones del TEE y por la tra-
yectoria profesional y académica de sus integrantes. A pesar de ello, es una 
percepción constante que la presión que ejerce el partido que se encuentra 
en la gubernatura y los partidos de oposición es sustancialmente distinta:

El perfil profesional que tienen los integrantes del tribunal me parece un 
aspecto importante porque han sido y son personajes con un reconoci-
miento en Colima, en el ejercicio de su desempeño como abogados y como 
personas no han sido individuos que hayan estado inmersos en escándalos 
ni en cuestionamientos, menos en los que se ve si reciben presión, pero 
yo no podría decir que esa presión surja o tenga como efecto que ellos 
modifiquen una decisión del tribunal o beneficien o perjudiquen a alguien 
en una decisión del tribunal […] la presión que pueda ejercer en deter-
minado caso un gobernador sobre el tribunal no es la misma que pudiera 
ejercer un presidente municipal o un personaje común y corriente. Hay 
una desventaja para la oposición y yo te diría que en la historia reciente no 
ha habido alguna decisión del tribunal que vaya en contra de los intereses 
del partido en el gobierno. Muchas veces los recursos que presenta el PRI 
en contra de la oposición por alguna situación, prosperan más, van más 
allá, los tipos de sanciones y los montos (Informante 3).

Un aspecto muy recurrente en las entrevistas fue que los recursos re-
sueltos satisfactoriamente en el TEE son asuntos que no afectan direc-
tamente los intereses del partido en el poder; por ende, se menciona que 
hay una intervención fuerte por parte del partido gobernante en los pro-
cesos de decisión del TEE. 

Elecciones impugnadas

La elección de gobernador del año 2003 fue impugnada y anulada. El 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación anuló las eleccio-
nes de gobernador, al considerar que Fernando Moreno Peña (a la sazón 
gobernador en ejercicio) había utilizado recursos públicos para favorecer 
el candidato del PRI, Gustavo Vázquez Montes, por lo que se convocó 
a elecciones extraordinarias que se realizaron el domingo 7 de diciem-
bre de 2003. Gustavo Vázquez Montes fue postulado nuevamente como 
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candidato del PRI a la gubernatura en las elecciones extraordinarias. 
Vázquez Montes volvió a ganar la elección, y obtuvo de nuevo la mayoría 
de los votos, y asumió la gubernatura el 1º de enero de 2004, un periodo 
de gobierno que finalizaría el 31 de octubre de 2009; sin embargo, falle-
ció el 24 de febrero de 2005.

Los entrevistados refirieron que ese es uno de los casos paradigmáti-
cos que ha enfrentado el tribunal del estado. En esa elección, el TEE fue 
muy cuestionado:

El caso del 2003 fue muy sonado y tuvo un impacto no solamente local y 
estatal, sino a nivel nacional, fue la elección del gobernador del estado. En 
aquel entonces se comentó que la entonces presidenta del TEE preten-
día que se anularan los comicios en el municipio de Tecomán con el 20%, 
lo cual impactaba con la elección a nivel estatal y cuestión con la que no 
compartieron los otros dos magistrados, tuvo un impacto inclusive la sede 
de este inmueble fue sitiada, hubo presión por parte de ciudadanos, un 
partido político o a una coalición de partidos políticos, la razón jurídica 
que se argumentaba no prosperó y entonces hubo problemas al interior  
entre los propios magistrados y finalmente fue un caso muy sonado por-
que eran los días precisamente de diciembre, era una elección extraordi-
naria y en los días de diciembre inclusive aquí precisamente pasaron la 
nochebuena, la navidad, aquí estuvo sitiado, una presión fuerte sobre los 
magistrados, sobre el personal, pero finalmente la causa que motivaba la 
supuesta anulación parcial del municipio de Tecomán y que si se llegaba a 
dar esa anulación revertía el resultado, es decir, el candidato que competía 
en el segundo lugar al anularse [pasaba] a ser el primero y eso daba un 
cambio radical al proceso. Finalmente no se dio, no prosperó esa preten-
dida anulación y la resolución que presentaron los otros dos magistrados 
fue la que finalmente se votó, y no prosperó aquella pretendida anulación, 
pero fue un caso de verdad muy sonado y que sí impactó ante la opinión 
pública y ante la ciudadanía (Informante 3).

Es importante mencionar que en el proceso de 2009 se planteó que 
se filtraron recursos públicos en la elección a favor de los candidatos del 
PRI, sin embargo, esto no terminó en una decisión jurisdiccional y se 
convirtió únicamente en un reclamo mediático. En este caso, ni el TEE 
ni el TEPJF dictaron resolución alguna. 
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La reforma constitucional federal de 2007

Los funcionarios del IEE entrevistados reportan que los casos que se 
llevan con mayor frecuencia al Consejo General por parte de los par-
tidos se relacionan con quejas por campañas difamatorias, y por co-
locación de propaganda fuera de los plazos establecidos o en lugares 
prohibidos. Aquí es pertinente profundizar en la reforma constitucio-
nal federal de 2007.

La reforma electoral constitucional y legal la aprobó el Congreso de 
la Unión a finales de 2007. Así, inició un intenso debate parlamentario 
que culminó con la aprobación de reformas sustanciales a la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y al Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales (Cofipe). 

Esta reforma entró en vigor el 14 de noviembre de 2007 y el nuevo 
Cofipe el 15 de enero de 2008. Esta legislación da respuesta a las deman-
das expresadas por políticos y ciudadanos tras las elecciones de 2006. 
Una de las principales fue la relativa a la necesidad de una legislación más 
rigurosa respecto de la propaganda en los medios electrónicos de comu-
nicación. Por otra parte, durante la última campaña electoral, la contra-
tación de mensajes por parte de terceros para apoyar o atacar a alguno de 
los candidatos suscitó reclamos de inequidad entre los afectados.

La regulación de la administración de los tiempos del Estado en ra-
dio y televisión para fines electorales, contenida en el nuevo Cofipe, pro-
mueve la realización de campañas electorales basadas en la presentación 
de propuestas y en el acercamiento a los ciudadanos. Asimismo, establece 
reglas de civilidad para el contenido de los mensajes de los partidos polí-
ticos y sus candidatos.

Esta reforma se incorporó a la Constitución de Colima en la reforma 
constitucional de 2011. Al respecto, se preguntó a los entrevistados qué 
tan frecuentes eran las inconformidades por parte de partidos o candida-
tos en materia de comunicación y propaganda política pautada desde el 
IFE. Los funcionarios entrevistados confirmaron que son muy reitera-
das, pero, como autoridades locales, envían esas inconformidades al IFE. 
Por otro lado, los entrevistados señalaron que los institutos locales elabo-
ran los pautados, los distribuyen y posteriormente los envían al IFE para 
su aprobación. No se reportan problemas con esta reforma. Por otra par-
te, los funcionarios del tribunal entrevistados reportan no haber tenido 
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ninguna impugnación en materia de comunicación o de anuncios publi-
citarios (spots).

Por otra parte, uno de los académicos entrevistados plantea lo 
siguiente:

En 2009, ya cambia la disposición, sobre todo para el monitoreo de los 
espacios de los partidos políticos en medios de comunicación. Yo te diría 
que en Colima no se pudo hacer porque el equipo que mandaron del IFE 
para hacerlo llegó muy tarde y cuando llegó no había gente capacitada 
para operarlo, entonces Colima no pudo reportar monitoreo de medios 
de comunicación en el 2009 y me parece que lo mismo va a suceder en el 
2012, porque ahora los ajustes que ha hecho la autoridad electoral tiene 
que ver con tiempos y eso va a poner en un serio aprieto a los medios de 
comunicación, sobre todo a las radiodifusoras del estado, entonces, ojalá 
me equivoque, pero creo que no va a funcionar bien y me parece que el IFE 
está presionando mucho a los medios de comunicación (Informante 1).

Sociedad civil

La sociedad civil de Colima fue encapsulada por el Estado desde los años 
cuarenta, como sucedió a nivel nacional. De acuerdo con De la Vega y 
Hernández (2007), la permanencia del corporativismo en la entidad se 
debe a la debilidad de las fuerzas sociales y políticas que se manifiesta 
en la historia del siglo XX, en la escasez de luchas y organizaciones que 
tomaron distancia del Estado y del PRI. 

Según dichos autores, los espacios fueron cubiertos por el Estado 
a través del partido oficial, en particular de sus organizaciones, como la 
Confederación de Trabajadores de México, la Confederación Nacional 
Campesina, la Confederación Nacional de Organizaciones Populares y 
la Universidad de Colima. Esta última se convertiría, a finales de los se-
tenta, por intermediación de la Federación de Estudiantes Colimenses y 
asociaciones afines a ésta, en una integrante importante del sector popu-
lar del partido oficial.

En esta misma línea, Gildo (2004) argumenta que históricamente el 
Estado asumió que lo público le correspondía totalmente. En este sen-
tido, la producción de diversos actores públicos y privados se reconocen 
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solamente como instrumentos de identidad simbólica, sobre todo en mo-
mentos de fuerte permanencia institucional. 	

Las opiniones sobre la participación y el papel que cumple la socie-
dad civil en Colima son muy diversas entre sí. Varios de los entrevistados 
opinaron que la sociedad civil en este estado se caracteriza por ser muy 
participativa y documentada, por tanto, hay quienes consideran que hay 
mucho interés de las personas por proteger sus derechos. Sin embargo, es-
tos juicios contrastan con los datos. Por ejemplo, una persona entrevistada 
comenta que Colima no cuenta con organizaciones civiles registradas de  
carácter político, aunque el interés sí existe. A la sociedad le importa lo 
que pasa en el estado y sigue muy de cerca los procesos políticos estatales:

Sí hay sociedad civil interesada en los derechos políticos electorales de los 
ciudadanos, sin embargo, considero que ante este TEE va a ser posible que 
ellos hagan valer sus derechos en este proceso electoral, dado que a partir 
de las reformas del 30 de agosto del 2011 se creó una figura jurídica deno-
minada Juicio para la Defensa Nacional Electoral, medio de impugnación 
que no existía en nuestra legislación electoral, luego entonces, al tener ya la 
oportunidad la sociedad civil de impugnar por violaciones a sus derechos 
político electorales, en esta entidad considero que va a ser más representa-
tiva esta sociedad (Informante 9).

Los representantes del IEE y del TEE entrevistados manifestaron 
sostener en todo momento una relación cordial y de apoyo con la so-
ciedad civil, fortaleciendo un ambiente de cooperación. De igual forma, 
manifestaron atender siempre a cualquier solicitud de información o ser-
vicio. Otras personas entrevistadas ajenas a estos organismos sostuvieron 
que, en efecto, el estado tiene una sociedad civil organizada que defiende 
los derechos políticos de los ciudadanos. Se citan varias organizaciones 
de mujeres, la Comisión Estatal de la Defensa de los Derechos Políticos, 
organizaciones dentro de los partidos, organizaciones ambientalistas, y 
de jóvenes, entre otras. 

Otros entrevistados afirman que Colima no se ha caracterizado por 
tener una sociedad civil organizada y cuestionadora; al contrario, se ha 
manifestado como una sociedad pasiva. Una de las posibles explicacio-
nes, señalan los entrevistados, es que, al ser un estado muy pequeño, que 
no ha vivido grandes conflictos sociales, no ha tenido la necesidad de 
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organizarse o manifestarse para causas relevantes. Si bien en el estado 
han surgido organizaciones durante periodos electorales en defensa del 
voto, por ejemplo; sin embargo, los entrevistados coinciden en que la or-
ganización no es una característica de la sociedad civil en Colima: “Yo 
observo una sociedad civil muy pobre, muy en pañales, muy incipiente, 
que generalmente son grupos de ciudadanos que están corporativizados 
a partidos políticos. No son sociedad civil” (Informante 6).

Del mismo modo, existe la relación entre las organizaciones de la so-
ciedad civil y las instituciones electorales; sin embargo, ésta es una rela-
ción muy formal que funciona únicamente en las elecciones. 

Violencia 

En cuanto a la forma en que la situación de violencia ha incidido en la 
violación de los derechos políticos, la mayoría de los entrevistados afir-
man que, aunque en Colima sí se ha disparado la violencia en los últi-
mos meses, ésta no ha impactado en los procesos electorales. De igual 
forma, esta variable no se toma en cuenta en la organización de las elec-
ciones o en la dinámica de los partidos políticos en el estado. 

Respecto de las medidas tomadas para evitar que el dinero ilegal lle-
gue a las elecciones, las respuestas son similares: la mayor parte de los 
entrevistados reportan no tener este problema en el estado. En cambio, 
reclaman que el ser un estado muy pequeño, es fácil identificar si un per-
sonaje político se encuentra vinculado al lavado de dinero o al crimen or-
ganizado, por lo tanto, no se considera una variable relevante. 

Intervención en los procesos electorales

Este aspecto cobra especial relevancia al analizarse en Colima. Como fue 
señalado párrafos arriba, la elección de 2003 se anuló por una clara inter-
vención del gobernador a favor del candidato de su partido. A pesar de 
que esta elección fue impugnada y anulada, en las entrevistas se encon-
tró que estas intervenciones funcionan como operación constante en el 
estado. Por ejemplo, se plantearon casos en la elección de 2009, cuando 
se filtraron recursos del erario a favor de los candidatos del partido en el 
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poder (PRI); sin embargo, estas acusaciones no tuvieron un resultado ju-
risdiccional y se convirtieron en un hecho mediático. Se reporta que des-
de el año 2003 no ha habido evidencia que permita invalidar una elección 
o imputar responsabilidades a algún funcionario público. 

Sobre el papel de los presidentes municipales en los procesos elec-
torales colimenses, se diría que es menor, pues tienen menores posibi-
lidades de intervenir al encontrarse limitados por el presupuesto. Los 
entrevistados informan que se han visto varios casos donde los presiden-
tes municipales desvían recursos de los ayuntamientos, como vehículos o 
trabajadores, para facilitar la organización electoral de los candidatos de 
su partido. Sin embargo, la inyección directa de recursos no es muy clara, 
ya que se encuentran presupuestalmente limitados.

Se entrevistó a un expresidente municipal, y aunque reconoce que sí 
se apoya a los candidatos del propio partido, apoyar con recursos mate-
riales es difícil. Al preguntarle qué tan decisivo es que el presidente mu-
nicipal apoye al candidato, responde lo siguiente:

Sí tiene peso, porque hay que decirlo, sí tiene peso, pero no sé hasta qué pun-
to sea algo medible y sobre todo algo que tenga el peso de la balanza, porque 
de alguna manera siento que se palpa más cuando el propio gobernador en-
tra a apoyar al partido, creo que ahí sí hay más peso que cuando es el presi-
dente municipal o el alcalde o la administración municipal. Por lo mismo que 
te digo, es difícil que el ayuntamiento pueda entrarle con muchos recursos 
porque a veces tampoco hay para el pago de la nómina (Informante 10).

Como era de esperarse, las percepciones de la oposición son totalmen-
te diferentes y consideran que el gobernador influye en los procesos elec-
torales en todo momento y en todas las formas posibles favoreciendo a sus 
candidatos. Por otro lado, el representante del PRI colimense considera 
que el PAN se ve favorecido por las autoridades electorales a nivel federal. 

Percepciones ciudadanas

De acuerdo con el informe presentado por el subproyecto de percep-
ción de la sociedad civil sobre las elecciones, éstas son de calidad, en la 
dimensión de la percepción, cuando reúnen la doble condición de ser 
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equitativas y producir un resultado consistente con las preferencias de 
la mayoría. Así, ésta consiste en el porcentaje que contesta “de acuerdo” 
o “totalmente de acuerdo” a la primera pregunta y de forma afirmativa a 
la segunda. 

Los estados se agruparon en categorías, a partir de los cuartiles co-
rrespondientes a la medición de calidad. Así, el grupo de estados con ca-
lidad alta está formado por Sonora, Veracruz, Nuevo León, Coahuila, 
Hidalgo, Colima, Zacatecas y Chihuahua.

En Colima, 67.3% considera que las elecciones son libres, limpias y 
equitativas (rubro de acuerdo/totalmente de acuerdo), 82.4% conside-
ra que el candidato declarado ganador fue el que obtuvo más votos, y el 
porcentaje de calidad de las elecciones (rubro que reúne ambas condi-
ciones) es de 62.28%.
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Capítulo 8 
Morelos
Magdalena Aguilar*

*	 Doctorante por la UAM-I en la línea de procesos políticos.

En México, el tránsito electoral a nivel subnacional hacia un esquema 
plural, competitivo, libre y transparente al menos en la ley, dependió en 
buena medida de algunos cambios que se hicieron en la materia a lo largo 
de la década de 1990. La aplicación de estas reformas marcaría tenden-
cias diferenciadas en las distintas demarcaciones.

Este estudio de caso tiene la intención de revisar el diseño y funcio-
namiento institucional de los órganos de administración y justicia elec-
torales en el estado de Morelos, con base en el supuesto de que en ellos se 
define parte importante de la pluralidad política y la integración del go-
bierno. Es así que el análisis de dichos órganos permite un acercamiento 
—acotado, en este sentido— a la parte institucional y procedimental de 
la calidad de la democracia en la entidad.

De acuerdo a la evaluación precedente a este estudio de caso —“La 
calidad de las elecciones en México a nivel subnacional” a cargo de la Flac-
so México y el PNUD en 2011—, Morelos puede describirse como un 
estado “congruente” debido a que los problemas y deficiencias que mues-
tra en el diseño institucional de los órganos de administración electoral 
(OAE), se corresponden con una mala percepción de los ciudadanos so-
bre el funcionamiento de los procesos electorales y sus instituciones.

Las categorías evaluadas comprenden el grado de partidismo 
y el de independencia de los Institutos Electorales Estatales, y para 
ello se analizaron: a) el proceso de nombramiento de los consejeros,  
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b) profesionalismo, c) presupuesto asignado, y d) la injerencia o influen-
cia del gobernador, los partidos políticos, los diputados locales, los alcal-
des, y de otros actores que participan en la vida institucional y toma de 
decisiones. 

Con el fin de contextualizar mejor el tema de análisis, se debe señalar 
que, después de Tlaxcala y el Distrito Federal, Morelos es por su exten-
sión, la tercera entidad más pequeña de México; pese a ello, se encuen-
tra dividido en 33 municipios, una gran cantidad para sus dimensiones. 
Además de que el 16% de su población es rural, dicho estado presenta 
en general un índice de desarrollo humano de 0.7878, que lo ubica den-
tro de la media nacional (PNUD México, 2007). Asimismo, su padrón 
electoral se encuentra en la posición 21 a nivel nacional (en orden descen-
dente de entre 32), y durante las últimas tres décadas el sistema local de 
partidos ha mostrado en realidad poca competencia.

Breve historia electoral

A mediados de la década de 1990, las condiciones electorales en Morelos 
se caracterizaban por su poca competencia y múltiples irregularidades 
que plagaban los procesos: el uso de recursos gubernamentales a favor 
del candidato oficial, incremento artificial del padrón en zonas conur-
banas a Cuernavaca (capital del estado) y Cuautla, retraso en la aper-
tura y cambios de ubicación de las casillas, falta de material de apoyo, 
manejo confuso de boletas foliadas, ausencia de funcionarios de casilla,  
presencia cercana de policías armados, boletas sin firma, funcionarios 
públicos como miembros de casillas, compra e inducción del voto, y uso 
de violeta de genciana alterada (para la marcación del votante).1

El proceso electoral de 1994 tuvo especial interés, ya que había logra-
do incorporar innovaciones en la legislación y procedimientos electorales 
que provenían de una reforma constitucional que había sido aprobada por 
el Congreso de la Unión en ese mismo año.2 Pese a que irregularidades 

1	 Los partidos de oposición, principalmente el PAN y el PRD, fueron los que señalaron di-
chas irregularidades en el proceso, durante el conflicto poselectoral de 1994. 

2	 En marzo de 1994 se llevaron a cabo elecciones para la gubernatura, 33 presidencias muni-
cipales y 25 curules (quince de mayoría y diez de representación proporcional).
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como las arriba mencionadas restaron credibilidad al proceso, la reac-
ción de los partidos opositores ante dichas inconsistencias abrió paso a 
la competencia partidaria y a un ejercicio más transparente en la emisión 
y conteo del voto ciudadano, así como a la promoción de reformas a la 
Constitución política y a la ley electoral del estado3 (Toledo, 1995).

Sin embargo, ninguna de las impugnaciones y movilizaciones de la 
oposición fructificó, ya que, según la Fiscalía Especializada para la Aten-
ción de Delitos Electorales (Fepade), todas las inconformidades presen-
tadas se consideraban como faltas menores y dispuso que en ningún caso 
procederían jurídicamente por ausencia de pruebas para integrar el ex-
pediente. Pese a ello, importantes aspectos se modificaron en la esfera 
local electoral, entre éstos, la ampliación de doce a quince distritos uni-
nominales; la ampliación de seis a diez de los diputados de representa-
ción proporcional; la reglamentación del financiamiento de los partidos; 
modificación de la naturaleza y composición de la entonces Comisión 
Estatal Electoral (CEE), estructura predecesora del Instituto Estatal 
Electoral (IEE); eliminación del sistema de autocalificación; agilización 
de los mecanismos de interposición y fallo de los recursos de apelación e  
inconformidad presentados por los partidos, y la creación del Tribunal 
Estatal Electoral (TEE). 

La incorporación de consejeros ciudadanos a la CEE fue el aspecto 
más novedoso de las reformas, así como el nombramiento de su presi-
dente por parte del Poder Legislativo, de entre una terna propuesta por 
el Ejecutivo estatal. De esta manera, la CEE quedaba integrada por un 
presidente, cinco comisionados del Poder Legislativo, uno del Poder Eje-
cutivo (con funciones de secretario técnico), seis consejeros ciudadanos 
propietarios, y los comisionados representantes de los partidos con regis-
tro. El TEE, por su parte, quedó conformado por cinco magistrados nu-
merarios y dos supernumerarios nombrados por el Congreso a partir de 
una lista propuesta por el Tribunal Superior de Justicia4 (Toledo, 1995). 

3	 Las reformas a la Constitución se aprobaron el 6 de septiembre de 1993 y las de la Ley Es-
tatal Electoral el 8 de octubre del mismo año. Tierra y Libertad, Órgano del Gobierno del 
Estado Libre y Soberano de Morelos, núms. 3663-3674, Cuernavaca, Morelos, 27 de octu-
bre  de 1993 y 12 de enero de 1994.

4	 La realización de la jornada electoral de marzo de 1994 contó con el acuerdo de la CEE en 
cuanto al uso de la credencial con fotografía expedida por el Registro Federal de Electores, 
el uso de boletas electorales foliadas y firmadas (al menos por el secretario y un represen-

instituciones electorales.indd   205 30/09/16   12:00 p.m.

© Flacso México



Magdalena Aguilar

206

Se debe también destacar que fue en el estado de Morelos donde se 
creó el primer instituto estatal electoral del país —el 1 de diciembre de 
1996—, el cual se encargó de organizar las elecciones al año siguiente de 
su constitución.

Imagen electoral actualizada

Un balance sobre el estatus de Morelos en materia electoral y en relación 
con los más recientes comicios electorales muestra que durante el periodo  
1997-2011 fueron celebrados seis procesos electorales en la entidad; 
dos elecciones federales en los años 2000 y 2006 para elegir goberna-
dor, diputados y ayuntamiento; tres elecciones intermedias para renovar  
diputados, y la integración de ayuntamientos, éstos refieren los procesos 
electorales de 1997, 2003 y 2009, de los cuales se contó con una partici-
pación electoral como se muestra en el cuadro 8.1.

Cuadro 8.1. Porcentaje de participación electoral en elecciones

1997 2000 2001* 2003 2006 2009

Gobernador — — — — 59.58 —

Diputados 55.93 — — 48.81 58.96 50.02

Ayuntamiento 55.70 — 58.44 48.97 58.46 51.67

* Elección extraordinaria correspondiente al municipio de Ocuituco.

También hubo una elección extraordinaria en 2001, que mostró algo 
de los resultados y avances que se habían logrado en materia electoral; 
aparecieron así los tribunales jurisdiccionales para la aplicación de nor-
mas, con el fin de dar transparencia y claridad a los comicios; es decir, 
para garantizar la certeza de que la actividad electoral se sujetaba a un 
marco de legalidad, principalmente durante complicaciones electorales y 
en la resolución de medios de impugnación que ahora se encontraban al 
alcance de los diversos actores políticos que enfrentaran actos electorales 
lesivos a sus intereses.

tante de partido en la mesa de casilla), la designación de un agente del Ministerio Público 
(y dos auxiliares) en cada municipio para atender denuncias de delitos contemplados por la 
legislación electoral, y el establecimiento de la figura de observadores electorales.
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Durante el proceso para la renovación de los ayuntamientos de los 
33 municipios en la entidad, se distinguió ese año un recurso de incon-
formidad interpuesto por el Partido Democracia Social (PDS), en con-
tra de los cómputos y votaciones emitidas en el municipio de Ocuituco, 
Morelos. Tras desconocer el triunfo del candidato priista a la alcaldía 
por presunta coacción del voto y la quema de once paquetes electorales 
con más de tres mil boletas, militantes del PDS, policías de Cuernava-
ca y autoridades del IEE protagonizaron conatos de violencia, luego de 
que mostraron una boleta electoral en la que se advertía la anulación de 
su planilla.5

La resolución del tribunal declaró la nulidad de la elección del ayun-
tamiento municipal, dejando sin efecto el cómputo final y la declaración 
de validez de esa elección.6 Inconforme con la resolución emitida por el 
TEE, el PRI —que había obtenido el triunfo— promovió juicio de revi-
sión constitucional electoral.7 

5	 1) Cerca de 250 habitantes inconformes del municipio cerraron una carretera local mien-
tras una comisión buscaba a la alcaldesa para recriminar su apoyo al candidato del PRI a 
lo que la funcionaria priista amenazó con suspender el servicio de agua potable; 2) un mi-
litante de Democracia Social originó un conato de violencia con los policías del IEE luego 
de que mostró a algunos reporteros una boleta electoral con un sello de la anulación del 
candidato del PDS. El presidente consejero del IEE ordenó al grupo policiaco la detención 
de dicho sujeto, quien huyo al cubículo de su partido. Allí, un grupo de mujeres se enfren-
taron con los policías e impidieron la detención del presunto “delincuente electoral” (el re-
presentante del PDS ante el IEE comentaba que el proceder de esa persona se justificaba 
porque no había cometido el acto con intención dolosa, sino para tener una prueba feha-
ciente de las irregularidades cometidas por las autoridades electorales en contra del PDS); 
3) un grupo de simpatizantes del PRD retuvieron al ayudante municipal de Jumiltepec y 
a un policía municipal en una celda para exigir la presencia de un funcionario del IEE. Por 
ello la Secretaría de Seguridad Pública comisionó a más de cincuenta policías con equipo 
antimotines y dos bomberos para resguardar al IEE ante la amenaza de los simpatizantes 
del PRD, PDS, PAN y civilistas morelenses de las localidades cercanas, donde el PRI ob-
tuvo la victoria en las alcaldías. El Universal, “Altercado en el IEE de Morelos”, 9 de julio de 
2000, consultada el 4 de mayo de 2012 en <http://www.eluniversal.com.mx/pls/impre-
so/noticia.html?id_nota=12569&tabla=estados>.

6	 Le había sido asignado el toca electoral identificado con el numeral TEE/031/00-1, que 
fue resuelto por el TEE con fecha 3 de septiembre de 2000. (El “toca” es el número de ex-
pediente que será revisado en un Tribunal Superior).

7	 El juicio se promovió ante la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación y le fue asignado a dicho medio de impugnación el expediente número SUP-
JRC-382/2000, en el que los integrantes de dicha sala confirmaron la sentencia de fecha 3 
de septiembre de 2000.
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Para cumplir las resoluciones de los tribunales jurisdiccionales, la 
XLVIII legislatura morelense emitió el decreto número 11 del 25 de oc-
tubre de 2000, para la celebración de elecciones extraordinarias de los 
miembros del ayuntamiento. 

Por otra parte, a semejanza de lo que ocurre en el ámbito federal, en 
Morelos han competido efectivamente tres partidos (PRI, PAN y PRD), 
aunque sobresale que la izquierda representada por el PRD es la que 
ha perdido más fuerza. Asimismo, resalta que en los diferentes comi-
cios la participación casi siempre ha sido mayor al 50%, exceptuando el 
año 2003 en elecciones intermedias, cuando la participación se redujo a 
44.4%. La cifra más alta se dio en las elecciones concurrentes con las fede-
rales de 2000. Entonces la participación fue de 63.07% para la elección de  
gobernador, mismas en las que el PAN se impuso al PRI por más del do-
ble del porcentaje.

En la elección de 2006, también concurrente con la del nivel federal, 
se observó un repunte del PRD, uno de los partidos más fortalecidos en 
la contienda federal. Este fenómeno se repitió en las elecciones municipa-
les de 1997 y 2006, momentos en los que, a nivel federal, el PRD estuvo 
mejor posicionado (véase el cuadro 8.2).

Cuadro 8.2. Morelos, elección para gobernador (los datos se dan en porcentajes)

Año Participación PRI PAN PRD Otros 

2006 59.46 26.62 35.21 31.32 4.05

2000 63.07 27.27 54.74 12.71 3.23

Fuente: Flacso México/PNUD (2011).

También en la elección de gobernador, el PRD logró un repunte, equi-
parándose porcentualmente con sus contrincantes;8 aspecto favorable que 
no se repitió durante el proceso de 2009, en la elección de presidente muni-
cipal, cuando dicho partido sufrió una importante baja. El voto perredista 
se desplazó hacia partidos como Convergencia, el Partido Verde Ecologis-
ta y el Partido Nueva Alianza; situación a la que se sumó la presentación, 

8	 La primera elección en la que el PRD se mostró como la fuerza opositora más relevante fue 
en la de 1994, cuando obtuvo el 21.6% de los votos, frente al 9.6% del PAN. El triunfo lo 
logró el PRI con el 62.5% de la votación.
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en algunos municipios, de más de una alianza entre PRD y otros partidos 
menores, por ejemplo, las candidaturas comunes entre PRD y PSD, PRD 
y Convergencia, PRD y PT, y PRD, PT y Convergencia.

Fue en el escenario de 2009 cuando el PRI obtuvo la mayoría de los 
municipios (16 de 33), regresando así a la primera posición que, en la 
elección de 2003, había sido para el PRD.

Cuadro 8.3. Morelos: porcentajes en las elecciones para presidente municipal

Año Votos

PRI PAN PRD Otros Nulos Participación Mayoría en municipios*

2009 29.6 19.7 11.2 35.2 4.2 52.0 16, PRI

2006 20.7 30.7 30.4** 30.4 2.9 59.4 15, PRD

2003 26.0 28.7 22.9 19.7 2.7 49.4 13, PRI

2000 29.9 39.5 21.2*** 5.7 2.7 62.1 14, PRI

1997 34.3 17.6 33.6 11.2 3.1 — 17, PRI

* De un total de 33 municipios.

** Coalición Por el Bien de Todos: PRD+PT+Convergencia.

*** Alianza por Morelos: PRD+ PSN+CD+PPN+PSCD.

Fuente: Flacso México/PNUD (2011).

La Constitución política de Morelos define que el sistema electoral 
para la elección de ayuntamientos es mixto, con dominante proporcio-
nal compuesto por una elección de mayoría relativa, en donde sólo se 
elige por planilla al presidente y al síndico; mientras que por la vía pro-
porcional se asignan los regidores, quienes por su naturaleza jurídica 
no podrán ser menores a tres.9

Por otra parte, la concurrencia con los procesos federales de los  
años 2000 y 2006 muestra influencia respecto a las elecciones para di-
putados locales (cuadro 8.4). En el primero se evidenció la prominencia 
del PAN en un aproximado de 10% de ventaja frente al resto. Mientras 

9	 En tanto entidad federativa, Morelos tiene como marco general de acción la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, por lo tanto, el art. 115 y su precepto referente 
a la integración del ayuntamiento contempla mayoría relativa y proporcional. Asimismo, 
Morelos cuenta con su Constitución política, en la que predomina el principio de represen-
tación proporcional, es decir, que el presidente municipal y el síndico son los únicos electos 
en planilla por el principio de mayoría relativa; los regidores se asignan por representación 
proporcional (Sánchez Ramos, 2006). 
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que, en 2006, el PRD repuntó en menos del 2% respecto al PAN, el cual 
obtuvo la mayoría. De igual modo, se observa el crecimiento de los par-
tidos pequeños, que se tradujo en escaños y en un factor para la negocia-
ción en el Congreso local con los partidos más grandes y la formulación 
de alianzas.

Cuadro 8.4. Morelos: porcentajes en las elecciones para diputados locales

Año Votos Escaños

PRI PAN PRD Otros PRI PAN PRD Otros

2009 28.03 21.52 15.96 29.23 53.33 16.67 10.00 20.00

2006 19.37 31.49 30.66 15.16 10.00 46.67 23.33 20.00

2003 25.22 27.78 22.78 21.16 26.67 30.00 26.67 16.66

2000 28.64 40.94 19.18 7.97 40.00 50.00 0.00 10.00

1997 34.49 18.14 32.01 12.18 43.33 n.d 36.67 n.d

Fuente: Flacso México/PNUD (2011).

Sobre el órgano de administración electoral,  
el Tribunal Estatal Electoral y la opinión pública

Sobre la independencia y profesionalización del órgano  
de administración electoral morelense

La evaluación de la elección morelense de 2006 reveló en referencia a las  
instituciones de interés que el grado de partidismo es alto, lo que sig-
nifica que sólo órganos políticos están involucrados y que el órgano de 
administración electoral (OAE) es mixto partidizado o independiente/
mixto partidizado, lo cual implica que está compuesto principalmente 
por representantes de los partidos.

Por otra parte, en cuanto al grado de independencia, éste calificó en 
el nivel medio, lo cual quiere decir que son sólo dos son los órganos invo-
lucrados en el nombramiento de los consejeros y que la remoción de és-
tos corre a cargo del Congreso local.

Para juzgar en contexto el caso de Morelos, conviene decir que en 
once estados del país, los OAE son medianamente independientes;  
en quince esa independencia es baja; en tanto que en seis entidades se 
presentan casos de alta independencia. 
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Respecto al grado de profesionalización de los OAE morelenses, al 
igual que en la gran mayoría de las entidades federativas, la profesionali-
zación es un tema que sigue pendiente; la calificación que obtuvo dicho 
estado en el nivel de eficiencia fue baja, pues si bien existe formalmente 
el servicio en la ley electoral, todavía no se ha aprobado la ley secundaria 
que regule su funcionamiento, lo que sugiere que en la práctica no ope-
ra o que su operación se realiza por métodos de gestión tradicionales au-
nado a la presencia de impugnaciones. Al respecto, un exfuncionario del 
OAE10 comenta: 

No existe el servicio profesional, incluso en la última modificación parte 
de la trampa es ésa […]. Abren el abanico para que existan más plazas de  
direcciones ejecutivas, como saben que van a perder […], obligan en un 
transitorio de la ley a que se cree el servicio profesional electoral. Hay nue-
vos subdirectores que nunca habían estado en una elección, otro que es 
una secretaria […]. La credibilidad del instituto está en los pies, hay una 
consejera que da una declaración y dice que no hay diputadas mujeres 
de mayoría relativa, cuando hay cinco […] si ella pasó y ella votó en la 
elección y no sabe ni cómo salieron. No sólo se necesita que sean ciuda-
danos, se necesita que sea gente que conozca de cosas electorales […]. Por 
ejemplo, el actual director de capacitación del instituto electoral empezó 
en 1991, en la Junta Distrital, empezó desde caminar a entregar notifi-
caciones, conoce el procedimiento, él sí sirve como director, porque sabe 
cuál es la realidad. Los de ahora no sirven para nada, no tienen idea. Yo 
veo un gran riesgo en esta elección pero va a salir, porque quienes trabajan 
son los mismos desde 1991, no han cambiado los organismos, las juntas 
distritales —porque en las juntas distritales es donde verdaderamente se 
lleva el proceso—. Llama la atención que en México, son sólo trece esta-
dos en los que la ley electoral contempla un servicio profesional y cuentan 
con una ley secundaria que regula el funcionamiento cotidiano del mismo 
—el Estatuto del Servicio Profesional Electoral—. En relación [con el] 
presupuesto asignado al Instituto Estatal Electoral de Morelos, se observa 
que durante la elección del 2006, se asignó 1.34% a la autoridad electo-
ral con respecto del presupuesto total anual de la entidad. Un porcentaje 

10	 El testimonio fue tomado de un exfuncionario del OAE de Morelos quien pidió permane-
cer en anonimato.
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que se ubica dentro del rango más alto en comparación con el resto de 
los estados que, durante el periodo 2006-2011, mostraron una variación 
de entre 0.13%, el más bajo, (Aguascalientes, 2010) y 1.47%, el más alto 
(Campeche, 2009).11

En este sentido, la autonomía financiera es un pilar importante en 
el desarrollo democrático reconocido por los mismos funcionarios del 
OAE; sin embargo, también se señaló que:

[…] dependemos de los presupuestos que autoriza el Congreso; en el 
caso de Morelos, no solamente del Congreso sino, en primera instancia, 
del gobernador porque nosotros presentamos nuestro proyecto de pre-
supuesto al gobernador y él lo envía en el presupuesto general. Entonces, 
si nosotros aprobamos una x cantidad, ésta normalmente siempre nos 
la recorta el gobernador, no respeta ese proyecto que presentamos de 
presupuesto y después llega al Congreso donde también es parte de la 
negociación en el congreso general. Creo que debería haber una fórmu-
la en donde un porcentaje del general que tiene el Estado asignado al 
presupuesto, pueda ser por fórmula automática, así como son las pre-
rrogativas, por fórmula, asignada a los partidos políticos, la autonomía 
financiera del órgano electoral. Eso creo que falta todavía: ir hacia allá, 
para que tenga autonomía.

Al indagar sobre la posibilidad de retrasos en la entrega de recursos 
económicos al instituto por parte del gobernador, para presionar o condi-
cionar a aquél o a sus integrantes, un entrevistado12 refirió que:

Es muy común, es la manera en que quieren controlar. En este caso han 
suspendido los recursos, por ejemplo, se tomó posesión el día 1º de di-
ciembre y para el 22 suspendieron los recursos y la elección era el 17 de 

11	 En los casos de Baja California Sur, Distrito Federal, Nayarit y Oaxaca no están disponi-
bles los presupuestos para su último año de elección, ni para el previo. Para Coahuila, Gue-
rrero y Estado de México se tomaron los presupuestos de 2010 por no tener datos para su 
último año de elección de gobernador que ocurrió en 2011; finalmente, en el caso de Sina-
loa, se tomó el presupuesto de 2009, al no tener datos de 2010, su último año de elección 
de gobernador.

12	 En este caso, como en los subsiguientes, los informantes solicitaron el anonimato. 
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marzo. Llegó la gente para la capacitación y en la azotea, en el rayo del sol, 
inició la capacitación y subió la prensa. Fue un problema, el secretario de 
Gobernación le habló al gobernador reclamando por qué no nos había 
dado los recursos. Retrasan generalmente, en este momento, no han en-
tregado al instituto electoral los recursos para sus empleados, a la nómina; 
tienen retrasado el aguinaldo que debería entregarse el día 10, dicen que 
del 12 al 16 y a ver si los dan […].

Por otro lado, en relación con los factores anteriores, pero evaluando  
la injerencia o influencia de actores como el gobernador, los partidos po-
líticos, los diputados locales y alcaldes, desde la perspectiva de un exfun-
cionario del OAE morelense, se considera que el IEE presenta una baja 
independencia, lo que se atribuye esencialmente a la pérdida del carác-
ter ciudadano de sus integrantes, que además fueron reelegidos. Al res-
pecto señaló:

Al principio, los institutos electorales tuvimos suerte en poder crear insti-
tuciones totalmente diferentes mediante ciudadanos. Los partidos políti-
cos no le dieron importancia y no intervinieron de una forma tan directa, 
no buscaron en sus militantes para ser consejeros electorales […]. El pro-
blema de las instituciones electorales es que ahora están formadas por 
miembros de los partidos políticos, no por ciudadanos […], por ejemplo, 
uno de los consejeros que es del PRD en el IEE, es una gente conocida 
como representante de partido político, él quería ser vocal ejecutivo del 
IFE y hacia allá estaba manejado por el propio PRI, pero cuando el PRD 
encontró un acta de cuando había sido representante del PRI en tales años 
[…], esos son los consejeros locales; el presidente es compadre del gober-
nador y además cambiaron la ley haciendo que la institución electoral esté 
en manos del gobierno del estado, todavía después de 2003 lo que hacen es 
dependerlo directamente del Ejecutivo, antes la ley decía que el presupues-
to del Instituto Electoral lo aprobará el Consejo General y el Ejecutivo 
debería agregarlo a su presupuesto, y ahora el Ejecutivo aprobará el presu-
puesto del Instituto […]. Ahora, los lugares de los consejeros electorales 
se los dividieron como pastel los partidos políticos, ¿cuántos diputados 
tienes?, tantos consejeros te tocan, como lo hicieron en el IFE en México 
[…], como está creado el Consejo General del IFE, que es pésimo, tam-
bién está totalmente vendido.
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Es así que el Ejecutivo local es una de las figuras de gran relevancia 
y factor de permanencia o cambio político. Es por todos conocida la he-
rencia del régimen priista en el sentido de que, tanto las críticas como 
las demandas eran siempre orientadas al presidente de la república; sin 
embargo, es cada vez mayor el reconocimiento y exigencia a los ejecu-
tivos locales, los que se han convertido en protagonistas con dinamis-
mo propio.

Como ejemplo de lo afirmado, cabe señalar la reciente y efectiva po-
sibilidad de una candidatura a la presidencia del país desde el cargo de 
gobernador estatal, circunstancia innovadora, puesto que con anterio-
ridad todos los presidentes provenían del gabinete presidencial.13 Sin 
embargo, y derivado del rezago entre las instituciones políticas estata-
les y federales, muchos de los mecanismos de transparencia y rendición 
de cuentas que aún son precarios en los estados han sido atribuidos a lo 
que se conoce como caciquismos locales, esto es, una estructura de po-
der anclada por lo común en el Ejecutivo local y que redunda general-
mente en impunidad.

Como ejemplo, comentan en el OAE: “El gobernador, general Ca-
rrillo Olea, quiso intervenir y no se le permitía, en la segunda reelec-
ción el Congreso nos ordenó quiénes serían los directores, uno de cada 
partido, pero pusimos a los que teníamos antes en contra del Congreso, 
ya que nos habían elegido. Imagínate, ‘los vamos a elegir, pero ustedes 
van a poner de directores a fulano’, ése es el grado de intervención que 
tienen [...]” 

Como indicador, incorporamos aquí datos sobre un índice de poder 
del gobernador (cuadro 8.5), con la intención de relacionarlo con otros 
factores en la búsqueda de mecanismos de transparencia y rendición de 
cuentas. Dicho índice muestra un aumento en 2006, que se sostiene has-
ta 2011 —fecha de la última medición.

13	 En la elección federal del año 2000, los tres candidatos de los partidos más importan-
tes habían sido gobernadores (Cárdenas-PRD, Labastida-PRI, Fox-PAN). Fue también 
el caso de dos de ellos en el proceso de 2006 (López Obrador-PRD y Madrazo-PRI); 
en la elección de 2012, dos de los candidatos también habían ostentado el cargo de go-
bernador, el nivel más importante en sus carreras políticas: Peña Nieto-PRI y López 
Obrador-PRD.
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Cuadro 8.5. Índice de poder del gobernador en el estado de Morelos

Año Indicador

2011 3

2010 3

2009 3

2008 2

2007 2

2006 2

2005 1

2004 1

2003 1

2002 2

2001 2

2000 1

1999 2

1998 2

1997 2

1996 2

Fuente: Flacso México/PNUD (2011).

En este mismo ámbito, destaca un dato sobre la popularidad del go-
bernador (nivel de aprobación, en una escala del 1 al 100), que, en el caso 
de Morelos y en 2012, fue de 35 (23/9/2010, encuesta El Universal, seis-
cientas entrevistas en todos los estados, del 2 de agosto al 3 de septiem-
bre de 2010. Confianza: 95%, error +/-4.1%).Acerca de la relación entre 
gobernador, partidos y el desempeño del OAE, el mismo exfuncionario 
señala una falta de capacidad de ese órgano, evidenciada en faltas impu-
nes a la ley, con acciones de precampaña, además de aspectos negativos en 
las reformas. He aquí su comentario:

El gobierno del estado controla la institución, por eso no tiene credibi-
lidad y nadie los respeta, por eso todos están en precampaña y nadie les 
dice nada. El instituto electoral podría hacerlo legalmente, la ley señala 
que en caso de que no lo contemple el código electoral, puede utilizarse 
suplementariamente el Cofipe […]. La incipiente democracia que tuvi-
mos en [1997] y en 2000 va para atrás, todas las reformas son retrógra-
das; es igual que la elección de [1996], le quitaron las atribuciones de los 
consejos estatales electorales y del Consejo General del IFE. La refor-
ma le quita una línea fundamental que decía: “Todos los acuerdos que 
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se realicen para que exista certeza, legalidad, imparcialidad”, si esa línea 
existiera no habríamos tenido problemas en el 2006, ¿por qué?, porque 
un acuerdo del Consejo General del IFE hubiera podido decretar el voto 
por voto. Esos pequeños cambios que aparentemente no se ven, han ido 
haciendo cada día más retrógradas nuestras leyes electorales [...]. En el 
estado, en [1997], no falló una sola casilla porque la gente estaba conven-
cida de que éramos ciudadanos quienes trabajábamos para la institución. 
Ahora a la gente no le interesa y lo que hace es buscar cómo se zafa de la 
responsabilidad de ser funcionario de casilla, y ahora se les está pagando 
a partir del 2006.

Por otra parte, de la injerencia del gobernador en la designación de 
consejeros y otros funcionarios del OAE, explica:

No lo hace el gobernador directamente, tiene un operador político que 
se llama secretario de Gobierno. Ese señor es el que interviene en la de-
signación de los directores ejecutivos. Aquí primero desaparecieron las 
direcciones ejecutivas y las vuelven a crear en una modificación que hacen 
a escondidas, que no presentan al pleno hace tres meses y medio, sólo 
dos días antes de que se venza el plazo. Fíjese la maña: hacen la modi-
ficación, los hacen directores ejecutivos otra vez en [1997] (ya eran di-
rectores en [1996]), y no pueden quitar más que un director, porque se 
jubila. Entonces, no se ha nombrado en tres años el director ejecutivo de 
Organización Electoral. Ya deberían estar preparados, porque, según las 
modificaciones de esa ley, el 1º de enero deben nombrarse los consejos 
municipales y distritales, pero ¿cómo van a nombrarse si no hay dirección 
de organización?

Respecto de otros tipos de intervención del gobernador sobre los 
procesos electorales, uno de los partidos comenta que: 

Principalmente lo ha manejado a través de los programas sociales del DIF, 
el gobernador ha bajado recursos, ha bajado programas, sobre todo en 
beneficio de mujeres […] todos esos programas que son para beneficiar 
a grupos pequeños, pero que son muchos y que favorecen por ejemplo al 
PAN, y en muchos casos hasta al PRI, porque también ha sido rehén de 
ellos, por la cuestión de la aprobación del presupuesto.
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Asimismo, en cuanto a la injerencia que tienen los partidos en el pro-
ceso electoral, se señala que:

Los tres partidos políticos intervienen fuertemente: el gobierno del estado, 
con el control económico, para manejarlo para Acción Nacional, e inter-
vienen los priistas, porque el partido y los consejeros, que no saben nada, 
ni entienden nada, están tratando de acomodarse con quienes van a […], 
por eso no resuelven lo de los precandidatos, porque no quieren quedar 
mal con quienes pueden quedarse, pueden llegar a ser gobernadores.

[También] los partidos te meten gol, por ejemplo, con los capacitadores 
tratan de meter la mayoría de la gente, entonces tienes que tener mucho 
cuidado para que no metan […]. Con los asistentes electorales también tie-
nes que vigilarlos, tienes que nombrarlos y buscar que no sean de [ningún] 
partido y después, que no se coludan con los presidentes de los consejos 
municipales o distritales, porque hubo experiencias de que el presidente 
de un consejo municipal […] les ponía así para que firmaran y se robaban 
la mitad del dinero para los consejeros, de acuerdo con el asistente. 

Finalmente, podemos señalar un evento interesante en términos 
de las capacidades del mismo IEE de Morelos, que ocurrió a finales de 
2011, cuando, por mayoría, la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
invalidó las reformas al artículo 69 del Código Electoral de Morelos que 
otorgaba la facultad al instituto electoral local (IEM) de suspender todos 
los anuncios políticos cuyo contenido fueran “contrarios a la moral”. En 
la resolución, la Corte argumentó que el precepto aplicado en el Código 
Electoral de Morelos “invadía la esfera de atribuciones que constitucio-
nalmente corresponde en exclusiva al IFE”.14

14	 En septiembre la Procuraduría General de la República (PGR) presentó ante la Corte un 
recurso de inconstitucionalidad contra las reformas al artículo 69 del Código Electoral de 
Morelos que, entre otras modificaciones facultaban al Consejo Electoral para ordenar la 
suspensión de los mensajes en radio o televisión considerados ofensivos en su contenido o 
injuriosos en contra de candidatos o partidos políticos. Además, permitían al IEM suspen-
der mensajes de los partidos políticos durante precampañas y campañas electorales con ex-
presiones verbales o escritas contrarias a la moral y a las buenas costumbres, que injurien a 
las autoridades y a los demás partidos políticos, o bien, que tiendan a incitar la violencia y 
el desorden. La PGR argumentó que el Congreso morelense se extralimitó e invadió com-
petencias al dotar de esta facultad al órgano electoral local, ya que el retiro de los anuncios 
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De este hecho rescatamos dos factores relevantes: 1) es el ejemplo 
de un caso que eventualmente ocurre durante los procesos y en los que 
es importante contar con el marco institucional que vigile y resuelva; fue 
una propaganda del obispo de Cuernavaca con la leyenda ‘El decálogo 
del votante’, ésta motivó que uno de los partidos políticos se inconfor-
mara porque, argumentaba, los parámetros del obispo afectaban a otro 
partido que proponía el aborto; había entonces una afectación debido a 
que la Iglesia católica decía a sus creyentes que si votaban por ese par-
tido político se iban a condenar, eso redundaría en una influencia de-
terminante. 2) Es un comentario relativo al contexto de los problemas 
e inconformidades en materia de campañas y propaganda política en 
medios y dicen: 

Hay sobre todo quejas sobre precampaña y […] van a seguir existiendo 
mientras las reglas no sean totalmente claras, no sólo del tiempo de la 
precampaña, sino de antes de la precampaña. Hace falta que les prohíban 
a los que tienen algún cargo público, por ejemplo, los diputados, que en 
sus informes legislativos pierden el tiempo y lo único que hacen es colocar 
publicidad. Ahora como ya no van a colgar en los postes, se dedican a las 
colas de los camiones. El problema de quitar los spots es que ahora los par-
tidos compran el tiempo de los noticieros, te pago porque me entrevistes. 
Yo te doy cincuenta mil pesos mensuales y tú me vas a entrevistar dos 
veces al mes, y vas a pasar mis boletines de todo lo que haga en la campa-
ña. No se está pagando publicidad, ni se da recibo de ello, que eso es más 
peligroso. Por eso cuando dicen que van a blindar las elecciones […] no 
pueden blindarlas, porque es un dinero que no se comprueba de dónde 
viene, es un dinero que entra y se paga en “efectivo” […]. Por desgracia, yo 
creo que [los spots] sí influyen […], al menos en Morelos que es un esta-
do totalmente politizado, ya no puedes manipular a nadie. ¿Qué me va a 
dar? Entonces se convierte en un trueque […]. Muchas veces se van por 
eso, por la publicidad, por la cara bonita. Sergio es muy guapo, el primer 
gobernador panista que tenemos es muy bien parecido […]. Sergio ganó 
veinte mil votos más que Fox.

publicitarios compete al ámbito federal y es facultad exclusiva del Instituto Federal Electo-
ral (IFE), revista Proceso, 28 de noviembre de 2011. 
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Sobre la transparencia, independencia y protección de los derechos 
políticos en el órgano de justicia electoral de Morelos 

En Morelos se observó una muy baja calificación en el rubro de inde-
pendencia (la más baja en comparación con el resto de las entidades del 
país) y una de las más altas para la transparencia. Del análisis se conclu-
ye que la relación entre ambos aspectos no es absolutamente necesaria, 
pues además del caso de Morelos, en varios otros estados se obtuvo un 
registro alto para una categoría (independencia o transparencia), acom-
pañado de un bajo registro en el otro rubro.15 Así, de la clasificación ge-
neral que abarca a todas las entidades y conformada por cuatro grupos 
posibles (alto, medio alto, medio bajo y bajo), Morelos se ubica en el úl-
timo, el cual es considerado como el menos democrático. 

En relación con este diagnóstico, y revisando con mayor detalle, por 
ejemplo, sobre la posibilidad de que el gobernador, o algún otro actor, in-
tente afectar el desempeño o permanencia de algún integrante del tribu-
nal, uno de los entrevistados comentó:

Quizás no directamente, ahora los magistrados concluyen su periodo de 
cuatro años con derecho de reelegirse —previo procedimiento de evalua-
ción—. Pero, al parecer van a sacar convocatorias y hay un secreto a voces, 
que sí piensan cambiarlos porque no les agrada, que a lo mejor el goberna-
dor no estuvo de acuerdo con ellos porque no accedieron a sus peticiones, 
entonces se molestan y qué pasa, pues que van a aprovechar el momento 
[…] y ya no les dan el derecho de ratificarlos […]. Sí lo pueden hacer, 
pero no lo pueden hacer arbitrariamente, porque la Suprema Corte dice 
en el artículo 89 que, dentro de las atribuciones del Congreso del estado 
es designar libre y soberanamente a los magistrados. Ahí pareciera que de 
una forma arbitraria el Congreso del estado puede quitarlos y no es así, 
antes de eso se les tiene que evaluar, derivado de su trabajo desempeñado, 
honestidad, legalidad, objetividad, constitucionalidad, ética del juzgador, 
pero ¿cómo unos diputados pueden evaluar a gente preparada como son 
los magistrados?

15	 El conjunto de entidades ocupan todo el rango posible del indicador de transparencia, en 
tanto que en el de independencia se concentran entre los valores 15 y 20. 
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De manera simultánea, respecto a la independencia del tribunal en 
función de los recursos económicos en tanto elemento de presión o con-
dicionamiento sobre la conducta del propio tribunal, se señala:

El [Tribunal Electoral] ha sufrido mucho de eso, es decir, a pesar de que 
va a ser proceso electoral, el Poder Ejecutivo, el señor gobernador, no obs-
tante que nosotros realizamos nuestro presupuesto de egresos para poder 
funcionar a cabalidad y dar esas certezas en los procesos electorales del 
2012, el Ejecutivo nos constriñó únicamente a darnos la misma cantidad 
que se da en periodo sin proceso electoral […]. Es como una forma de 
presionar, que a lo mejor se dieron cuenta de que como ni hay magistrados 
a modo, o que ellos no van a declinar esas consignas, pues no hay resultado 
para ellos y ¿de qué manera te castigo? No te doy dinero para que puedas 
funcionar; pero aquí los magistrados dijeron: “vamos a demostrar que sí 
podemos y podemos con esa cantidad y vamos a hacer muchas cosas”, y 
sí lo hicieron, pero eso implica muchos sacrificios, a nosotros nos bajaron 
el sueldo y constitucionalmente es ilegal. Yo creo que efectivamente hay 
muchos intereses de por medio. 

Si bien hay reiteradas afirmaciones oficiales sobre la garantía de in-
dependencia del TEE y la imparcialidad de su accionar, algunos actores 
opinaron diferente:

El actual procurador fue presidente del tribunal, él tuvo que vender el voto 
para que lo reeligieran y poderse colar en esta administración. El problema del 
tribunal es que lo han puesto en posición de hacerlo parte del Poder Judicial 
del estado, entonces lo utilizan como si fuera empleado del gobierno. Prueba 
de ello es que cuando no hay cómo llenar el palco del Congreso lo sientan 
con los funcionarios de gobierno, y ellos lo permiten, lo que quiere decir 
que no son independientes […], en el tribunal no son malos, ahora dos de  
los magistrados son abogados que conocen de cosas electorales, pero no de-
jan de tener una influencia fuerte política de los partidos que los dejaron. 

Asimismo, contrastan las referencias sobre la relación que se guarda 
entre los partidos, el OAE y el TEE. Por una parte, destaca una referen-
cia al papel de los partidos junto a entidades de fiscalización y resultados 
de su trabajo:
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Los partidos políticos funcionan de acuerdo a su conveniencia siempre. Los 
partidos políticos intervienen en la época de las elecciones, en la preelec-
toral empiezan, unos a otros se acusan, pero de todas maneras todos las 
hacen. Y […] a veces acusan a alguien de un gasto excesivo que no se puede 
supervisar, porque ellos no lo permiten al no darles las herramientas a las 
instituciones electorales para poderlo hacer, o sea, es un círculo. Yo creo 
que lo que más se utiliza es la queja sin fundamento, es como los delitos 
electorales, una buena farsa, no sirven para nada, ni se pueden comprobar, 
por eso nadie está en la cárcel por delitos electorales. 

Por otra parte, hay referencias a una incipiente labor conjunta que 
enriquece la experiencia de los actores y la cultura política, además de  
que permite incrementar la calidad de los procesos, por ejemplo:

Sí llega a haber reuniones en cuestiones de trabajo, es decir, ellos comen-
tan cuestiones laborales, quizá que un partido político necesita alguna 
capacitación a su institución, a su personal. Cuando los partidos políti-
cos anteriormente emitían su demanda, uno lo leía y decía: “¡Ay, que fea 
demanda!”, realmente les faltan ciertas características que dice la ley. 
Entonces, con el tiempo y con las capacitaciones, ya ha habido una me-
joría. Realmente la relación que tienen entre el tribunal o los magistrados 
con los partidos políticos, sí la llega a haber, lo he visto en este año, pero 
es netamente institucional. O bien los magistrados los invitan a ellos, a los 
partidos políticos, a sus representantes a cursos. “Mira, partido político, ya 
organizamos un curso especialmente para ustedes en relación a la legis-
lación, al proceso electoral, en cuestiones jurisdiccionales, cómo debes de 
presentar una demanda, qué factores son los que se determinan, cómo se 
resuelve o qué aspectos nosotros vigilamos, bajo qué criterios […] juris-
prudencias que establecen”. 

Asimismo, acerca de la relación que guardan el OAE y el TEE, un 
funcionario del primero afirma: “Tenemos excelente relación ambas ins-
tituciones en el estado, no tenemos problemas, respetamos el trabajo de 
ellos como ellos respetan el nuestro y por supuesto hemos hecho activi-
dades conjuntas con el TFE, motivadas por el mismo TFE y que coor-
dinamos con el TE y con el IEE, incluso el mismo IFE, tenemos una 
excelente relación en el estado”. Sin embargo, la perspectiva de otros 

instituciones electorales.indd   221 30/09/16   12:00 p.m.

© Flacso México



Magdalena Aguilar

222

actores refiere una importante falta de confianza en la relación interinsti-
tucional y una influencia relevante a nivel de partidos: 

La relación no es muy buena. Se presentaron conflictos hace tres años. Lo 
que votó el Consejo de un modo, ellos lo votaron en contra, entonces no 
hay una relación de confianza entre unos y otros. Además, el presidente 
del tribunal en este momento es más priista, y el presidente del Consejo 
Electoral es totalmente panista, es compadre del gobernador [...].

También, respecto al reconocimiento y protección constitucional de 
derechos políticos, se puede referir que entidades como la Comisión de 
Derechos Humanos local reconoce que aún hay una muy baja frecuencia 
en los casos que se presentan en materia de derechos civiles y políticos. 
Sin embargo, refieren que los relevantes que se han presentado general-
mente implican una gran complejidad ya que aparecen coludidos los tres 
órdenes de gobierno.

De manera paradigmática, en Morelos han ocurrido durante los úl-
timos procesos electorales casos que han puesto en entredicho la viola-
ción a los derechos políticos, entremezclados con factores como el de la 
violencia o credibilidad, y que trastocaron en forma importante el proce-
so electoral.16

Uno fue el caso de Tlalnepantla, en 2003, donde tuvo que crearse un 
consejo municipal. Hubo un problema de connotación internacional, in-
cluso una intromisión e irrupción violenta por parte de servidores públi-
cos encargados de hacer cumplir la ley:

16	 Otros dos casos relevantes fueron un asunto en 2009, por la aplicación de la fórmula para 
designar las curules plurinominales. De acuerdo a la legislación, los magistrados deter-
minaron que sí correspondían dieciocho curules al PRI, como lo refiere el código. Sin 
embargo, esa situación fue muy política. Otro asunto relevante fue que el Partido Social 
Demócrata (PSD) perdió su registro nacional; sin embargo, en el nivel estatal obtuvo el 
porcentaje adecuado. Frente a esto el IEE determinó que por no obtener el porcentaje ne-
cesario no se daría el 100% del financiamiento a ese partido, y como la ley es muy omisa en 
ese aspecto, todo fue muy polémico. Al resolver el TEE, los partidos se inconformaron por-
que eso implicaba que una nueva repartición y reasignación de los recursos. La controver-
sia llegó a la Sala Superior del TEPJF donde se confirmó la resolución. No obstante, hubo 
mucha disconformidad entre los partidos políticos.
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Falleció una persona en una situación muy extraña, un peritaje decía una 
cosa, el nuestro decía otra y, finalmente, nosotros emitimos una recomen-
dación y todo se generó a partir de un conflicto postelectoral, el Tribunal 
hizo su trabajo, resolvió el tema que tuvo que irse al TEPJF, pero dejó una 
estela de violencia, de encono, de odios encontrados, muy complicado y 
que hasta la fecha ha tenido, después de siete años, presencias y manifes-
taciones lamentables [...]. 

El otro es más reciente. En el 2009, en el municipio de Atlatlahucan, en 
donde por un voto se dio el fallo a partir de una situación que hoy muchos 
de los votantes en ese municipio tienen sus dudas, porque finalmente este 
margen de gobernabilidad en un municipio relativamente próspero en el 
contexto del estado, se ve afectado por un proceso electoral que dio mu-
cho de qué hablar. Eran dos partidos de los llamados emergentes, de los 
partidos pequeños […], el hecho de que un solo voto abría la posibilidad 
de poder revertir la elección fue muy controvertido y así fue. Se checó el 
expediente y se determinó que dentro de las causales de nulidad había una 
en donde un ciudadano votó en una casilla donde él no estaba inscrito en  
la lista nominal, entonces la ley es muy clara, si no está inscrito en la lista 
nominal automáticamente se anula la elección y eso fue lo que pasó, se 
acreditó, se anula esa casilla y el resultado [se] revierte. ¿Qué paso ahí? 
Que el partido político ganador llegó a ser segundo lugar y el que era se-
gundo lugar ganó la elección. 

Finalmente, otro aspecto relevante es el asunto de los pueblos y co-
munidades indígenas. Sobre el tema se señala una violación no sólo de 
los derechos civiles y políticos inherentes al ser humano, sino al colecti-
vo, que en ese momento se asienta por sus derechos económicos, sociales 
y culturales. Al parecer, es un binomio estado-municipio, pero colate-
ralmente también compete a la federación en términos de hacerse res-
ponsable como municipio de dichos asentamientos —fenómeno bien 
documentado por el Consejo Estatal de Población, por el Conapo y por 
el INEGI—: 

de alguna forma no se está respetando el espíritu de la reforma constitu-
cional del 2000 para el reconocimiento y respeto a los derechos humanos 
de los pueblos indígenas. Si se ve una suerte de injerencia tanto de los 
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municipios donde existen estos pueblos y comunidades, o de quienes se 
han organizado a partir de una migración que es bastante notable en el 
estado de Morelos, por la producción agrícola particularmente de la caña 
de azúcar, estamos en un contexto en donde no se les está dejando real-
mente sus formas de organización tradicionales. También la gran migra-
ción de otras entidades federativas al estado de Morelos ha generado una 
sobrepoblación en algunos lugares de la zona conurbada de Cuernavaca, 
donde hay asentamientos, y al no permitirles un registro municipal para 
no generarles estos derechos, no les permiten participar, porque lo prime-
ro que les pide el IFE es “compruébame residencia para que yo te pueda 
dar una credencial para votar”. Entonces, por un lado, dices “te coopto 
como municipio, pero no te quiero generar derechos”, y dices en qué con-
tradicción estamos.

En Morelos existe una cada vez mayor presencia migrante prove-
niente de Guerrero, Oaxaca y Puebla. Entonces, preocupan los usos y 
costumbres de estas comunidades para elegir sus autoridades tradiciona-
les. En colonias con más de trescientas familias: mixtecos, mixtecos altos 
y de distintas latitudes, es evidente que su forma de elegir gobierno no 
está contextualizada para un estado constitucional subyacente y que, por 
otro lado, no se les permite generar derechos políticos.

Sobre las percepciones ciudadanas acerca de la limpieza  
y equidad de los procesos electorales en Morelos

Acerca de este rubro, Morelos se posiciona en el cuarto lugar (entre las 
32 entidades federativas), quedando claramente con una baja califica-
ción, por lo que de las cuatro categorías, ésta es la más negativa.17

En lo que se refiere a la vida política de la ciudadanía, los diferentes 
actores concuerdan en que, desde mediados de los noventa, Morelos ha 
generado un precedente tangible de que la sociedad se organizó logran-
do un cambio profundo, orientado a una cultura cívica, a una cultura 

17	 En esta medición, a Morelos lo antecede el Distrito Federal, el cual posee la calificación más 
baja en términos de la percepción sobre calidad de las elecciones. A estas dos entidades les 
siguen Tabasco y el Estado de México; incluso Tamaulipas está por encima de Morelos.
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política de participación, decisión y protección. Y si bien reconocen que 
la sociedad cada vez tiene mayores conocimientos para protegerse de los 
intentos a la violación de sus derechos políticos y se va apropiando de ese 
poder para presentar juicios que el tribunal debe salvaguardar, también 
hay retos y rezagos importantes por subsanar:

En Morelos existen varios grupos interesados muy fuertes […]. La socie-
dad civil está interesada, lo que pasa es que la sociedad civil no participa, 
porque la gente no le cree al gobierno y al perder la institución electoral cre-
dibilidad, hay un alejamiento entre sociedad e institución electoral, porque  
estamos viendo una precampaña descarada de todos y no hacen nada. 
Están en plena campaña los precandidatos de todos los partidos […]. 
Utilizan dizque sus informes anuales para seguirse haciendo propagan-
da, además, viven toda la semana haciendo reuniones en todo el estado 
con gente, entonces la gente no puede creer que no haya precampañas. La 
autoridad electoral no tiene respeto.
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Conclusiones generales
Irma Méndez de Hoyos y Nicolás Loza Otero*

*	 Profesores-investigadores de la Flacso México.

El análisis de las instituciones electorales, la opinión pública y los po-
deres políticos locales en el México de la primera década del siglo XXI 
estuvo guiado por una preocupación central: ¿qué tan democráticas son 
las elecciones en los estados de la federación mexicana? Las reglas fede-
rales electorales que permitieron la alternancia en el Ejecutivo federal en 
2000 propiciaron cambios diferenciados en las elecciones en los estados. 
El entusiasmo por entender las elecciones federales democráticas margi-
nó el escrutinio de la evolución de las elecciones estatales, de modo que 
los rasgos comunes y diferencias sustantivas entre unas y otras han sido 
poco estudiados. 

Por muchos años la falta de información fue una dificultad recurren-
te que limitó el estudio de las elecciones y la vida política en las entidades 
federativas, pero con el tiempo esta dificultad se desplazó a los problemas 
de validez y comparabilidad de la información. Para realizar esta investi-
gación se consolidaron fuentes de información y corroboraron datos; los 
errores que, sin embargo, pudieran existir son totalmente involuntarios y 
atribuibles al equipo involucrado.

Los principales hallazgos de la investigación que alimenta este libro 
se expusieron  en la introducción. Por ello, lo que se presenta enseguida 
más bien constituye un recuento de la contribución de la obra al análisis 
de la calidad de las elecciones en México a nivel subnacional y de los temas 
abiertos que requieren mayor trabajo e investigación empírica en el futuro. 
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Como ya se dijo en la introducción, el objetivo general del libro consiste en 
elaborar un diagnóstico de la calidad democrática de las elecciones locales 
en México. Esto implica evaluar en qué medida las elecciones son efecti-
vamente libres, limpias, transparentes, competitivas y respetuosas de los 
principios de equidad y efectividad. Lo aquí mostrado representa un es-
tudio de las instituciones electorales, las percepciones de los electores y la 
influencia de poderes locales en la celebración de elecciones de calidad, fo-
calizado en la independencia, partidismo, profesionalismo y transparencia 
de los institutos electorales estatales y los tribunales electorales estatales, 
presentando una radiografía actual de las virtudes y los defectos del dise-
ño institucional mexicano en materia electoral local. 

Como se expuso ya en los capítulos de la obra, la calidad de las elec-
ciones depende de un número importante de factores, pero uno de los 
más relevantes son los órganos electorales. En México, como en muchas 
democracias emergentes, el modelo a seguir ha sido el establecimiento 
de comisiones electorales independientes y profesionales, mismo que 
inspiró la creación del IFE, los institutos electorales locales, el TEPJF y 
los tribunales electorales estatales. Las reformas electorales de la recien-
te década han tratado de profundizar, en lo general, en el carácter inde-
pendiente de los órganos de administración electoral en búsqueda de la 
confianza partidista y ciudadana en las elecciones. Sin embargo, en los 
procesos de reforma estatales la tendencia ha sido menos consistente: en 
algunos casos el equilibrio que debía producir el pluripartidismo en la in-
tegración de los órganos de administración y justicia electorales es susti-
tuido por el dominio de un partido o acaso dos que terminan ocupando 
el lugar que antes era del Poder Ejecutivo estatal, mientras que en otros 
estados, este último ejerce una influencia desproporcionada: los órganos 
locales tienden a convertirse en arenas de disputa entre poderes —Eje-
cutivo local vis-à-vis Legislativo—, o entre partidos. El peor desenlace, 
que no el único, del modelo mexicano de organización de elecciones en 
los estados ha sido, entonces, el que se representa en la distancia entre la 
independencia formal y el partidismo real; entre el espacio neutro de la 
profesionalización y el espacio político de lucha de poder entre Ejecutivo 
y Legislativo, y entre partidos. Ello erosiona la imparcialidad de los órga-
nos electorales y la calidad de las elecciones a nivel subnacional.

Ahora bien, este libro tiene un carácter comparado y empírico único: 
se emprende un análisis de las 32 entidades federativas en los primeros 
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cuatro capítulos, comparando en materia de órganos electorales, opinión 
pública y poderes. Dicho análisis se complementa con otra de las contri-
buciones del libro: la inclusión de estudios de caso con material empírico 
derivado de entrevistas en profundidad. Finalmente, es el único libro en 
materia de elecciones a nivel local hasta ahora que se fundamenta en una 
encuesta de opinión pública ad hoc sobre la percepción que existe acerca 
de la calidad de las elecciones federales y locales, y de los factores que se 
le asocian. En suma, es un estudio empírico, comparado y con estudios  
de caso, derivado de un proyecto de investigación único cuya metodolo-
gía es clara y replicable, lo que contribuye a su validez.

El estudio de caso del Estado de México mostró que ahí existen, 
desde hace más de una década, condiciones normativas (respecto a 
previsiones legales y constitucionales), institucionales (en relación al 
diseño de los órganos de administración y justicia electorales) y de plu-
ralidad política (en torno a la composición del Congreso) favorables 
para que los procesos electorales sean de alta calidad, haya confianza 
en torno a ellos y sus resultados sean reconocidos por todos los juga-
dores. No obstante, las opiniones y percepciones de los electores y de 
los actores involucrados en las elecciones, recabadas mediante encues-
tas y entrevistas, exhibe una polarización respecto a cuán confiable es 
el desempeño de las autoridades electorales y, en consecuencia, acerca 
de la legitimidad de los resultados finales. Esta polarización se ubica en  
la dicotomía PRI/anti PRI. 

Los ciudadanos que se identifican con el PRI tienden a confiar en 
el IEEM, y en el carácter libre y equitativo de la competencia política, 
posición cercana a la que manifiestan los consejeros y magistrados elec-
torales. Por otro lado, quienes señalan su preferencia por otros partidos, 
desconfían de las autoridades encargadas de las elecciones y afirman que 
la competencia electoral está desequilibrada, posición que comparten los 
entrevistados pertenecientes al PRD y al PAN. Los testimonios de los aca-
démicos se ubican en un punto intermedio al revelar las prácticas ilegales 
en que incurren todos los partidos: ¿quiénes son más objetivos?

Con la evidencia aquí reunida es imposible afirmar si los órganos 
electorales favorecen o no al PRI, pero cabe destacar que en el estado 
se descarta la existencia de fraude como determinante de los resultados 
electorales, lo que es un avance notable, dada la historia nacional. Sin em-
bargo, la construcción de confianza en las etapas previas a la emisión del  
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voto es indispensable si se quiere avanzar en la profundización de la 
democracia mexiquense, pues no hay democracia estable sin elecciones 
que otorguen plena legitimidad al vencedor y esto sólo se puede lograr si 
todos los actores confían en que durante el proceso electoral no se favo-
rece a ningún partido. Para ello es necesario que los partidos eludan las 
prácticas ilegales durante las campañas, ya que de otra forma el IEEM y 
el TEEM tendrían problemas para sancionar a todos, pues de hacerlo, 
quedarían en situación vulnerable  ya que todos los partidos en el Con-
greso se pondrían de acuerdo para tomar represalias contra los conse-
jeros y magistrados que los sancionaron. No obstante, es previsible que 
los partidos no cambien su comportamiento automáticamente, ya que 
ninguno de ellos tiene incentivos para hacerlo: el PRI obtiene mayor be-
neficio usando los recursos públicos a su disposición y la oposición trata 
de contrarrestarlo usando los recursos públicos con que cuenta.

El escenario descrito es un equilibrio estable, pero con la distribución 
de recursos económicos y políticos actuales, ningún actor está en posibi-
lidad de alterar el patrón explicado. Estos equilibrios sólo se alteran con 
un shock externo, que bien puede ser el empoderamiento de la sociedad 
civil o la intervención cada vez más determinante de órganos federales, 
como ha ocurrido más comúnmente con el TEPJF. Y dado que, a nivel 
federal, este problema también está presente, todo apunta a que el avance 
en este sentido será muy lento.

En Chihuahua, por su parte, se observa una correlación positiva en-
tre el diseño de los órganos electorales y la opinión pública acerca de la 
calidad de las elecciones. En términos generales, los resultados muestran 
que es una entidad que se encuentra bien tanto en el diseño institucio-
nal de los órganos electorales como en la percepción de la ciudadanía 
acerca de sus elecciones. Es un caso de congruencia entre instituciones 
y juicios ciudadanos, distinto en consecuencia al del Estado de México 
en que éstos divergen. 

Por otro lado, Colima es un estado de baja calidad institucional y 
buenas percepciones públicas de la democracia. Por lo anterior, se ha ca-
lificado como incongruente. Para explicar la baja calidad institucional de 
los organismos electorales en esta entidad, se destacan dos aspectos im-
portantes: 1) la falta de autonomía de los organismos electorales estata-
les, y 2) la constante intervención por parte del partido gobernante en los 
procesos electorales y de decisión del tribunal.
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En relación con el primer punto, se observa que es relativamente poco 
lo que el tribunal electoral resuelve a satisfacción de las partes en materia 
de derechos político-electorales, mientras que el TEPJF resuelve la mayor 
parte de las impugnaciones que se le presentan sin nuevas posibilidades 
de impugnación. 

En las entrevistas sobresale la falta de autonomía del TEE y se refiere 
que pocas veces se encuentra facultado para resolver satisfactoriamente 
las controversias presentadas, lo que es una característica general de estos 
organismos estatales. Ante esta situación, la oposición apuesta a ir al ám-
bito federal y cumplir con los procedimientos y tiempos establecidos de 
interposición de quejas en el nivel local, que generalmente funciona como 
mero trámite de procedimiento. Así, los órganos de justicia electoral es-
tatales canalizan disputas.

Por otra parte, se advierte que los derechos políticos de los dos par-
tidos predominantes no se encuentran en igualdad de circunstancias en 
lo que a protección se refiere: el partido en el poder generalmente se ve 
favorecido por las decisiones del TEE. 

En relación con el segundo punto, se tiene una percepción de alta in-
tervención por parte del partido gobernante en las decisiones del TEE. 
En las entrevistas se manifestó esta situación y se reportó que existe un 
número considerable de casos en los que el gobernador ha intervenido. 
De manera general, estos casos tienen impacto mediático y exhiben que 
las decisiones del TEE difícilmente van en contra de los intereses del par-
tido gobernante. En consonancia, existe una percepción generalizada de 
que los asuntos que lleva el partido gobernante al TEE tienen resolucio-
nes claras. Así, se aprecia que los recursos resueltos satisfactoriamente en 
el TEE son los que no afectan directamente al partido en el poder.

A su vez, el de Colima es un caso interesante, pues en 2003 se impug-
nó y anuló la elección para gobernador. Ello ocurrió por una clara inter-
vención del gobernador saliente en favor del candidato de su partido. A 
partir de allí, se observa que existe la percepción generalizada de confian-
za en las autoridades electorales, pero principalmente en el plano federal, 
pues fue el TEPJF el que anuló la elección. Este hecho impactó las per-
cepciones de la ciudadanía acerca de la democracia en el estado.

Por otra parte, también se reportó que en 2009 se presentaron casos 
de filtración de recursos a favor del candidato del partido en el gobierno, 
aunque no hubo resolución punitiva al respecto. 
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En cuanto a la reforma constitucional federal de 2007, aplicada for-
malmente en Colima en 2011, se señala que aunque en las elecciones de 
2009 se tuvo la oportunidad de operar bajo estas nuevos reglas, las auto-
ridades electorales del estado no estuvieron capacitadas para afrontarla. 
Nuevamente se observa una falta de autonomía de los IEE. 

Indudablemente, el hecho de que en Colima no se dio la alternancia 
contribuye a explicar la operación de los organismos electorales estata-
les y la alta percepción, entre los especialistas locales, de intervención por 
parte del partido gobernante en los procesos electorales. En cambio, la 
confianza depositada en las instancias federales y la anulación de la elec-
ción de 2003, sin duda, son un elemento importante cuando se explican 
las percepciones ciudadanas sobre la calidad de las elecciones.

Por último, el análisis del estado de Morelos confirmó la congruencia 
prevista por el proyecto de calidad de las elecciones en el ámbito subna-
cional, que supuso baja calidad en el diseño institucional, en correspon-
dencia con la mala evaluación de los ciudadanos del funcionamiento de 
las instituciones locales en los procesos electorales aquí revisados.

En Morelos, nuestra medición de independencia y profesionali-
zación del OAE calificó de alto partidismo e independencia media el 
nombramiento de los consejeros, pues sólo dos órganos políticos están 
involucrados en el nombramiento de consejeros, determinando así que el 
OAE es mixto partidarizado, lo cual implica que está compuesto princi-
palmente por representantes de los partidos.

Tocante al grado de independencia evaluado, conforme al número 
de órganos que intervienen y a la duración del cargo de quienes los nom-
bran, frente a la duración en el cargo de aquellos seleccionados, la califi-
cación fue de nivel medio, lo que implica que son sólo dos los órganos 
involucrados en el nombramiento de los consejeros.

De la profesionalización del OAE, la calificación baja sugirió que en 
la práctica no opera, o bien se lleva a cabo con métodos de gestión tradi-
cionales aunados a impugnaciones, lo que se confirmó con las opiniones 
de los entrevistados.

En la evaluación de la transparencia e independencia de los órga-
nos de justicia electoral, así como del reconocimiento y protección 
constitucional de los derechos políticos, Morelos calificó muy bajo en in-
dependencia, mientras que es uno de los más altos en transparencia, cla-
sificándose de conjunto en el grupo menos democrático. 
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Las entrevistas aportaron información valiosa sobre las formas de la 
influencia específica del gobernador o los partidos, además de documen-
tar los rezagos particulares en materia de protección de derechos políticos.

Para finalizar respecto a los casos, en cuanto al grado de equidad y 
limpieza del proceso electoral, según las percepciones ciudadanas, More-
los mostró muy baja calificación, justamente en concordancia con las re-
ferencias de los actores entrevistados acerca del papel del gobernador, los 
partidos y los procedimientos institucionales. 

De vuelta a lo general, se reconoce que en materia de elecciones 
locales existen áreas de investigación casi vírgenes. Respecto a la ca-
lidad de las elecciones, falta analizar la composición, organización, y 
propuestas de los partidos políticos, así como sus procesos de selección  
de candidatos. Hay que estudiar las carreras, habilidades y desempe-
ño de los propios políticos. Se debe además analizar el papel de los  
medios de comunicación en las elecciones y el acceso directo e indirec-
to que a ellos tienen los partidos. Las finanzas partidistas, específica-
mente las relativas a las campañas electorales, son otra área de creciente 
preocupación y subexplorada. En la misma situación se encuentran los 
escándalos que han acompañado a las últimas elecciones federales en 
México, y que se han reproducido a nivel local en varias ocasiones. A lo 
anterior se añade la necesidad de contextualizar claramente no sólo los 
hallazgos relativos a las instituciones electorales, sino en general a la ca-
lidad de las elecciones locales. Ello implicará tomar en cuenta la violen-
cia e inseguridad que caracteriza muchas elecciones locales.

Un tema crucial y abierto es la relación entre lo federal y lo local, que 
no sólo pasa por la que se mantiene entre órganos electorales, federales y 
locales, la subordinación de unos y la independencia de otros, el de domi-
nio partidista en unos y el equilibrio imparcial de otros, sino que, en par-
ticular, destaca aquélla entre el juicio ciudadano de los procesos locales 
y la percepción que tiene de la elección presidencial (particularmente de 
la de 2006). ¿Cuáles son los entretelones de lo federal-local? ¿Qué pesa 
más en lo local? Los hallazgos muestran que la percepción sobre la cali-
dad de las elecciones locales está mediada por el juicio ciudadano de las 
elecciones de 2006 que son un parteaguas en la historia política nacional. 
En este caso, como en otros, los partidos políticos nacionales han ejercido 
una influencia legítima en el juicio ciudadano, por lo que su papel como 
formadores de opinión  reclama mejor conocimiento. 
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Otra tarea pendiente y altamente relevante es el análisis profundo 
y sistemático de las malas prácticas electorales que no sólo incluyen la 
manipulación de los órganos electorales sino que se extienden a lo largo 
del proceso electoral, e involucran tanto al partido en el poder como a 
prácticamente todos los partidos que compiten en las elecciones, lo que 
daña en forma directa la percepción sobre las elecciones y su calidad en 
general. El objetivo sería mover las elecciones federales y locales hacia 
unas elecciones con integridad, esto es, hacia elecciones libres, limpias, 
trasparentes y competitivas, que cumplieran con los principios de equi-
dad y responsabilidad. Ello implica una competencia electoral que se 
desarrolle en canchas “parejas” y contemple  sanciones para todos los in-
fractores de la ley o que violenten los principios de libertad de elección 
y expresión individuales. Serían elecciones donde las preocupaciones 
ciudadanas ocupen un lugar central en la agenda de los partidos y, por  
tanto, pongan en el centro la credibilidad en las mismas. Ello significaría 
reconocer que la percepción de los ciudadanos sobre la limpieza y com-
petitividad juega un papel central para la legitimidad de las elecciones y 
del régimen político en su conjunto.  

La confianza en las elecciones ha estado desproporcionadamente 
depositada en la independencia y profesionalismo de los órganos elec-
torales tanto federales como locales. Sin embargo, los hallazgos que se 
consignan en este libro muestran que el juicio ciudadano está mediado 
por el partidismo y polarización, así como por el desempeño de los go-
biernos federales y locales. Es pues momento de repensar el funciona-
miento de los factores externos que ejercen una fuerte influencia en la 
calidad de las elecciones, si se desea fortalecer su carácter democrático.

Finalmente, un tema destacado pero más general tiene que ver con 
los cambios latentes en el papel de las elecciones en México y un acer-
camiento paulatino a lo que sucede en democracias más consolidadas, 
donde los comicios permiten que los ciudadanos premien o castiguen 
el desempeño gubernamental. Esto implica considerar que con las elec-
ciones los ciudadanos pueden acercarse a la vida pública y política a tra-
vés de la discusión sobre las políticas públicas, esto es, desde la materia 
de trabajo de los gobiernos. Éstos juegan un papel cada vez más impor-
tante en los procesos electorales y, más allá de prohibir simplemente su 
intervención, habría que regularla, estableciendo límites claros y legíti-
mos. ¿Hasta dónde pueden los gobiernos intervenir? ¿Tienen el derecho 
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a defender sus “políticas públicas”? Es imposible ignorar que los gobier-
nos estatales intervienen y que la no regulación ha beneficiado muchas 
veces la simulación y ha oscurecido lo que en la práctica es ampliamen-
te conocido: en muchos casos es una intervención ilegítima e ilegal que 
debe ser detenida para evitar que dañe la calidad de las elecciones a ni-
vel subnacional.

La contribución realizada por este libro y los temas abiertos que re-
quieren trabajo de investigación empírica son ante todo una invitación a 
investigadores, estudiantes, profesionales e instituciones a reconocer lo 
mucho que se ha avanzado, pero también lo mucho que falta por hacer 
para lograr elecciones con integridad. 
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